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—— Las presenta el señor senador Ferreira para 


ser enviadas al Ministerio de Salud Pública 
relacionadas ccn el Hospital de Maldonado 
y con la desfinarciación en que se encuen. 
tran yarias Instituciones de Asistencia Co- 
lectiva. 


Se resuelven afirmativamente. 


Las presenta el señor senador Cersósimo, una 
para ser enviada al Ministerio -de Defensa 
Nacional relacionada con un petitorio etec- 
tiado a ANTEL relerente a comunicaciones 
telefónicas en la zona de Bota del Cutfré; y 
otra al Ministerio de Educación y Cultura 
relacionada con maestros graduados en edu- 
cación de discapacitados intelectuales. 
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— Se resuelven afirmativamente. 


— La presenta el señor senador Lacalle Herre. 


ra para ser enviada al Ministerio de Educa. 
ción y Cultura relacionada con la posibili. 
dad de dictar cursos para adultos en activi. 
dades manuales. 


—- Se resuelve afirmativamente. 


Sesión del Senado en Comisión General. Nota 
remitida por el señer Ministro interino de Eco- 
nomía y Fimanzas .......o.ococococoocoooo 


-— Manifestaciones del señor senador Ferreira. 


— fe resuelve autorizar a la Mesa a fijar nue. 


va fecha, con el señor Ministro de Economía 
y Finanzas a efectos de realizar una sesión 
especial del Cuerpo en Comisión General. 


Solicitud de licencia ....... 


— La formula el señor senador Singer para las 


sesicnes que celebre el Cuerpo en la presente 
semana. 


-— Concedida. 
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Seguro de Cosechas ........o.ooooooooomomoo. 
-—— Exposición del señor senador Ferreira, 


— $e resuelve enviar la versión taquigráfica al 
Ministerio de Economía y Finanzas, a la Di- 
rección de Planeamiento y Presupuesto, al 
Directorio de! Banco de Seguros del Estado, 
a las Comisiones de Hacienda y de Agricul. 
tura y Pesca del Cuerpo, así como incorpo- 
rar un artículo del Director del Banco de Se. 
guros del Estado, sobre Seguro de Cosechas 


Bolivia y Paraguay. Su mediterraneidad 


-- Exposición del] señor senador Lacalle He- 
Trera. 


-.- Se resuelve que la versión taquigráfica sea 
enviada al Ministerio de Relaciones Exterio. 
res y a la Administración Naciona] de Puer- 
tos. 


Boleto estudiantil. Su costo 


— Exposición del señor senador Traversoni. 


-- Se resuelve que la versión taquigráfica de 
sus palabras sea enviada al CODICEN y a la 
Intendencia Municipal de Montevideo. 
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-— Continúa la discusión particular. 


— Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


Archivo de expedientes ... 


— El señor senador Rodriguez Camusso solici- 
ta que la versión taquigráfica de su exposi- 
ción formulada el 14 de mayo de 1986 sobre 
“La Paz” no se archive, manteniéndose en 
la órbita de la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales, 


-- Se resuelve afirmativamente. 
Rectificación de trámite 


— El señor senador Ortiz solicita que la Car. 
peta N* 7781 “Normas para el ingreso a la 
Administración Pública” radicada en la Co- 
misión de Presupuesto, pase a la de Consti- 
tución y Legislación. 


-— Se resuelve afirmativamente. 
Proyectos presentados ............. 


— El señor senador Senatore solicita se dé en- 
trada a tres proyectos de ley presentados a 
última hora. 
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-- Se resuelve afirmativamente. 


— Reconsideración de la situación de 2£deudos 
de los pequeños productores agropecuarios 
con el Banco de Previsión Social. 


— Re'inanciación de adeudos de los pequeños 
productores agropecuarios con la banca pri- 
vada y oficial. : 


— Refinanciación de adeudos de los colonos del 
Instituto Nacional de Colonización por con- 
cepto de rentas o cuotas impagas. 


- Iniciativas de los señores senadores Batalla, 
Rodríguez Camusso, Gargano, Olazábal, Se. 
natore y Martínez Moreno. 


Inst'tuto Nacional del Libro. Sistema de venta 
a crédito 


-— En consideración. 


-— Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


Maestro Julie Castro. Se designa con su nom- 
bre la Escuela N* 157 de Villa García ......... 


— En consideración. 
— Manifestaciones de varios señores senadores. 


— Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


Condición de la mujer. Proyecto de resolución . 
— En consideración. 


— Se resuelve, por moción del señor senador 
Ricaldoni postergar la consideración de este 
asunto hasta la próxima sesión. 


Profesor Carlos Scaffo. Homenaje del Senado . 


-- Se resuelye por moción del señor senador 
Tourné llevarlo a cabo en primer término 
del orden del día de la próxima sesión ordi. 
naria. 


Solicitudes de venia de destitución . 


(En sesión secreta) 

-— El Senado en sesión secreta, resolvió devol- 
ver al Poder Ejecutivo las solicitudes de ve- 
nias para destituir a dos funcionarios del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura y postergar 
el tratamiento de otra para la próxima se- 
sión ordinaria. 


Se levanta la sesión .. 
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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 30 de junio de 1987. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, mañana miércoles 1% a la hora 17, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


1) Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se establecen normas para la prevención y 
defensa contra siniestros. 


(Carp. N9 674/86 - Rep. N9 79/87) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos du ley: 


2)» Por el que se establece un sistema de venta a cré- 
dito por parte del Iustituto Nacional del Libro. 


(Carp. N9 517/86 - Rep. N? 80/87) 


3) Por el que se designa con el nombre de “Maestro Ju- 
lio Cartro” la Escuela N? 157 de Villa García, sita en 
el kilómetro 21 del Camino Maldonado. 


(Carp. N? 356/85 - Rep. N9 74/87) 


4) Discusión particular del proyecto de resolución de la 
Comisión Especial sobre “Condición de la Mujer”. 


(Carp. N? 243/85 - Rep. N? 77/87) 


5) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado cen la solicitud de venia del Poder Eje- 
cutivo para destituir de sus cargos a des funcionarios 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


(Carp. N? 772/87 . Rep. N? 76/87) 


6) Mensaje del Poder E'ecutivo por el que solicita venia 
para exonerar de su cargo a un funcionario del Cen- 
tro Departamental de Salud Pública de Salto. 


(Carp. N? 770/87 - Rep. N* 78/87) 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bat- 
lle, Caperhe, Cersósimo, Fá Robaina, Ferreira, Flores Sit- 
va, Garcia Costa, Gargano, Guntin, Jude, Lacalle Herrera, 
Martínez Moreno, Mederos, Olazáhal, Ortiz, Paz Aguirre, 
Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, 
Senatore, Teurné, Traversoni, Ubillos, Zorrilla y Zuma- 
ran. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Cigliuti 
y Singer. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número está 
abierta la Sesión. 
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(Es la hora 17 y 18 minutos) 

-—Dése cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 

“Montevideo, 19 de julio de 1987. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que so- 
¡jeta venia para excnerar de su cargo a un funcionario 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


(Carp. N9 805/87) 
-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje dei Poder Ejecutivo al que acompaña un pro- 
yecto de ley por el que se exonera de multas por mora 
en las cuotas del saldo resultante del impuesto al Patri. 
monío del Ejercicio 1986, a los contribuyentes titulares de 
explotaciones agropecuarias o propietarios de inmuebles 
rurales. 


(Carp. N9 806/87) 
-A la Comisión de Hacienda. 


La Presidencia de la Asambiza General remite Mer 
sajes del Poder Ejecutivo por los que comunica que ha 
promulgado los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se dispone que la cruz erigida con motiyo 
de 12 visita del Papa Juan Pablo II, sea mantenida 
en su emplazamiento original. 


(Carp. N? 769/87) 


por el que se derogan diversas disposiciones del De- 
Creto-Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984, sobre Te- 
gulación de recursos administrativos. 


(Carp. N? 599/86) 
por el que se aprueba la Adhesión de la República 
21 Acuerdo Constitutivo del Centro Latinoamericano 
de Administración para el Desarrollo (CLAD). 


(Carp. N9 289/85) 


por el que se designa con el nombre de “Justino Za- 
vala Muniz”, al Liceo N* 2 de la ciudad de Melo. 


(Carp. N9 778/87) 


por el que se suspende la vigencia del artículo 18 de 
la Ley N* 15.852, de 24 de diciembre de 1986, sobre 
la exigencia de exhibir por parte de los productores 
rurales, el certificado de pago expedido por el Banco 
de Previsión Secial. 


(Carp. N* 767/87) 
—Ténganse presentes y archivense, 
La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 


sajes del Poder Ejecutivo por los que da cuenta de haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 
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por la que se autoriza a la Corte Electoral a utilizar 
hasta la suma de N$ 16:000.000 en los gastos que de- 
mande la inscripción cívica para el Ejercicio 1987, de 
la partida otorgada con fecha 11 de julio de 1986. 


por el que se amplía en el Plan de Inversiones Públi- 
cas 1987 el proyecto de inversiones “Adquisición de 
Vehículos” de la Unidad Ejecutora 008 “Oficina Na- 
cional del Servicio Civil”. 


por el que se autoriza al Ministerio de Economía y 
Finanzas a librar Orden de Pago a favor del Sr. An- 
tonio Lacarte, a fin de atender el pago de servicios 
prestados en la realización de la reunión cel GATT. 


--Ténganse presentes. 


Por el que se incorporan al Plan de Inversiones Pú- 
blicas 1887, los proyectos de inversiones a financiarse con 
recursos extrapresupuestarios de los Incisos: “Presiden- 
cia de la República”, “Ministerio de Defensa Nacional”, 
“Ministerio de Economía y Finanzas” y “Ministerio de 
Educación y Cultura”. 


—Repártase. 


La Presidencia de la Asamblea General remite notas 
del Tribunal de Cuentas de la República por las que pone 
en conocimiento las observaciones interpuestas a los si- 
fuientes expedientes: 


de la Suprema Corte de Justicia, relacionado con la 
compra, de dos centrales teletónicas y aparatos tele- 
fónicos. 


del Ministerio de Industria y Energia, relacionada con 
liquidación de horas extras. 


del Ministerio de Relzciones Exteriores, relacionada 
con autorizaciones de gastos Nos. 210 y 0027. 


dei Ministerio de Ganateria, Agricultura y Pesca, re- 
Iscionada con pago de horas extras. 


de la Administración de Obras Sanitarias del Estado, 
relacionada con la Licitación Pública N? 1795. 


de la Administración de Ferrccarriles del Estado, 
relacionada con la compra directa N* 38/86. 


de la Administración Nacional de Telecemunicaciones, 
relacionado con gastos observados por fraccionamien- 
to de compras. 


de la Administración Naciona! de Usinas y Trasmt 
siones Eléctricas, relacionada con Licitacion Pública 
N? 0015/86 y 071/86. 


de la Universidad de la República (Facultad de Hu- 
manidades y Ciencias), relacionada con compra direc. 
ta de revistas. 


-—A las Comisiones de Constitución y Legislación y 
de Hacienda. 


Ej Ministerio de Industria y Energia acusa recibo de 
las versiones taguigráficas de las manifestaciones for- 
ruladas por el señor senador Juan Raúl Ferreira rela- 
cionadas con: 


la incidencia que sobre el turismo tienen, entre otros, 
la energía eléctrica y la nafta, y 
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deficiencias en el suministro de luz en la ciudad de 
Río Branco: (Departamento de Cerro Largo), 


—A disposición del señor senador Juan Raúl Ferreira. 


El Ministerio de Industria y Energía acusa recibo de 
la versión taquigráiica de las manifestaciones formuladas 
por el señor senador Carminillo Mederos, relacionadas con 
las deficiencias que tiene la red de saneamiento en la 
«¿ludad de Juan Lacaze. 


—A disposición del señor senador Carminillo Mederos. 


El Ministerio de Ganaderia, Agricultura y Pesca acusa 
recibo del pedido de informes formulado por el señor ge- 
nador Luis Alberto Lacalle Herrera, referente al acuerdo 
proyectado entre el Gobierno de la República y el Go- 
bierno de la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéti- 
cas, sobre colaboración en la esfera de las actividades 
pesqueras. 


—A disposición del señor senador Luis Alberto Laca. 
lle Herrera. 


El Mixisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca Tre- 
mite la información s tada por el señor senador A. 
Francisco Rodríguez Camusso, relacionada con la contra- 
tación de una Consultoría pata el Instituto Nacional de 


Carnes (INAO). 


-—A disposición del señor senador A. Francisco Redri- 
guez Camusso. 


El Ministerio del Interior remite la información soli. 
citada por el señor senador Raumar Jude relacionada 
con los funcionarios que se acogieron a los beneficios de 
la Ley N? 15.783. 


—A disposición del señor senador Raumar Jude. 


El Minisierio de talua Pública remite la información 
solicitada por la Comision de Asuntos Internaciona:es, re- 
fcrente a las previsiones que se han tomado en materia 
de educación y sanidad para la prevención y rehabilita- 
ción de drogadictos. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales, 


El Ministerio de Educación y Cultura acusa recibo de 
las manifestaciones formuladas en sala por el señor se. 
vador A. Francisco Rodriguez Camusso sobre la situación 
en que se encuentran las escuelas Nos, 7, 37, 33 y 87 de 
esta Capital. 


—A disposición Cel señor senador A. Francisco Ro- 
dríguez Camusso, 


La Cámara de Representantes comunica que designó 
para integrar la Comisión Permanente que actuará du- 
rante el Tercer Período Ordinario de la XLIT Legislatura 
a los señores Legisladores: Titulares: Nelson Arredondo, 
Ruben Díaz, Arturo Guerrero, Carlos Fresia, Luis Heber. 
Raúl Rosales Moyano y Nelson Alonso y como Suplentes 
respectivos a los señores: Pablo Millor, Juan A. Bentan- 
cur, José Cerchiaro San Juan. Héctor Goñi, Héctor Mar- 
tín Sturia, Julio Maimó Quintela y Nelson Lorenzo Ro- 
vira. 


Téngase presente. 
La Cámara de Representantes comunica la creación 


de un grupo de amistad iranco-uruguaya integrado por 
Legisladores de la Comisión de Asuntos Internacionales. 
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—A la Comisión de Asuntos Internacionales, 


El señor senador Carlos Julio Pereyra, de conformi- 
dad con lo establecido en el articulo 118 de la Constitu- 
ción solicita se cursen los siguientes pedidos de informes: 


al Ministerio de Transporte y Obras Públicas rela- 
cionado con el denominado “Proyecto de Desarrolio 
Integrai Social Articulado” (PRODISA). 


al Ministerio de Economía y Finanzas, relacionado con 
partidas Gue se han girado a la Intendencia Munici- 
pal de Rivera, para Asistencia Financiera, a partir 
del 19 de marzo del año en Curso. . 


al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, rela- 
cionado con prioridades del Pragrama Intervial que 
se está desarrollando en el Departamento de Rivera 
con ¡inanciamiento del Banco Mundial. 


—Procédase como se solicita. 


señor senador E. Mario Ubi:los solicita de confor- 
con lo establecido en el srtícuio 118 de la Consti- 
se curse al Ministerio de Industria y Energía, un 
pedido de informes relacionado con Jos cortes de energia 
eléctrica que afectan a toda la población de Mercedes. 


-—Procédase como se solicita. 


El señor senador Luis Alberto Lacalle Herrera solici- 
ta de conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución el envío de un pedido de informes al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca relacionado 
con el Instituto Nacional de Colonización. 


—Procódase como se solicita. 


f£i señor senador Uruguay Tourné de conformidad 
con lo establecido en el arteulo 118 de la Constitución 
solielta se curse al Ministerio de Ganaderia, Agricultura 
y Pesca, un pedido de informes relacionado con la nego- 
ciación o transferencia de la propiedad del ex-Frigorífico 
Nacional a favor de CALFORU. 


---Procédase como se solicita. 


La Junta Uepartamenta] de Cerro Largo solicita an. 
tecedentes, alcances y facultades de las comisiones in. 
vestigadoras por violación de los artículos 7 y 58 de la 
Constitución de la República. 


—A la Comisión de Constitución y Legislación.” 


4) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE, --- Dése cuenta de dos exposi- 
clones escritas llegadas a ia Mesa. 


(Se da de las siguientes!) 

“El señor senador Juan Raúl Ferreira de acuerdo a io 
establecido en el articulo 166 del Reglamento, solicita 
se cursen las siguientes exposiciones escritas al Ministe- 


rio de Salud Pública: 


—relacienaáa con el Hospital de Maldonado y 
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—relacicnada con la desfinanciación en que se en- 
cuentran varias instituciones de asistencia colectiva.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se accede 
ul trámite solicitado. 


(Se vota:) 

--16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

“Texto de las exposiciones escritas!) 

“Montevideo, 1? de julio de 1987. 
Señor Presidente: 

Seguramente que han!lar de un hospital de Salud Pú. 
biica en otras épocas del país, no habría sido tema de 
consideración del Senado, a no ser para solicitar su cons" 
trucci Aqui empero hablamos de un hospital como el de 
la ciudad de Maldonado, que está. construido y tiene mas 


de 5.700 metros de edificacion moderna y concebida para 
su función. 


Su construcción es reciente y fue inaugurado en 1983. 
Debemos decir Que este Hospital tiene el carácter de de. 
partamental, lo que supone que sin perjuicio de la asis: 
lencia a la propia localidad donde está emplazado, tiene 
también la responsabilidad de cubrir con sus recursos 
técnicos, humanes y demás, todo el resto del departa- 
mexto, así como también a la región Este de nuestro te. 
rutorio. Pero en lo cotidiano brinda asistencia al 50% 
de la población de Maldonado y su zona (Punta del Este, 
San Rafacl, Parada 5, Cantegril, Pinares, Punta Ballena, 
rte.) con una población estable conforme al último cen- 
so de 52.000. A su vez esta ciudad tiene la particularidad 
de gue en los meses pico de temporada, su población se 
incrementa hasta un 152,020 ó 200.000 habitantes, lla- 
mada tembién poblacín 71 ve, cue contrariamente a 
lo que pueda suponerse, dado su gran poderío eccnómico, 
también concurre a asistirse a él en buena parte. 


Ej Hospital tiene conferidos 25.000 carnés de asisien- 
cia. Hay todavía mucha gente que el cuidado de su salud 
no lo tiene cubiero por las dos mutualistas del departa- 
mento. pCr cuanto su indigencia es tal, que hasta se de. 
sinteresa Ce procurarse los más elementales medios de 
asistencia. Parecería que encontramos hasta una resigna- 
ción, con todo el drama moral que ello supone. Esa gen- 
te es asistida cuando cae, cuando los llevan allí, 


Ya dijimcs que brinda cchertura regional, Esa cober- 
tura jundamentalmente se refiere a las áreas materno. 
infantil y al tratamiento intensivo. Como se aprecia, e:e 
hospital cs de vital importancia por la cantidad de per- 
sonas cue asiste y también por la que eventualmente pue- 
úa asistir dada su capacidad. e 


Así por ejemplo debe saberse que la Conterencia del 
GATT se rea en Punta del Este, gracias a que conta- 
ba con un Cí1 como el que estamos refiriendo. Un CTI 
ejemplar, donado por un particular, el señor Miguel Páez 
Vilaró y sin cuya instalación Maldonado no pcdria fun. 
cionar coro eapital de convenciones internacionales. Sin 
embargo, en materia de recursos humanos, no se dota ai 
hospital del personal necesario para que el CTI funcione 
a todo su potencial, 
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El hospital de Maldonado tiene una importante ca 
pacidad de internación de enfermos, dispone de 129 Ca- 
mas y 5 servicios. Las policlinicas tienen un promedio de 
200 consultas diarias; y por el servicio de emergencia tam- 
bién promedialmente otorga unas 50 consultas diarias. 
Tiene una eficiente tarea en servicios auxiliares de diag- 
nóstico y laboratorio de RX (rayos X). En Mald:nado y 
su zona reviste una importancia fuera de lo común para 
una ciudad del interior del Uruguay, los TRAUMATISMOS. 
Este fenómeno se produce como Consecuencia del consid<- 
rable aumento de la población y las particularidades de 
la misma, en la época de la tempcrada turística de ve- 
ráano. 


En lo que va del año 1987 se han atendido 100 acci- 
dentados que requirieron hospitalización teniendo un 10 % 
Ge muertes por €sa causa; y de los accidentados un 15 % 
son extranjeros con toda la responsabilidad que ello sig- 
nitica, por la imagen que el Uruguay trasmite a través 
de esos servicios médicos que brinda el Estado. Además, 
en casos de catástrofe, este hospital tiene las posibilida- 
des y condiciones como para asistir una emergencia así. 
Aún en Casos de accidentes de tránsito, como por ejemp:0 
.este verano en un choque frontal en las afueras de Mal. 
donado, hubieron Y personas muertas de las 8 que viaja- 
ban, algunas de las cuales pudieron asistirse en el hospi- 
tal. Téngase en cuenta que el porcentaje de hospitaliza- 
ción y Muerte por traumatismo es de los más altos del 
mundo. 


También son relevantes las enfermedades respirato- 
rias, sobre todo en invierno, y aquellas de trasmisión hí- 
árica. Esta última tiene una directa relación con la falta 
de una adecuada red de saneamiento en Maldonado. Toda 
la infraestructura sanitaria es insuficiente e inadecuada, 
y requiere obras concretas por parte de los organismos 
públicos como OSE, Intendencia Municipal de Maldonado 
y también del propio Ministerio de Salud Pública que en 
sus estudios causas de detectación de focos de infecciones 
y trasmisores es la palabra técnica y además ejerce la 
función de policía de la salud. Así debería tenerse una 
amplia red de saneamiento, tratamiento de aguas servi- 
das, pluviales, Lratamiento de basura, barométricas, cria- 
deros de cerdos, comercialización de leche cruda, activi- 
dades pesqueras, sanidad en embarcaciones, servicios de 
muelles, etc. Toda una actividad preventiva que tendría 
como principal protagonista al hospital, y que ahora lo 
tiene asistiendo el resultado de las carencias antes refe- 
ridas. 


En lo que se refiere a los recursos humanos, los car. 
gos de funcionarios del hospital son 191; pero hay 165 
ocupados realmente y quedan 26 vacantes que no s> tiene 
previsto llenar. Elo es notoriamente insuficiente para to” 
das las actividades hospitalarias. Pero la insuficiencia de 
personal se agrava si consideramos estas particularidades: 
hay 11 iuncionarics en trámite jubilatorio, 4 con licencia 
prolongada (casos de maternidad o lactancia), 19 fuera 
del hospital por distintos servicios como policlínicas, ete. 
Entonces netos Jos cargos de Salud Pública trabaiando en 
el hospital son 141, que son del Ministerio de Salud Pú- 
blica. Se ha podido paliar la situación con funcionarios 
en comisión de otros organismos como Intendencia Muni- 
cipal y hasta del Poder Judicial. 


A todo ello debe descontarse que simultáneamente 
hay unas 15 licencias reglamentarias, y en general unas 
69 faltas con aviso y enfermedad. Respecto a Médicos 
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Tícnicos, hay 38 profesionales (médicos) universitarios, 5 
enfermeras universitarias, 1 químico farmacéutico solo y 
además, está en comisión; 11 técnicos, 34 auxiliares de 
enfermería y 29 auxiliares de servicios discriminados de 
la siguiente forma: 9 de limpieza, 8 de cocina y 4 de la. 
vadero, 4 telefonistas y 4 de mantenimiento, Hay 3 cho- 
feres, 17 administrativos y 8 en otras funciones varias. 
En total son cuatro turnos de 6 horas y los sueldos no 
son atractivos, sujetos a una gran competencia con igua- 
les o distintas actividades laborales. 


Curante mi visita al hospita! de Maldonado, en com- 
pañia de su Director el Dr. Julio Macedo, el mismo tuvo 
Ja gentileza de entregarme un memo sobre la situación 
del hospital que voy a solicitar se incluya a la versión 
taquieráfica de mis palabras y que estoy haciendo llegar 
a la Mesa, 


'Sras mi regreso a Montevideo, señor Presidente rea- 
licé gestiones ante el Ministerio de Salud Pública e hice 
espevia? hincapié en la solicitud de que se le asigne a 
dicho centro asistencial una ambulancia. Ello lo requería 
la propia naturaleza del hospital y el tipo de asistencia 
que brinsa. Ya hemos visto la cantidad de accidentes que 
istran en el verano y el altísimo porcentaje de 
: cue ellos ocasionan. 


A'ortunadamente. días pasados, por ncta que también 
adjunto a los efectos de su agregado en la versión, el Mi- 
nisterio me comunicó que la misma ya había sido asig- 
nada. Esperamos que ello sea el comienzo de un camino 
a recorrer para dotar al hospital de Maldonado de los 
recursos humanos y materiales que el departamento y 
la Zona Este requieren y para el cual el hospital ha sido 
dotado en infraestructura. 


Mociono para que mis palabras pasen para su consi. 
deración al Ministerio de Salud Pública. 


Sin otro rarticular, lo saluda muy atentamente. 
Juan R2úl Ferreira, Senador.” 
“Montevideo, 19 de julio de 1987, 
Señor Presidents: 


Voy a presentarle al Cuerpo una grave realidad, entre 
otras que ocurren en la esfera de la salud. En la ciudad 
de Montevideo se ha colmado la existencia de camas dis- 
ponibles para internados al punto que instituciones con 
voluntad y disponibilidad funcional y económica para 
cumpiir con la función deben retrasar ingresos urgentes. 
¿A qué se deben estos hechos? El elemento desencade- 
nante ha sido el cierre de varias instituciones de asisten. 
cia cclectiva desfinanciadas, con el cierre correspondiente 
de los centros asistenciales que ellas hacían funcionar, La 
Fraternidad con 89 camas, la Italiana con 45, OMA con 
35 lo que totaiiza 169 camas. 


Esta siluación vino a provocar la crisis pues ella ha 
ozurrido sobre una situación de déficit crónico que se pa- 
liaba con disposiciones administrativas. Son elementos an- 
teriores que fueron llevando a esta crisis, el cierre del 
Hospital Pedro Visca, el funcionamiento insuficiente de 
centros asistenciales en instituciones al borde de la quie- 
bra por desfinanciamiento, la falta de respuesta al creci. 
miento de Montevideo —natural y por emigración del in- 
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terlor— al no construirse nuevas camas en los últimos 15 
años. d 


Deciamos que la insuficiencia crónica era paliada con 
medidas administrativas porque las instituciones de asis. 
tencia médica se ven obligadas a limitar el número de 
intervenciones que realizan por semana. Como asimismo 
de establecer el llamado recurso de “feriado quirúrgico”, 
un día de la semana no se opera para recuperar Camas 
para el funcionamiento establecido. Es un funcionamiento 
que no da respuesta a la necesidad verdadera, 


Debemos señalar algo de lo ocurrido frente al proble- 
ma de las instituciones desfinanciadas. Ante cada una 
de ellas se procuró solucionar: a) el problema de la situa- 
ción de sus deudas, hb) la redistribución de sus beneficia. 
rios, e) la redistribución de los profesionales y del resto 
de sus funcionarios; pero en lo que tiene que ver con los 
sanatorios que se mantenian con el funcionamiento de 
estas instituciones, no apareció una acción clara que pro- 
curase mantenerlos en su función. 


La falta de camas constituye un grave golpe a la efi 
cacia en la atención médica, porgue la misma se dete. 
riora cuando un paciente pronto para ser operado debe 
esperar meses para encontrar ubicación quirúrgica. Por- 
que esos pacientes en ese período deben reintegrarse a su 
trabajo exponiéndose a empujes en su evolución o a Cri 
sis agudas intermedias; o porque otros que no se reinie- 
gran cargan esa insuficiencia en la prestación asistencial 
al subsidio por enfermedad. 


Lo último y lo más grave es que al día de hoy se ha 
superado totalmente la existencia de camas en Montevi- 
deo inclusive para los casos urgentes. Así ocurre a diario 
y eso no es atribuible a las instituciones de prestación 
asistencial de por sí. Instituciones con posibilidades eco- 
nómicas y que procuran camas, no las encuentran. Daré 
el ejemplo de lo ocurrido en dos guardias correspondien. 
tes a un cirujano, del que no tengo inconveniente en dar 
su nombre, porque estoy autorizado a hacerlo si me es re- 
querido. 


Lunes 15 de junio: dos hemorragias digestivas y una 
colecistitis aguda con ictericia, deben permanecer desde el 
mediodía hasta la hora 21 esperando que la institución 
encuentre una cama libre en Montevideo; junto a otras 
urgencias médicas que llegaban. 


Lunes 19% (un poco más atrás): dos apendicitis agu- 
das y dos colecistitis agudas esperan desde las 10 de la 
mañana hasta la hora 22 que se les encuentre cama para 
su internación. 


Sr. Presidente, muy brevemente quiero agregar un 
pequeño resumen sobre la situación del CASMU. Del to- 
tal de afiliados a las instituciones de asistencia colectiva 
de Montevidec que es de 880.200, el CASMU con 274,000 
agrupa un tercio de este total. Esta institución soporta 
la crisis general y además las medidas desfinanciantes 
que las disposiciones vigentes le obligan a tomar. Fija- 
ción política de la cuota, al margen de la realidad. Esta 
institución el último mes acusó un déficit de 13% de su 
presupuesto mensual de tres millones de dólares; de este 
presupuesto destina 21% a los profesionales y el 21% 
a enfermería y administración. 


Esta institución funciona porque el espíritu de soli- 
daridad de sus trabajadores así lo ha determinado, em. 
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peñándose en lograr su funcionamiento aún a su propio 
costo. 


Esto es lo ocurrido a lo largo de años, donde los pro- 
fesionales de la salud han disminuido por sí solos sus re- 
tribuciones, no presionados por nadie, sino por la realidad. 
Las retribuciones que el acto médico origina en nuestro 
pais, cn la esfera de las instituciones de asistencia Co- 
lectiva no tiene parangón en ninguna parte del mundo. 


Debo señalar un episodio ocurrido últimamente, ante 
la desfinanciación que se estaba produciendo en el 
CASMU, los profesionales de la salud propusieron atrasar 
un mes más el cobro de sus haberes por su simple volun- 
tad. Podría ocurrir si no se toman medidas, que ellos mis- 
mos vuelvan a atrasar otro mes, lo que va a constituir 
un deterioro de algo que aún se conserva vigoroso, que es 
la vocación del cuerpo médico en su voluntad de trabajar 
y servir. 


Mociono para que mis palabras pasen al Ministerio 
de Salud Pública a los efectos pertinentes, esperando des- 
de ya la información de dicho Secretario de Estado sobre 
las medidas que se estén adoptando. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente. 
Juan Raúl Ferreira, Senador,” 


SEÑOR PRESIDENTE, — Dése cuenta de dos solicitn- 
des escritas llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes:) 


“El señor senador Pedro W. Cersósimo de conformi- 
dad con lo establecido en el articulo 166 del Reglamento 
solicita se curse al Ministerio de Defensa Nacional una 
exposición escrita relacionada con un petitorio efectuado 
2 ANTEL, por el edil de San José, Luis Valiari, referente 
a comunicaciones telefónicas en la zona de Boca del Cu- 
fré y al Ministerio de Educación y Cultura relacionada 
con los maestros graduados en Educación de discapaci- 
tados intelectuales.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se accede 
al trámite solicitado. 


(Se vota:) 
—18 en 18. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


(Texto de las exposiciones escritas: ) 


“Montevideo, 19 de julio de 1987. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo. 


De mi mayor consideración: 


En la sesión realizada por la Junta Departamental de 
San José el 27 de abril de 1987, el Sr. edil Luis Vallari 
efectuó la exposición y el petitorio que se relacionan a 
continuación y que fueron comunicados a ANTEL, el 28 de 
abril de 1987 en oficio N9 1.422/87, acompañados de foto: 
copia de una nota con solicitud concordante de los veci. 
nos de la zona que se determinará. En dicha exposición, 
el citado señor edil expresó en lo pertinente: “Señor Pre- 
sidente, quiero referirme a una solicitud referente a un 
pedido de los vecinos de Boca del Cufré. Toda esta zona 
se encuentra sin comunicación telefónica. Vecinos de di- 
cho lugar han presentado una nota a la Regional de Co- 
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lonia de ANTEL de la cual poseo fotocopia, Solicitaría 
que dicha fotocopia, que está firmada por más de cien ve- 
cinos, fuera enviada al Directorio de ANTEL para que esta 
solicitud tenga un ágil trámite y que esta población, cuen- 
te con el servicio que es de suma importancia”. El sus. 
crito comparte integramente esa inquietud del expresado 
integrante de la Junta Departamental de San José, por lo 
que solicita que se envíe al Ministerio de Defensa Nacio- 
nal, con destino a la Administración Nacional de Teleco- 
municaciones —ANTEL— el texto de la presente exposi- 
ción, con fotocopia —que se acompaña— de la nota que 
se indica en la misma y que también fue remitida a di- 
cho ente. 


Saludo a usted atentamente, 
Pedro W. Cersósimo. Senador.” 
“Montevideo, 29 de junio de 1987. 


Al Sr, Presidente del Senado 
Presente. 


Hemos recibido de un conjunto de maestros gradua- 
dos en Educación de Discapacitados Intelectuales, Auditi. 
vos y Preescolares, la nota que en fotocopia se acompaña 
y que aquéllos suscriben. 


En función de que compartimos el petitorio que en la 
misma se contiene, solicitamos que el texto de esta expo- 
sición y la fotocopia de referencia se remitan a la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública con destino al 
Consejo de Educación Primaria, a sus efectos. 


Saluda a Ud. atentamente. 
Pedro W. Cersósimo. Senador.” 
“San José, 22 de junio de 1987. 


Señor senador del Partido Colorado 
Esc. Pedro W, Cersósimo. 


Presente. 
De nuestra mayor consideración. 


Los abajo firmantes, maestros graduados en Discapa- 
citado Intelectual, Auditivo y Preescolares solicitamos que 
por vuestro intermedio hagan pública la siguiente recla- 
mación, a las autoridades de la Enseñanza, frente al gra- 
ve problema que se ha planteado en Educación Especial y 
Preescolar por un llamado a Concurso para proveer car- 
gos de Maestros en dichas áreas que por un lado nos obli- 
ga a concursar por un cargo de igual jerarquía al que 
ya realizamos en su oportunidad y por otro desconocien- 
do la graduación o efectividad emanada de la derogada 
Ley N* 14.101 (Ordenanza 28) yigente y válida a partir 
del año 1977 en adelante, y por la cual quedaron gra- 
duadas en carácter de efectividad las Maestras de Educa- 
ción Común. ¿Por qué no se nos reconoce a nosotros? 
Deseamos aclarar que dichos cargos especiales fueron al- 
canzados por los docentes que reunían ciertas condicio- 
nes indispensables como: 


1 — Efectividad por concurso de oposición como Maes- 
tros de Educación Común; 2 — Una antigúedad no menor 
a 5 años en el cargo; 3 — Calificación no menor de Muy 
Bueno. 


Por otra parte perdimos durante 12 años la posibili. 
dad de acercar el cargo de Educación Común por tras- 
lado al lugar donde residimos, al ser consideradas efecti- 
vas en Educación Especial, 
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En este momento no contamos con ninguno de los 
dos, ya que ei de Educación Común está sin radicar y el 
Especial no jo reconccen como efectivo. 


Teniendo en cuenta que desde la sanción de la Ley 
N? 15.739, ley de emergencia de la enseñanza que regula 
en su Cap. III Disposiciones transitorias, Art. 44 y 45, el 
reintegro de los funcionarios destituidos y el respeto de 
los derechos adquiridos (en nuestro caso legitimamente) 
el problema a resolver es el de la validez legal de las gra. 
duaciones otorgadas durante la vigencia de la derogada 
Ley N* 14,101, de fecha 4 de enero de 1973. 


El estatuto del funcionario docente, consagra en su 
Cap. “Disposiciones transitorias y especiales”, una norma 
que bien podría tenerse en cuenta, como fundamento aná- 
logo para resolver el conflicto, a que se hizo referencia. 


El Art. 91 expresa: “Reconócese el carácter de efec- 
tivos a los actuales docentes graduados en las clases de 
Profesor de Educación Media y Maestro Técnico de Edu. 
cación Media”. 


Quedan incluidos en la presente disposición, aquellos 
docentes, que hubieren obtenido su graduación a través 
de los mecanismos previstos en la Ley N? 14.106 (Arts. 
408, 409, 410) y Ordenanza N* 28 (Art. 2.2 y 2.3 regla- 
mentaciones complementarias). En la referida Ley núme. 
ro 14.106, de marzo de 1973, en los arts. 408, 409, 410 el 
legislador le concede, la calidad ge efectivos, a los pro“ 
fesores especiales de cursos nocturnos para adultos y de 
cursos diurnos, que posean una antigiiedad de 5 años 
ininterrumpidos en el desempeño de sus funciones, inte- 
rinos o contratados, hayan O no cesado en sus tareas O 
cambiado de denominación y siempre que su conducta 
funcional no haya merecido sanciones y su calificación 
no sea inferior a 8 al 31 de diciembre de 1970. 


Un criterio similar utiliza para conceder la efectivi- 
dad automática a todos los funcionarios docentes adscrip- 
tos a servicios auxiliares Programas 05, 06 y 09 (Art. 409). 


Por otra parte el Art. 410 referente a los Profesores 
de Enseñanza Secundaria y de la Universidad del Tra- 
bajo del Uruguay, les reconoce calidad de efectivos cuan- 
do acrediten tres años de actuación continua o -discon- 
tinua, con informes favorables de Inspección o Dirección. 


Nuestro pedido es pues, que se RESPETE las gradua- 
ciones a nivel de Maestros Preescolares y de Enseñanza 
Especial como se respetaron en Educación Común sin 
cuestionamiento «lguno, ya que, nadie concursó pues no 
existieron Concursos en esta área de la Educación desde 
el año 1967 hasta la fecha. 


Desde ya muy agradecidos, saludamos atentamente a 
Ud. y demás integrantes de ese Cuerpo. 


MAESTROS DE DISCAPACITADOS INTELECTUAL, 
DISCAPACITADOS AUDITIVOS Y PREESCOLARES: 


(firmas ¡legibles).” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una exposi- 
ción escrita liegada a la Mesa, 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Luis Alberto Lacalle Herrera soli. 
cita de acuerdo a lo establecido en el artículo 166 del Re- 
glamento se curse al Ministerio de Educación y Cultura 
una exposición escrita relacionada con la posibilidad de 
dictar cursos para adultos, en actividades manuales.” 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se accede 
al trámite solicitado. 


(Se yota:) 
---19 en 19, Afirmativa, UNANIMIDAD, 
(Texto de la exposición escrita:) 
"Montevideo, 12 de julio de 1987. 


Señor Presidente del 
Senado de la República 
Dr. Enrique E. Tarigo. 


Presente. 
De mi consideración: 


Le conformidad con lo establecido en el Art. 165 
del Reglamento del Senado. adjunto a la presente una Ex- 
posición Escrita cow uestino a la Administración Navio- 
nal de Educación Pública -- ANEP—, La enseñanza pública, 
como tantas veces se pone de manijiesto en los diversos 
foros del quehacer nacional que de ella se ocupan, atra- 
viesa por un pericdo que lejos está de poder calificársele, 
siquiera, de aceptab'e; no puede desconocerse, además, 
que esa prescupación ha llegado también, y en forma in- 
ente, hasta el ámbito reducido de los hogares urugua- 
yus. No nos proponemos con estas breves lineas encontrar 
sohición a tal maenitud de problemas como, indudable. 
mente, acucian hoy a todo el sistema educativo; ello será 
motivo de una tarea parsimoniosa y paciente a la cual 
nuestro sector politico le está dedicando preferente aten- 
ción, Sin perjuicio de ello, entendemos conveniente para 
los intereses de la comunidad, que se estudie la posibilidad 
de poner en práctica algunas soluciones que, por lo menos, 
mejoren en algunos aspectos las Necesidades que hoy se 
observan. En ese sentido y con ese alcance, es que se quie- 
re poner en conocimiento de las autoridades respectivas, 
especialmente del Consejo de Capacitación Profesional la 
urgente necesidad de cue, dentro de su organización, ana- 
tice la posibilidad de dictar cursos para adultos, en acti 
vidades manuales gue frecuentemente se encuentran im- 
posibilitados de adquirir por carencias de medios econó- 
micos y que se adecuen a las necesidades específicas de 
los sectores productivos. 


Saludo al señor Presidente muy atentamente. 


Luis Alterto Lacalle Herrera, Senador.” 


5) SESION DEL SENADO EN COMISION 
GENERAL. Nota remitida por el señor 
Ministro Interino de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cutnta de una nota 
Vegada a la Mesa remitida por el señor Ministro interino 
de Economía y Finanzas. 


(Se da de las siguientes: ) 


“El señor Ministro interino de Economía y Finanzas 
remite nota relacionada con la invitación efectuada al ti- 
tular de la Cartera para concurrir a la sesión del Cuerpo 
en régimen de Comisión General.” 
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(Se lee:) 


“Montevideo, junio 30 de 1987. 


Zeñor Presidente de la 
Cámara de Senadores 


Presente 


Cúmpleme acusar recibo de su nota de 22 de junio 
corriente por la que se invita al señor Ministro de Eco- 
nomia y Finanzas a concurrir a ia Sesión del Senado el 
día 2 de julio de 1987 a los efectos de la consideración 
dei siguiente temario: a) situación del endeudamiento 
externo de la República; hb) información sobre los térmi. 
nos de las refinanciaciones concertadas relativas a dicho 
endeudamiento; c) consideraciones de la “Declaración y 
propuesta de personalidades latincamericanas sobre deu- 
da externa” del 4 de mayo de 1987 y su aplicación a la 
situación uruguaya, 


Come es de vuestro conocimiento, el titular de esta 
Secretaría de Estado Cr. Ricardo Zerbino, se encuentra 
enmpiiendo una misión oficial en el exterior de la Repú- 
dica y Po estará de regreso antes de la fecha para la 
cual se cursó la invitacion. 


Sin perjuicio de hacer presente que en mi situación 
Ministro Interino de esta Cartera estoy a las órdenes 
1 Organo de sy presidencia dado que, como es de no- 
torio conocimiento, quien realizó las gestiones relativas 
a los puntos a tratar Jue el titular de este Ministerio, 
conjuntamente con el Presidente del Banco Central del 
Uruguay Cr. Ricardo Pascale, si el Senado considera con- 
veniente su presencia, podría fijar la invitación para una 
fecha posterior al 8 de julio del corriente año. 


Saluda a Usted muy atentamente, 


Ec. Luis A. Mosca 
Ministro de Economía y Finanzas 
(Interino)” 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Dado que la sesión en Co- 
misión General estaba fijada para el dia de mañana, 
creo que sería oportuno considerar y pronunciarse sobre 
la nota que ha presentado el señor Ministro Interino de 
Econemia y Finanzas, contador Mosca, en el día de hoy. 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA. — Creo que dada la importancia 
del tema y en virtud de que ha sido precisamente el titu- 
lar de la Cartera --y no el señor Ministro Interino— 
quien ha tenido a su cargo la negociación del aSunto so- 
bre el cual, por moción de los legisladores del Partido 
Nacional se jba a debatir en Comisión General, y además, 
debemos tener en cuenta que en este momento el señor 
Ministro Interino está atendiendo —según tengo enten. 
Gido— la Rengición de Cuentas en la Cámara de Repre. 
sentantes. No quiero cuidar la agenda del señor Ministro 
Interino, pero me parece que este tema requiere la de- 
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bida atención por parte de las autoridades. Esto justifi- 
caría, a mi juicio —no he podido consultar a los colegas 
de bancada— que la sesión se Celebre en presencia del 
titular de la Cartera. Repito que no he consultado for. 
malmente sobre el tema, pero creo que está en el espíri- 
tu de todos -—veo que la mayoría de los colegas de ban- 
cada asienten con la cabeza— que la sesión sea coordi. 
nada por la Mesa y quede habilitada para fijar fecha 
cuando el titular se encuentre en Montevideo. 


Hago moción en ese sentido. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Si ese fuera el criterio pre- 
dominante en el Senado, así resolveríamos. Es decir, que 
la Mesa fije una fecha con el señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas para celebrar esa sesión especial en régi- 
men de Comisión General. 


Así se hará. 


6) SOLICITUD DE LICENCIA, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una solici- 
tud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Juan Adolfo Singer solicita licencia 
por las sesiones de la presente semana.” 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 1% de julio de 1987. 


Señor Presidente del Senado 
Doctor Enrique E. Tarigo 


Presente 
Señor Presidente: 


Vengo a solicitar licencia por las sesiones a realizar- 
se la presente semana. 


Sin otro particular, saludo al Señor Presidente con las 
seguridades de mi más alta consideración. 


Juan Adolío Singer. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


—21 en 22. Afirmativa. 


7) SEGURO DE COSECHAS 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra a la hora 
previa para la que están inscriptos los señores senadores 
Ferreira, Lacelle Herrera y Traversoni. 


Tiene la palabra el señor senador Ferreira. 
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SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: hace pocos 
días fui invitado por parte de un complejo agro-indus.- 
trial —que a mi juicio constituye un modelo para nues- 
tro país— junto a otros integrantes de este Cuerpo, re- 
presentantes de las distintas bancadas legislativas y tam- 
bién con el Directorio del Banco de Seguros del Estado, 
a efectos de conversar sobre el tema de pólizas de segu- 
ros de cosecha. 


En esa reunión se abordó este tema de tanta tras- 
cendencia y sobre el cual, en alguna otra oportunidad 
me he referido en Sala. Estuvo presente, entre otros, el 
señor senador Paz Aguirre. Lo señalo especialmente ya 
que antes de comenzar la sesión estuvimos conversando 
sobre este asunto. Le dije que me iba a referir al tema 
y me señaló especialmente su apoyo y adhesión a esta 
propuesta. 


Entendemos que no se puede hablar del tema de se- 
guros de cosecha sin hacer una referencia a todo el pa- 
pel que juega en nuestro país la agricultura en el desa- 
rrollo de las comunidades, Ese tema lo conocen muy bien 
log señores iegisladores del departamento de Canelones. 


De alguna manera, en la época actual asistimos a la 
caída del mito de la industrialización, no solamente en 
el Tercer Mundo, sino también en los países del mundo 
desarrollado. 


Por otro lado, el fin de siglo enfrenta un serio desa. 
fio en cuanto a las posibilidades de alimentar a su po- 
blación. Esto hace que los paíseg productores de alimen- 
tos, los paises agrícolas, sintamos una enorme responsa- 
bilidad en el tratamiento de este tema, fundamentalmen. 
te en el Uruguay, en esta etapa de fomento y produe- 
ción de nuestras exportaciones cuando se abren y se con- 
solidan en algunos mercados, a partir de esta realidad y 
de algunos problemas surgidos en Europa como conse- 
cuencia de algunas catástrofes nucleares que han puesto 
un manto de dudas sobre determinados productos agri. 
colas. 


De esta forma, vamos redescubriendo la importancia 
de la vida agricola que puede formar parte a través de 
la agro-industria y de los “servicios” incorporados al pro- 
ducto final, de un sostenido proceso de desarrollo, 


En este contexto resulta especialmente importante 
promover infraestructuras agrarias estables, eliminando 
para el productor, en la medida de lo posible, los riesgos 
emergentes de factores naturales adversos y transformar- 
los en un costo conocido y pequeño, lo que le permita 
una mayor planificación y la inversión sobre la base de 
un crecimiento previsible. A esos efectos es Imprescindi- 
ble que países como el nuestro utilicen como un nuevo 
instrumento el seguro en una forma mucho más intensa. 


Varios Organismos internacionales —como lo hemos 
señalado en Sala en otras oportunidades— como UNCTAD, 
GATT, NDP, han recomendado la aplicación de seguros 
promocionales de fomento a la producción agricola, y a 
las exportaciones. Sobre esto último ya nos hemos tefe- 
rido en otra oportunidad. También es constatable que 
varios países del Tereer Mundo han puesto ya en prác- 
tica estas politicas alentando, incluso a las compañías 
aseguradoras nacionales para que cubran nuevas catego- 
rías de operaciones. En el plano de la producción agrí. 
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cola este tipo de seguros se está aplicando en países sub- 
desarrollados como Birmania, República Dominicana, Etio- 
pía, Malasia, Nicaragua, Togo, Zambia, Nigeria, Costa 
Rica, etcétera, y en nuestro país, los partidos políticos 
que suscribieron el acuerdo político nacional en marzo 
del año 1986, plantearon la aspiración de concretar un 
sistema de seguros de crédito a la exportación y un se- 
guro agrícola integral, 


En esta reunión a la que hacia referencia, los Ser. 
vicios del Banco de Seguros del Estado señalaron algunas 
limitaciones que tendría la instrumentación de este tipo 
de seguros. Los riesgos cubiertos serian naturalmente los 
que provienen de las causas no imputables al hombre, es 
decir, la sequía, exceso de humedad, inundación, hela. 
das, granizo, vientos huracanados, incendios, enfermeda- 
des y plagas. Los técnicos del Banco de Seguros enten- 
dían que no se dispone aún de la información suficiente 
para su implementación, en la medida que no existen 
estudios climatológicos, sanitarios ni análisis de rendi- 
miento de los cultivos. 


De acuerdo a la experiencia de paises donde este 
seguro ya existe, su viabilidad estaría condicionada al 
subsidio de Jas primas. Ese ha sido el caso de Estados 
Unidos, México, Brasil y Japón. Esto determina, en defi- 
nitiva, log resultados: en Estados Unidos, en el período 
que va de 1948 a 1973, las indemnizaciones llegaron al 
98 % de las recaudaciones por prima. En Costa Rica —te- 
nemos acá las cifras, no queremos aburrir al Cuerpo le- 
yéndolas— estos seguros han demostrado ser francamen- 
te deficitarios. 


No obstante estas precisiones que realizaron los ser- 
vicios del Banco de Seguros, entendemos que ello no obsta 
para afirmar la necesidad de contar con un seguro inte- 
gral de cosecha como apoyo y protección a la actividad 
agrícola, fundamentalmente a la horticultura. 


No sé si es una coincidencia, pero constato con sa. 
tisfacción la llegada a Sala de un colega y adversario, 
el señor diputado Brause que conoce mucho sobre este 
tema por el departamento de que proviene, 


El tema de las pérdidas de los agricultores es recu- 
rrente, es constante y de siempre. Estas pérdidas, en de- 
finitiva las sufrimos todos porque tienen como consecuen- 
cia el despoblamiento del campo con todas sus connota. 
ciones dramáticas en el plano social y económico, Tam- 
bién se produce el desabastecimiento, la escasez, la inse- 
guridad, la pobreza. Por lo tanto, debemos crear herra- 
mientas que apuntalen al sector. 


Una de ellas es este seguro, que por lo dicho no p0- 
dría ser absorbido en la totalidad de su costo por el pro- 
ductor, entre otras cosas, para evitar su incidencia en 
el precio de los productos y en las consecuencias negati- 
vas que ello tendría directamente en €l consumidor y 
también en el sector exportador. 


Pensamos, entonces, en la creación de un tondo en 
el que puedan participar los agentes económicamente ac- 
tivos, de naturaleza estatal y privada, que cubran las 
probables pérdidas del sistema y que se le podría confiar 


la administración al propio Banco de Seguros del Estado - 


que, por Otra parte, hasta ahora, debemos reconocer ha 
ofrecido, por ejemplo, en el caso de seguro contra gra. 
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nizo, costos en las primas francamente moderados y at- 
cesiples. Basta comprobar que para los mismos cultivos y 
para similares riesgos, de tipo meteorológico, en la Repú- 
blica Argentina, donde concurre en régimen de libertad 
de competencia una gran cantidad de empresas asegura- 
doras privadas, les primas oscilan en porcentajes siempre 
superiores al 100 %, con el agravante, además, de que la 
vid no se asegura contra el granizo, que estaría incluida 
en las pólizas a que hacemos referencia, 


Este seguro de bajo precio resulta gravoso para el 
productor que, por otras razones, obtiene por su produc. 
to beneficios insuficientes, de acuerdo con la inversión 
realizada. 


Ha ocurrido que el Estado ha debido socorrer en Oca- 
sión de desastres climatológicos, como el del 8 de noviem- 
bre de 1984, a productores no asegurados, a veces, cons” 
tituyendo una política constante que desalienta a asegu- 
rarse, porque termina siendo un incentivo para el pro- 
«uctor no asegurado. 


Por consiguiente, nos debemos preguntar si no esta- 
ban asegurados porque carecían de vocación aseguradora 
o porque económicamente les resultaba gravoso. 


Entonces, a nuestro juicio, debemos crear un meca- 
nismo legal de amparo contra los riesgos enumerados, 
que asegure al productor agrícola contra sus infortunios. 
Lg puesta en marcha de un sistema de esta naturaleza 
traería, necesariamente, estudios que en nuestro país no 
se han efectuado -—como hemos señalado anteriormente— 
y que contribuirian al desarrollo del sector. Para que 
este crecimiento pueda existir, deberá tener como factor 
determinante la agroindustria. 


En ese sentido, sugerimos, en primer lugar, que el 
Banco de Seguros del Estado inicie los estudios necesa. 
rios en materia de estadísticas, cifras que permitan —si 
existe la voluntad politica-— llegado el momento, llevar 
adelante esta política de pólizas. 


En segundo término, nos parece importante expresar 
desde ya una voluntad política y, en ese aspecto, cele- * 
bramos el consenso que se generó a niyel político en 
aquella reunión y poner esta expresión, repito, de volun- 
tad política en conocimiento de las autoridades del Ban- 
co de Seguros del Estado. 


También entendemos, señor Presidente, que, sin per- 
juicio de las dificultades que pueda significar para di- 
cho Banco —y la resistencia que entre los propios ser- 
vicios de la institución se deberían enfrentar— la apli- 
cación de una política de seguro integral agrícola, consi. 
deramos que ello podría comenzar mediante una instru- 
mentación que fuera de lo particular a lo general y que 
el Banco de Seguros elija aquellas operaciones que ofrez- 
can mayores garantías, respecto de las cuales se debe 
tener en cuenta las condiciones, la solvencia del cliente 
y su inserción en una política más global y general del 
Banco. 


A nuestro juicio, esto debe extenderse paulatinamen- 
te a todo el sector de la agroindustria, porque entiendo 
que existe cierta preocupación en el Banco de Seguros 
en el sentido de que esto se transforme en un abrir de 
puertas que luego provoque una demanda incontenible a 
la cual el Banco no podría responder. 
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Con esto, estaríamos siendo coherentes con una poli- 
tica que fue expresada, en primer lugar, en la CONAPRO, 
luego del acueráo político nacional, en el sentido de im- 
pulsar una política de seguros en materia de promoción 
de determinados sectores productivos y, fundamentalmen- 
te, los vinculados con la exportación, así como fomentar 
los sectores agroindustriales exportadores. A su Vez, esla- 
ríamos siguiendo las recomendaciones que, para paises en 
desarrollo como el nuestro, han efectuado los organls. 
mos internacionales competentes y especializados y al 
mismo tiempo, llevando tranquilidad a centenares de fa- 
milias de agricultores y horticultores —fundamentalmen- 
te del nordeste de Canelones— y, también, armonizando 
los intereses de quienes producen la materia prima y 
quienes le incorporan el valor agregado para su expor- 
tación. 


En más de una oportunidad hemos manifestado que 
este país no tiene salida mientras los problemas de los 
distintos sectores se contemplen en forma aislada y, a 
veces, hasta contrapuestos, y sus soluciones se traten par- 
cialmente, 


Me parece que éste es un buen ejemplo de coopera. 
ción, de colaboración entre la agroindustria exportadora 
y los pequeños y medianos productores agrícolas. 


En este sentido, solicito que la versión tequigráfica 
de mis palabras pase a las Comisiones de Hacienda y de 
Agricultura y Pesca del Senado. A su vez, mociono para 
que también se envíe al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, a la Dirección de Planeamiento y Presupuesto y al 
Directorio del Banco de Seguros del Estado, en esta Cpo!- 
tunidad, con la esperanza de que acuse recibo de la ver- 
sión taquigráfica, ya que estimo que van aproximadamen- 
te nueve horas previas que he solicitado que la misma 
llegue al Directorio de dicho Banco y aún no he tenido 
contestación al repecto. 


Finalmente, mociono para que se incorpore a la ver- 
sión taquigráfica el artículo adjunto sobre Seguro de 
Cosechas, del Director del Banco de Seguros del Estado, 
doctor Bernardo Berro (h) y publicado en el último nú- 
mero del semanario “La Democracia”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se van a votar las mocio- 
nes formuladas por el señor senador Ferreira. 


(Se vota:) 
--21 en 22. Afirmativa. 


(Texto del documento cuya incorporación se resol. 
vió:) 


“SEGURO DE COSECHAS: 
DESAFIO PARA EL BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO 
BERNARDO P. BERRO 


Las medidas restrictivas (monopolio parcial) adopta- 
das en nuestro país y en muchos otros (desarrollados y 
en vías de desarrollo) no están inspiradas en la necesi- 
dad de disminuir la competencia exterior para aumentar 
los beneficios de las compañias locales. En la mayoría de 
los casos este objetivo sólo aparece como objetivo secun- 
dario. 
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Los objetivos perseguidos son: en primer lugar, la 
protección del asegurado que a menudo se encuentra en 
situación de inferioridag frente al sector asegurador, lo 
que impone la necesidad de ciertas reglas destinadas a 
asegurar relaciones contractuales leales y a sujetar el fun- 
cionamiento de las empresas a normas financieras deter- 
minadas. 


También se impone la obligación de que las reser- 
vas de seguro (que son una parte del ahorro nacional) se 
inviertan en el país, 


Otro objetivo fundamental es propender a que el sec. 
tor naciona] disponga del mayor volumen posible de ne- 
gocios y pueda incrementar en esa forma su capacidad 
para indemnizar siniestros y para producir más y mejo. 
res coherturas. 


Lo dicho no supone una detensa del status quo legal 
actual (protector del B.S,E. y de más de una docena de 
empresas privadas) sino dejar en claro cuáles son los ob- 
jetivos que se persiguen con esta legislación. 


En consecuencia, estos objetivos marcan también los 
límites de una protección que debe ser razonable. Las res. 
tricciones debieran suavizarse cuando den como resultado 
un incremento del costo del seguro, y, por consiguiente, 
una reducción de su demanda hasta extremos indeseables, 
Por otro lado, las restricciones destinadas a robustecer las 
bases operacionales del sector nacional, confiriéndole ma. 
ycr vigor en el proceso de compensación de riesgos, debe 
tender, como contrapartida, a aumentar el potencial que 
permita asegurar nuevos riesgos en el país a menores eos- 
tos para el asegurado y a menores costos de reaseguro 
para el país en su conjunto. 


Creo que así debe entenderse el documento suscrito 
por los cuatro partidos políticos en el marco del denomi. 
Nado acuerdo político nacional, que plantea la aspiración 
de concretar, entre otros, un sistema de seguros de cré- 
dito a la exportación y un seguro agrícola integral. 


El mayor potencial asegurador fruto de determinadas 
restricciones a la competencia, debe volcarse a hacer por 
sible este tipo de coberturas o no cumple bien su objetivo. 


El sistema de seguros de crédito a la exportación, 
tiende a proteger a los sectores financieros de las expor. 
taciones, a liberar Jas carteras internas de crédito, de las 
empresas exportadoras, con relación a los compromisos fi- 
nancieros contraídos a efectos de la producción exporta- 
bie, a reducir los costos de los productos exportables en 
busca de mejores condiciones competitivas, y también, a 
la apertura de nuevos mercados, (En el Senado hay una 
iniciativa presentada por el senador Ferreira que contem- 
pla la creación de un sistema de seguros de este tipo). 


Un seguro de cosechas protegería a productores con: 
tra el ricsgo de enfermedades de los cultivos y contra at- 
cidentes climatológicos. 


A través Ce la cobertura de estos riesgos, lo que debe- 
ría buscarse en definitiva, debiera ser alentar a los orga- 
nismos financieros a invertir en el sector agrícola, lo que 
requiere que se les garantice el reembolso de los créditos 
consedidos en el caso de que se produzca una calamidad 
agricola que dé lugar a la insolvencia de los beneficia. 
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rios de esos créditos. En definitiva, en ambos casos, se 
intenta dar mayores garantías para la inversión, absolu- 
tamente imprescindible para el crecimiento económico.” 


8) BOLIVIA Y PARAGUAY. Su mediterraneidad. 


SENOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Lacalie Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
cuando fracasaron las conversaciones entre los paises in- 
volucrados tendientes a cbtener que ja República de Bo- 
livia consiguiera su salida al maz, al Océano Pacifico, 
pensamos que se planteó, nuevamente, uno de los dra- 
mas geopoliticos que interesan 2 América del Sur y que, 
particularmente, nos comprometen e interesan a los orien. 
tales. * 


A pesar de que el mundo de las naciones paciíicas 
está conceptual e históricamente muy alejado del nues- 
tro, £ pesar de que el conflicto, que en la cécada de 
1879 enfrentó a Chile contra Bolivia y Perú y que tuvo 
como consecuencia el cierre del camino de Bolivia hacia 
el Pacífico, ocurrió a leguas de distancia, somos de los que 
creemos que la República tiene un particular destino 20n 
referencia a Paraguay y a Bolivia. 


Efectivamente -—y lo que vamos a afirmar, si tuvié- 
ramos que escribirlo en un periódico lo titulariamos: “Bo- 
livia, pais etlántico”. - ercemos que ésta es la oportuni 
dad, sin entrer al fondo de la polémica entre dos nacic- 
ses amigas, para que en Ja República se levante una voz 
que confirme que el Uruguay está dispuesto a cumplir 
con su misión geopolítica de ser el puerto atlántico de 
Peraguay y de Bolivia. 


No deseamos, no podemos ni Creemos conveniente ac- 
tuar como terceros en una discordia entre dos paises de 
América del Sur. "Todos tenemos nuestra opinión forma- 
da sobre el tema, pero en esta ocasión nos parece impor- 
tante que en los niveles más altos de la actividad política 
nacional se reitere que el Uruguay está Cispuesto, median- 
te esos caminos que andan —«que son los ríos— a cum. 
plir de zona de interconexión ferroviaria, con la apertura 
de los ríos al comercio para que se introduzca hasta el 
corazón de América, y que, a través del Chaco paragua- 
yo, Bolivia pueda llegar al Río de la Plata y, eventual. 
mente, al Atlántico. 


Repito que ésta es una buena oportunidad para se- 
ñalar esta voluntad o sugerencia de carácter politico. 


Nuestra República ha firmado importantes convenios 
de integración con Brasil y Argentina. Esos son nuestros 
grandes mercados y nuestros grandes vecinos. Seguimos 
siendo fleles a una tradición de visión diplomática, que 
podríamos llamar familiar, porque nace de la concep- 
ción que tuvisra el Canciller de Aguirre y Berro, doctor 
Juan José de Herrera, a mediados del siglo pasado. Esa 
concepción entendía que las relaciones entre el Gobierno 
de Asunción y el de Montevideo tenían que ser la con- 
dición para el equilibrio de lo que podían ser las relacio- 
nes entre los Gobiernos de Rio de Janeiro y de Buenos 
Aires, 


Hoy reiteramos que en esta etapa del siglo XX, los 
puertos de Nueva Palmira, Colonia y Montevideo deben 
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ser los puertos de la República de Bolivia. Y esa expre- 
sión de voluntad debe liegar hasta esa nación que vio 
una vez más irustrado su destino y sus posibilidades ce 
llegar al Pacifico. Más aliá de que esas negociaciones lie- 
guen algún dia a algo concreto, csa República debs saber 
que en el Uruguay existe una voluntad para que ambos 
países mediterráneos de América del Sur, mediante 10s 
tratados y convenios necesarios, tengan en la República 
Oriental del Uruguay su ventana hacia el Atlántico, hacia 
el exígeno que los mares y el comercio representan. Nun- 
ca más viviremos la clausura de los ríos y nunta más.esas 
naciones podrán decir que no han tenido en el Uruguay 
su puerta hacia el mundo, en el ancho campo de las re- 
laciones marítimas y comerciales. 


Señor Presidente: esto es nada más que una expre- 
sión de deseo, pero si la Cancillería y el Gobierno de la 
ública reputan que en ella hay un gramo de razona- 
ad y de estrategia, puede haber motivo para que 
nuestro Ministerio de Relaciones Exteriores haga saber 
nuesira voluntad a esas úos naciones hermanas. Con el 
Pareguay ya se han entablado importantes negociaciones 
a fin cue haga uso de las zonas francas, y para que 
tensa puertos atlámticos y platenses en nuestro país. Si el 
Gobierno de la República la comparte, se podrá extewder 
si : voluntad política a la República de Bolivia que 

sta oportunidad, ¡vaya si necesita noticias buenas! 


en 
reitero que eza nación deberá saber gue existe una vo. 

luntad política por parte de, por lo menos. alguncs de los 

gue actúan en política en el Uruguay, en el sentido de * 
expresar que Polivia es y será un país atlántico en la 

medida en que le prestemos, suministremos y ofrezcamos 

facilidades y guías para que haga uso de esta manera de 

independencia económica que, una vez más, ha visto frus- 

trada. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
se curse al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Ad- 
ministración Nacional de Puertos. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar la solicitud 
formulada por el señor senador Lacalle Herrera. 


(Se vota:) 


—17 en 17. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


2 BOLETO ESTUDIANTIL. Su costo. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Traversoni. 


SEÑOR TRAVERSONI — Señor Presidente: es mi 
propósito ocuparme, en estos breves minutos, de un pro- 
blema, gue ha tomado estado público a iravés de las agil. 
taciones de los últimos días. Me refiero al precio del bo- 
leto estudiantil, 


Entiendo que este probieina es una de lag manifasta- 
ciones de lo que debe ser la política de fomento educa. 
cional del Estado, que nunca como en esta época deberá 
intensificarse, tratando de aicanzar al máximo de la po- 
blación, pero ya no como un mero tema de culturización 
o preparación general sino como una intención de llegar 
a Crear las bases de capacitación para entrar, con clertas 
posibilidades de éxito, en la era tecnológica a la que ya 
han ingresado en plenitud otros países. 
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El problema del boleto estudiantil es aparentemente 
municipal, pero desborda los límites de la Intendencia en 
cuanto hay que tener en cuenta también al transporte in- 
terdepartamental, Es algo admitido, por el precio diteren. 
cia] que se ha establecido, que dicho boleto merece, diga- 
mos, un trato preferencial, Existe un boleto especial para 
los estudiantes, aunque actualmente, junto con el resto 
de las tarifas, ha sufrido un sensible aumento. 


Peusamos que este problema debe ser encarado, sobre 
todo dada la situación de recuperación económica en que 
se encuentra el país, que aún no ha permitido la consi. 
guiente recuperación social que posibilite que una fami- 
lia haga frente a determinados gastos con cierta holgura. 
En ese sentido, queremos trasmitir nuestra voluntad a la 
Interdencia Municipe1 de Montevideo así como al Minis. 
terio de Transporte y Obras Públicas. 


Entiendo que este problema reviste una mayor enti- 
dad porque el crecimiento, especialmente de la educación 
media, se ha producido de una manera sumamente verti. 
ginosa, sin dar tiempo para que se llevaran a cabo pla- 
nes racionales de distribución de los centros educaciona- 
les tales como para que existieran, salvo excepciones, 
centros barriales que permitieran atender todas las zo- 
nas. Además, hay que tener en cuenta que los grandes 
desplazamientos demográficos en Montevideo, determina. 
dos por la política de creación de grandes conjuntos habi- 
taclonales, no han sido objeto —y eso va a dar lugar a 
una próxima intervención de quien habla— de una polí. 
tica paralela de ubicación de centros educacionales en 
esas áreas. 


Solicito que este Cuerpo acompañe mi pedido en el 
sentido de que el COBICEN y el Municipio —que son los 
organismos que están en condiciones de realizar una eva- 
lhuación de este problema— nos suministren datos acerca 
de la entidad del desplazamiento de jóvenes de UTU, y de 
Educación Secundaria, a través de los medios de trans. 
porte colectivo. Entonces, por un lado realizo esta exhor- 
tación tendiente a buscar una solución. Sea como sea, 
ereo que habrá que crear un fondo de subsidios para el 
boleto estudiantil, que permita aliviar esa carga importan- 
te que tienen los estudiantes. 


Por otra parte, quiero hacer una reflexión ante el 
Senado respecto de las posibles derivaciones de este pro- 
blema que estamos vislumbrando, Tenemos antecedentes 
históricos de ellas y en el presente sabemos de movimien- 
tos que se están dando en un país vecino. Por experiencia, 
conocemos el efecto del contagio que normalmente apare- 
ja este tipo de situaciones. 


Consideramos que este problama del boleto estudian- 
til debe ser solucionado por medio de las exhortaciones a 
los órganos competentes y de un llamado a su sensibili- 
dad. Pensamos que esto no debe ser explotado con un 
propósito de agitación social, de recurrencia a la violen. 
cia, como ocurrió los otros días, Nos tememos que, en cier- 
to modo, esto se puede estar involucrando en otro con- 
flicto de carácter gremial que afecta a una de las em- 
presas de transporte interdepartamental y que amenaza 
con tener repercusiones en el transporte nacional. 


Hechas estas reflexiones, señor Presidente, mociono 
para que el CODICEN y la Intendencia Municipal de 
Montevideo nos suministren información respecto a la 
cantidad de alumnos que se desplazan y a los boletos es- 
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tudiantiles que se expiden, así como que se trasmita una 
exhortación en cuanto a realizar un estudio que permita 
un abaratamiento o un tratamiento más especial de los 
boletos estudiantiles, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señor senador: reglamenta- 
riamente, en la hora previa sólo corresponde el envío de 
la versión taquigráfica al CODICEN O a la Intendencia 
Municipal de Montevideo. Lo que usted solicita tendría 
que ser objeto de un pedido de informes que el señor 
senador tendrá que formular por escrito como es de prác- 
tica. 


Por consiguiente, si el señor senador Traversoni está 
de acuerdo, se va a votar el envío de la versión taqui- 
gráfica de las palabras pronunciadas en Sala al CODICEN 
y a la Intedencia Municipal de Montevideo. 


(Se vota:) 


--20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) PREVENCION Y DEFENSA 
CONTRA SINIESTROS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra en el orden del 
dia con la consideración del asunto que figura en primer 
término: “Proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mas para la prevención y defensa contra siniestros. (Carp. 
N? 674/86 - Rep. N* 79/87)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N9 674/86 
Rep. N? 19/87 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
Montevideo, 28 de octubre de 1986. 


PROYECTO DE LEY DE PREVENCION 
Y DEFENSA CONTRA SINIESTROS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 
Sr. Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el alto honor de someter a 
consideración del Cuerpo que usted preside, la iniciativa 
legislativa respecto del adiunto Proyecto de Ley de Pre- 
vención y Defensa contra Siniestros, 

Ñ 

Desde la creación del ex-Cuerpo Nacional de Bombe- 
ros como una dependencia del Ministerio del Interior con 
jurisdicción nacional, realizada por el Artículo 253 de la 
Ley N? 13.032, de 7 de diciembre de 1961, y su posterior 
transformación en Dirección Nacional de Bomberos al 
sancionarse la Ley Orgánica Policial; ha sido sentida la 
necesidad de un cuerpo normativo de rango legal que de- 
terminara el régimen de relación de la actividad de la 
Policía del Fuego —que comprende asimismo ciertos sl- 
niesiros y Salvamentos de origen no igneo— con otras Ins” 
tituciones Públicas, y los particulares, 


El reconocimiento de que el Servicio de Bomberos in- 
tegra sustantivamente la actividad de la Policía Adminis- 
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trativa inherente al Poder Ejecutivo, resultó en forma eX- 
plicita en la reforma del artículo 262 de la Constitución 
de la República, en 1952; sustituyéndose con ese fin la 
expresión “Policía” —que es susceptible de diversas in- 
terpretaciones doctrinarias y que en cierta medida inclu- 
ye aspectos de la denominada “materia municipal”— por 
“servicios de seguridad pública”, 


Diversos proyectos se formularon a partir de aquella 
ley de 1961, para establecer una delimitación clara y ar- 
mónica de la competencia material de la actividad de 
Policía del Fuego, en sus fases tanto ejecutiva como pre. 
ventiva; en particular en relación a la jurisdicción de los 
Gobiernos Departamentales, titulares a su vez de un as. 
pecto de la actividad de Policia Administrativa, la Poli- 
cia Edilicia, de Salubridad, etc. 


El desarrollo doctrinario del concepto jurídico de la 
actividad de Policía Administrativa, a pesar de remon- 
tarse a épocas muy pretéritas y de que su era moderna 
se vincula a la jurisprudencia constitucional norteameri- 
cana, ha tenido concreción relativamente muy reciente; 
especialmente en relación a la concepción más restringi. 
da, propia de las doctrinas europeas continentales, cuyos 
más eminentes exponentes son Hauriou y Waline en Fran- 
cia, Raneletti y Zanobine en Italia, Mayer y Merkll en 
Alemania, Bielsa, Fiorini y sobre todo Villegas Basavil- 
vaso en la Argentina. 


La Ley Orgánica Policial, N* 13.963, de 22 de mayo 
de 1971, recogió adecuadamente los elementos esenciales 
de la doctrina más moderna y coherente con el sistema 
jurídico nacional; e incluyó la Policía del Fuego dentro 
de los cometidos de ¡as Unidades Ejecutoras dependientes 
del Ministerio del Interior. 


El proyecto de ley que ahora el Poder Ejecutivo so- 
mete a la Asamblea General atiende a un enfoque no ya 
orgánico, sino dinámico, de la actividad de Policía del 
Fuego; encarándola tanto en su fase preventiva como 
ejecutiva, 


Como tal, es un indispensable complemento normati. 
vo a una Materia que, como la actividad policial de la 
seguridad, es particularmente delicada en su desarrollo; 
en la medida en que —principalmente en su fase ejecu- 
tiva— se desenvuelve en situaciones límite, “status necessi. 
tatis”, en que se contraponen diversos valores jurídicos, 
todos ellos apreciables. 


Villegas Basavilvaso subtitula cl Tomo V de su monu- 
mental Tratado de Derecho Administrativo, dedicado €s. 
pecíficamente al estudio de la actividad de Policía Admi- 
nistrativa —y obra a la que será del caso referirse rei- 
teradamente, al analizar el articulado del presente pro- 
yecto-—— “limitaciones a la libertad”. Esa condición de li- 
mitante de un concepto absoluto de la libertad, que es 
inherente a la actividad de Policia, es sin embargo, la 
que permite que sea esta misma actividad la que preci- 
samente garantice, de hecho, la posibiiidad de ejercicio 
de la libertad en el marco del ordenamiento jurídico; 
tanto para las personas privadas, como para los Órganos 
titulares de la autoridad pública. 


Sin duda entre todas las manifestaciones de la acti- 
vidad de Policía Administrativa, la Policía del Fuego y su 
consustancial misión de socorro de la vida y los bienes 
humanos en situación de peligro de diverso origen, es la 
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que más claramente pone de manifiesto la incidencia del 
“ius necessitatis” que le es inherente; y el delicado equi. 
librio de la protección de distintos valores del cual de- 
pende, en la sociedad política, el ejercicio de la libertad 
sin desmedro de la seguridad. 


Mediante el presente proyecto de ley, el Poder Eje- 
cutivo espera incorporar a la Legislación Nacional un tex. 
to eficaz para tan alta finalidad. 


ANALISIS DEL ARTICULADO 


ARTICULO 1. — El Artículo 262 de la Constitución, 
confirmando lo preceptuado por el artículo 168 de la mis- 
ma, reserva a! Poder Ejecutivo —-al excluirlos de la posi. 
bilidad de descentralización por departamentos— lo rela. 
tivo a los Servicios de Seguridad Pública. 


Los antecedentes de la reforma del acápite de dicha 
norma, inicialmente introducida en la Constitución de 
1952, revelan que en dicha oportunidad se sustituyó la 
expresión “Policía”, por “Servicios de Seguridad Pública”. 


Evidentemente, el concepto doctrinal de la noción ju- 
rídica de “Policia”, a pesar de su amplia indetermina- 
ción y dificultad para precisarla, ha tenido una evolu- 
ción en las disciplinas jurídicas, que justifica ese cambio 
en el texto constitucional, Especialmente, en cuanto aún 
en su sentido abstracto, frecuentemente utilizado por la 
doctrina especializada, existen aspectos de la actividad de 
“Policía” que caen plenamente dentro de una temática 
admisible como parte de lo que tradicionalmente en el 
país se denomina la “materia Municipal” tales como la 
llamada “Policía Edilicia”, algunos aspectos de la “Policia 
de la Salubridad”, ete, 


Los citados antecedentes constitucionales revelan, por 
otra parte, que un tipo de servicio que expresamente tuvo 
en cuenta el Constituyente de 1951, en la norma que pos. 
teriormente permanció en la Constitución vigente, como 
integrante del tipo de actividad policial que la Carta no 
admite descentralizar en los Gobiernos Departamentales, 
es precisamente el servicio de bomberos. 


En forma concordante, la Ley Organica Policial (Ley 
N* 13.963, de 22 de mayo de 1971, y modificativas, unifi- 
cadas en el texto ordenado por Decreto 75/972, del 10 de 
febrero de 1972) define orgánicamente a la Policía como 
“un servicio centralizado de carácter nacional y profesio” 
na] dependiente del Poder Ejecutivo por intermedio del 
Ministerio del Interior” (Artículo 1%). El artículo 2% de- 
termina, a su vez, el concepto material de la actividad de 
Policía como aquella a la cual compete “el mantenimien- 
to del orden público y la prevención de los delitos”; y ul- 
teriormente define el concepto de orden público, como “el 
estado de hecho en el que se realizan los valores de tran- 
quilidad y seguridad púbiicas, la normalidad de la vida 
corriente en los lugares públicos, el libre ejercicio de los 
derechos individuales, así como las competencias de las 
Autoridades Públicas”. 


El artículo 19 de la Ley Orgánica Policial enuncia el 
concepto de “Policía del Fuego”, al asignarlo como com- 
petencia a la Dirección Nacional de Bomberos; cuyo Con. 
tenido surge de la consecuente enunciación de los cometi- 
dos, que comprenden el enfrentamiento de los siniestros, 
extinción de incendios e intervención en accidentes que 
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aparejen un peligro inmediato para vidas y bienes, asi 
eomo las medidas de caracter preventivo para evitar in- 
cendios y su propagación. 


La distinción de las fases preventiva y ejecutiva de 
la actividad de Policía —entendida en el sentido especí- 
fico de servicio de seguridad pública— es compartida en 
forma unánime por la doctrina especializada. Sí es in. 
dudable que como expresa Raneletii (“La Polizia si sicu- 
rezza”, en “Tratatto Completo Di Diritto Anministrativo” 
de Orlando) la Policía de Seguridad tiene por objeto la 
tuteia dei orden público mediante una acción directa en 
relación a la actividad ingividual, que se objetiva por el 
empleo de hecho de la coerción y en último análisis por 
el uso de la fuerza fisica; también lo es que, siguiendo el 
conconio de Ec y (“Brie de Droit Administratif”) y 
de Zanobini (“Corso di diviito Anministrativo”) el medio 
rormal por el cual la Polic'a logra el mantenimiento del 
crden público y garantiza los bienes más importantes de 
la, vida social, son las wedidas de carácter preventivo. 


da 


La doctrina especializada más recibida coincide en se- 
ñalar que “La actividad policiaca debe ser ordinariamente 
preventiva y eventualmente represiva”. Es preventiva 
cuando actúa sin el empleo de la coerción. 


“La ley, el reglamento o la ordenanza y, en general, 
las disposiciones de policia, son las formas jurídicas de la 
policía preventiva” (Villegas Basavilvaso: “Derecho Ad- 
inistrativo”, Tomo V, pág.341l, Bs, As., 1954). 


La indisoluble integración de la actividad de policia 
de la seguridad con las medidas y disposiciones de carác- 
ter preventivo nunca queda más claramente de manifies- 
to que en materia de policia del fuego. En particular el 
siniestro Ígneo, que por sus especiales características es 
especialmente difícil de dominar —-en particular en me- 
dios urbano: ven instalaciones que albergan grandes 
conglomerados humanos o complejos sistemas de maqui- 
naria productiva— requiere fundamentalmente de las me- 
didas que prevengan sn iación o que, inicizdo, permi- 
tan su ataque y extinción en la forma más inmediata y 
en el período inicial; todo lo cual esencialmente depende 
de la disponibilidad “in situ” de los medios adecuados a 
tal fin. 


La propagación del fuego en los incendios, por otra 
parte puede ser controlada fundamentalmente en base a 
la disposición de les construeciones o instalaciones, y a 
otras medidas de carácter preventivo tendientes a com- 
partimentar, aislar sustancias flanugeras, propiciar el em- 
pleo de materiales incombustibles, estructurar adecuada. 
mente las circulaciones de aire, y otros factores de na- 
turaleza claramente inherente a la actividad de policía 
del fuego en su fase preventiva. Se trata, con toda clari- 
dad, de disposiciones que no es posible establecer “a poste- 
riori”. una vez desatado cl incendio; pero de cuya implan. 
tación en su Gebido lugar y oportunidad, como de su Sos- 
tenida práctica y control, depende cn alta medida la dis" 
minución de las gravisimas consecuencias de la propaga- 
n del fuego. 


Las precedentes consideraciones fundamentan termi. 
nantemente que este artículo delimite con precisión ma- 
yor que la contenida en la Ley Orgánica Policial, y con 
especial referencia a la policía del fuego, su integración 
con la fase preventiva además de la ejecutiva; y que el 
texto asigne claramente al Poder Ejecutivo, por interme- 
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dio de las correspondientes Unidades Ejecutoras, la lun. 
ción de policia preventiva del fuego y los siniestros asi. 
milados, como materia de su exclusiva atribución, en ju- 
risdicción nacional. 


ARTICULO 2. --- Como se señalara en el análisis del 
artículo 19% la fase preventiva de la actividad de policía 
38 manifiesta, esencialmente, mediante actos jurídicos; 
comprendiendo las ordenanzas y reglamentos, y Más es- 
pecíficamente los edictos de policía, autorizaciones, permi. 
sos y órdenes de policia. 


Por su parte, la contravención, conceptuada como el 
acto violatorio que transgrede una disposición de carácter 
policial, está plenamente configurada como un tipo de in- 
tracción de indele meramente administrativa; y cuya 
sanción es una forma de manifestarse la actividad poli- 
cia] (Vide: Villegas Basavi. vaso, op. Cit., Tomo V, pág. 233 
y siguientes). 


ARTICULO 3. — Por esta disposición se asigna a la 
Lirección Nacional de Bomberos, como Unidad Ejecutora 
especializada en la materia, la aplicación de las disposi. 
ciones normativas de carácter preventivo enunciadas en 


el artículo snterior. 


La disposición ¿punta a determi la distinción “ra. 
tionae materias” de las competencias preventivas de Po- 
licía Administrativa del fuezo y de los siniestros; €spe- 
cialmente “via a vis” las esnivalentes atribuciones admi. 
as de policía municipal, que corresponden a las 
Intendencias La reglamentación de la ley, deberá preei- 
sar estos conceptos, y aplicarlos a hipótesis concretas. 


ARTICULO 4, — La norma, concurrente con la ante- 
rior, determina. claramente la necesidad de una autoriza. 
ción previa, que es de carácter policial, para la puesta en 
actividad de las construcciones que alberguen en forma 
permanente u ocasional, a numerosas personas, Ello, na- 
turalmente, presupone una previa intervención de la Di- 
rección Nacional de Bomberos para la aprobación de los 
planos y sus etapas de ejecución; tal como sucede actual. 
mente 2 pesar de no existir una clara norma legal que lo 
determine, en base al “modus operandi” acordado con 
las Intendencias, especialmente en el departamento de 
Montevideo. 


ARTICULO 5. — En el mismo sentido de las disposi. 
ciones anteriores; esta vez con referencia a los aparatos, 
dispositivos o materiales destinados a la prevención o el 
combate de incendios. 


ARTICULO 6. --- Aún cuando no se trata de Ja fase 
directamente ejecutiva de la Policía del Fuego —que se 
manifiesta en las operaciones de extinción de incendio 
o de auxilio ante sinjestros— se está aquí ante una mani. 
festación del carácter eminentemente coactivo de la acti- 
vidad policial. 


En un sentido absolutamente concordante con la doc- 
trina más recibida, incorporada por otra parte en la Ley 
Orgánica Policial como Derecho Positivo, la intervención 
policial coactiva en fase "preventiva se justifica en rela- 
ción al “us necessitatis”. Villegas Basavilvaso (0p. cit., 
Tomo V, pís, 228) lo define como “una situación de peli. 
gro para un bien jurídico, que sólo puede salvarse me- 
diante la violación de atro bien jurídico”; agregando que 
“existe siempre en ese “status” una desproporción entre el 
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daño causado y el bien jurídico superior” y que “es menes- 
ter que el evento sea grave e inminente; además, la pro- 
porciunalidad entre el hecho necesitado y el peligro, €s 
exigible” (loc. cit.). 


En las situaciones previstas en este artículo, la coer- 
ción preventiva se justifica por el peligro y riesgo inmi. 
nente para la vida humara o los bienes; en todos los ca- 
sos, la actividad poliviaí es temporaria en cuanto se diri. 
ge a prevenir o restaurar de hecho la seguridad, pero la 
decisión final queda en manos de la autoridad competen. 
te en cada caso. 


ARTICULO 7. — La norma legal establece una Obli- 
gación genérica, conforme a lo establecido a los Arts. 
7 y 10 inc. 22 de la Constitución; los reglamentos de po- 
licía dictados conforme al Art. 3 de este proyecto, fijarán 
sus caracteristicas concretas. 


ARTICULO 8. — La disposición se justifica en cuanto 
las hipótesis que plantea scn de etiología específica. Ella 
también habilitará a Ja configuración de las contraven- 
ciones y aplicación de las sanciones y demás medidas per- 
tinentes. 


ARTICULO 9. — Se trata, en el caso, de otcrgar a 
los funcionarios en actividad inspectiva de acceder a los 
lugares privados; en el marco de las normas del Art. 11 
de la Constitución. 


ARTICULO 10. — Esta disposición recoge, aplicándoio 
al caso particular de los Servicios de Bombercs y compie- 
tándolo con una normativa aconsejada por la experiencia, 
lo dispuesto por el Art. 193 de la Ley N* 12.376, de 31 de 
enero de 1957, para los servicios a cargo de las Jefaturas 
de Policía; y que se había venido aplicando a la Direc. 
ción Naciona] de Bomberos, por vía de interpretación ex- 
tensiva. 


El texto incluye expresamente las Unidades Ejecuto- 
ras dependientes del propio Poder Ejecutivo, de los demás 
Poderes del Estado, y a los organismos independientes de 
creación constitucional, tales como la Corte Electoral, el 
Tribunal de Cuentas y el Tribunal de lo Contencioso.Ad- 
ministrativo; además de las empresas privadas. Compren- 
de, además, tanto los servicios temporarios como aque- 
llos de prevención permanente que son, estos úllimos los 
más importantes. 


El inc. 29 establece un principio esencial, cuya inclu- 
sión en la ley se estima importante para evitar innecesa- 
rias e inconvenientes controversias; él es el de que, re- 
querido el servicio, la Dirección Nacional de Bomberos, pa. 
ra estar en condiciones de asumir la consiguiente res- 
ponsabilidad, debe tener la potestad de determinar la cx- 
tensión del servicio, la dimensión, y estructura ¡jerárqui. 
ca de la dotación, 


Asimismo, se regulan en la disposición proyectada di- 
versos aspectos operativos generales en el funcionamiento 
de este tipo de servicios. 


ARTICULO 11. — Primero del Capitulo II, relativo a 
la fase operacional, ejecutiva, del ejercicio de la activi- 
dad de policia del fuego, este artículo establece la carga 
para toda persona, de dar parte a la autoridad en todos 
los casos de siniestros igneos. 
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En particular, reviste importancia la obligación de 
dar aviso de los siniestros extinguidos sin participación del 
Servicio de Bomberos; por cuanto la experiencia demues- 
tra que en tales casos esog siniestros suelen reiterarse 
con Consecuencias agravadas, a causa de las condiciones 
inadecuadas de prevención o defensas. 


ARTICULO 12. — Esta disposición sienta un princi- 
pio que a pesar de su generalidad, no ha sido enunciado 
sino en forma indifecta: El carácter gratuito de los Ser- 
vicios de Bomberos, en aquellos casos en que se prestan 
ante emergencias de peligro inmediato para la vida hu. 
mana o los hienes. 


Ai mismo tiempo, contiene una enunciación no taxa. 
tiva de los tipos de intervención profesional de los Servi- 
cios de Bomberos, que podrá luego ser convenientemente 
desarrollada por la reglamentación. 


Una de las consideraciones tenidas en cuenta al in- 
cluir esta enunciación, es la circunstancias de que el per- 
sonal de poiicía recibe instrucción directamente a partir 
de los textos legales; por lo cual reviste además un sen- 
tido didáctico. 


ARTICULO 13. — En contrapartida de lo establecido 
en ci artículo anterior éste recoge —y “aplica específica. 
mente a los Servicios de Bomberos— el principio conte. 
vido en el Art. 222 de la Ley N* 13.318, de 28 de noviem- 
bre de 1964, que autorizó a las Jefaturas de Policía a re- 
querir el pago de ciertos servicios de vigilancia especial; y 
que también se ha aplicado a los Servicios de Bomberos 
mediante una interpretación extensiva, recogida en el De- 
creto 199, de 20 de marzo de 1973, eunyo texto es un ante- 
cedente del proyectado. 


ARTICULO 14. — Hace referencia a un tipo de situa. 
ción qe peligro que, por sus peculiares características y la 
exigencia de equipo y personal altamente especializado, es- 
capa en sí misma a la competencia de los Servicios de 
Bomberos; sin perjuicio de que ellos intervengan con. 
forme a sus capacidades esperíficas en prevención a los 
posibles accidentes para el ser humano y a la propaga- 
ción del fuego en caso de real explosión del artefacto. 


ARTICULO 15. — Esta disposición se dirige a dejar 
claramente establecido un único centro de decisión y de 
mando, durante operaciones de combate de siniestros O 
realización de salvamentos. Ella tiene particular impor- 
tancia en las hipótesis de utilización en dichas operacio. 
nes, de medios o personal perteneciente a otras organi. 
zaciones. 


Dada la circunstancia apuntada, el inciso 2% tiende 
a delimitar el área de la emergencia; estableciendo en 
ella, durante las operaciones y por lo tanto en el período 
del “status necessitatis” un régimen juridico específico, 
adaptado a los requerimientos de tales circunstancias. 


ARTICULO 16. — Si por su parte el Art. 10 contem- 
pla el caso de actividad policial meramente preventiva, en 
funciones inspectivas, éste forma parte del “status ne- 
cessitatis” inherente al ejercicio coactivo de la actividad 
policial, en fase ejecutiva. El Estado de Necesidad, que 
pone en contraposición diversos valores jurídicamente 
protegidos; determina de hecho la situación de que algu- 
no de ellos deba ser lesionado, en beneficio de la salva- 
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guardia de otros en sí mismos, y circunstancialmente, más 
valiosos. 


En el caso, se establece una yerdadera servidumbre 
legal de acceso y tránsito a través de propiedades pri- 
vadas; así como se excepciona —sin que en puridag ju- 
rídica se pueda considerar lesionada la norma constitu- 
cional— la inviolavilidad nocturna del hogar, precisamen- 
te por la causa de justificación que emana del estado 
de necesidad que, inclusive, puede afectar incluso a los 
propios titulares del hogar, actual o potencialmente. 


Como ocurre en todo tipo de actividad policial de he- 
cho en fase ejecutiva y bajo estado de necesidad, se de- 
berá aplicar en estos casos el principio ya contenido en el 
Art. 5% de la Ley Orgánica Policial: “...los Servicios Po- 
liciales emplearán bajo su responsabilidad, los medios ra- 
zonablemente adecuados y en igual forma elegirán la 
oportunidad conveniente para usarlos”. 


En cierto sentido, la acción policial implica el ejerci- 
cio del poder ejecutivo de la administración en su fase 
más crítica; cuando ella es requerida por la contraposi. 
ción de bienes juridicos cuya protección simultánea y ab- 
soluta es, de hecho, incompatible. 


Como enseña Villegas Basavilvaso en la obra que rel- 
teradamente se ha citado —sin duda una de las más 
completas en la materia— la noción jurídica de policía, 
en su acepción más amplia, significa el ejercicio del poder 
público sobre personas y bienes. Ello importa, por cierto, 
sólo e* ejercicio de aquella parte del poder público eons- 
tituido por la función administrativa, aquella que, como 
señalara Sayagués Laso, se expresa tanto por actos jurí- 
dicos como por Operaciones materiales. : 


Tanto la finalidad de conservación de la seguridad 
pública como la capacidad de actuar coactivamente son 
comunes a diversas manitestaciones de la actividag admi- 
nistrativa; lo característico de la actividad policial —en 
sentido estriclo— es precisamente la nota de peligro ac- 
tual o inminente, que justifica la perentoriedad de su 
acelonar, en circunstancias extremas. De allí deriva el ca- 
rácter inmediatamente cecutcrio de algunas manifesta. 
ciones jurídicas de la actividad policial como la orden de 
policía; y la legitimación del empleo de la fuerza fisica 
—caracterizada entonces como fuerza pública— en fun- 
ción de un restablecimiento inmediato y de hecho de Ja 
situación que la Ley Orgánica Policial, en su Art, 29, de- 
fine como orden público, 


Como toda actividad administrativa, máxime cuando 
se manifiesta mediante operaciones materiales, la activi- 
dad de policía —y su especie, la Policia del Fuego— se 
ejerce en el marco de la legalidad objetiva. No obstante, 
y por su carácter administrativo, a la actividad de poli- 
cía es aplicable el principio de discrecionalidad, en cuanto 
apreciación de motivos de oportunidad y conveniencia en 
conformidad con los fines de la normativa legal, y la ra. 
cionalidad de los medios empleados. 


La contrapartida de esa ejecutoriedad y de esa dis- 
crecionalidad es la responsabilidad; tanto en el alcance 
meramente funcional que compromete la del Oficial de 
Policía actuante; como la patrimonial frente a los daños 
causados en forma no justificada por el Estado de Ne- 
cesidad afrontado; y aún la política, que en definitiva 
condiciona toda la actividad del Poder Ejecutivo en su 
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función específica, conforme a nuestro régimen constitu- 
cional. 


ARTICULOS 17 y 18. — En el caso de estas disposi- 
ciones, se establece una obligación de apoyo a los Servi- 
cios de Bomberos que, en el caso de las Autoridades Pú- 
blicas se justifica plenamente en función de la unidad 
esencial del Estado y de sus funciones; y en el caso de 
las personas privadas, Una vez más, encuentra su justi. 
ficación en ei estado de necesidad. En esta hipótesis los 
bienes jurídicos eventualmente afectados en vista de la 
actividad de policía del fuego, son de menos trascenden- 
cia que los afectados en el artículo anterior; aunque filo" 
sóficamente merezcan igual protección jurídica. De todos 
modos, la misma disposición condiciona la potestad de 
“requisa de uso” a situaciones de peligro de característi- 
cas importantes en el equilibrio de bienes jurídicos tute- 
lados: socorro de vidas humanas o prevención de propa- 
gación de siniestros de gran magnitud, que superen los 
medios de los Bomberos disponibles en el lugar. 


De todos modos, en las situaciones de requisa, se res- 
tablece el equilibrio de los derechos “ad ulteriora”; me- 
diante la restitución al estado anterior o la indemniza. 
ción conforme a las disposiciones aplicables. 


Estas normas habilitan especialmente la utilizacion 
de ciertos recursos naturales, especialmente las aguas de 
ríos, arroyos, lagunas y Otras fuentes, que pudieran estar 
sujetas a algún régimen previo de autorización; o aún 
fueren de propiedad privada. 


ARTICULO 19. — Esta disposición tiende a regular el 
uso por los Servicios de Bomberos de los recursos hídricos 
urbanos también de servicio púbiico; indirectamente, im- 
plica, por el contrario, el carácter oneroso para los inte- 
resados, de otras extracciones de agua requeridas por ope- 
raciones no comprendidas en el Art. 12 de la ley pro- 
yectada. 


ARTICULO 20. — Hace referencia a la utilización 
por los Servicios de Bomberos, en el caso, del fluído eléc. 
trico de las redes públicas, para iluminación de lugares 
siniestrados. Por otra parte, delimita la responsabilidad 
de los Bomberos en cuanto.a los cortes energéticos, que 
asimismo contraponen en ocasión de los siniestros bienes 
jurídicos comprometidos en su desarrollo, con eventuales 
perjuicios por supresión de la energía eléctrica en Otros 
lugares cubiertos por la misma red (tábricas, comercios, 
etc.). 


ARTICULO 21. — Si bien está directamente vincula- 
da a la fase operativa de la actividad de los Servicios de 
Bomberos, esta disposición tiene un sentido preventivo; 
en cuanto habilita a las Instituciones que eventualmente 
puedan ser requeridas para colaborar, para que puedan 
aprestarse rápidamente. La finalidad jurídica de la nor- 
ma, es habilitar la comunicación horizontal entre Institu. 
ciones Públicas que, de Otra manera deberían comunicar- 
se por la vía jerárquica. 


ARTICULO 22, — La norma tiende a establecer el ré- 
gimen jurídico de los desalojos dispuestos en via policial 
en los casos de estado de necesidad, impuestos por la pro- 
pia ejecutoriedad de tales casos; y determina la actuación 
de otras autoridades competentes, a quienes incumbirá la 
decisión y responsabilidad definitiva. 
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ARTICULO 23. — El estado de necesidad es, en los ca- 
sos de siniestros y salvamentos, justificativo también para 
el traspaso de las fronteras por parte de los Servicios de 
Bomberos; sin que se verifiquen en el caso las formalida- 
des que, de ordinario, serían aplicables. Estas formas de 
cooperación han sido tradicionalmente aplicadas en po- 
blaciones fronterizas (caso de Rivera-Livramento, Arti- 
gas.Cuaraí. Chuy-Chuí, etc.). 


ARTICULO 24. — Se hace extensivo al trabajo investi- 
gativo y/o pericial de Bomberos, el propio régimen proba- 
torio del parte policial. Para el caso, el tecnicismo y pro- 
Tesionalidad de las actuaciones Bomberiles proyecta su 
acción esclarecedora en bencficio de la decisión que pue- 
da tomar la autoridad judicial llamada a intervenir u 
otras si así lo estimara del caso. 


ARTICULO 25. — Las tradiciones y antecedentes histó- 
ricos que dan origen al Servicio de Policía del Fuego; reco- 
nocen un fundamento de solidaridad, de cooperación es- 
pontánea de los integrantes de la comunidad ante la inmi- 
nencia de un peligro descontrolado. 


En nuestro ordenamiento jurídico si bien se reserva 
las funciones de Bomberos a la competenciá específica 
de la Dirección Nacional de Bomberos, nada obsta para 
que, paralelamente. se incentive la formación de grupos 
auxiliares de Bomberos a través de los cuales se canalice 
un sentimiento solidario y cooperativo de aquellas perso- 
nas cuya generosidad los mueve a entregas y sacrificios 
que coadyuvan al logro de los fines especificos de la Di- 
rección Nacional de Bomberos. 


Saluda al Señor Presidente con su mayor considera- 
ción. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la 
República. Antonio Marchesano. 


MINISTERIO DEL INTERIOR 


PROYECTO DE LEY DE PREVENCION 
Y DEFENSA CONTRA SINIESTROS 


CAPITULO L JURISDICCION 


Artículo 19 — Compete al Poder Ejecutivo, por in. 
termedio de la Dirección Nacional de Bomberos depen- 
diente del Ministerio del Interior, la función de policía 
del fuego en sus fases preventiva y ejecutiva, así como 
todo lo relativo a la prevención y combate de fuegos y 
siniestros, que aparejen peligro inmediato para la vida 
humana o los bienes. 


A tales efectos, tendrá jurisdicción en todo el terri. 
torio nacional. 


CAPITULO 6. NORMAS DE PREVENCION 
CONTRA SINIESTROS 


Articulo 22 — El Poder Ejecutivo, dictará los regla- 
mentos, ordenanzas y edictos de policía del fuego, esta- 
bleciendo las medidas y dispositivos de prevención de 
carácter permanente o circunstancial, y los casos de su 
aplicación; así como las sanciones que correspondan por 
la contravención a sus disposiciones. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—233 


Art. 32 — Al Ministerio del Interior a través de la 
Dirección Nacional de Bomberos compete el estudio, dis. 
Posición, supervisión y certificación de todas las medidas 
y dispositivos concretos de prevención y defensa contra 
siniestros y de seguridad, destinadas a evitar el surgi. 
miento o la propagación de incendios, o el agravamiento 
de las consecuencias de otros siniestros. 


Art. 42 — Ningún bien que tenga por destino el alo- 
jamiento o la reunión, excepto cuando se trate de un 
único núcleo familiar, podrá Iniciar sus actividades, o 
funcionar, sin la habilitación definitiva de seguridad con. 
tra incendios, otorgada por la Dirección Nacional de Bom. 
beros, de acuerdo con la reglamentación pertinente. 


A título enunciativo, quedan comprendidos en lo dis- 
puesto en el inciso anterior, los siguientes establecimien- 
tos: aeropuertos e instalaciones anexas; centros de asis- 
tencia sanitaria, médica y quirúrgica; centros culturales 
y deportivos; establecimientos de enseñanza; comercios 
abiertos al público; casas-habitación plurifamiliares; de. 
pósitos en general; salas e instalaciones de espectáculos 
públicos; establecimientos y oficinas estatales y para-es. 
tatales; estaciones terminales y de escala de todo tipo 
de medio de transporte colectivo de pasajeros, por vía 
terrestre o acuática; estuciones terminales, de escala, car- 
ga, descarga o trasbordo de mercaderías y combustibles; 
fábricas, plantas de fraccionamiento y envasado; garajes 
colectivos; vehículos de transporte colectivo de pasajeros, 
de cargas y de combustibles; puertos marítimos y fluvia. 
les; estaciones terrestres de control aduanero y migra- 
torio. 


Art. 39 — Todo aparato, dispositivo o material des- 
tinado a la prevención o combate de incendios que se 
fabrique o venda en el país, deberá ser técnicamente 
aprobado y autorizado en su diseño por la Dirección Na- 
cional de Bomberos; a la cual compete asimismo la veri- 
ficación, establecida por la reglamentación, del cumpli- 
miento de las normas de fabricación y reposición aplica. 
bles a los mismos y de acuerdo con las sanciones apro- 
badas por el Poder Ejecutivo. 


Art. 62 -— El Poder Ejecutivo podrá disponer preven- 
tivamente la clausura temporaria de cualesquiera esta. 
blecimientos, cuando en ellos exista peligro de siniestro 
o riesgo immediato para la vida humana o los bienes. 


Podrá, asimismo, disponer preventivamente la sus- 
pensión temporaria de la fabricación y comercialización 
de artículos, aparatos, dispositivos o materiales que, con- 
forme a las pericias o ensayos practicados, se consideren 
peligrosos por su potencial capacidad de producir, o pro. 
pagar, incendios u otros siniestros; así como de aquellos 
destinados al combate del fuego, que no llenen los requi. 
sitos de diseño o reposición previamente aprobados, pro- 
cediendo en este último caso, a su requisa, 


Art. 79 — Es obligatorio en todo establecimiento co. 
mercial o industrial, privado, estatal o para-estatal, man- 
tener permanentemente instruido en el manejo y utiliza. 
ción de los elementos de defensa contra siniestros, a un 
número adecuado de su personal, de acuerdo a la impor- 
tancia de los medios y de los riesgos. 
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Att. 82 — Todos los elementos de prevención y defen- 
sa contra siniestros deberán ser mantenidos en buenas 
condiciones de uso y no podrán ser retirados, anulados, o 
modificados, ya sea en forma total o parcial, permanente 
o transitoria, ni ser utilizado para otra finalidad que la 
específicamente determinada. 


Los mismos deberán mantenerse en todo momento en 
adecuadas condiciones de señalización y utilización, y con 
el acceso libre de obstáculos. 


Art. 99 -—— Los propietarios, administradores o encar- 
gados de construcciones o áreas a las cuales concurran 
funcionarios de la Dirección Nacional de Bomberos con 
fines inspectivos, están obligados a franquearles el acceso 
previa identificación; con excepción de los destinados a 
casa habitación que se encuentren ocupados constituyen- 
do un hogar, (Artículo 11 de la Constitución de la Re- 
Pública). 


Art. 10, — La Dirección Nacional de Bomberos po- 
drá contratar con los usuarios los servicios de prevención 
que requieran de la misma. 


En estos casos, la Dirección Nacional de Bomberos 
prescribirá la extensión del servicio, la dimensión y je- 
rarquías de las dotaciones y los costos respectivos, fija- 
dos por el Poder Ejecutivo. 


El contrato contendrá las bases para realizar estima- 
ciones anuales de su costo, incluyendo partidas para com- 
plemento y refuerzo de los distintos conceptos. La Direc- 
ción Nacional de Bomberos, sobre la base de dichas csti. 
maciones, formulará un plan preventivo conforme al cual 
el organismo interesado deberá verter los recursos nece- 
sarios en las oportunidades que al efecto se determina. 
rán en el contrato; los que configuran proventos especí. 
ficos de la misma. 


El Director Nacional de Bomberos podrá disponer, 
bajo su responsabilidad, la mutua colaboración entre di- 
chos servicios y las demás Unidades de su dependencia. 
cuando así sea requerido por las circunstancias, aplicando 
al efecto los medios razonablemente adecuados. 


CAPITULO 1II. OPERACIONES EN CASO 
DE SINIESTROS 


Artículo 11. — La intervención de los servicios de la 
Dirección Nacional de Bomberos podrá efectuarse de ofi- 
cio O a solicitud de parte interesada, de terceros o por 
pedido de autoridad competente. 


Toda persona que detecte signos de incendio u otros 
siniestros deberá adoptar las providencias razonables para 
dar cuenta en la forma más inmediata a la sede más pró- 
xima del servicio de Bomberos. 


Del mismo modo, toda persona o institución en cuya 
propiedad se suscite un principio de incendio, deberá dar 
parte a los servicios de Bomberos, incluso si el mismo 
hubiere sido extinguido antes del aviso. 


Art. 12. — Los servicios de competencia de la Direc- 
ción Nacional de Bomberos de carácter especifico, pres- 
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tados en casos de emergencia o peligro inmediato para 
la vida humana o los bienes, son gratuitos. 


Se consideran servicios de competencia específica de 
la Dirección Nacional de Bomberos, las operaciones rela. 
tivas a los siniestros o accidentes que se enuncian a con- 
tinuación, o sus similares: 


A) Siniestros: Incendios; explosiones; salvamentos de per- 
sonas; inundaciones; derrumbes; estado de calamidad 
pública. 


B) Accidentes: Lesiones en edificios; derribo de elemen. 
tos y materiales arquitectónicos; apuntalamientos ur- 
gentes; barrido de derrames de combustibles que sig. 
nifiquen peligro para la seguridad pública; extracción 
de ahogados; escapes de gases peligrosos; provisión 
de energía eléctrica a centros quirúrgicos y de asis. 
tencia intensiva por fallas en la red general. 


Corte de árboles y derribo de columnas o postes 
cuando signifiquen peligro inminente para vidas hu- 
manas o bienes. 


Art. 13, — La Dirección Nacional de Bomberos po- 
drá requerir el pago, en concepto de retribución del ser. 
vicio, en los casos de auxilios y otros servicios no com- 
prendidos en el artículo anterior; así como por las habi- 
litaciones, inspecciones y asesoramientos de medidas de 
prevención y la capacitación de personas en defensa con. 
tra siniestros. Las tarifas serán fijadas por el Poder Eje- 
cutivo. 


Se consideran servicios especiales, no comprendidos 
en la competencia específica de la Dirección Nacional de 
Bomberos, y en consecuencia comprendidos en el inciso 
anterior, los siguientes O sus similares: 


Servicios de barcos; auxilio de vehículos en situación 
de peligro no resultante de accidente en la vía pública; 
apertura de puertas de fincas a solicitud de sus ocupan. 
tes; rescate de animales; agotes en general cuando no 
afecten o hagan peligrar en forma inmediata vidas o bie- 
nes, aprovisionamiento de agua a instituciones que no 
sean de asistencia médica, de seguridad pública o dé in- 
terés público. 


Art. 14. — En los casos de presunta existencia de 
artefactos explosivos, los servicios de la Dirección Nacio. 
nal de Bomberos actuarán a fines de prevención y apoyo 
de las unidades especializadas en su detección y desacti- 
vación. 


Art. 15, — Es de exclusiva atribución y responsabi- 
lidad del Director Nacional de Bomberos, o quien lo re. 
presente actuando como Jefe de los Socorros, el mando 
de todo el personal, el empleo de los materiales propios 
o de terceros, y la coordinación y supervisión de los tra- 
bajos que se ejecuten en el marco de su competencia es- 
pecífica. 


En todo siniestro que motive la intervención de los 
servicios de Bomberos, se establecerá un “área de Opera. 
ciones” comprendida en un límite a una distancia nece- 
saria del siniestro, dentro del cual actuarán solamente 
los efectivos de Bomberos y los de servicios anexos que 
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se encuentren colaborando bajo el mando del Jefe de los 
Socorros; pudiendo ser evacuada toda otra persona, inclu- 
so mediante el uso de la fuerza pública. 


Art. 16. — Toda persona está obligada a permitir y 
facilitar el acceso y el tránsito de los efectivos del ser- 
vicio de Bomberos a cualquier hora del día o de la no- 
che, a las propiedades que ocupe a cualquier título, cuan- 
do ello sea requerido bajo la responsabilidad del Jefe de 
los Socorros, para el cumplimiento de operaciones de com- 
bate del fuego o de auxilio en siniestros. 


Art, 17. — Los jerarcas de los organismos públicos o 
privados, así como también todo ciudadano, están obli- 
gados a prestar su apoyo con vehículos, máquinas y he- 
rramientas, a los servicios de Bomberos, cuando éstos se 
lo requieran para actuar en siniestros que impliquen el 
socorro a vidas humanas en peligro, o cuando se trate 
de evitar el riesgo de propagación o de combatir sinies. 
tros de gran magnitud que superen las posibilidades de 
los medios de los Bomberos, disponibles en el lugar. 


En tales casos, deberán reponerse dichos bienes a su 
estado anterior o, si ello no fuera posible, indemnizar al 
propietario conforme a las normas correspondientes. 


Art. 18. — Los servicios de Bomberos, cuando sea 
requerido para la prestación de intervenciones compren- 
didas en sus cometidos específicos, podrán requisar las 
reservas de agua y otros materiales que compongan o no 
las medidas de prevención y defensa contra siniestros de 
cualquier construcción o establecimiento, u otros elemen. 
tos útiles al fin expresado. 


En tales casos, deberán reponerse dichos bienes a su 
estado anterior o, si ello no fuera posible, indemnizar al 
propietario conforme a las normas correspondientes. 


Art. 19. — Los Bomberos podrán utilizar libremente 
y sin limitaciones los hidrantes “comunes” y de “gran 
caudal” conectados a la red de cañerías de distribución 
de agua de carácter público, cuando se trate de proveer 
agua a los vehículos y equipos destinados a atender ope- 
raciones comprendidas en el artículo N? 12. 


Art, 20. —- Los efectivos de Bomberos en operaciones 
de socorros están habilitados para efectuar aquellos cor- 
tes de suministro eléctrico indispensables para eliminar 
la tensión eléctrica en los lugares siniestrados, o para 
instalar elementos de iluminación sobre conexiones a las 
líneas de transmisión eléctrica o instalaciones privadas, 
que sean necesarias para la ejecución de las operaciones. 
El uso de energía eléctrica por cuenta de terceros, será 
adecuadamente indemnizado. 


Corresponde exclusivamente a la Administración de 
“Usinas y Trasmisiones Eléctricas”, el corte de energía 
en la red de abastecimiento normal y todo otra operación 
en las Estaciones y Sub.Estaciones que atiendan el área 
de un siniestro en que intervengan los Servicios de Bom- 
beros, 


Art. 21. — Los Servicios de Bomberos comunicarán 
directamente a toda institución pública los siniestros cuya 
magnitud o característica, hagan prever la necesidad de 
su intervención o de su apoyo, debiendo todos ellos pres- 
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tar de inmediato su colaboración en cuanto sea de su 
competencia. 


Art. 22, — Cuando los Servicios de Bomberos proce- 
dan a la evacuación total o parcial, con prohibición de 
reingreso, de personas que habiten construcciones que ha- 
yan sufrido lesiones o derrumbes que representen un pe- 
ligro potencial para su estabilidad y habitabilidad, la se. 
guridad de los bienes o para la seguridad pública, lo pon- 
drán de inmediato en conocimiento de la autoridad judi. 
cial, policial o municipal competente, a sus efectos res. 
pectivos, quedando en adelante la situación bajo la res- 
ponsabilidad exclusiva de dichas autoridades. 


Art. 23. — Los Servicios de Bomberos con sede en 
los Departamentos fronterizos podrán prestar o recibir la 
colaboración de sus similares de los países limítrofes, para 
la lucha contra siniestros o la realización de salvamentos, 
cuando no existan acuerdos previos de operaciones, o 
Cuando un estado de necesidad impostergable justifique 
dicha intervención en forma inmediata, 


CAPITULO IV. INVESTIGACION 
POSTERIOR AL SINIESTRO 


Artículo 24. — En toda acción posterior a la solución 
o extinción de un siniestro donde intervenga la Dirección 
Nacional de Bomberos, será de su competencia el análisis 
investigativo o pericial para establecer las posibles causas 
y orígenes del mismo. 


CAPÍTULO V. GRUPOS DE BOMBEROS 
AUXILIARES 


Artículo 25. — Autorízase a la Dirección Nacional de 
Bomberos a crear grupos de Bomberos Auxiliares con ciu- 
dadanos voluntarios que deseen cooperar en planes de 
ayuda o activamente en el combate de los siniestros. La 
reglamentación determinará los sistemas de selección, en. 
trenamientos y apoyos a otorgar a sus integrantes. 


CAPITULO VI. DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 26. — El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley. 


Art. 27. — Comuníquese, etc, 


Antonio Marchesano. 


CAMARA DE SENADORES 
COMISION DE 
INDUSTRIA Y ENERGIA 
Integrada 


INFORME 


Al Senado: 


1) La Comisión de Industria y Energía, integrada 
con dos miembros de Constitución y Legislación, ha es- 
tudiado el Mensaje y proyecto de ley remitido por el Po. 
der Ejecutivo el 28 de octubre de 1986, referente a pre. 
vención y defensa contra siniestros. 


En la sesión celebrada el 28 de abril del año en cur- ' 
so se recibió al señor Director Nacional de Bomberos don 
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Nuber Lazo y su ayudante, el Comisario Inspector Luis 
Andrés Veiras Guichón, quienes aportaron información 
sobre el tema a que refiere el aludido proyecto de ley. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo pone énfasis en la 
necesidad de un cuerpo normativo de rango legal que 
determine con precisión la actividad que desarrolla la 
denomináda policía del fuego y la relación que ella tie- 
ne con ciertos siniestros y salvamentos, cuyo origen no 
es ígneo y que están en la órbita de otras instituciones 
públicas o de particulares. 


2) Por el artículo 253 de la Ley N? 13.032, de 7 de 
diciembre de 1961, por el cual se crea el ex Cuerpo Na. 
cional de Bomberos como dependencia del Ministerio del 
Interior con jurisdicción nacional, hasta su transforma- 
ción en Dirección Nacional de Bomberos que se opera por 
disposición de la Ley N* 13.963, de 22 de mayo de 1971 
(Orgánica Policial); se han sucedido proyectos diversos 
tendientes a delimitar la competencia material de la po- 
licía del fuego, sea en su aspecto preventivo como ejecu. 
tivo. 


Es sabido que existen áreas de competencias que pue- 
den resultar superpuestas con ciertos cometidos de poli- 
cía administrativa, edilicia o de salubridad que atañen a 
los Gobiernos Departamentales y todo ello carece de una 
delimitación legal que el proyecto en examen procúra es. 
tablecer. 


3) En el Mensaje que acompaña al proyecto de ley 
se hace el análisis doctrinario que modernamente predo- 
minga en cuanto a incluir la policía del fuego dentro de 
los cometidos de las Unidades Ejecutoras dependientes del 
Ministerio del Interior. 


La actividad de la policía del fuego, tanto en su faz 
preventiva como ejecutiva, suele desenvolverse en situa. 
ciones limite, de verdadero “estado de necesidad”, en los 
que se contraponen valores jurídicos esenciales en la me- 
dida en que puede eventualmente afectarse la libertad 
con limitaciones impuestas por la necesidad de prevenir 
v combatir un siniestro. 


El ponderado equilibrio para limitar el concepto ab- 
soluto de la libertad, dentro del ordenamiento jurídico, 
precisamente para cumplir misiones de socorro de la vida 
y los bienes humanos en emergencias de riesgo, es lo que 
se desprende del articulado propuesto. 


En suma, según se afirma en el Mensaje, se procura 
“el delicado equilibrio de la protección de distintos valo- 
res del cual depende, en la sociedad política, el ejercicio 
de la libertad sin desmedro de la seguridad”. 


4) En sesión del 2 de junio del año en curso el Se. 
nado resolvió devolver el proyecto a Comisión para so- 
meterlo a ajustes de redacción de acuerdo a las observa- 
ciones formuladas en Sala. 


Corresponde señalar que el proyecto ya tuvo apro. 
bación en discusión general, habiéndose aprobado los sie- 
te primeros artículos en la discusión particular. 


Vuestra Comisión integrada ha efectuado en el resto 
del articulado algunas correcciones gramaticales por lo 
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que propone a la consideración del Cuerpo un texto sus- 
titutivo del inicialmente remitido por el Poder Ejecutivo. 


Se indican seguidamente las correciones introducidas: 


Artículo 82 — La norma del proyecto del Poder Eje. 
cutivo es tipica de la reglamentación de la ley y por ello 
se le suprime, 


Artículo 92 -— Se da una redacción nueva pero que 
no altera su contenido. 


Artículo 10. — Se suprime el segundo párrafo por 
cuanto las bases del contrato no deben estar en la ley 
sino en la reglamentación, 


Artículo 11. — Se mejora la redacción. 


Artículo 12. — Se hacen ajustes de redacción y se 
suprimen las definiciones de siniestros y accidentes por 
entenderse que ello es materia de la reglamentación. 


Artículo 13. — Ajustes de redacción. 


Articulos 14 y 15. — La nueva redacción aclara el 
sentido de las normas. 


Artículos 16, 17, 18, 19 y 20. — Como en los casos 
anteriores se hacen retoques en la redacción para mejo- 
rar la inteligencia del texto. 


Artículo 21. — Resulta redundante por cuanto lo 
mismo se dice ya en el artículo 17, por ello se suprime. 


Artículo 22. — Ajustes de redacción, 


Artículo 23. — La materia que regula esta norma, 
en todo caso, será motivo de convenios y, además, resul. 
ta tan obvio que siempre existirá colaboración reciproca 
con países vecinos que no se requiere una disposición ex. 
presa en la ley. 


Artículos 24 y 25. — Ajustes de redacción. 


Se aclara que la referencia al número de los artícu- 
los es en relación al proyecto original del Poder Ejecu- 
tivo que, al suprimirse tres artículos por la Comisión, en 
el proyecto sustitutivo propuesto tendrán una correlación 
distinta. 


5) En suma, la Comisión propone la aprobación del 
siguiente texto: 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
CAPITULO 1 
Jwriisdicción 


Artículo 19 — Compete al Poder Ejecutivo, por inter. 
medio de la Dirección Nacional de Bomberos dependien- 
te del Ministerio del Interior, la función de policía del 
fuego en sus fases preventiva y ejecutiva, así como todo 
lo relativo a la prevención y combate de fuegos y sinies- 
tros, que aparejen peligro inmediato para la vida huma. 
na o los bienes. 
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A tales efectos, tendrá jurisdicción en todo el terri- 
torio nacional. 


CAPITULO II 
Normas de Prevención contra Siniestres 


Artículo 22 — El Poder Ejecutivo, dictará los regla- 
mentos de policia del fuego, estableciendo las medidas y 
dispositivos de prevención de carácter permanente o cir- 
cunstancial, y los casos de su aplicación; así como las 
multas que corespondan por la contravención a sus dis- 
posiciones, las que se graduarán, de acuerdo a su grave- 
dad, entre un mínimo equivalente a diez Unidades Rea. 
justables y un máximo equivalente a doscientas Unidades 
Reajustables. 


Art. 39 -— Compete al Ministerio del Interior por in- 
termedio de la Dirección Nacional de Bomberos el estu- 
dio, disposición, supervisión y certificación de todas las 
medidas y dispositivos concretos de prevención y defensa 
contra siniestros y de seguridad, destinadas a evitar el 
surgimiento o la propagación de incendios o el agravamien- 
to de las consecuencias de otros siniestros. 


Art. 42 — Ninguna construcción, salvo las destinadas 


a vivienda de un único núcleo familiar, podrá ser habili-. 


tada para su uso sin la previa autorización de la Direc. 
ción Nacional de Bomberos, de acuerdo con la reglamen. 
tación. 


Art. 52 -— Todo aparato, dispositivo o material des- 
tinado a la prevención o combate de incendios que se fa- 
brigue o venda en el país, deberá ser técnicamente apro- 
bado y autorizado en su diseño por la Dirección Nacional 
de Bomberos, a la cual compete asimismo la verificación 
del cumplimiento de las normas de fabricación y reposi. 
ción, aplicables de acuerdo con la reglamentación. 


Art. 6% — El Ministerio del Interior, previo informe 
de la Dirección Nacional de Bomberos, podrá disponer pre- 
ventivamente la clausura temporaria de cualquier “esta. 
blecimiento cuando en él exista peligro de siniestro o 
riesgo inmediato para la vida humana o los bienes. 


Podrá, asimismo, disponer preventivamente la suspen- 
sión temporaria de la fabricación y comercialización de 
artículos, aparatos, dispositivos o materiales que, confor- 
me con las pericias o ensayos practicados, se consideren 
peligrosos por su potencial capacidad de producir, o pro. 
pagar, incendios u otros siniestros, así como de aquellos 
destinados al combate del fuego, que no llenen los requi- 
sitos de diseño o reposición previamente aprobados, pro- 
cediendo en este último caso a su requisa. 


Las medidas establecidas en los incisos precedentes 
se mantendrán durante el tiempo estrictamente necesario 
para subsanar los riesgos que las motivaron. 


Art. 7? — Es obligatorio en todo establecimiento co- 
mercial o industrial, mantener permanentemente instruido 
en el manejo y utilización de los elementos de defensa 
contra siniestros, a un número adecuado de su personal, 
de acuerdo con la importancia de los medios y de lo5 
riesgos. 
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Art. 82 — Los propietarios, administradores Oo encar- 
gados de construcciones o áreas a las cuales concurran 
funcionarios de la Dirección Nacional de Bomberos con 
fines inspectivos, con excepción de las destinadas a casa- 
habitación que constituyan un hogar (artículo 11 de la 
Constitución), están obligados a franquearles el acceso 
previa identificación. 


Art. 92 -— La Dirección Nacional de Bomberos podrá 
contratar con los usuarios los servicios de prevención que 
éstos requieran de la misma. 


En estos casos, la Dirección Nacional de Bomberos 
prescribirá la extensión del servicio, la dimensión y je- 
rarquía de las dotaciones y sus costos respectivos, fijados 
por el Poder Ejecutivo. 


El Director Nacional de Bomberos podrá disponer, 
bajo su responsabilidad, la mutua colaboración entre di- 
chos servicios y las demás Unidades de su dependencia, 
cuando así sea requerido por las circunstancias. 


CAPITULO H1 


Operaciones en case de Siniestros 


Artículo 10. — La intervención de los servicios de la 
Dirección Nacional de Bomberos podrá efectuarse de ofi- 
cio o a solicitud de cualquier interesado, o por pedido de 
autoridad pública. 


Toda persona que perciba signos de incendio o de 
otros siniestros deberá adoptar las providencias razona- 
bles y dar cuenta en forma inmediata a la sede más pró- 
xima del servicio de Bomberos. 


Dei mismo modo, toda persona o institución en cuya 
propiedad se suscite un principio de incendio, deberá dar 
parte a los servicios de Bomberos, incluso si el mismo 
hubiere sido extinguido antes del aviso. 


Art. 11. — Los servicios de competencia de la Di- 
rección Nacional de Bomberos son gratuitos excepto en 
la situación prevista en el artículo 99 


Se consideran servicios de competencia de la Direc. 
ción Nacional de Bomberos, las operaciones relativas a 
los siniestros o accidentes que determine la reglamenta- 
ción de la presente ley. 


Art. 12. — La Dirección Nacional de Bomberos po- 
drá cobrar en concepto de retribución dei servicio, los au. 
xilios y otras prestaciones no comprendidos en el artícu- 
lo anterior. 


A estos efectos se consideran servicios especiales, no 
comprendidos en la competencia específica de la Direc. 
ción Nacional de Bomberos, los siguientes o sus similares: 


Servicio de prevención de incendios en barcos; auxi. 
lio de vehículos en situación de peligro no resultante de 
accidente en la vía pública; apertura de puertas de fin- 
cas a solicitud de sus ocupantes; rescate de animales; de- 
sagotes en general cuando no afecten o hagan peligrar 
en forma inmediata vidas o bienes; aprovisionamiento de 
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agua a instituciones que no sean de asistencia médica, de 
seguridad pública o de interés público. 


Art. 13. — En los casos de presunta existencia de 
artefactos explosivos, los servicios de la Dirección Nacio. 
nal de Bomberos actuarán a fines de prevención y apoyo 
de las unidades especializadas en su ubicación y desac- 
tivación. 


Art. 14. — Es de exclusiva atribución y responsabi- 
lidad del Director Nacional de Bomberos, o quien lo re- 
presente actuando como jefe de los servicios, el mando 
de todo el personal y la coordinación y supervisión de 
todos los trabajos que se ejecuten. 


En todo siuiestro que motive la intervención de los 
servicios de Bomberos, se establecerá un “área de ope- 
raciones” dentro de la cual actuarán solamente los efec- 
tivos de bomberos y los servicios anexos que se encuen. 
tren colaborando bajo el mando del jefe de las operacio- 
nes, quien podrá disponer el retiro de toda otra persona 
incluso mediante el uso de la fuerza pública. 


Art. 15. — Toda persona está obligada a permitir a 
cualquier hora del día o de la noche, el acceso y el trán. 
sito de los efectivos del servicio de Bomberos, a las pro- 
piedades que ocupe a cualquier título, cuando ello sea 
requerido, para el cumplimiento de operaciones de com- 
kate del fuego o de auxilio en siniestros. 


Art, 16. — Los jerarcas de los organismos públicos o 
privados, así como cualquier persona, están obligados a 
asistir con vehículos, máquinas y herramientas, a los ser- 
vicios de Bomberos, cuando éstos lo requieran para ac- 
tuar en siniestros y en socorro a vidas humanas en peli- 
gro, o para evitar el riesgo de propagación o combatir 
siniestros cuya magnitud supere las posibilidades de los 
medios de los servicios actuantes en el lugar. 


En tales casos, deberán restituirse dichos bienes en 
su estado anterior o, si ello no fuere posible, se indemni- 
zará al propietario conforme a las normas vigentes. 


Art. 17. — Los servicios de Bomberos, podrán requi. 
sar las reservas de agua ,y otros materiales existentes en 
cualquier construcción o establecimiento cuando resulten 
necesarios para la prevención y defensa contra siniestros. 


En tales casos, deberán restituirse dichos bienes a su 
estado anterior o, si ello no fuere posible, se indemnizará 
al propietario conforme a las normas vigentes. 


Art. 18. — Los Bomberos podrán utilizar libremente 
y sin limitaciones los hidrantes “comunes” y de “gran 
caudal” conectados a la red pública de cañerías de dis- 
tribución de agua cuando se trate de proveer agua a los 
vehículos y equipos destinados a atender operaciones 
comprendidas en el artículo 11. 


Art. 19. — Los efectivos de Bomberos están habili. 
tados para efectuar aquellos cortes indispensables de su. 
ministro eléctrico y para instalar elementos de ilumina- 
ción conectados a las líneas públicas de trasmisión eléc- 
trica o a instalaciones privadas, que sean necesarias para 
la ejecución de las operaciones, El uso de energía eléc. 
trica por cuenta de terceros, será indemnizado. 
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Corresponde exclusivamente a la Administración de 
“Usinas y Trasmisiones Eléctricas”, el corte de energía 
en la red de abastecimiento normal y toda otra operación 
en las Estaciones y Sub Estaciones que atiendan el área 
de un siniestro en que intervengan los servicios de Bom- 
eros. 


Art. 20. — Cuando los servicios de Bomberos proce- 
dan a la evacuación total o parcial, con prohibición de 
reingreso, de personas gue habiten construcciones que ha. 
yan sufrido deterioros o derrumbes que representen un 
peligro potencial para su estabilidad y habitabilidad, para 
la seguridad de los bienes o la seguridad pública, lo pon- 
drán de inmediato en conocimiento de la autoridad judi. 
cial, policial o municipal competente. La situación que. 
dará en adelante bajo la responsabilidad exclusiva de di- 
Chas autoridades. 


CAPITULO IV 
Investigación Posterior al Siniestro 


Artículo 21. — Solucionado o extinguido un siniestro 
por la Dirección Nacional de Bomberos, será de su com. 
petencia establecer las posibles causas y orígenes del mis. 
mo. 


CAPITULO Y 
Grupos de Bomberos Auxiliares 


Artículo 22. — Autorízase a la Dirección Nacional 
de Bomberos a crear grupos de Bomberos Auxiliares con 
ciudadanos que deseen cooperar en planes de ayuda O ac- 
tivamente en el combate de los siniestros. La reglamen. 
tación determinará los sistemas de selección, entrenamien. 
to y apoyo a otorgar a sus integrantes. 


CAPITULO VI 
Disposiciones Generales 


Artículo 23. — El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley. 


Art. 24. — Comuníquese, etc, 
Sala de la Comisión, 1% de julio de 1987. 


Fuan C. Fá Robaina, Miembro Informante; Gonzalo 
Aguirre Ramírez, Manuel Flores Silva, Enrique Martí- 
nez Moreno, Pedro W. Cersósimo, Juan A. Singer, 
Francisco Mario Ubillos, Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. —Continúa la discusión par- 
ticular. 


Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: de acuer. 
do con lo que se había convenido en la última sesión en 
que el Cuerpo abordó este tema, junto con el señor se. 
nador Aguirre, que también integra la Comisión, revisamos 
todo el proyecto y tratamos de ajustarlo en muchos de 
sus aspectos. En algunos casos, se efectuaron meras co- 
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rrecciones gramaticales mientras que, en otras situaciones, 
se buscó una redacción más ajustada sin modificar la sus- 
tancia del texto, a fin de darle una inteligencia más cla- 
ra a su contenido. 


Además de estas correcciones, consideramos del caso 
suprimir tres artículos que figuraban en el Mensaje ori- 
ginal del Poder Ejecutivo. En el informe se explica muy 
sucintamente la razón de esa supresión: eran normas tí. 
picamente reglamentarias, y como esta ley, por la natu- 
raleza del tema que trata, necesariamente deberá tener 
una muy prolija regiamentación, estimamos del caso su- 
primir esas normas. En síntesis, los artículos que se su- 
primen son el 89, el 21 y el 23 del proyecto original. 


Luego de esta muy breve información respezto del tra- 
bajo realizado en el ajuste del texto tenemos que retomar 
la consideración del proyecto con el tratamiento de los 
artículos que restan. 


El artículo 79 ya había sido considerado en Sala y, 
«de acuerdo con lo que resulta de la versión tequigráfica 
de esa sesión, el texto que ahora se propone recoge las 
observaciones que en ese momento se formularon. 


En aquel momento se había suscitado alguna duda 
respecto de este artículo 7%, que es el que hace obligato- 
rio en todo establecimiento comercial o industrial man- 
icner permanentemente instruido en el manejo y utiliza- 
ción de los elementos de defensa contra siniestros, a un 
número adecuado de su personal, etcétera. 


En aquella ocasión se planteó una duda que, según 
creo, quedó disipada después de una intervención del se- 
ñor senador Tourné, que fue quien aclaró el punto. Se 
manifestó que la referencia en dicho artículo era muy 
Clara ea cuanto a que se aludía exclusivamente a estable- 
cimientos comerciales e industriales. Sóio en ellos su per- 
sonal deberia tener alguna formación, aunque fuere ele- 
mental, respecto a las primeras providencias a tomar en 
caso de siniestro, y se descartaba que esto pudiera co. 
rresponder también para otro tipo de construcciones que 
no fueran las anteriormente mencionadas. Recuerdo que 
en esa oportunidad también se planteó la hipótesis de que 
si asi no fuera, es decir, si esta norma también se exten- 
diera a las viviendas privadas, en el caso de un edificio 
de propiedad horizontal, por ejemplo, no habría manera 
de establecer quién seria el obligado a tencr esa forma- 
ción elemental, salvo que en la reglamentación se dis- 
pusicra que su personal de portería tuviera que tener 
esas nociones primarias sobre prevención de accidentes 
o las medidas que hay que adoptar en caso de producir- 
se uno. 


Pienso que la disposición tal como venía proyectada 
es la correcta. Parece claro que este tipo de providen- 
cias se debe adoptar para los establecimientos comercia. 
les o industriales, que son los que potencialmente tienen 
un mayor riesgo. 


Esto es lo que puedo señalar con respecto al artícu- 
lo 79, que fue en el que habiamos quedado en la sesión 
anterior. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
“señor senador? 
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SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Simplemente deseo precisar que 
si bien la discusión había quedado en el artículo 79, ha- 
bían sido postergados los articulos 2% y 49, que no llega. 
ron a ser votados. Ello resulta del Diario de Sesiones co- 
rrespondiente a nuestra sesión del 2 de junio. 


Se había postergado el articulo 2% porque no estaban 
precisamente delimitadas las sanciones que se preveian 
al final del texto original, por cuya causa redacté una 
fó:mula precisando cuál sería la naturaleza de la sanción 
y fijando un monto minimo y cetro máximo que ahora 
estáa recogidos en el texto propuesto. 


En cuanto al artículo 4? debido a que tenía un desa- 
rrollo muy extenso, propio de la reglamentación y no del 
carácter dispositivo más general que debe tener una ley, 
con el señor senador Fá Robaina abreviamos esc texto. 


Por este motivo, señor Presidente, entiendo que de- 
bemos comenzar por el principio, que en este caso €s el 
artículo 22 y luego el 4%, en las redacciones que ahora 
se propoen, y después seguir considerando el proyecto 
“desde el artículo 72 en adelante. 


Muchas gracias, señor senacor. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra, el señor miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Tiene razón el señor se- 
nador Aguirre en cuanto a que habían quedado pendien. 
tes de aprobación los artículos 22% —que habría aque con- 
siderar ahora con la corrección que el mencionado señor 
senador acaba de explicar— y 4% Pienso, como él, que 
corresponde considerarlos en ese orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, léase el artícu- 
lo 29, con la nueva redacción que le ha dado la Comisión. 


(Se lee:) 


“ARTICULO 2% — El Poder Ejecutivo, dictará los re- 
g'amentos, de policía del fuego, estableciendo las medidas 
y disrositivos de prevención de carácter permanente o 
circunstancial, y los casos de su aplicación; así como las 
multas que correspondan por la contravención a sus dis. 
posiciones, las que se graduarán, de acuerdo a su grave- 
dad, entre un mínimo equivalente a diez Unidades Rea. 
justables y un máximo equivalente a doscientas Unida- 
des Reajustables”. 


—-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—20 en 21. Afirmativa. 


Léase el artículo 42 con la nueva redacción dada. 
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(Se lee:) 


“ARTICULO 4% — Ninguna construcción, salvo las 
destinadas a vivienda de un único núcleo familiar, po- 
drá ser habilitada para uso sin la previa autorización de 
la Dirección Nacional de Bomberos, de acuerdo con la 
reglamentación”. 


—En consideración. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Entiendo que no corresponde de- 
cir “un único núcleo familiar” puesto que si es “núcleo” 
también es “único”. Por lo tanto, habrá que decir “de un 
núcleo familiar”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Es para hacer una consul. 
ta al señor miembro informante: ¿a qué responde la ex- 
presión “un único núcleo familiar”? Normalmente, como 
señala el señor senador Ortiz, se trata de las personas 
que correspondan a un núcleo familiar. En este caso, 
supongo que la expresión “un único núcleo familiar” obe- 
dece a algún punto de vista determinado y tiene algún 
sentido específico como, por ejemplo, establecer un etecto 
de indivisibilidad, o de unidad. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — La expresión responde a 
que la inspección previa para otorgar la habilitación, en 
lo que tiene que ver con los riesgós de siniestro, se rea- 
liza en las construcciones que no tienen el carácter de 
vivienda única, es decir, de casa individual, pues en este 
caso no existe ese tipo de contralor. Parece ser una medi- 
da de sentido común que no se exija que las viviendas 
únicas tomen determinadas previsiones en materia de si- 
niestros, aunque es sabido que aún para las viviendas co- 
lectivas las exigencias en esta materia para la habilita- 
ción, son minimas. Por ejemplo, se requiere que la vivien. 
da cuente con escalera de siniestros para desalojar el 
edificio, o determinado número de extintores de fuego, 
según los pisos o ambientes. No hay otras exigencias. No 
sucederá lo mismo, seguramente, con las que determine 
la reglamentación para construcciones específicamente 
destinadas a plantas industriales o comerciales, en este 
caso por el acopio de materiales que se supone existe, y 
si son o no materiales más o menos inflamables. Descuento 
que todas estas especificaciones resultarán de la regla. 
mentación, que tendrá que ser muy prolija en esta mate- 
ria. Con el señor senador Aguirre entendíamos que es 
imposible pretender que la ley incluya toda la casuística, 
que tiene que ser materia de la reglamentación. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 4% con su nuevo texto 


“ 


y con la supresión de la palabra “único”. 
(Se vota:) 
—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el articulo 79. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 7? — Es obligatorio en todo estableci. 
miento comercial o industrial, mantener permanente- 
mente instruido en el manejo y utilización de los ele- 
mentos de defensa contra siniestros, a un número ade. 
cuado de su personal, de acuerdo con la importancia 
de los medios y de los riesgos”. 


—En consideración. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra e: señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Supongo que el número adecuado 
de su personal será determinado por la reglamentación con 
carácter general, atendiendo a la circunstancia que aqui 
se menciona de la importancia de los medios, etcétera. 
Pienso que esto no podrá ser improvisado en cada ocasión, 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Hago el mismo razona- 
miento que el señor senador Ortiz y estoy de acuerdo con 
él en que el número tendrá que ser especificado en la 
reglamentación. Entonces, hay que suponer que según el 
tipo de construcción de que se trate o el destino para el 
cual haya sido construido el edificio, será el número de 
integrantes del personal de la planta industrial o comer- 
Cial que tendrá que estar adiestrado mediante una prepa. 
ración mínima en materia de prevención de siniestros. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: de acuerdo 
con lo expuesto por el señor miembro informante, me 
parece que la redacción de esta disposición no es feliz 
Cuando se dice “mantener permanentemente instruido en 
el manejo y utilización ...”, etcétera, podría significar 
una dedicación 'full-time'? de ese personal al aprendiza- 
je de la forma de combatir siniestros. 


Creo que acá la idea es la de que las empresas man. 
tengan permanentemente una determinada cantidad de 
personal que haya hecho algún curso elemental de com- 
bate contra el fuego, que no es lo mismo que mantener 
permanentemente instruido al personal sobre ese tema. En 
ese sentido pienso que cabría un cambio de redacción, 
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que podría ser la de “mantener permanentemente a un 
número adecuado de su personal instruido en el manejo 
y utilización de los elementos de defensa contra sinies- 
tros, de acuerdo a la importancia de los medios y de los 
riesgos”. Podría ser otra redacción de esa naturaleza, pe- 
ro siempre separando la expresión “mantener permanen- 
temente” de la palabra “instruido”. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.— Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RICALDONI. -— Quisiera referirme a un 
punto planteado por el señor senador Ortiz hace unos 
minutos. 


En el artículo 4% cuando se hace mención a la ha- 
bilitación para el uso de construcciones, derivamos hacia 
la reglamentación y la determinación de cuáles son los 
extremos correspondientes. 


Creo que en el artículo 7% tendríamos que hacer al 
go similar, porque tengo un poco de temor de que si no 
establecemos las garantías que pueden derivar de un de- 
creto reglamentario de la ley, se dé en cada caso par- 
ticular una conducta o criterio diferente, lo que termina- 
ría desprestigiando los mecanismos legales cuyas finali- 
dades todos compartimos. 


Por consiguiente, se me ocurre que al final del artícu- 
lo 7% debería decirse: “...a un número adecuado de su 
personal, de acuerdo con la reglamentación, la que ten. 
drá en cuenta la importancia de los medios y de los ries- 
gos”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si, señor senador; pero si 
en todos los artículos se pone la expresión “de acuerdo 
con la reglamentación”, deberíamos suprimir el artículo 
23, que expresa que “el Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley”. Es una cosa o la otra; si está en el artículo 
final parecería que comprende a los otros. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Iba a formular la misma 
observación que señaló el señor senador Ricaldoni. En- 
tiendo que convendría eliminar la referencia y la remi. 
sión a la reglamentación en todos los artículos en que 
aparece la expresión, porque advierto que en unos está 
y en otros no. Y como en el artículo 23 se dice que el 
Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, se supone 
que esa reglamentación comprenderá todas las disposicio- 
nes de la ley que dan motivo a que aquella establezca 
con qué alcance debe interpretarse el texto legal. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede interrumpir el señor 
senador. 
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SEÑOR ORTIZ. — La mención que es de práctica 
en el último artículo de la ley en relación a la reg!amen- 
tación, es de carácter general; pero deja librado al Po- 
der Ejecutivo qué temas incluirá en la reglamentación y 
cuáles no, 


En cambio, la sugerencia del señor senador Ricaldoni 
-—que yo acompaño— indica expresamente al Poder Eje- 
cutivo que sobre tal artículo tiene que reglamentar, ya 
que él podría considerar que no es necesario hacerlo. Pe- 
ro nosotros queremos que algo sea objeto de reglamenta. 
ción y lo decimos expresamente, sin perjuicio de lo que 
establece el artículo final con carácter general. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. —- Pienso que el señor sena- 
dor Ortiz tiene razón. Si lo que se quiere es que la ley 
establezca cada uno de los casos en que entiende que la 
disposición debe ser reglamentada, para que tenga una 
adecuación razonable, puede ser correcta una disposición 
que así lo disponga. 


El temor que puede existir en esto, es que omitamos 
aquí, como veo que ocurre en varios artículos -—a pesar 
de que la redacción del proyecto de ley fue alivianada, 
valga el término, a través de la nueva redacción que se 
le dió en Comisión— remitirnos a la reglamentación y 
zos vamos a encontrar con que algunas de las normas lo 
dicen. Entonces, éstas sí tienen que ser objeto de una re. 
glamentación especifica, sin perjuicio de aquella general 
que pueda efectuar el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, ha- 
brá otras que deberán tener esa reglamentación. 


Si nosotros establecemos la fórmula corriente de que 
el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, es indu- 
dable que podrá reglamentar todo aquello que exceda el 
límite de razonabilidad. Si lo que se quiere es, como di. 
ce el señor senador Ortiz, que determinados preceptos 
sean especificamente objeto de la reglamentación, no po- 
demos partir de la base de que el Poder Ejecutivo no 
tendrá el suficiente discernimiento como para disponer las 
normas pertinentes, que hagan realmente adecuadas y 
aplicables, con discreción no con discrecionalidad, cada 
una de las disposiciones que pueden merecer un trata. 
miento determinado sobre las que pueda tenerse el temor 
de que sean aplicadas con demasiada latitud, a los efec. 
tos de evitar que su establecimiento sea demasiado one- 
roso desde el punto de vista de lo que significa su inci- 
dencia. 


Si hay una norma de carácter general que establece 
que el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, “0. 
mo ocurre en este caso especial —a pesar de que la téc- 
nica legislativa ha dejado de lado esa redacción, porque 
no es necesario que se diga— es con el objeto de que 
reglamente todas aquellas disposiciones que necesaria- 
mente tienen que ser materia de un análisis por parte de 
ese Poder para evitar, precisamente, el excesivo -casuis. 
mo que antes tenía esta normativa y que ahora se ha 
atenuado al eliminar las que la hacían demasiado. pe- 
sada. 


Es a eso a lo que me refiero, pero no tengo inconve. 
niente en votar. Simplemente, creo que con las manifes- 
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taciones hechas en Sala, puede votarse en la forma en 
que viene redactado, si el señor miembro informante y 
los demás integrantes de la Comisión insisten en su pro- 
pósito.. De todas maneras, digo votaré estos artículos tal 
como vienen propuestos. Pero me parecía más razonable, 
lógico y técnico, establecerio de la otra forma, como de- 
ciamos al principio. 


SEÑOR AGUIRRE. -—- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Debo expresar que comparto 
el criterio expuesto por el señor senador Ortiz con rete. 
rencia a estas alusiones concretas sobre la necesidad de 
regiamentar determinadas normas, Asimismo, estoy de 
acuerdo con la modificación sugerida por el señor senador 
Ricaldoni para el texto de este artículo. 


SEÑOR FA ROBAINA. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — El señor senador Aguirre 
me ha ahorrado la primera parte de mi intervención. 
Suscribo integramente lo que él ha dicho o sea, que com- 
parto la propuesta del señor senador Ortiz y, cónsecuen- 
temente, la modificación que sugiere en la redacción el 
señor senador Ricaidoni. 


En cuanto a la observación que hacía el señor sena- 
dor Olazábal, creo que la inteligencia del texto no es la 
que él hace. Cuando en él se habla de mantener perma- 
nentemente instruidos en el manejo y utilización de los 
elementos de defensa, etcétera, pienso que se está refi- 
riendo, en lo que respecta a esa permanencia, a la actua. 
lización, Es decir, el Servicio de Bomberos, como es noto- 
rio, siempre está perfeccionándose en una forma muy di. 
námica, ya sea a través de una tecnología más moderna 
para el combate del fuego, para la asistencia en caso 
de siniestro, etcétera. Entiendo que es a esa técnica mo. 
dera a la que se alude cuando se dice que permanente- 
mente tendrá que tener actualizada la información a ese 
personal de fábricas o comercios. Por eso creo yo que 
esto debe ser mantenido. 


Podrá no ser muy feliz la sintaxis, pero me da la 
impresión que lo que se quiere decir con esto es que el 
personal deberá estar actualizado en su información a 
través del asesoramiento del Cuerpo de Bomberos. 


SEÑOR ORTIZ. -- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
fñor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Creo que no es esa la interpreta- 
ción. Lo que quieren los proyectistas del artículo es que 
en los establecimientos haya gente que sepa manejar los 
elementos con que cuentan: los extinguidores, las hachas, 
los baldes de arena, porque dice: “permanentemente ins- 
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truido a un número adecuado de su personal”. O sea, si 
se trata de un establecimiento comercial de dos plantas, 
por lo menos tendrá que tener dos empleados que en caso 
de incendio sepan manejar los instrumentos correspon. 
dientes. Si el personal cambia, fallece o es despedido, en. 
tonces, será necesario instruir a otros en el manejo de 
esos elementos. No creo que sea algo tan sofisticado, co- 
mo para estar a 2 última palabra, como ocurre con la. 
ciencia, en materia de combatir el fuego, porque eso que- 
da reservado al Cuerpo de Bomberos. Pero este personal 
tiene que saber manejar Jos elementos con que cuenta 
ei establecimiento. Si él tiene extinguidores y baldes de 
arena, no es concebible que al personal se le instruya en 
el manejo de escaleras mecánicas. 


Creo que esa es la interpretación correcta del ar- 
tículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Sea una u otra la inteli- 
gencia del texto, creo que la expresión “permanentemen. 
te” debe quedar en el artícuio. 


En cuanto a la modificación, esperemos que el señor 
sezador Ricaldoni haga llegar el texto de la misma, para 
darie la adecuación que él sugirió. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se. 
ñor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Deseo señalar que comparto el 
punto de vista de la Presidencia en cuanto a que el agre- 
gado referente a cometer al Poder Ejecutivo la regla- 
mentación de esta norma, es redundante, no sólo porque 
dicha facultad está establecida en el artículo 23, sino por- 
que, además, el artículo 22 del proyecto de ley establece 
expresamente que el Poder Ejecutivo dictará los regla- 
mentos de la Policía del Fuego, asi como las medidas y 
dispositivos de prevención de carácter permanente o cir. 
cunstancial, etcétera. 


Es indudable que la facultad o la potestad regla. 
mentaria está insita, por atribución constitucional, entre 
aquellas que el Poder Ejecutivo, en ejecución de las le- 
yes a que está obligado, puede dictar. Por lo tanto, aun- 
que la ley no previera el dictado de una reglamentación 
en aquellos aspectos en que fuera necesario para la debida 
aplicación de la ley, para la instrucción a los administra. 
dos, para ordenar, inclusive, a la Administración en el 
ejercicio con la aplicación de la ley, el Poder Ejecutivo, 
de acuerdo con el artículo 168 inciso 4% de la Constitu- 
ción, dictará los reglamentos adecuados y pertinentes pa: 
ra la ejecución de las leyes. 


¡De manera que es consustancial con la facultad del 
Poder Ejecutivo, dictar los reglamentos adecuados para 
la ejecución de las leyes. Además, en el caso concreto de 
este proyecto de ley, las normas de los artículos 2% y 23 
tienen la necesidad de un reglamento para poder com. 
prender, expliciltar y aclarar su alcance. 
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Asimismo, podría interpretarse que la voluntad del 
legislador es que se reglamente la ley, pero si dice espe- 
cificamente que debe reglamentarse tal norma, no re- 
queriría reglamentación en general, por lo que sería un 
exceso del Poder Ejecutivo proceder en ese sentido. 


Una gran parte de este cuerpo legal, que comprenáe 
los 24 artículos, tendrá que ser objeto de una reglamen. 
tación detallada por parte del Poder Ejecutivo, « fin de 
comprender y hacer viable la ejecución de un proyecio 
evidentemente complejo como es este que estamos dic- 
tando referente a la Policía del Fuego y a la prevención 
de siniestros. 


De manera que, señor Presidente, creo que es redua- 
dante reiterar esta facultad reglamentaria, tan amplia 
y categóricamente establecida en dos disposiciones, en el 
propio texto del proyecto. Digo eso porane si se sigue 
agregando “reglaméntese” esto u aquello, esa ob!igación 
va a aparecer en 15 ó 16 disposiciones del proyecto. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Corresponderia poner a 
votación el artículo 7% cuya redacción ha sido modifica. 
da, por moción de! señor senador Ricaldoni, en la siguien- 
te forma: “de acuerdo con la reglamentación y la impor- 
tancia de los medios y los riesgos”, texto que ha sido 
aceptado por la Comisión. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — No es exactamente así, señor 
Presidente. La modificación es la siguiente: “de acuerdo 
con la reglamentación, la que tendrá en cuenta la impor. 
tancia de los medios y de los riesgos”. 

(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 7% con la redacción 
propuesta. 

(Se vota:) 

—19 en 21. Afirmativa, 

Léase el artículo 82. 

(Se lee) 

—En consideración. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: quisierz 
preguntar al señor miembro informante si lo dispuesto 
en el artículo 82 combina con lo que figura en el ar- 
tículo 15. 


CAMARA DE SENADORES 


C.5.--243 


A! respecto tengo una interpretación que creo es co. 
rrecta, pero desearía que quedara alguna constancia ena 
la versión taquigráfica de la sesión de hoy. 


Entiendo que en el artículo 82 se establece el princi. 
pio general y en el 15, la excepción. Quisiera saber si 
es así. Además, le pregunto al señor miembro informante 
si de acuerdo a la redacción del artículo 8% está clara 
la diferencia entre el principio general y la excepción. Si 
no fuera así, propondria una corrección cuando el Senado 
entre a considerar ei artículo 15. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: creo 
que el señor senador Ricaidoni no interpreta correcta- 
mente el sentido de ambos artículos. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me concede una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se. 
ñor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: se trata de dos 
situaciones diferentes. El artículo 8% hace obligatoria la 
admisión de funcionarios con fines inspectivos; es decir 
no cuanáo hay un incendio sino, por ejemplo, para lle- 
var a cabo una inspección periódica, para ver si un esta- 
blecimiento cumple con tener en perfecto estado los ele. 
mentos de combate contra el fuego. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Exactamente. 


SEÑOR ORTIZ. — En cambio, el articulo 15 se refie- 
re al caso de incendio, se debe permitir el ingreso de efec. 
tivos de bomberos “para el cumplimiento de operaciones 
de combate del fuego o de auxilio en siniestros”. El otro 
artículo, repito, se refiere a funciones de inspección. 


Quiere decir, entonces, que son dos situaciones dife- 
rentes y que me parece bien que para el caso de una 
inspección, pueda negarse el acceso al hogar. En cambio, 
en caso de incendio o siniestro, es evidente que por enci- 
ma del precepto constitucional, de que el hogar es sagrado 
e inviolable, debe estar el combatir el fuego porque, ade- 
más, puede propagarse a otros hogares. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE, —- Puede continuar el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: la inter- 
pretación que realiza el señor senador Ortiz me hace no- 
tar un detalle que había pasado por alto al improvisar 
una respuesta para el señor senador Ricaldoni. 


Efectivamente, son dos hipótesis distintas: una es la 
prevista por el artículo 8%, o sea, la inspección de un 
local, llevada a cabo por la Policía del Fuego, para veri_ 
ficar si hay una adecuación a las exigencias que estable. 
ce la reglamentación de la ley, en cuanto a si el edifi- 
cio está habilitado para el destino que se especifica. Es 
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decir, si está dotado de los elementos exigidos por la ley. 
En este caso se trata de una inspección para verificar si 
se cumplen esos extremos. 


La otra, señor Presidente, es la situación del ar- 
tículo 15, la acción de combate contra el fuego, propia- 
mente dicha. El caso es de fuerza mayor, y en él puede 
estar en colisión algún derecho individual con el interés 
social o colectivo cuando es necesario preservar un núcleo 
de vecinos o una comunidad. En ese caso, la acción de 
los bomberos es otra y, en consecuencia, son otros los 
derechos que les va a acordar la ley. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — ¿Me concede una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, —- Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Señor Presidente: 
creo que son dos momentos distintos regidos por una 
misma lógica. Por lo tanto hay una coherencia entre los 
articulos 82 y 15. 


El sentido es el mismo pero las circunstancias son 
distintas: en un caso la tarea es meramente inspectiva 
y, en el otro, se prevé el avasallamiento de algún dere- 
cho individual en beneficio de la comunidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me concede una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se. 
ñor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Luego de habernos puesto de 
acuerdo, al parecer, con respecto a la intención de este 
artículo 8%, quiero plantear que en él se hace una enu- 
meración, según pienso, intentando comprender a todos 
aquellos que estén al frente de una casa, en la que sé 
omite al inquilino. El artículo habla de “propietarios, ad- 
ministradores o encargados”, pero también puede haber 
un inquilino. Por lo tanto, sugiero que después de “pro. 
pietarios”, se agregue la palabra “inquilinos”. De esa for- 
ma estarían comprendidas todas las situaciones. No sé si 
habría alguna otra. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Se podría poner 
“u ocupantes”. 


SEÑOR ORTIZ. — El señor senador Martínez More. 
no sugiere €l término de ocupantes. En fin; ya que se 
desea incluir todos los casos, es mejor agotar la lista pa. 
ra que luego nadie pueda invocar “no soy propietario ni 
encargado ni administrador; soy inquilino y no lo dejo 
entrar”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. -—— Puede continuar el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Quizá se podría agregar 


“ocupantes a cualquier título”. De esa forma se abarca- 
rían todas las situaciones. 


(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 8% que quedaría redac- 
tado de la siguiente manera: “Los propietarios, arrenda. 
tarios, administradores, ocupantes a cualquier título o 
encargados de construcciones o áreas a las cuales con- 
curran funcionarios de la Dirección Nacional de Bombe- 
ros con fines inspectivos con excepción de las destinados 
a casa-habitación que constituyan un hogar (artículo 11 
de la Constitución), están obligados a franquearles el ac- 
ceso previa identificación”. 

(Se vota:) 

--19 en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 9*. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—18 en 20. Afirmativa, 

Léase el artículo 10. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—16 en 19. Afirmativa, 

Léase el artículo 11. 

(Se lee) 

—En consideración. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR ORTIZ. — Este es otro caso en que se hace 
alusión a la reglamentación, lo que sería innecesario se- 
gún el criterio que se sostuyo. Creo que aquí corresponde 
dejar la reglamentación. 


Lo único que deseba era hacer notar que el eriterio 
general que se había sostenido en cuanto a que el artícu. 
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lo 23 haría innecesaria la referencia a la reglamentación 
en el resto del articulado no era tan así. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Después de la palabra “gratui- 
tos”, en la segunda línea de la primera oración, deberia 
ir una coma. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entiendo que por el articulo 
11, en su inciso segundo, por más que se respete a quien 
formulara la reglamentación, se hace una delegación de 
competencia, porque nosotros estamos diciendo que “se 
consideran servicios de competencia de la Dirección Na- 
cional de Bomberos las operaciones relativas a siniestros 
O accidentes que determine la reglamentación de la pre- 
sente ley”, es decir que dejamos librado a la reglamenta. 
ción cuáles son los siniestros o accidentes de competencia 
de esa Dirección. 


Tengo la impresión de que en un problema de esa 
naturaleza podría haber -—digo podría porque no tengo 
la seguridad «e que el Senado esté en la misma posición— 
un tránsito de la competencia de este Poder al Ejecutivo, 
para determinar cuáles son los cometidos de un organis- 
mo de esa naturaleza. En muy pocos textos legales he 
visto una disposición asi. Se me podrá decir que puede 
darse el caso —y lo acepto— de que dada la naturaleza 
del servicio de que se trata resulta difícil determinar un 
límite estricto de la aplicación de la norma competencial. 


De todos modos, no dejo de llamar la atención res- 
pecto del eventual desplazamiento de esta competencia del 
Poder Legislativo hacia el Ejecutivo al determinar éste 
los límites de la misma. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — El articulo 1? establece la com- 
petencia de la Dirección Nacional de Bomberos como or- 
ganismo dependiente del Ministerio del Interior. Por en- 
de, la atribución de la competencia al Poder Ejecutivo en 
la materia, lo señala como aquél] relacionado con la fun- 
ción de policía del fuego en sus fases preventivas, ejecu- 
tivas, etcétera. 


Da la sensación de que esta reiteración en cuanto a 
la competencia no agrega nada a lo ya establecido en el 
artículo 1%, o sea a lo que le corresponde en las Operacio- 
nes relativas a siniestros y accidentes, así como a todo lo 
que tiene que ver con la prevención y combate del fuego 
que apareje peligro para le vida humana. 


Planteo la supresión del inciso segundo del articulo 
11, porque es redundante. Si se propone mantenerlo, mo- 
ciono para que diga: “Se consideran servicios de compe- 
tencia de la Dirección Nacional de Bomberos las Opera- 
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ciones relativas a los siniestros o accidentes incluidos en 
su función de policia del fuego”. 


Es decir, que nos remitimos nuevamente al artículo 
19. Parecería que en este inciso segundo repetimos lo que 
establece el ¿rtículo 1%, por ende, en principio, mociono 
para que se suprima dicho inciso. Si se lo quiere mante. 
ner para reafirmar determinadas potestades, suglero que 
ello se haga suprimiendo la parte final que dice: “que 
determine la reglamentación de la presente ley”, sustitu- 
yéndola por “las operaciones relativas a los siniestros O 
accidentes incluidos en su función de policía del fuego”. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Creo que este artículo hay que ana- 
lizario en concordancia con el siguiente, porque de lo que 
trata éste es de establecer cuáles son los servicios gratui- 
tos, y sor aquellos de competencia específica de la Direc- 
ción Nacional de Bomberos. 


No quiere decir que la reglamentación pudiera esta. 
blecer que los bomberos no atenderán a alguien que se 
quedó encerrado en un ascensor. No es así; la reglamen- 
tación establecerá cuáles son los servicios especificos, 108 
que son gratuitos de acuerdo al artículo 11. 


Ahora bien; el artículo 12 dice que todos los demás 
servicios —y en su inciso tercero hace una enumeración 
podrán ser cobrados. 


Creo que el objeto de estos dos artículos es ese y no 
extender ni limitar la competencia de la Dirección Nacio. 
nal de Bomberos. Lo único que trata es de establecer cuá. 
les de sus servicios son gratuitos y cuáles podrán ser co- 
brados. 


Así lo interpreto yo, haciendo la concordancia entre 
los artículos 11 y 12. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — En concordancia con lo expre- 
sado por el señor senador Ortiz, afirmo que esa es la inte- 
ligencia correcta del artículo. 


Este artículo tiene sentido no sólo si se lo relaciona 
con el 12, sino también con el 9% que da a la Dirección 
Nacional de Bomberos la facultad de contratar con los 
usuarios determinados servicios de prevención. Como al. 
gunos de estos servicios son de competencia natural o e3- 
pecífica de la Dirección Nacional de Bomberos, en el tex- 
to original de este artículo, en el que envió el Poder Eje- 
cutivo, se hacía una larga enumeración, más breve en 
materia de siniestros y mas extensa en materia de acci- 
dentes. Esa enumeración venía precedida de una expre- 
sión en la cual se hablaba de “siniestros o accidentes que 
se enuncian a continuación o sus similares”. 


Con el señor senador Fá Robaina entendimos que esta 
enunciación era propia de la reglamentación y no ce la 


y, porque se entraba en una casuística imconveniente y, 
más, que al hablar de sus similares, el concepto Se 
hacia. de tal iatitud que resultaba una total imprecisión y 
que, en definitiva, se remitía a la discrecionalidad del Po- 
der Ejecutivo. Siendo asi, entendimos gue lo mejor era 
suprimir esa larga enunciación y remitirnos a la regla- 
mentación. 


Esa es la explicación del tenor de la redacción de este 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 
11, tal como ha sido provtesto por la Comisión. 


(Se vota:) 
-—18 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
¿enado?. 
SEÑOR RICALDON. — Mocioóno para que se recon. 


sidere el último inciso del artículo 10, porque establece 
una obligación de las personas que son propietarias Con. 
de ocurre un incendio. Si esa situación se da, al tenor de 
esta disposición el propietario tendría una obligación. 


Solicito la reconsideración porque quiero presentar un 
texto sustitutivo, 


SEÑOR PRESIDE 
ración solicitada. 


"E. Se va a votar la reconside- 


íSe vota:) 

—20 en 21. Afirmativa. 

En consideración ei último inciso del articulo 10. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR FRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALCONI. -—- Si los señores senadores Fá 
Robaina y Aguirre están de acuerdo propongo que el in- 
ciso tercero diga: “Del mismo modo el ocupante de un 
predio deberá dar parte a los servicios de Bomberos de 
cualquier principio de incendio que en el mismo Ocurra, 
incluso si hubiera sido extinguido antes del aviso”. 


SEÑOR FA ROBAINA. --- Sería más conveniente agre- 
gar “los ocupantes del predio a cualquier título”, ya sea 
propietario o arrendatario, 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
SEÑOR ORTIZ, — Creo que habría que ampliar el 
concepto porque podría darse el caso de que se suscite un 
incendio en una propiedad desocupada; como por ejemplo 
una vivienda de balneario durante el invierno, pero cuyo 
propietario es avisado . 
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SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR FRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Aguirre. 


-BENÑOR AGUIRRE. Creo que estamos tratando de 
sutilizar esto algo más de lo razonable. 


El parágrafo 2% de este artículo prevé esa hipótesis, 
porave dice que toda persona que perciba signos de in- 
cendio O de otros siniestros deberá adoptar las providen- 
cias razonables y dar cuenta en forma inmediata a la sede 
más próxima del servicio de bomberos, obviando asi la 
intervención co intermediación del propietario, ya que, tra- 
tándose de accidentes de esta naturaleza, que provocan 
daños inmeciatos, carece de sentido. 


SEÑOR ORTIZ. — Fido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Ort.z, 


SEÑOR ORTIZ. — El parágrafo 2% es una referencia 
a cualouier persona. Es decir que un transeúnte que pase 
por allí y vea que sale humo de una casa, por esta dispo. 
sición tiene que dar cuenta a los bomberos. 


Por otro lado, el parágrafo 3% es más concreto, En 
cierto modo, se refiere a la persona responsable, ya se 
trate del propietario o del ocupante. 


reo que no se trata de posiciones inconciliables. Tal 
como señcia el señor senador Aguirre, esto podría ser un 
exceso de sutileza. No obstante, y antes que el fuego nos 
queme, mejor es abundar en previsiones; es preferible que 
sobre algo €n 1 ley y no que falte. 


Ex consecuencia, me inclino por mantener el parágra- 
fo 32 con la corrección o ampliación que ha sugerido el 
señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR AGUJRRE. — Solicito que se lea el texto pro- 
puesto. 


SEÑOR RICALDONI. —- Dice asi: “Del mismo modo 
el ocupante de un precio, deberá dar parte a los Servicios 
de Bomberos de cualquier principio de incendio que en 
el mismo ccurra, incluso si hubiera sido extinguido antes 
del aviso”. 


SEÑOR ORTIZ. — Pero no comprende aquellos casos 
en que no se encuentra el ocupante de un predio. Tal 
como señalé, es bastante frecuente gue se produzca un 
incendio en casas de veraneo en momentos en que no es” 
tán ocupadas. A mi juicio, habria que dejar la obligación 
para cl propietario y también para el ocupante, es decir, 
ampliar los casos de responsabilidad. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - 
senador Aguirre. 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR AGUIRRE, — Vamos a ver si conciliamos am- 
bos Criterios, en este afán de apagar todos los incendios, 
poniéndonos de acuerdo en cuanto al tenor de esta última 
parte de este artículo. 
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Propongo la siguiente redacción: “Del mismo modo el 
propietario, asi como el ocupante a cualquier titulo de 
un predio...”, manteniendo el resto tal como lo sugirió 
el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Estoy de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace Uso de la pa- 
labra, se va a votar el parágrafo 3% con la redacción que 
acaba de proponer el señor senador Aguirre, 


(Se vota:) 


—17 en 19. Afirmativa, 


11) ARCHIVO DE EXPEDIENTES 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una moción 
de orden llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“De acuerdo a lo que establece el artículo 66 del Re- 
glamento, literal B, numeral 6, sobre rectificaciones de 
trámite, solicito la palabra. (Firmado:) Francisco Rodri- 
guez Camusso. Senador.” 


-—Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
de acuerdo a la última modificación del Reglamento, por 
Secretaría se nos ha hecho Jlegar una nómina de asuntos 
que pasan al Archivo por aplicación de esa resolución 
oportunamente aprobada. 


De los asuntos contenidos en la segunda nómina, s0- 
licito que la versión taquigráfica de la exposición que 
formulé el 14 de mayo de 1986, sobre el tema “La Paz” y 
lo referente a las consecuencias de una eventual conila- 
gración de carácter nuclear —que se encuentran en la 
órbita de la Comisión de Asuntos Internacionales— no 
sean archivadas y permanezcan en dicha Comisión, dado 
que es huestro propósito formular sobre el tema nuevos 
planteamientos. 


En ese sentido, formulo moción. 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA. — Realmente, no entiendo muy 
bien el alcance de Ja moción porque, cuando se archivan, 
los asuntos permanecen en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No, señor senador, porque 
el Archivo de la Comisión no es el del Senado. Esa es la 
diferencia. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la mo- 
ción formulada. 


(Se vota:) 


-—21 en 21, Afirmativa, UNANIMIDAD. 
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12) RECTIFICACION DE TRAMITE 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ, — En nombre de la Comisión de 
Constitución y Legislación voy a solicitar una rectifica. 
ción de trámite y es la siguiente: La Carpeta N9 771/87, 
“Normas para el ingreso a la Administración Pública”, 
radicada actualmente en la Comisión de Presupuesto, de- 
seamos que pase a la Órbita de la de Constitución y Le- 
gistación. 


En ese sentido, formulo moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR SENATORE. — Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SENATORE. — Solicito que se dé entrada a 
tres proyectos de ley presentados a última hora y que Se 
proceda a distribuirlos a todos los señores senadores, a 
efectos de que tomen conocimiento de ellos, y a la Co- 
misión respectiva, 


En ese sentido, formulo moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción presentada. 


(Se vota:) 
-—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dése cuenta de los tres proyectos presentados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Los señores senadores Batalla, Rodriguez Camusso, 
Gargano, Olazábal, Senatore y Martinez Moreno presen. 
tan, con exposición de motivos, los siguientes proyectos 
de ley: 


-— Sobre la reconsideración de la situación de adeu- 
dos de los pequeños productores agropecuarios con 
el Banco de Previsión Social. 


— Sobre refinanciación de deudas de los pequeños 
productores agropecuarios con la banca privada y 
oficial. 


— Sobre refinanciación de adeudos de los colonos del 
Instituto Nacional de Colonización por concepto de 
rentas o cuotas impagas.” 
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—A la Comisión de Hacienda. 


(Textos de los proyectos de ley presentados: ) 


“RECONSIDERACION DE LA SITUACION DE ADEUDOS 
DE LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES AGROPECUARIOS 
CON EL BANCO DE PREVISION SOCIAL 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N? 15.852, del 24.12.86, retornó a las formas 
de aportación a la Seguridad Social por hectárea de su- 
perficie explotada. 


Este régimen, que unánimemente fue admitido por el 
Poder Legislativo y que tuvo el apoyo del Poder Ejecuti. 
vo, determina en forma racional lo que debe ser la apor- 
tación del sector rural, 


Si bien las medidas económicas adoptadas por el Go- 
bierno de facto causaron graves perjuicios a todos los sec- 
tores del quehacer nacional, las consecuencias no son 
iguales para los distintos estratos sociales, pues aquellos 
de menores ingresos las han sufrido y aún la sufren en 
mayor proporción. Es de estricta justicia social que tales 
situaciones sean consideradas en forma particular, favo- 
reciendo a quienes se encuentren en peor situación, pero 
que además, por su protagonismo en la. producción, favo. 
recen directa o indirectamente a muy vastos núcleos de 
población, Caso concreto, quienes abastecen de una Muy 
variada gama de alimentos y materias primas para los 
demás componentes de la sociedad. 


Estas razones por todos conocidas, justifican a nues- 
tro entender, el tratamiento diferente que se expresa en 
el proyecto de ley adjunto. 


Montevideo, 30 de junio de 1987. 


Hugo Batalla, Reinaldo Gargano, Francisco Rodríguez 
Camusso, Luis A. Senatore, Enrique Martínez Moreno, 
Walter Olazábal. Senadores. 


SITUACION DE LOS PEQUEÑOS 
PRODUCTORES AGROPECUARIOS 


Los pequeños productores agropecuarios constituyen 
un sector de nuestra economía particularmente golpeado 
por circunstancias sucedidas durante la dictadura. Su si- 
tuación económica resultó gravemente afectada por la re- 
ducción del consumo interno de productos ligados a la 
pequeña producción agropecuaria, como las hortalizas, la 
vid, las frutas, reducción que es del orden de por lo Me- 
nos 30% respecto de los niveles de 1970. Tal disminución 
del consumo interno determinó una caída de la produc- 
ción y de los precios reales evidenciada en el siguiente 
cuadro: 


VENTAS TOTALES EN MILLONES DE N$ DE 1985 


Reducción de las ventas 
Por Por 
1970 1980 Volumen Precio Total 


9 hortalizas (1) 10.069 4.466 2.019 3.575 5.594 
3 frutas (2) 5.416 3.231 1.567 618 2.185 
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FUENTE: Producción del Censo Agropecuario de 1980; 
Precios de DIPYPA, 


(1) acelga, ajo, boniato, cebolla, lechuga, papa, tomate, 
zanahoria, zapallo; que suman el 72% de la super- 
ficie sembrada de hortalizas. 


(2) manzana, durazno y pera. 


El salario real de 1989 fue un 59% del de 1970; en 
1986 bajó al 56 %. Por lo que se puede sostener que la re. 
ducción de ingresos de los productores de hortalizas y fru- 
tas para el consumo naciona] se mantiene en los términos 
señalados. 


En el caso de otras producciones, los granjeros fueron 
afectados por la competencia con grandes empresas, ceo- 
mo sucedió con la carne de ave y los huevos, La reduc- 
ción de la superficie cultivada de remolacha en el sur del 
país a la mitad de la registrada en 1970. 


Es otro factor de crisis de miles de pequeños agricul- 
tores. 


La producción de cerdos también fue afectada por la 
disminución del consumo interno y la importación de 
productos de chacinería, 


Por otra parte, la agricultura extensiva sufrió graves 
problemas por la ausencia de precios sostén y la impor- 
tación de granos y particularmente, los pequeños pro- 
ductores de trigo se vieron desplazados del mercado por 
grandes cultivadores que contaron con condiciones econó- 
micas apropiadas para tecnificar el cultivo y alcanzar 
rendimientos por Há. inaccesibles para ellos, Por tales ra- 
zones en el año 19809 quedaban seis mil de los doce mil 
trigueros de 1970. 


Y también los pequeños productores orientados a la 
producción de bienes exportables fueron afectados gran- 
demente por los bajos precios que les significó la subva- 
luación del dólar del período de la “tablita”, que desvalo- 
rizó la carne, la lana y la leche. 


Todo lo anterior se vio aún más agravado por el régi- 
men de aportes a la Seguridad Social que implantó la 
dictadura en 1982, modificando la contribución por su” 
perficie hacia la contribución por trabajador ocupado. 


Así la pequeña producción agropecuaria, que por pe- 
queña ha de ser intensiva en utilización de trabajo, vlo 
incrementado fuertemente la parte del ingreso que debia 
destinar al Banco de Previsión Social. 


En lo anterior se encuentra la explicación de la ace- 
leración del proceso de despoblamiento de nuestra carm- 
paña, pues la reducción de 9.000 explotaciones en los años 
70 se verificó entre las de menos de 100 Há. La situación 
económica arruina a la pequeña explotación e impulsa la 
migración rural: 54.000 habitantes rurales menos en 12 
década de los 70, reducción de 23.000 trabajadores. 


La tendencia se aceleró en los años más recientes, ya 
que el Censo Agropecuario de 1985 señala una reducción 
de 11.00 explotaciones y 7.000 trabajadores en sólo 6 años. 
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PROCESO DE DESPOBLAMIENTO DE LA CAMPAÑA 


(en miles) 
1970 1980 1986 
Número de explotaciones 77 68 57 
Habitantes 318 164 
Trabajadores rurales 181 159 152 


FUENTE: Censo Agropecuario de 1980 y Datos adelanta- 
dos del Censo 1986. 


Que nadie se llame a engaño. La quiebra de la pe- 
queña producción no significa aquí lo que sucede en otros 
países. No se trata del fenómeno del triunfo de la gran 
empresa sobre la pequeña, y el incremento de la produc- 
ción mediante menos trabajadores más productivos. Mi. 
rando en su conjunto, el producto agropecuario pasó de 
N$ 2.730 millones en el año 1973 a N$ 3.186 en 1985 (en 
pesos Constantes de 1978). Esto significa un crecimiento 
anual prácticamente nulo de 13%. La producción agrí- 
cola con base 100 en 1973, pasó a 104 en 1985. Una tasa 
de crecimiento anual de solamente 0.3 %. 


Y más detalladamente para un conjunto de productos 
vinculados al mercado de consumo nacional: 


Producción de: 1980 1970 Reducción 
35 hortalizas 312 mil Ton. 244 mil Ton. 68 mil Ton. 
8 frutas 50 ” 2 89 ” 2 397 e ce 
uva de mesa 3,8 ” dl 43 >” ¡de 05” 
uva de vino 76 ” _ 133 ” A 537” pe 
porcinos 289 ” a" 419 >» e" 130 ” » 
maíz 126 ” ll 189 ” só 63 >” % 
trigo 435 >” y 47 >” " 12 ” 2% 


FUENTE: Censo Agropecuario 1980. 


Y se podrían agregar más ejemplos adicionales de re- 
ducción de la producción agropecuaria vinculada a los 
pequeños preductores. 


La reducción del salario real, de los sueldos y las ju- 
bilaciones se manifestó como caída de la demanda de pro. 
ductos horticolas, frutícolas, de vino, carne de cerdo, ce- 
reales y materia prima; la reducción de la demanda de- 
terminó reducción de sus precios reales, y por tanto, rui- 
na de productores. 


El Uruguay democrático se propone incrementar el ni- 
vel de vida que la dictadura redujo a la mitad. Esto sig- 
nifica, entre otras cosas, mejorar el consumo de hortaii- 
zas, frutas, cereales, materias primas, así como incremen. 
tar los saldos exportables de productos agropecuarios. ES 
decir, el país debe aumentar su producción agropecuaria. 


Se ha dicho con razón, que el Uruguay es rico en Te- 
cursos naturales, que su suelo es fértil, que disponemos de 
agua y del clima apropiado para incrementar la produc- 
ción. Pero todo ello es inútil sin el trabajo de los pro- 
ductores del agro. Son una parte fundamental de las ri- 
quezas del país. Pero lo son en tanto se encuentren liga. 
dos a la tierra. Por eso es dramático para el país la mi- 
gración rural: no somos un país de grandes masas cam- 
pesinas que un proceso de industralización atraiga a las 
ciudades; somos un país de campos vacíos. Hay que de- 
tener la sangría migratoria rural hacia fuera de fronte- 
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ras y hacia los suburbios de los pueblos. Es decir, hacia 
el desempleo. Hay que deternerla porque hipoteca el fu- 
turo nacional. Por lo tanto hay que encontrar soluciones 
que mitiguen la crisis económica que sufren los peque. 
ños productores. Es urgente hacerlo, sin que ello signifi- 
que ignorar la problemática de los productores agropecua. 
rios que no son pequeños. En tanto comienza a operar el 
aumento de la demanda, es necesatio resolver situaciones 
que impulsan las quiebras y el abandono de los predios, 
situaciones que no son más que expresión de los proble- 
mas económicos que se precipitaron sobre los pequeños 
productores. 


El presente proyecto propone medidas de emergencia 
para tres de esas situaciones: la deuda con la previsión 
social, la deuda con el sistema financiero y la deuda de 
los colonos con el Instituto Nacional de Colonización. Por” 
que la reducción de ingresos condujo a que los pequeños 
productores dieran prioridad al sostén familiar sobre el 
pago de deudas, a la supervivencia antes que al pago de 
obligaciones, frecuentemente impagables de todas formas. 


De aquí arranca la situación de mora generalizada, de 
imposibilidad de pago de la deuda con BPS y la pér. 
dida de derechos jubilatorios que hace temer al produc. 
tor por su futuro. 


El Poder Ejecutivo, mediante Decreto 395 de 11/11/82, 
estableció tasas iguales de aportación patronal a partir 
del 1/11/82, para las actividades rurales y de industria y 
comercio, haciendo lo propio con las tasas de montepio 
obrero, aunque en forma gradual, concretándose la igua- 
lación en este caso desde el 1/1/84, 


Es de hacer notar que la citada uniformización de las 
tasas de aportación y de la materia gravada en el sector 
agropecuario, con relación a la industria y el comiercio; 
marcó un cambio radical y significativo, que implicó re- 
vertir la carga tributaria en perjuicio de los pequeños pro- 
ductores. 


A esos efectos es de interés destacar las principales 
caractersíticas del sector agropecuario: 


Hectáreas Establecimientos Superficie Trabajadores 
Menos de 50 40 3 36 
> ” 100 13 3 8 
” 200 13 7 9 
E ” 500 13 14 11 
Más de 500 13 73 36 
100% 100% 100% 


De lo expuesto resulta que casi la mitad de los esta- 
blecimientos explotan sólo un 3% de la superficie total, 
ocupando el 36% de la mano de obra del sector; mien- 
tras que los establecimientos mayores de 500 hectáreas 
representan el 13% del total, ocupando el 73% de la su- 
perficie tota] y el 36 % de la mano de obra. 


Las cifras demuestran inequívocamente que, en fun. 
ción de la desigualdad de distribución de la tierra y la 
concentración de la mayor parte de la mano de obra en 
los predios de menor extensión, la sustitución de la ma- 
teria gravada vinculada a la superficie, por aquella di- 
rectamente relacionada con las retribuciones pagadas, sig- 
nificó un duro golpe a los pequeños productores, donde 
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la aportación patronaji mínima equiparó injustamente a 
contribuyentes con muy diferentes capacidades tributarias. 


Es de destacar que el intento de solución para el en- 
deudamiento con el sistema de seguridad social no encon- 
tró viabilidad con la aprobación de la Ley N?* 15.781 y 
su Decreto reglamentario 847/985. 


La citada ley de regularización de adeudos otorgó un 
tratamiento igualitario, en materia de facilidades de pa- 
go, al sector rural y al sector industria y comercio, cuan- 
do ambos sectores recibieron un trato sensiblemente desi- 
gua] durante el gobierno de facto debido a la contribu- 
ción por trabajador y no por superficie de explotación. 


En efecto y a diferencia del sector agropecuario, don- 
de ia mayoria de los productores resultaron perjudicados 
luego del 1/11/82, el sector industria y comercio resultó 
beneficiado en materia de aportes patronales a la Seguri- 
dad Social, a través de una sucesiva rebaja de las tasas 
de aportación iniciada a partir del 1/1/80. 


La misma Ley N* 14.948 de reforma tributaria, ya Ci. 
tada, que derogó la Ley N? 13.705, en su artículo 45 au- 
torizó al Poder Ejecutivo a derogar total o parcialmente 
los aportes destinados al BPS (Caja de Jubilaciones de In. 
dustria y Comercio), ASSE y Consejo Central de Asigna- 
ciones Familiares, disponiéndose que el producido de los 
mismos fuera cubierto por el Impuesto al Valor Agregado, 
tacultándose al Poder Ejecutivo para aumentar la tasa 
básica de dicho impuesto. En el mismo artículo también 
se derogó el impuesto del Fondo Nacional de Vivienda a 
cargo de los patrones y prima por seguros de accidentes 
de trabajo ante el Banco de Seguros del Estado y otros 
impuestos recaudados por el BPS, 


Dentro de esos lineamientos y a partir del 1/1/80 
mediante el Decreto 60/980 y posteriores, las tasas de apor. 
tes patronales del sector Industria y Comercio experi- 
mentaron la siguiente evolución: 


Hasta 31.12.79 15% 
1.01.80 - 31.05.80 13% 
1.06.80 - 31.05.80 10% 
1.01.82 - 31.10.82 8% 
1.11.82 - 30.09.84 10% 
Desde 1.10.84 12% 


Es por lo expuesto que se entiende necesario abrir 
una nueva instancia en el sector agropecuario, para la 
regularización de adeudos con el sistema de Seguridad 
Social, 


Es a esos solos efectos, que se propone la aplicación 
retroactiva ficta, con efecto al 1/11/82, del nuevo sistema 
de aportación. 


Es racional por lo arriba sostenido, y es de justicia 
social, atender al reclamo que realizan los productores a 
través de la Mesa de Entidades Rurales de que la deuda 
con la previsión social contraída durante la dictadura por 
efecto de una ley que se ha entendido injusta y que se 
ha modificado, se recalcule de acuerdo a la nueva ley. 
Los pequeños productores pueden hoy pagar la deuda de- 
rivada de la Ley de 1982. Y ni siquiera se inscriben en la 
refinanciación. Y porque ha fracasado, se puede sostener 
que el recálculo de la deuda no tiene, prácticamente, un 
costo adicional sustantivo para la sociedad. 
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Lo mismo ha sucedido con las deudas impagas de los 
pequeños productores con el sistema financiero. El Frente 
Amplio entiende que el endeudamiento agropecuario es un 
problema de gran magnitud: en lo financiero, en lo pro- 
ductivo y en lo social. En su momento sostuvo que la Ley 
de Refinanciación aprobada por el Gobierno con apoyo 
de un sector del Partido Nacional no era una verdadera 
solución. La vida lo ha comprobado con su fracaso ya 
que se están otorgando quitas de hasta 50% a los que se 
presenten a liquidar. Quienes lo hacen son por lo genera! 
grandes productores (cuyas deudas suelen ser de un vo. 
lumen similar al de toda la deuda de los pequeños pro. 
ductores) que cuentan con recursos para pagar. El Frente 
Amplio sostiene que ésto tampoco es una solución, por- 
que la mayoría de los productores del agro están des- 
creidos de las negociaciones con los gerentes y ya no se 
presentan siquiera a los bancos. Tal es el ánimo desespe- 
ranzado predominante, que se agrega a las dificultades 
económicas señaladas. Esto es particularmente cierto en 
el caso de los pequeños productores, que fueron abruma. 
dos por procedimientos de capitalización de intereses y 
moras cuyo funcionamiento no entendían. 


El Frente Amplio ha hecho propuestas para el con- 
junto del endeudamiento interno pero sostiene que en el 
caso de los pequeños productores la solución al endeuda- 
miento bancario además de ser necesaria, es posible: aun- 
que involucra a la mayoría de los endeudados representa 
una magnitud financiera relativamente pequeña. 


ENDEUDAMIENTO AGROPECUARIO 
(número de deudores y deuda en millones de dólares) 


Banca (1) BEOU  BCU (2) TOTAL 


Privada 
N2 Deu. N%Deu- N?% Deu. N* Den- 
da da da da 


Productores de 


men. de200 Há. 4000 10: 15220 17: — — 19220 27: 
Tot. de produc. 
tores deudores 10265 188: 22989 60: — 128: 33254 376: 


FUENTE: Asociación de Bancos del Uruguay, 22/5/85; 
BROU, 26/3/85. 


(1) — Una parte ya corresponde al BROU debido a la 
absorción de bancos. 


(2) — No se dispone de la información de la deuda con 
el BCU abierta según superficie del deudor; sin 
embargo, se puede suponer que es poco relevante 
la de los predios de menos de 200 Hás. 


Puede observarse que la deuda de 19.000 pequeños 
productores (58% de los deudores) significa solamente 
unos 27 millones de dólares, es decir, 7% del endeuda. 
miento agropecuario. Resolver un importante problema 
económico y social tendría un costo relativamente pe- 
queño. 


El presente proyecto de ley propone condiciones ae 
refinanciamiento extremadamente favorables para las 
deudas de los pequeños productores con el sistema finan- 
ciero. En efecto, los que exploten superficies menores de 
200 Hás. (índice CONEAT 100) y debieran menos de un 
equivalente de 25 mil dólares al 30 de junio de 1983, 
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tendrán la facilidad, sustentada en moneda nacional por 
las dificultades económicas que sufren, de pagarlo al 
contado, sin ajustes ni intereses capitalizados. En el caso 
de que optaran por el pago con facilidades, se contempla 
una refinanciación con intereses muy bajos y plazos lar. 
gos. 


La estimación del costo de esta refinanciación ha de 
tomar en cuenta; 


a) El BROU ya está otorgando quitas del 50% a quienes 
se presenten a: liquidar su deuda, en reconocimiento 
tácito de las dificultades de pago. Lo que significa 
que ya se están dando a pérdida la mitad de los 17 
millones de dólares que adeudan los productores de 
menos de 200 Há (índice CONEAT 100). 


b) La pérdida que esta refinanciación implica para el 
BROU es, por tanto, menor que 8.5 millones de dó- 
lares, ya que habrá deudores de más de 25 mil dóla. 
res que no estarán comprendidos. Y porque se recu- 
perará el monto adeudado al 30 de junio de 1983. 


El costo social que asume el BROU por compra de 
bancos privados, al aplicar la refinanciación dentro 
de su órbita será del orden de 2 ó 3 millones de dóla- 
res. 


El costo de la presente refinanciación para la Banca 
Privada será de pequeña magnitud. En primer lugar, 
porque una parte sustantiva (quizás la mitad) de las 
deudas de los pequeños productores agropecuarios se 
encuentran ya en la órbita del BROU por concepto 
de absorción del Banco Comercial, Pan de Azúcar y 
de Italia. En 2% término, porque ya se están otorgan- 
do quitas de 50%. Y en 3er. lugar, porque una par- 
te del monto no estará comprendido en lá refinancia. 
ción obligatoria, debido al tope del equivalente de 
25 mil dólares de deuda por productor al 30 de ju- 
nio de 1983. A grosso modo, el costo adicional de la 
refinanciación para la Banca Privada no habrá de 
superar los 2 millones de dólares y es probablemen- 
te inferior al millón de dólares. 


La deuda de los colonos con INC por concepto de 
rentas impagas se origina en los mismos problemas eco- 
nómicos de la pequeña producción agropecuaria que arri- 
ba se señalaron. Y es la causa del fracaso de la refinancia- 
ción resuelta por la mayoría del Directorio, con voto con. 
trario del Dr, Rossi. En efecto, de 682 deudores de rentas, 
sólo 139 han podido cumplir con el pago de las rentas 
de 1985 y 1986, establecido como condición previa por 
dicha refinanciación. Y ni siquiera es posible sostener que 
esta quinta parte de colonos arrendatarios deudores pue- 
da cumplir con los términos de dicha refinanciación, que 
no contempla sus condiciones económicas críticas, 


No es posible colocar a los colonos en condiciones más 
dificiles que las de otros pequeños productores propieta- 
rios de su parcela, y que por tanto no pagan rentas. 


El presente proyecto ofrece una solución que permite 
a los colonos estabilizar su situación económica para re- 
gularizar así las rentas futuras, mediante una fórmula de 
refinanciación muy favorable, de 5 cuotas amuales sin in. 
tereses. 
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Además, para no desproteger al INC de su única fuen- 
te de recursos el BROU compra la deuda refinanciada al 
INC, poniendo de inmediato a su disposición el monto, 
(estimable en 600 mil dólares) a ser utilizado en crédito 
promocional y programa operativo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — El Banco de Previsión Social concederá 
a los productores rurales que exploten a cualquier titulo 
un máximo de 200 Hás. (Indice CONEAT 100) y' que 
adeuden aportes con esta Institución al 30.9.86, una re- 
financiación de dichas deudas, de acuerdo a las disposi. 
ciones de la presente ley y lo que establezca la regla- 
mentación. 


Art. 22 — A efectos de determinar el monto adeuda- 
do al 30 de setiembre de 1986 se reliquidarán los adeu. 
dos posteriores al 3.11.82 (fecha de aprobación del cam- 
bio de régimen) de acuerdo a la Ley N9% 15.852 de 
24.12,86, tomando los valores de aportes por Há, actua!. 
mente vigentes. Aquellos deudores que se hubieren aco. 
gldo a la refinanciación prevista en la Ley N? 15,852, 
también tendrán derecho a lá reliquidación, tomándose 
a cuenta de la deuda reliquidada los montos abonados. 


Art. 3? —— Las deudas reliquidadas según el Art. 20 
serán abonadas en 24 cuotas trimestrales. Por concepto 
de reajuste se aplicará el 70% del índice establecido por 
el Art. 6% de la Ley N* 15.781, del 28.11.85, a partir 
del 19 de noviembre de 19837. 


Art. 4? — Efectuada la declaración jurada de la deu- 
da y suscrito el contrato de la reliquidación y refinancia- 
ción de adeudos, los titulares y sus trabajadores depen. 
dientes remunerados recuperarán la totalidad de los de- 
rechos jubilatorios y demás prestaciones que perdieron 
por falta de pago desde el Decreto-Ley N9 15.343 de 
3.11.82 a la fecha. 


Art. 59 — El plazo de que dispondrán los deudores 
para acogerse a la presente ley será de 120 dias a contar 
de la fecha de su promulgación, 


Se suspende durante ese período la exigencia de pre. 
sentación de certificados del Banco de Previsión Social 
para acceder al crédito bancario, prevista en el Art. 189 
de la Ley N9 15.852, del 24.12.86, para los productores 
comprendidos en el Art. 1? de la presente. 


Art. 6% — Comuníquese, publíquese, etc. 

Montevideo, 30 de junio de 1987. 
Hugo Batalla, Reinaldo Gargano, Luis A. Senatore, En- 
rique Martinez Moreno, Francisco Redríguez Camusso, 
Walter Olazábal, Senadores” 

“REFINANCIACION DE DEUDAS DE LOS PEQUEÑOS 
PRODUCTORES AGROPECUARIOS CON LA BANCA 
PRIVADA Y OFICIAL 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

El adjunto Proyecto de Ley, que recoge los elementos 


básicos expuestos en un análisis general de la situación 
de los pequeños productores agropecuarios, refiere espe. 
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cificamente a la refinanciación de los adeudos con las ins- 
tituciones financieras. 


Estimamos que la intención perseguida por las au- 
toridades, sólo ha resuelto muy parcialmente la situa- 
ción de sobre-endeudamiento general que afecta a los 
sectores productivos. Dentro de los que aún no han re- 
suelto su situación —que en buena parte es la del país-—— 
se encuentran varios miles de pequeños productores 
agropecuarios que son quienes dan la mayor cantidad de 
mano de obra, los de seguro afincamiento con su familia 
en el medio rural, los que abastecen en su casi totalidad 
el mercado alimentario interno. 


Señaiamos en el adjunto análisis del sector, las muy 
complejas situaciones que aiectando a tales productores, 
han motivado la creciente despoblación de la campaña, 
acelerada —entre los componentes de este nivel econó. 
mico— una vez constatado el fracaso de la solución que 
se les diera a través de la Ley N9 15.786. 


La necesidad de revertir la actual situación es impos- 
tergable y el Estado tiene que asumir esta responsabili- 
dad, por cuanto no hacerlo aparejará el agravamiento de 
la situación comentada y sus repercusiones más negativas 
nos conducirán a una situación irreversible, si la sociedad 
no salva a quienes están comprendidos en nuestro plan. 
teo. 


El texto del proyecto determina, con claridad y pon- 
deración, quienes deben ser los beneficiarios de la formu- 
lación que planteamos, recoge algunas experiencias admi. 
nistrativas, otorga instrumentos de acción para deudores 
y acreedores, de forma tal que la tramitación de las so- 
luciones se alcance a muy breve plazo, medida imprescin- 
dible para preservar los derechos de quienes son actores 
ajenos al problema específico. 


Para agilizar definitivamente la solución de la pro- 
blemática del sector, se aconsejan medidas operativas 
coadyuvantes. 


Hugo Batalla, Francisco Redriguez Camusso, Reinaldo 
Gargano, Walter Olazábal, Luis A. Senatore, Enrique 
Martínez Moreno. Senadores. 


Montevideo, 30 de junio de 1987. 


SITUACION DE LOS PEQUEÑOS 
PRODUCTORES AGROPECUARIOS 


Los pequeños productores agropecuarios constituyen 
un sector de nuestra economia particularmente golpeado 
por circunstancias sucedidas durante la dictadura. Su si. 
tuación económica resultó gravemente afectada por la re. 
ducción del consumo interno de productores ligados a la 
pequeña producción agropecuaria, como las hortalizas, la 
vid, las frutas, la reducción que es del orden de por lo 
menos 30% respecto de los niveles de 1970. Tal disminu- 
ción del consumo interno determinó una caída de la pro. 
ducción y de los precios reales evidenciada en el siguien- 
te cuadro: 


VENTAS TOTALES EN MILLONES DE N$ DE 1985 


Reducción de las ventas 
Por Por 
1970 1980 Volumen Precio Total 


9 hortalizas (1) 10.060 4.466 2.019 3.575 5.594 
3 frutas (2) 5.416 3.231 1.567 618 2.185 
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FUENTE: Producción del Censo Agropecuario de 1980; 
Precios de DIPYPA, 


(1D) acelga, ajo, boniato, cebolla, lechuga, papa, tomate, 
zanahoria, zapallo; que suman el 72% de la super- 
ficie sembrada de hortalizas. 


(2) manzana, durazno y pera. 


El salario real en 1580 fue un 59% del de 1970; en 
1986 bajó al 56%. Por lo que se puede sostener que la 
reducción de ingresos de los productores de hortalizas y 
írutas para el consumo naciona! se mantiene en los tér- 
minos señalados. 


En el caso de otras producciones, los granjeros fue- 
zon afectados por la competencia con grandes empresas, 
como sucedió con la carne de ave y los huevos. 


La reducción de la superficie cultivada de remolacha 
en el sur del pais a la mitad de la registrada en 1970. 


Es otro factor de crisis de miles de pequeños agri- 
cultores. 


La producción de cerdos también fué afectada por la 
disminución del consumo interno y la importación de piu” 
ductos de chacinería. 


Por otra parte, la agricultura extensiva sufrió gra. 
ves problemas por la ausencia de precios sostén y la im- 
portación de granos; y particularmente, los pequeños “pro. 
ductores de trigo se vieron desplazados del mercado por 
grandes cultivadores que contaron con condiciones econó- 
micas apropiadas para tecnificar el cultivo y alcanzar 
rendimientos por Há. inaccesibles para ellos. Por tales ra- 
zones en el año 1980 quedaban seis mil de los doce: mil 
trigueros de 1970. 


Y también los pequeños productores orientados a la 
producción de bienes exportables fueron afectados gran 
demente por los bajos precios que les significó la subva- 
luación del dólar del período de la “tablita”, que desvalc- 
rizó la carne, la lana y la leche. 


Todo lo anterior se vió aún más agravado por el ré. 
gimen de aportes a la seguridad social que implantó la 
dictadura en 1982, modificando la contribución por super- 
ficie hacia la contribución por trabajador ocupado. 


Así la pequeña producción agropecuaria, que por pe. 
queña ha de ser intensiva en utilización de trabajo, vio 
incrementado fuertemente la parte del ingreso que debía 
destinar al Banco de Previsión Social. 


En lo anterior se encuentra la explicación de la ace- 
leración del proceso de despoblamiento de nuestra campa- 
ña, pues la reducción de 9.000 explotaciones en los años 
70” se verificó entre las de menos de 100 Há. La situa- 
ción económica arruina a la pequeña explotación e im- 
pulsa la migración rural: 54.000 habitantes rurales me- 
nos en la década de los 70”, reducción de 23.000 traba. 
jadores. 


La tendencia se aceleró en los años más recientes, ya 
que el Censo Agropecuario de 1985 señala una reducción 
de 11.000 explotaciones y 7.000 trabajadores en solo 6 
años. 


1? de Julio de 1987 


PROCESO DE DESPOBLAMIENTO DE LA CAMPAÑA 


(en miles) 
1970 1980 1986 
Número de explotaciones 7 68 37 
Habitantes 318 164 
Trabajadores rurales 181 159 152 


FUENTE: Censo Agropecuario de 1980 y Datos adelanta- 
dos del Censo 1986. 


Que nadie se llame a engaño. La quiebra de la pe- 
queña producción no significa aquí lo que sucede en otros 
países, No se trata del fenómeno del triunfo de la gran 
empresa sobre la pequeña, y el incremento de la produc- 
ción mediante menos trabajadores más productivos. Mi. 
rando en su conjunto, el producto agropecuario pasó de 
N$ 2.730 millones en el año 1973 a N$ 3.186 en 1985 (en 
pesos constantes de 1978). Esto significa un crecimiento 
anual prácticamente nulo de 1.3%. La producción agrí- 
cola con base 100 en 1973, pasó a 104 en 1985. Una tasa de 
crecimiento anual de solamente 0.3% 


Y más detalladamente para un conjunto de produc- 
tos vinculados al mercado de consumo nacional: 


Producción de: 1980 1970 Reducción 
35 hortalizas 312 mil Ton. 244 mil Ton. 68 mii Ton. 
8 frutas 50 ” ” 89 ” E 39 ” dl 
uva de mesa 3,8 ” dí 43 >” a 0,5” id 
uya de vino 76 ” ” 133 ” ” ETA Ese 
porcinos 289 ” E 419 >” dl 130 ” de 
maíz 126 ” nd 189 ” iS 63 ” ES 
trigo 435 ” > 47 > ds 12 >» dd 


FUENTE: Censo Agropecuario 1980. 


Y se podrían agregar más ejemplos adicionales de re. 
ducción de la producción agropecuaria vinculada a los pe- 
queños productores. 


La reducción del salario real, de los sueldos y las 
jubilaciones se manifestó como caída de la demanda de 
productos hortícolas, fruticolas, de vino, carne de cerdo 
cereales y materia prima; la reducción de la demanda 
determinó reducción de sus precios reales, y por tanto, 
ruina de productores. 


El Uruguay democrático se propone incrementar el 
nivel de vida que la dictadura redujo a la mitad. Esto 
significa, entre otras cosas, mejorar el consumo de hor- 
talizas, frutas, cereales, materia prima, así como inere- 
mentar los saldos exportables de productos agropecuarios. 
Es decir, el país debe aumentar su producción agrope- 
cuaria. 


Se ha dicho con razón, aue el Uruguay es rico en 
recursos naturales, que su suelo es fértil, que disponemos 
de agua y del clima apropiado para incrementar la pro- 
ducción. Pero todo ello es inútil sin el trabajo de los pro- 
ductores del agro. Son una parte fundamental de las ri- 
quezas del país. Pero lo son en tanto se encuentren liga- 
dos a la tierra. Por eso es dramático para el país la mi- 
gración rural: no somos un país de grandes masas cam- 


pesinas que un proceso de industrialización atraiga a las 
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ciudades; somos un país de campos vacios. Hay que de- 
tener la sangría migratoria: rural hacia fuera de fronte. 
ras y hacia los suburbios de los pueblos, Es decir, hacia el 
desempleo. Hay que detenerla porque hipoteca el futuro 
nacional. Por lo tanto hay que encontrar soluciones que 
mitiguen la crisis económica que sufren los pequeños pro. 
ductores. Es urgente hacerlo, sin que ello signifique igno- 
rar la problemática de los productores agropecuarios que 
no son pequeños. En tanto comienza a operar el aumento 
de la demanda, es necesario reso!ver situaciones que im. 
pulsan las quiebras y el abandono de los predios, situa. 
ciones que no son más que expresión de los problemas 
económicos que se precipitaron sobre los pequeños pro- 
ductores. 


El presente proyecto propone medidas de emergen. 
cia para tres de esas situaciones: la deuda con la pre- 
visión social, la deuda con el sistema financiero y la deu- 
da de los colonos con el Instituto Nacional de Coloniza- 
ción, Porque la reducción de ingresos condujo a que los 
pequeños productores dieran prioridad al sostén familiar 
sobre el pago de deudas, a la supervivencia antes que al 
pago de obligaciones, frecuentemente impagables de to- 
das formas. 


De aqui arranca la situación de mora generalizada, 
de imposibilidad de pago de la deuda con BPS y la pér- 
dida de derechos jubilatorios que hace temer al produc. 
tor por su futuro. 


E: Poder Ejecutivo, mediante decreto 395 de 11 de 
noviembre de 1982, estableció tasas iguales de aporta- 
ción patronal a partir del 1/11/82, para las actividades 
rurales y de industria y comercio, haciendo lo propio con 
las tasas de montepío obrero, aunque en forma gradual, 
coneretándose la igualación en este caso desde el 1/1/84. 


Es de hacer notar que la citada uniformización de las 
tasas de aportación y de la materia gravada en el sector 
agropecuario, con relación a la industria y el comercio; 
marcó un cambio radical y significativo, que implicó re- 
vertir la carga tributaria en perjuicio de los pequeños 
productores. 


A esos efectos es de interés destacar las principales 
características del sector agropecuario: 


Hectáreas Establecimientos Superficie Trabajadores 
Menos de 50 40 3 36 
/ ” 100 13 3 8 
” ” 200 13 7 9 
dl ” 500 13 14 11 
Más de 500 13 73 36 
100% 100% 100% 


De lo expuesto resulta que casi la mitad de los es” 
tablecimientos explotan sólo un 3% de la superficie to. 
tal, ocupando el 36% de la mano de obra del sector; 
mientras que los establecimientos mayores de 500 hec- 
táreas representan el 13% del total, ocupando el 73% 
de la superficie total y el 36% de la mano de obra. 


Las cifras demuestran inequívocamente que, en fun. 
ción de la desigualdad distribución de la tierra y la concen. 
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tración de la mayor parte de la mano de obra “en los 
predios de menor extensión, la sustitución de la materia 
gravada vinculada a la superficie, por aquella directa- 
mente relacionada con las retribuciones pagadas, signifi. 
có un duro golpe a los pequeños productores, donde la 
aportación patronal mínima equiparó injustamente a con- 
tribuyentes con muy diferentes capacidades tributarias. 


Es de destacar que el intento de solución para el en- 
deudamiento con el sistema de seguridad social no en. 
contró viabilidad con la aprobación de la Ley N% 15.781 y 
su decreto reglamentario 847/985. 


La citada ley de regularización de adeudos otorgó un 
tratamiento igualitario, en materia de facilidades de pa- 
go, al sector rural y al sector industria y comercio, cuan- 
do ambos sectores recibieron un trato sensiblemente de. 
sigual durante el gobierno de facto debido a la contri- 
bución por trabajador y no por superficie de explotación. 


En efecto y a diferencia del sector agropecuario, don- 
de la mayoría de los productores resultaron perjudicados 
luego del 1/11/82, el sector industria y comercio resultó 
beneficiado en materia de aportes patronales a la segu- 
ridad social, a través de una sucesiva rebaja de las tasas 
de aportación iniciada a partir del 1/11/80. 


La misma Ley N?% 14.948 de reforma tributaria, ya 
citada, que derogó la Ley N* 13.705, en su artículo 45 
autorizó al Poder Ejecutivo a derogar total o parcialmen- 
te los aportes destinados al BPS (Caja de Jubilaciones 
de Industria y Comercio), ASSE y Consejo Central de 
Asignaciones Familiares, disponiéndose que el producido 
de los mismos fuera cubierto por el Impuesto al Valor 
Agregado, facultándose al Poder Ejecutivo para aumen- 
tar la tasa básica de dicho impuesto. En el mismo artícu. 
lo también se derogó el impuesto del Fondo Nacional de 
Vivienda a cargo de los patrones y prima por seguros de 
accidentes de trabajo ante el Banco de Seguros del Es- 
tado y otros impuestos recaudados por el BPS. 


Dentro de esos lineamientos y a partir del 1/1/80 me- 
diante el Decreto 60/980 y posteriores, las tasas de apor. 
tes patronales del sector Industria y Comercio experi. 
mentaron la siguiente evolución: 


Hasta 31/12/79 15% 
1/01/80 - 31/05/80 13% 
1/06/80 - 31/05/80 10% 
1/01/82 - 31/10/82 8% 
1/11/82 - 30/09/84 10% 
Desde 1/10/84 12% 


Es por lo expuesto que se entiende necesario abrir 
una nueva instancia en el sector agropecuario, para la 
regularización de adeudos con el sistema de seguridad 
social. 


Es a. esos solos efectos, que se propone la aplicación 
retroactiva ficta, con efecto al 1/11/82, del nuevo siste- 
ma de aportación. 


Es racional por lo arriba sostenido, y es de justicia 
social, atender al reclamo que realizan los productores a 
través de la Mesa de Entidades Rurales de que la deuda 
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con la Previsión Social contraída durante la dictadura 
por efecto de una ley que se ha entendido injusta y que 
se ha modificado, se recalcule de acuerdo a la nueva ley. 
Los pequeños productores pueden hoy pagar la deuda de. 
rivada de la Ley de 1982. Y ni siquiera se inscriben en 
la refinanciación. 


Y porque ha fracasado, se puede sostener que el re- 
cálculo de la deuda no tiene prácticamente, un costo adi. 
cional sustantivo para la sociedad. 


Lo mismo ha sucedido con las deudas impagas de los 
pequeños productores con el sistema financiero. El Fren- 
te Amplio entiende que el endeudamiento agropecuario 
es un problenía de gran magnitud: en lo financiero, en lo 
productivo y en lo social. En su momento sostuvo que la 
Ley de Refinanciación aprobada por el Gobierno con apo- 
yo de un sector del Partido Nacional no era una verda. 
dera solución. La vida lo ha comprobado con su fracaso 
ya que se están otorgando quitas de hasta 50% a los que 
se presenten a liquidar. Quienes lo hacen son por lo ge- 
neral grandes productores (cuyas deudas suelen ser de 
un volumen similar al de toda la deuda de los pequeños 
productores) que cuentan con recursos para pagar. El 
Frente Amplio sostiene que ésto tampoco es una solución, 
porque la mayoria de los productores del agro están des" 
creíidos de las negociaciones con los gerentes y ya no se 
presentan siquiera a los Bancos. Tal es el ánimo deses. 
peranzado predominante, que se agrega a las dificulta- 
des económicas señaladas, Esto es particularmente cier- 
to en el caso de los pequeños productores, que fueron 
abrumados por procedimientos de capitalización de inte. 
reses y moras cuyo funcionamiento no entendían. 


El Frente Amplio ha hecho propuestas para el con- 
junto del endeudamiento interno, pero sostiene que el ca- 
so le los pequeños productores la solución al endeuda. 
miento bancario además de ser necesaria, es posible: aun- 
que involucra a la mayoría de los endeudados representa 
una magnitud financiera relativamente pequeña. 


ENDEUDAMIENTO AGROPECUARIO 
(Número de deudores y deuda en millones de dólares) 


Banca (1) BROU  BCU (2) TOTAL 


Privada 
N?* Deu. N*%Deu- N* Deu. N*Deu- 
da da da da 


Productores de 
men. de 200 Há, 4000 10: 15220 17: — — 19220 27: 
Tot. de produc- 
tores deudores 10265 188: 22989 60: — 128: 33254 376: 


FUENTE; Asociación de Bancos del Uruguay, 
22/5/85; BROU, 26/3/85. 


(1) — Una parte ya corresponde al BROU debido a la 
absorción de bancos. 


(2) — No se dispone de la información de la deuda con 
el BCU abierta según superficie del deudor; sin 
embargo, se puede suponer que es poco relevante 
la de los predios de menos de 200 Há. 


Puede observarse que la deuda de 19.000 pequeños 
productores (58% de los deudores) significa solamente 
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unos 27 millones de dólares, es decir, 7% del endeuda- 
miento agropecuario. Resolver un importante problema 
económico y social tendría un costo relativamente peque- 
ño. 


El presente proyecto de ley propone condiciones de 
refinanciamiento extremadamente favorables para las 
deudas de los pequeños productores con el sistema finan- 
ciero. En efecto, los que exploten superficies menores de 
200 Há, (índice CONEAT 100) y debieran menos de un 
equivalente de 25 mil dólares al 30 de junio de 1983, 
tendrán la facilidad, sustentada en moneda nacional por 
las dificultades económicas que sufren, de pagarlo al con. 
tado, sin ajustes ni intereses capitalizados. En el caso de 
que optaran por el pago con facilidades, se contempla 
una refinanciación con intereses muy bajos y plazos lar- 
g05. 


La estimación del costo de ésta refinanciación ha de 
tomar en cuenta: 


a) El BROU ya está otorgando quitas del 50% a quie. 
nes se presenten a liquidar su deuda, en reconocimien- 
to tácito de las dificultades de pago. Lo que significa 
que ya se están dando a pérdida la mitad de los 17 
millones de dólares que adeudan los productores de 
menos de 200 Hás. (indice CONEAT 100). 


b) La pérdida que esta refinanciación implica para el 
BROU es, por tanto, menor que 8.5 millones de dóla- 
res, ya que habrá deudores de más de 25 mil dólares 
que no estarán comprendidos. Y porque se recuperará 
el monto adeudado al 30 de junio de 1983. 


El costo social que asume el BROU por compra de 
bancos privados, al aplicar la refinanciación dentro 
de su órbita será del orden de 2 ó 3 millones de dó- 
lares, 


El costo de la presente refinanciación para la Banca 
Privada será de pequeña magnitud. En primer lugar 
porque una parte sustantiva (quizás la mitad) de las 
deudas de los pequeños productores agropecuarios se 
encuentran ya en la órbita del BROU por concepto 
de absorción del Banco Comercial, Pan de Azúcar y 
de Italia. En 2% término, porque ya se están otorgan- 
do quitas de 50%. Y en 3er. lugar, porque una par- 
te del monto no estará comprendido en la refinancia- 
ción obligatoria, debido al tope del equivalente de 
25 mil dólares de deuda por productor al 30 de junio 
de 1983. A grosso modo, el costo adicional de la re- 
financiación para la Banca Privada no habrá de su. 
perar los 2 millones de dólares y es probablemente 
inferior al millón de dólares. 


La deuda de los colonos con INC por concepto de 
rentas impagas se origina en los mismos problemas eco- 
nómicos de la pequeña producción agropecuaria que arri- 
ba se señalaron. Y es la causa del fracaso de la refinan- 
ciación resuelta por la mayoría del Directorio, con voto 
contrario del Dr. Rossi. En efecto, de 682 deudores de 
rentas, sólo 139 han podido cumplir con el pago de las 
rentas de 1985 y 1986, establecido como condición previa 
por dicha refinanciación. Y ni siguiera es posible sostener 
que esta quinta parte de colonos arrendatarios deudores 
pueda cumplir con los términos de dicha refinanciación, 
que no contempla sus condiciones económicas críticas. 
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No es posible colocar a los colonos en condiciones 
más difíciles que las de otros pequeños productores pro. 
pietarios de su parcela, y que por tanto no pagan rentas. 


El presente proyecto ofrece una solución que permite 
a los colonos estabilizar su situación económica para re- 
gularizar así las rentas futuras, mediante una fórmula de 
refinanciación muy favorable, de 5 cuotas anuales sin 
intereses, 


Además, para no desproteger al INC de su única 
fuente de recursos el BROU compra la deuda refinanciada 
al INC, poniendo de inmediato a su disposición el monto 
(estimable en 600 mil dólares) a ser utilizado en crédito 
promocional y programa operativo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Alcance de la Refinanciación. El 
Banco Central del Uruguay, el Banco de la República 
Oriental del Uruguay y las instituciones privadas de inter- 
mediación financiera concederán a los deudores agropecua. 
rios de hasta 200 hectáreas (índice CONEAT 100), una 
refinanciación de sus deudas de acuerdo con las disposi. 
ciones de esta ley y en las condiciones que establezca la 
reglamentación. 


El régimen de refinanciación será facultativo para las 
empresas deudoras, pero de optar por él, comprenderá ne- 
cesariamente todas las deudas que mantengan al 30 de 
junio de 1983 con los acreedores mencionados preceden- 
temente. 


Dicho régimen beneficiará también a los codeudores, 
fiadores o avalistas de los deudores. En tales casos, la re- 
financiación será instrumentada conforme al procedimien- 
to que determine la reglamentación de esta ley. 


Art. 22 — Deudas comprendidas. — Quedan compren- 
didas en las previsiones de esta ley, todas las deudas con- 
traídas hasta el 30 de junio de 1983, vencidas o a vencer, 
que no hubieren sido canceladas con posterioridad a esa 
Yecha. 


No se considerarán cancelaciones todas aquellas no- 
vaciones y renovaciones parciales o totales con capitali. 
zación o no de intereses, cualquiera fueren las formas: de 
instrumentación, incluida toda otra refinanciación ante- 
rior. 


Art. 32 — Quedan comprendidos los deudores que con- 
trajeron sus adeudos con instituciones de intermediación 
financiera, aunque a la fecha de vigencia de la presente 
ley no realicen actividades de intermediación financiera 
o se encuentren intervenidas o en proceso de liquidación. 


Quedarán igualmente incluidas en esta refinanciación, 
las obligaciones originariamente contraídas con institucio- 
nes de intermediación financiera que, por vía de novación 
O pago con subrogación, han cambiado de acreedor, cuan. 
do este sea, a su vez, beneficiario de la refinanciación. 


En tales casos, la refinanciación será instrumentada 
en la forma y condiciones que determine la reglamenta- 
ción. 
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Art. 42 -— Beneficiarios. — Podrán beneficiarse con 
este régimen los productores agropecuarios que cumplan 
los siguientes requisitos: 


a) Que exploten hasta un máximo de 200 hectáreas 
(valor CONEAT indice 100). 


b) Que posean un activo ajeno a la explotación no 
superior al 200 % del monto a refinanciar al 30 de junio 
de 1983. 


«) Que las deudas a refinanciar estuviesen vincula- 
das al giro normal de sus negocios y cuyo pago, en las 
circunstancias actuales supusiera una real descapitaliza- 
ción. 


d) Que su endeudamiento máximo no supere nuevos 
pesos 1:000.000 al 30 de junio de 1983. 


Art, 52 — Determinación del monto a refinanciar, - 
El monto de la deuda a refinanciar se determinará con- 
forme al siguiente procedimiento: 


a) Para calcular los créditos al 30 de junio de 1983 
se capitalizarán los intereses devengados a esa fecha, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley de Refinanciación de 
la Deuda Interna N? 15.786, Art, 7% (Inc. A). 


b) El monto del crédito a refinanciar al 30 de junio 
de 1287 resultará de convertir la deuda en moneda ex- 
tranjera a moneda nacional, al tipo de cambio vendedor 
interbancario al 30 de junio de 1983 más la deuda en mo- 
neda nacional a esa fecha, sin aplicar interés o reajuste 
alguno. 


Art. 6% — Condiciones de la Refinanciación. — Las 
condiciones mínimas de la refinanciación en cuanto a 
plazos, tasas de imterés y períodos de gracia, se establece- 
rán dentro de los extremos que se expresan seguidamente: 


a) El plazo mínimo de la refinanciación no será in- 
ferior a 10 años. 


b) Se aplicará una tasa de interés del 50% y 60 % 
de la. tasa básica del Banco de la República Oriental del 
Uruguay para productores de hasta 50 hectáreas (Valor 
Coneat índice 100) y de más de 50 hectáreas (Valor Co- 
neat índice 100) respectivamente. 


€) Se establecerán períodos de gracia de intereses de 
como mínimo un año y de amortización de capital de 
como mínimo dos años. 


d) Los pagos a cuenta realizados a partir del 30 de 
junio de 1983 y hasta. la fecha de documentación de la 
presente refinanciación se considerarán que amortizan el 
capital, 


Art. 79 — Instrumentación, — La refinanciación de 
las deudas comprendidas en esta ley será instrumentada 
mediante la suscripción de nuevos documentos de adeudo. 


En todo caso, instrumentada la refinanciación subsis- 
tirán sin necesidad de ratificación, inscripción o anota- 
ción registral de clase alguna, las garantías personales y 
realeg que afiancen las obligaciones refinanciadas. 


Las instituciones financieras acreedoras no podrán 
exigir a las empresas deudoras, sus codeudores, fiadores 
y avalistas, como condición para acordar esta refinancia. 
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ción, más garantías que las otorgadas Para el afianza- 
miento de los créditos preexistentes, o los sustitutivos 
—de valor equivalente— que ofreciese el deudor. 


A! exclusivo efecto del amparo al régimen de refinan- 
ciación previsto en esta ley, no se exigirá la presentación 
de certificados que acrediten que la empresa deudora está 
al día con sus obligaciones tributarias. 


Art. 8% — Procedimiento para instrumentar la refl- 
nancioción, — Los deudores comprendidos en la presente 
ley deberán comparecer dentro de los noventa días de la 
fecha de su publicación, ante las instituciones de interme- 
diación financiera acreedoras requiriendo ampararse a la 
refinanciación. 


La institución acreedora tendrá un plazo de 60 días, 
a contar de la fecha de presentación de la solicitud, para 
expedirse sobre la misma y fijar las condiciones. 


Sea la resolución favorable o negativa, deberá comu- 
nicarla al deudor mediante telegrama colacionado u otros 
medios fehacientes. 


El deudor dispondrá de igual plazo para documentar 
la obligación o apelar la resolución por la vía judicial. 
De no hacerlo, se entenderá desistida la solicitud. 


Art. 99 — De la suspensión de ejecuciones. — Suspén- 
dense las ejecuciones para aquellos deudores que spliciten 
los beneficios de la presente ley. 


A estos fines, la o las instituciones financieras inter- 
vinientes expedirán un certificado que justifique el am. 
paro a los términos de esta refinanciación. 


La suspensión de las ejecuciones que se dispone po- 
drá interrumpirse por: 


a) El desistimiento del deudor en los términos del 
artículo anterior. 


b) Por haber recaído contra el deudor sentencia ne- 
gativa de primera instancia en caso de que hubiere re- 
currido a la vía judicial, o 60 días después si la sentencia 
le fuera favorable y no suscribiere la documentación res- 
pectiva. 


Art. 10. — El perfeccionamiento de la documentación 
relativa a la nueva obligación, implica la cancelación au- 
tomática de los juicios que pesaran sobre el deudor por 
las deudas refinanciadas. 


Art. 11, — Comuníquese, publíquese, etc. 
Montevideo, 30 de junio de 1987. 

Hugo Batalla, A. Francisco Rodríguez Camusso, Reinal. 

do Gargano, Walter Olazábal, Luis A. Senatere, Enri- 


que Martínez Moreno. Senadores.” 


“REFINANCIACION DE DEUDAS DE LOS COLONOS 
DEL INC. POR CONCEPTO DE RENTAS 
O CUOTAS IMPAGAS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Las normas que regulan el pago de arrendamientos 
y cuotas de los colonos promitentes compradores o arren- 
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datarios del Instituto Nacional de Colonización, continúan 
siendo un grave impedimento para que este sector de pro- 
ductores recupere la estabilidad perdida al adoptarse por 
el gobierno de facto, medidas económicas que aparejaron 
una real descapitalización de los sectores productivos, en 
especial los de menor poder económico. 


El Directorio del Instituto Nacional de Colonización 
limitado por una falta de recursos que ya es tradicional, 
adoptó a fines de 1986 las medidas que, compartidas o 
no, tendían a resolver la afligente situación de los co- 
lonos. 


Esta incapacidad financiera del Instituto le impide la 
adopción de medidas que concedan las facilidades que 
loz colonos necesitan, a la par de mantener sus límites 
mínimos operativos. 


La propuesta que formulamos tiende a facilitar —con 
la participación del Banco de la República Oriental del 
Uruguay y del Banco Central del Uruguay— la solu- 
ción de problemas financieros y operativos del Institu. 
to, la estabilidad de los colonos y la realización de pro. 
gramas promocionales —a efectuar por el Instituto— que 
permitan el desarrollo productivo de la totalidad de sus 
colonos. 


El otorgamiento de facilidades previsto es el resultado 


de un análisis profundo de la situación, no sólo de los' 


colonos, sino del sector rural de menores ingresos; el ob- 
jetivo: el afianzamiento de este sector social, en un me- 
dio cuya recuperación es de verdadero interés nacional. 


Montevideo, 25 de junio de 1987. 


Hugo Batalla, Walter Olazábal, A. Francisco Rodríguez 
Camusse, Luis A. Senatore, Reinaldo Gargano, Enri- 
que Martinez Morenc, Senadores. 


SITUACION DE LOS PEQUEÑOS 
PRODUCTORES AGROPECUARIOS 


Los pequeños productores agropecuarios constituyen 
un sector de nuestra economía particularmente golpeado 
por circunstancias sucedidas durante la dictadura. Su si- 
tuación económica resultó gravemente afectada por la 
reducción del consumo interno de productores ligados a la 
pequeña producción agropecuaria, como las hortalizas, la 
vid, las frutas, reducción que es del orden de por lo me- 
nos 30 % respecto de los niveles de 1970. Tal disminución 
del consumo interno determinó una caída de la produc- 
ción y de los precios reales evidenciada en el siguiente 
cuadro: 


VENTAS TOTALES EN MILLONES DE N$ DE 1985 


Reducción de las ventas 
Por Por 
1970 1980 Volumen Precio Total 


9 hortalizas (1) 10.060 4.466 2.019 3.575 5.594 
3 frutas (2) 5.416 3.231 1.567 618 2.185 


FUENTE: Producción del Censo Agropecuario de 1980; 
Precios de DIPYPA. 


(1) acelga, ajo, boniato, cebolla, lechuga, papa, tomate, 
zanahoria, zapallo; que suman el 72% de la super. 
ficie sembrada de hortalizas, 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—257 


(2) manzana, durazno y pera. 


El salario real en 1980 fue un 59% del de 1970; en 
1986 bajó al 56 %. Por lo que se puede sostener que la re- 
ducción de ingresos de los productores de hortalizas y tru. 
tas para el consumo nacional se mantiene en los términos 
señalados. 


En el caso de otras producciones, los granjeros fue- 
ron afectados por la competencia con grandes empresas, 
como sucedió con la carne de uye y los huevos. 


La reducción de la superficie cultivada de remolacha 
en el sur del país a la mitad de la registrada en 1970. 


Es otro factor de crisis de miles de pequeños agricul- 
tores. 


La producción de cerdos también fue afectada por la 
disminución del consumo interno y la importación de 
productos de chacineria. 


Por otra parte, la agricultura extensiva sufrió graves 
problemas por la ausencia de precios sostén y la impor. 
tación de granos; y particularmente, los pequeños pro- 
ductores de trigo se vieron desplazados del mercado por 
grandes cultivadores que contaron con condiciones econó- 
micas apropiadas para tecnificar el cultivo y alcanzar 
rendimientos por Há. inaccesibles para ellos. Por tales ra- 
zones en el año 1980 quedaban seig mil de los doce mil 
trigueros de 1970. 


Y también los pequeños productores orientados a la 
producción de bienes exportables fueron afectados gran- 
demente por los bajos precios que les significó la subva- 
luación del dólar del período de la “tablita”, que desvalo- 
rizo la carne, la lana y la leche. 


Todo lo anterior se vió aún más agravado por el ré- 
gimen de aportes a la Seguridad Social que implantó la 
dictadura en 1982, modificando la contribución por su- 
perficie hacia la contribución por trabajador ocupado. 


Así la pequeña producción agropecuaria, que por pe- 
queña ha qe ser intensiva en utilización de trabajo, vio 
incrementado fuertemente la parte del ingreso que debia 
destinar al Banco de Previsión Social. 


En lo anterior se encuentra la explicación de la ace- 
leración del proceso de despoblamiento de nuestra cam- 
paña, pues la reducción de 9.000 explotaciones en los años 
70 se verificó entre las de menos de 100 Há. La situación 
económica arruina a la pequeña explotación e impulsa 
la migración rural: 54.000 habitantes rurales menos en 
la década de los 70, reducción de 23.000 trabajadores. 


La tendencia se aceleró en los años más recientes, ya 
que el Censo Agropecuario de 1985 señala una reducción 
de 11.000 explotaciones y 7.000 trabajadores en sólo 6 años. 


PROCESO DE DESPOBLAMIENTO DE LA CAMPAÑA 


(en miles) 
1970 1980 1986 
Número de explotaciones Tm 68 57 
Habitantes 318 164 


Trabajadores rurales 181 159 152 
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FUENTE: Censo Agropecuario de 1980 y Datos adelanta- 
dos del Censo 1986. 


Que nadie se llame a engaño. La quiebra de la pe- 
queña producción no significa aquí lo que sucede en otros 
países. No se trata del fenómeno del triunfo de la gran 
empresa sobre la pequeña, y el incremento de la produc- 
ción mediante menos trabajadores más productivos, Mi- 
rando en su conjunto, el producto agropecuario pasó de 
N$ 2.730 millones en el año 1973 a N$ 3.186 en 1985 (en 
pesos contantes de 1978). Esto significa un crecimiento 
anual prácticamente nulo de 1.3%. La producción agri- 
cola con base 100 en 1973, pasó a 104 en 1985. Una tasa 
de crecimiento anual de solamente 0.3 %. 


Y más detalladamente para un conjunto de productos 
vinculados al mercado de consumo nacional: 


Producción de: 1980 1970 Reducción 
35 hortalizas 312 mil Ton. 244 mil Ton. 68 mil Ton. 
8 frutas 50 ” bs 89 ” il 39 ” de 
uva de mesa 3,8 ” 7 43 ” E 0,5 ” pe 
uva de vino 76 ” ” 1383 ” E sa >” dd 
porcinos 289 ” E 419 ” A 130 >” > 
maíz 126 ” ” 189 ” » 63 ” 4 
trigo 435 ” E ” 12 ” ba 


FUENTE: Censo Agropecuario 1980. 


Y se podrían agregar más ejemplos adicionales de re- 
ducción de la producción agropecuaria vinculada a los 
pequeños productores. 


La reducción del salario real, de los sueldos y las ju- 
bilaciones se manifestó como caida de la demanda de pro- 
ductos hortícolas, frutícolas, de vino, carne de cerdo, ce- 
reales y materia prima; la reducción de la demanda de- 
terminó reducción de sus precios reales, y por tanto, rui- 
na de productores. 


El Uruguay democrático se propone incrementar el 
nivel de vida que la dictadura redujo a la mitad. Esto 
significa, entre otras cosas, mejorar el consumo de hor- 
talizas, frutas, cereales, materias primas, así como incre- 
mentar los saldos exportables de productos agropecuarios. 
Es decir, el país debe aumentar su producción agropecua- 
ria. 


Se ha dicho con razón, que el Uruguay es rico en re- 
cursos naturales, que su suelo es fértil, que disponemos 
de agua y del clima apropiado para incrementar la pro- 
ducción. Pero todo ello es inútil sin el trabajo de los pro- 
ductores del agro. Son una parte fundamental de las ri- 
quezas del país. Pero lo son en tanto se encuentren liga- 
dos a la tierra. Por eso es dramático para el país la mi- 
gración rural: no somos un país de grandes masas cam- 
pesinas que un proceso de industrialización atraiga a las 
cjudades; somos un país de campos vacios. Hay que de- 
tener la sangría migratoria rural hacia fuera de fronte- 
ras y hacia los suburbios de los pueblos. Es decir, hacia el 
desempleo, Hay que detenerla porque hipoteca el futuro 
nacional. Por lo tanto hay que encontrar soluciones que 
mitiguen la crisis económica que sufren los pequeños pro- 
ductores. Es urgente hacerlo, sin que ello signifique igno- 
rar la problemática de los productores agropecuarios que 
no son pequeños. En tanto comienza a Operar el aumento 
de la demanda, es necesario resolver situaciones que im- 
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pulsan las quiebras y el abandono de los predios, situa- 
ciones que no son más que expresión de los problemas 
económicos que se precipitaron sobre los pequeños produc- 
tores. El presente proyecto propone medidas de emergen. 
cia para tres de esas situaciones: la deuda con la Previ- 
sión Social, la deuda con el sistema financiero y la deuda 
de los colonos con el Instituto Nacional de Colonización. 
Porque la reducción de ingresos condujo a que los peque 
ños productores dieran prioridad al sostén familiar sobre 
el pago de deudas, a la supervivencia antes que al pago 
de obligaciones, frecuentemente impagables de todas for- 
mas. 


De aquí arranca la situación de mora generalizada, 
de imposibilidad de pago de la deuda con BPS y la 
Pérdida de derechos jubilatorios que hace temer al pro- 
ductor pOr su futuro. 


£l Poder Ejecutivo, mediante Decreto 395 de 11/11/82, 
estableció tasas iguales de aportación patronal a partir 
del 1/11/82, para las actividades rurales y de industria y 
comercio, haciendo lo propio con las tasas de montepio 
obrero, aunque en forma gradual, concretándose la igua- 
lación en este caso desde el 1/1/84. 


Es de hacer notar que la citada uniformización de las 
tasas de aportación y de la materia gravada en el sector 
agropecuario, con relación a la industria y el comercio; 
marcó un cambio radical y significativo, que implicó re. 
vertir la carga tributaria en perjuicio de los pequeños 
productores. 


A esos efectos es de interés destacar las principales 
características del sector agropecuario: 


Hectáreas Establecimientos Superficie Trabajadores 
Menos de 50 40 3 36 
y ” 100 13 3 8 
Es ” 200 13 7 9 
sa ” 500 13 14 11 
Más de 500 13 73 36 
100% 100% 100% 


De lo expuesto resulta que casi la mitad de los esta- 
blecimientos explotan sólo un 3% de la superficie total, 
Ocupando el 36% de la mano de obra del sector; mien- 
tras que los establecimientos mayores de 500 hectáreas 
representan el 13 % de] total, ocupando el 73 % de la su. 
perficie total y el 36% de la mano de obra. 


Las cifras demuestran inequivocamente que, en fun- 
ción de la desigualdad de distribución de la tierra y la 
concentración de la mayor parte de la mang de obra en 
los predios de menor extensión, la sustitución de la ma- 
teria gravada vinculada a la superficie, por aquella di. 
rectamente relacionada con las retribuciones pagadas, sig- 
nificó un duro golpe a los pequeños productores, donde 
la aportación patronal minima equiparó injustamente a 
contribuyentes con muy diferentes capacidades tributa- 
rias. 


Es de destacar que el intento de solución para el en- 
deudamiento con el sistema de seguridad Social no en- 
contró viabilidad con la aprobación de la Ley N? 15.781 
y su Decreto reglamentario 847/985, 
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La citada ley de regularización de adeudos otorgó un 
tratamiento igualitario, en materia de facilidades de pa- 
go, 21 sector rural y al sector industria y comercio, cuan. 
do ambos sectores recibieron un trato sensiblemente desi- 
gual durante el gobierno de facto debido a la contribu- 
ción por trabajador y no por superficie de explotación. 


En efecto y a diferencia del sector agropecuario, don. 
de la mayoría de los productores resultaron perjudicados 
luego del 1/11/82, el sector industria y comercio, resultó 
beneficiado en materia de aportes patronales a la Segu- 
ridad Social, a través de una sucesiva rebaja de las tasas 
de aportación iniciada a partir del 1/1/80. 


La misma Ley N* 14.948 de reforma tributaria, ya ci- 
tada, que derogó la Ley N* 13.705, en su artículo 45 auto- 
rizó al Poder Ejecutivo a derogar total o parcialmente los 
aportes destinados al BPS (Caja de Jubilaciones de In- 
dustria y Comercio), ASSE y Consejo Central de Asigna- 
ciones Familiares, disponiéndose que el producido de los 
mismos fuera cubierto por el Impuesto al Valor Agregado, 
facultándose al Poder Ejecutivo para aumentar la tasa 
básica de dicho impuesto. En el mismo artículo también 
se derogó el impuesto del Fondo Nacional de Vivienda a 
cargo de los patrones y prima por seguros de accidentes 
de trabajo ante el Banco de Seguros del Estado y Otros 
impuestos recaudados por el BPS, 


Dentro de esos lineamientos y a partir del 1/1/80 
mediante el Decreto 60/980 y posteriores, las tasas de apor. 
tes patronales del sector Industria y Comercio experi- 
mentaron la siguiente evolución: 


Hasta 31/12/79 15% 
1/01/80 - 31/05/80 13% 
1/06/80 - 31/05/80 10% 
1/01/82 - 31/10/82 8% 
1/11/82 - 30/09/84 10% 
Desde 1/10/84 12% 


Es por lo expuesto que se entiende necesario abrir una 
nueva instancia en el sector agropecuario, para la regu. 
larización de adeudos con el sistema de Seguridad Social. 


Es a esos solos efectos, que se propone la aplicación 
retroactiva ficta, con efecto al 1/11/82, del nuevo sistema 
de aportación. 


Es racional por lo arriba sostenido, y es de justicia 
social, atender al reclamo que realizan los productores a 
través de la Mesa de Entidades Rurales de que la deuda 
con la Previsión Social contraída durante la dictadura por 
efecto de una ley que se ha entendido injusta y que se 
ha modificado, se recalcule de acuerdo a la nueya ley. 
Los pequeños productores pueden hoy pagar la deuda de- 
rivada de la Ley de 1982. Y ni siquiera se inscriben en la 
refinanciación, Y porque ha fracasado, se puede sostener 
que el recálculo de la deuda no tiene, prácticamente, un 
costo adicional sustantivo para la sociedad. 


Lo mismo ha sucedido con las deudas impagas de los 
pequeños productores con el sistema financiero. El Frente 
Amplio entiende que el endeudamiento agropecuario es un 
problema de gran magnitud: en lo financiero, en lo pro- 
ductivo y en lo social. En su momento sostuvo que la Ley 
de Refinanciación aprobada por el Gobierno con apoyo 
de un sector del Partido Nacional no era Una verdadera 
solución. La vida lo ha comprobado con su fracaso ya 
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que se están otorgando quitas de hasta 50% a los que se 
presenten a liquidar. Quienes lo hacen son por lo general 
grandes productores (cuyas deudas suelen ser de un volu- 
men similar al de toda la deuda de los pequeños produc- 
tores) que cuentan con recursos para pagar. El Frente Am- 
plio sostiene que ésto tampoco es una solución, porque la 
mayoría de los productores del agro están descreídos de 
las negociaciones con los gerentes y ya no se presentan 
siquiera a los bancos. Tal es el ánimo desesperanzado 
predominante, que se agrega a las dificultades económi. 
cas señaladas. Esto es particularmente cierto en el caso 
de log pequeños productores, que fueron abrumados por 
procedimientos de capitalización de intereses y moras Cu- 
yo funcionamiento no entendían. 


El Frente Amplio ha hecho propuestas para el con- 
junto del endeudamiento interno, pero sostiene que el ca. 
so de los pequeños productores la solución al endeuda- 
miento bancario además de ser necesaria, es posible: aun- 
que involucra a la mayoría de los endeudados representa 
una magnitud financiera relativamente pequeña. 


ENDEUDAMIENTO AGROPECUARIO 
(Número de deudores y deuda en millones de dólares) 
Banca (1) 
Privada BROU BCU (2) Total 
N90 Dda. N* Dda. N*2 Dda. N? Dda. 


Productores de 


men. de 200 Há. 4000 10: 15220 17: — — 19220 27: 
Tot. de produc. 
tores deudores 10265 188: 22989 60: -— 128: 33254 376: 


FUENTE: Asociación de Bancos del Uruguay, 22/5/85; 
BROU, 26/3/83. 


(1) Una parte ya corresponde al BROU debido a la ab. 
sorción de bancos. 


(2) No se dispone de la información de la deuda con el 
BCU abierta según superficie del deudor; sin embar- 
go, se puede suponer que es poco relevante la de los 
predios de menos de 200 Há. 


Puede observarse que la deuda de 19.000 pequeños pro. 
ductores (58 % de los deudores significa solamente unos 
27 milones de dólares, es decir, 7% del endeudamiento 
agropecuario. Resolver un importante problema económi- 
£o y social tendría un costo relativamente pequeño. 


El presente proyecto de ley propone condiciones de re- 
financiamiento extremadamente favorables para las deu- 
das de los pequeños productores con el sistema financiero. 
En efecto, los que exploten superficies menores de 200 
Há. (índice CONEAT 100) y debieran menos de un equi. 
valente de 25 mil dólares al 30 de junio de 1983, tendrán 
la facilidad, sustentada en moneda nacional por las difi- 
cultades económicas que sufren, de pagarlo al contado, sin 
Ajustes ni intereses capitalizados. En el caso de que op- 
taran por el pago con facilidades, se contempla una refí- 
nanciación con intereses muy bajos y plazos largos. 


La estimación del costo de esta refinanciación ha de 
tomar en cuenta: 


a) El BROU ya está otorgando quitas del 50% a 
quienes se presenten a liquidar su deuda, en reconocimien. 
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to tácito de las dificultades de pago. Lo que significa que 
ya se están dando a pérdida la mitad de los 17 millones 
de dólares que adeudan los productores de menos de 200 
Há. (índice CONEAT 100). 


b) La pérdida que esta refinanciación implica para el 
BROU es, por tanto, menor que 8.5 millones de dólares, 
ya que habrá deudores de más de 25 mil dólares que no 
estarán comprendidos. Y porque se recuperará el monto 
adeudado al 30 de junio de 1983. 


El costo social que asume el BROU por compra de 
Bancos privados, al aplicar la refinanciación dentro de su 
órbita será del orden de 2 ó 3 millones de dólares. 


El costo de la presente refinanciación para la Banca 
Privada será de pequeña magnitud. En primer lugar, por- 
que una parte sustantiva (quizás la mitad) de las deudas 
de los pequeños productores agropecuarios se encuentran 
ya en la órbita del BROU por concepto de absorción del 
Banco Comercial, Pan de Azúcar y de Italia. En 29 térmi- 
no, porque ya se están otorgando quitas de 50 %. Y en 3er. 
lugar, porque una parte del monto no estará comprendi- 
do en la refinanciación obligatoria, debido al tope del 
equivalente de 25 mil dólares de deuda por productor al 
30 de junio de 1983. A grosso modo, el costo adicional de 
la refinanciación para la Banca Privada no habrá de su- 
perar los 2 millones de dólares y es probablemente infe- 
rior a] millón de dólares. 


La deuda de los colonos con INC por concepto de ren- 
tas impagas se origina en los mismos problemas económi. 
cos de la pequeña producción agropecuatia que arriba se 
señalaron. Y es la causa del fracaso de la refinanciación 
resuelta por la mayoría del Directorio, con voto contrario 
del Dr. Rossi. En efecto, de 682 deudores de rentas, sólo 
139 han podido cumplir con el pago de las rentas de 
1985 y 1986, establecido como condición previa por dicha 
refinanciación. Y ni siquiera es posible sostener que esta 
quinta parte de colonos arrendatarios deudores pueda 
cumplir con los términos de dicha refinanciación, que no 
contempla sus condiciones económicas críticas, 


No es posible colocar a los colonos en condiciones más 
difíciles que las de otros pequeños productores propieta- 
rios de su parcela, y que por tanto no pagan rentas. 


El presente proyecto ofrece una solución que permite 
a los colonos estabilizar su situación económica para re- 
gularizar así las rentas futuras, mediante una fórmula de 
refinanciación muy favorable, de 5 cuotas anuales sin in- 
tereses. 


Además, para no desproteger al INC de su única 
fuente de recursos el BROU compra la deuda refinancia- 
da ai INC, poniendo de inmediato a su disposición el mon. 
to, (estimable en 600 mil dólares) a ser utilizado en cré- 
dito promocional y programa operativo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — El Instituto Nacional de Colonización 
refinanciará las deudas que mantengan los colonos arren. 
datarios —que realicen personalmente la explotación de la 
unidad productiva adjudicada— por concepto de arrenda- 
mientos impagos al 31/12/85. Quedarán comprendidos 
asimismo. en esta refinanciación, las cuotas adeudadas 
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por los colonos promitentes compradores que exploten en 
la misma forma la unidad que ocupen. 


Art. 22 — A los efectos de la refinanciación, el Capi. 
tal adeudado devengará un interés del 4% mensual no 
capitalizable hasta la fecha de promoción de esta ley. Los 
colonos comprendidos en el Art. 19 podrán abonar su deu- 
da reliquidada de conformidad con el inciso precedente, 
en cinco cuotas anuales equivalentes al 5%, 10%, 15%, 
30 % y 40% del total rerinanciado, sin intereses adiciona- 
les ni reajustes. 


Art. 32 — El Banco de la República Oriental del Uru- 
guay vertirá al Instituto Nacional de Colonización el mon. 
to calculado en el Art. 19 debiendo el INC utilizar como 
mínimo el 50% para creditos promocionales a los colo- 
nos y el resto para cubrir eventuales déficit del presupues. 
to operativo. 


Art, 49 -— El Instituto Nacional de Colonización can” 
celará la operación con el B.R.O.U. procediendo a devol. 
ver anualmente los montos cobrados a los colonos por el 
procedimiento establecido en el Art. 20. 


Art. 52 —. Se faculta al B.R.O.U. a redescontar el 
monto refinanciado con el Banco Central del Uruguay en 
los mismos términos. 


Art. 6% — Comuníquese, etc. 
Montevideo, 25 de junio de 1987. 


A. Francisco Rodriguez Camusso, Reinaldo Gargano, 
Luis A. Senatere, Enrique Martinez Moreno, Walter 
Olazábal, Hugo Batalla, Senadores.” 


14) PREVENCION Y DEFENSA 
CONTRA SINIESTROS 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Continúa la discusión parti- 
cular del proyecto de ley sobre Prevención y Defensa con- 
tra Siniestros, 


Léase el artículo 12. 

(Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Respecto de este artículo, 
tendría dos objeciones que formular: una de observación 
y otra de fondo. 


En primer lugar, cuando aquí se habla de auxilios y 
otras prestaciones, me parece que se utiliza una forma 
un tanto barroca para expresar algo que no es tan com. 
plejo, pues seguimos hablando de servicios que se prestan. 
Creo que una exigencia de redacción ha obligado, a efec- 
tos de evitar expresiones repetitivas, que se busquen pala. 
bras que no son precisamente sinónimos. Desde ese pun- 
to de vista, propondría la siguiente redacción del pará. 
grafo 1%: “La Dirección Nacional de Bomberos podrá co- 
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brar en concepto de retribución jos servicios no compren- 
didas en el artículo anterior”. 


En segundo término, desearía saber -—estoy seguro 
que esto ha sido analizado— a quién compete la fijación 
del monto de la tarifa o tasa que se cobra por estos ser- 
vicios, ya que por el artículo 9% numeral 29, se establece 
—a mi juicio, correctamente— que en estos casos la fija” 
ción correspondiente la hace el Poder Ejecutivo. 


Aquí rige la misma norma y habría que decir lo Mis- 
mo, ¿o se entiende que es la Dirección General de Bom. 
beros la que fija la tarifa? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA, — Obviamente, la fijación de 
la tarifa la tiene que realizar el Poder Ejecutivo. El ser- 
vicio de bomberos es una dependencia del Ministerio del 
Interior. 


En cuanto a la otra redacción que propone el señor 
senador Ricaidoni en el sentido de suprimir la expresión: 
“auxilios y otras prestaciones” creo que si hacemos esto 
estamos cercenando determinadas actividades que pueden 
realizar los bomberos. Como dije en una oportunidad an- 
terior, no soy técnico en la materia —como creo que no 
lo es nadie aquí en el Senado— y de repente estamos limi- 
tando, repito, actividades que pueden ser de competencia 
de los bomberos. Desde el punto de vista técnico de la 
policía del fuego, puede ser una cosa el servicio de bom- 
beros propiamente dicho, y otra, la prestación de auxilios, 
que no sean especificamente de los bomberos. La gama de 
servicios, evidentemente, puede ser muy vasta; es un es. 
pectro muy amplio y creo que no ayudamos a la buena 
inteligencia de la ley si restringimos el alcance del ar- 
tículo. 


No estoy seguro que la solución que sugiere el señor 
senador Ricaldoni sea la mejor; pero en la duda me in- 
clino a dejar el texto tal como viene propuesto, porque 
tiene origen en el Ministerio del Interior y, fundamental- 
mente, en el propio servicio competente, que es el Cuerpo 
de Bomberos. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Lo que establecí en cuanto a 
la redacción, cuenta, incluso, con el apoyo de los incisos 
segundo y tercero. Cuando el inciso segundo se refiere a 
cuales son esos servicios especiales —y ahí no habla de 
“auxilios y otras prestaciones” sino que está englobando 
en el concepto “servicios” todo lo anterior— tiene una 
enumeración que no la voy a leer, donde todo es “servi. 
cio”, porque rescatar un perrito, desagotar un pozo negro, 
o cualquiera de las hipótesis no muy rebuscadas que aquí 
figuran son todos servicios, 


Quizás el señor senador Fá Robaina no prestó aten- 
ción a la redacción que propongo. La voy a hacer más 
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clara al decir: “La Dirección General de Bomberos podrá 
cobrar los servicios no comprendidos en el artículo ante- 
rior”; luego vendría lo demás. 


La segunda observación que formulé, que tiene que 
ver con quien determina el monto de las tarifas cobradas 
por esos servicios, el señor senador me dijo que es el Po- 
der Ejecutivo. Esto no lo expresa el artículo y si esa es la 
inteligencia del mismo, habría que hacerlo constar. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: me inclino a 
apoyar la posición del señor senador Fá Robaina porque 
la palabra “servicios” puede no ser comprensiva de todo 
lo que hagan los bomberos. Por ejemplo, pueden prestar 
materiales, una escalera o algún instrumento y no eje- 
cutar ningún servicio. Entonces, no estaría comprendido. 
En todo caso habría que suprimir la palabra “auxilios” y 
dejar “otras prestaciones”, porque puede haber cosas que 
no sean servicios. 


En cuanto a que el inciso tercero tiene una enume- 
ración taxativa, no lo considero asi, porque expresa: “los 
siguientes O sus similares'”?. De manera que cabe no sólo 
lo que aquí se menciona sino otras cosas. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: adelanto mi 
voto contrario a este artículo, porque entendemos que no 
se trata de un problema de redacción, por la forma en 
que están encadenados los articulos. El Poder Ejecutivo 
va a reglamentar servicios de la competencia de la Di. 
rección General de Bomberos; no sabemos qué extensión 
va a tener esa reglamentación, pero queda muy claro que 
todo lo que no esté incluido en la reglamentación del 
Poder Ejecutivo va a ser, de alguna manera, tarifado, En 
ese cobro de servicios que se va a hacer, creo que se está 
rompiendo con una larga tradición de lo que representan 
los bomberos en nuestra sociedad, que por cierto es muy 
apreciado, no sólo aquí en Montevideo. Los bomberos cum- 
plen servicios realmente insustituibles, que no son los fun. 
damentales como el apagar incendios, luchar contra el 
fuego o graves siniestros, sino que en todas las ciudades 
del interior realizan importantísimos servicios. Es tradi- 
cional que esos servicios sean gratuitos, señor Presidente, 
y con este artículo estamos cambiando la filosofía de su 
actuación. 


Más allá de que determinados servicios se puedan o 
no cumplir, es tradición en el país que los que puedan 
prestar los bomberos, los han realizado en forma total. 
mente gratuita. 


Por lo tanto, quedando solamente librado a una re- 
glamentación lo que se va ta cobrar o ya; a ser gratuito, 
de aquí en adelante entiendo que habrá un cambio cua. 
litativo en lo que ellos representan frente a la sociedad, 
y por esas razones, adelanto mi voto contrario, 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 12, 
en primer lugar, tal como viene de la Comisión. 


(Se vota:) 

—13 en 22. Afirmatiya, 

Léase el artículo 13. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—22 en 22. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 14. 

(Se Jee) 

—En consideración. 

SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: en la última 
línea, después de la palabra “persona”, se ha omitido una 
coma. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: en el inciso 1% 
tendría que decir: “y responsabilidad del Director Gene- 
ral de Bomberos o de quien lo represente”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 14 con las dos correcciones 
gramaticales formuladas. 

(Se yota:) 

—22 en 22. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 15. 

(Se lee) 

--—En consideración. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — En realidad, aquí no faltan las 
comas, sino que están mal situadas. Deberían colocarse 
de la siguiente manera: “Toda persona está obligada a 
permitir, a cualquier hora del día o de la noche, el acceso 
y el tránsito de los efectivos del servicio de Bomberos a 
las propiedades que ocupe a cualquier título, cuando ello 
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sea requerido para el cumplimiento de operaciones de 
combate del fuego o de auxilio en siniestros”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 
15, ccn la modificación gramatical propuesta por el señor 
senador Aguirre. 


(Se vota:) 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 16. 

(Se lee) 

—En consideración. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿A qué se refiere cuando dice: 
“...conforme a las normas vigentes”? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Se refiere al derecho común. 


SEÑOR ORTIZ. — Si el servicio de Bomberos requi- 
riera un automóvil de propiedad del señor senador Fá Ro. 
baina —en el caso hipotético— y el mismo queda dete- 
riorado, incendiado o roto, él deberia iniciar un trámite 
de juicio ordinario por indemnización. ¿A esto se alude 
cuando se dice “conforme a las normas vigentes”? 


Pienso que para un caso así debería establecerse un 
procedimiento más expeditivo, porque si una persona pres- 
ta obligatoriamente —de acuerdo a este artículo— bienes 
de su propiedad y se los rompen, deterioran o destruyen, 
no parece lógico que deba afrontar todas las contingen- 
cias de una reclamación judicial. 


SEÑOR FA ROBAINA. — ¿Me permite una interrup. 
ción? 


SEÑOR ORTIZ. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Si se da la hipótesis que se- 
ñala el señor senador Ortiz, no sería menester iniciar un 
juicio contra la Dirección Nacional de Bomberos o contra 
el Ministerio del Interior para que resarza un daño oca- 
sionado a una propiedad privada, a causa del accionar del 
Cuerpo de Bomberos, Se supone que la persona será in- 
demnizada. Naturalmente, podrá haber un intercambio de 
opiniones a los efectos de establecer el monto de la in- 
demnización. O se establece “conforme a las normas yvl- 
gentes” cuando se desea hacer referencia al derecho co- 
mún, o simplemente se establece que se indemnizará al 
propietario. De lo contrario, tal como insinuaba el señor 
senador, habría que indicar un procedimiento especial, y 
para establecerlo debemos tener en cuenta que las hipo- 
tesis son muchas, y no solamente la del automóvil. Bien 
puede tratarse de una construcción, de un edificio cuya 
pared podría resultar dañada. En consecuencia, o se esta. 
blece simplemente que se indemnizará al propietario o 
“conforme a las normas vigentes”, es decir, al derecho co- 
mún. " 
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No sé cuál puede ser el procedimiento más viable. 
Reitero que, de lo contrario, sería necesario enumerar unz 
serie de situaciones y la misma quedaría siempre incom- 
pleta, porque la realidad es más fértil de lo que puede 
preverse en materia de normas jurídicas. Seguramente 
ocurrirá que en la práctica se den situaciones no previs” 
tas en la ley, generándose de ese modo un vacío legal. 


Quizá la mejor solución sea no establecer nada al res- 
pecto, o hacerlo en forma genérica, refiriéndose al dere- 
eho común, ya que de esta manera no será menester un 
juicio para reclamar la indemnización a los Pomberos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor se- 
nador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: me declaro sa” 
tisfecho con ia explicación brindada y tengo la esperan. 
ze, de que al señor senador Fá Robaina no le suceda esto. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE, — Creo que la redacción es correc- 
ta, pero de todos modos, conociendo la lentitud y la arbi- 
trariedad de la Administración -——aclaro que no me Te- 
fiero a ésta, sino a todas las administraciones, sean del 
gobierno que sean, cualquiera sea su color político y de 
cualquier país del mundo— me parece que en este caso 
se justifica plenamente el escepticismo del señor senador 
Ortiz —que es casi una arista de su personalidad— y tam. 
bién la ironia de que ha hecho objeto al señor senador 
Fá Robaina. Nadie quisiera estar en la hipótesis que plan- 
tea este artículo y tener luego que reclamar la indemni- 
zación correspondiente, arguyendo que lo hace en virtud 
del artículo 16 de esta ley, conforme a las normas vi- 
gentes. 


Como esto puede terminar en un procedimiento kaf. 
kiano, creo que no estaría mal, para disipar toda duda 
en cuanto a que la indemnización no debe resultar de un 
procedimiento judicial, que por lo menos se establezca que 
se indemnizará directamente al propietario, conforme a 
las normas vigentes o a las normas del derecho común. 
Si bien la palabra “directamente” no va a movilizar mu- 
cho a la Administración, creo que dejará bien en claro 
que aquí no se trata de recurrir a la Justicia, sino que 
la Administración, por sí y directamente, tiene que pagar 
lo que corresponde. 


SEÑOR. MARTINEZ MORENO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Señor Presidente: 
parecería que los señores senadores han tratado de ori- 
llar —sin tocarlo— el tema más importante de este ar- 
tículo 16, Me refiero a la movilización de los bienes y de 
las personas, precisados por un jerarca en un lugar de- 
terminado del país. Es decir que puede movilizar personas 
destacándolas a lugares de sumo peligro y hacerlas cum- 
plir las obligaciones que él determine, o puede utilizar sus 
bienes, arriesgarlos e inclusive llegar hasta la pérdida de 
los mismos o de las personas. El artículo establece: “Los 
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jerarcas de los organismos públicos o privados, así como 
cualquier persona, están obligados a asistir con vehicu- 
los, máquinas y herramientas...” 


SEÑOR AGUIRRE. — No se trata de asistencia per- 
sonal, señor senador, sino de bienes que deben facilitarse 
al personal actuante en el siniestro. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — De cualquier mare- 
ra, creo que nos encontramos ante un caso de verdadero 
estado de necesidad que no es decretado por el Poder 
Ejecutivo de acuerdo a lo establecido por la Constitución 
de la República, sino por un jerarca en un determinado 
lugar del país, Sé perfectamente que, de acuerdo con el 
sentido común, eso está bien; no lo estoy criticando, pero 
creo que debemos evaluar la autorización que damos, a 
los electos de apreciar la responsabilidad que estamos ge- 
neraudo. 


SEÑOR POZZOLO. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR POZZOLO. — Señor Presidente: creo que la 
expresión “jerarcas” le da un sentido equívoco a este ar- 
tículo, y lo más conveniente sería suprimirlo, De él se 
pueden extraer dos conclusiones: que por el hecho de ser 
jerarca de un organismo público o privado puede obligar 
a la persona a responder hasta con sus bienes personales 
a un requerimiento de este orden —Cosa que seria redun- 
dante, puesto que después se aclara al hacer referencia 
a cualquier persona— pero el sentido equivoco puede ir, 
todavía, más allá del hecho de que un organismo público 
o privado sea requerido para auxiliar en caso de Un si- 
niestro porque, si no se ubica al jerarca, esa institución 
estaría imposibilitada de prestar servicios. 


En consecuencia, entiendo que deba suprimirse la ex- 
presión “jerarcas”, haciendo referencia solamente a los 
organismos públicos O privados, 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — No entiendo lo de 
organismos privados; en todo caso se trataría de personas 
privadas. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR ORTIZ. — No estoy de acuerdo con la suge- 
rencia del señor senador Pozzolo ya que, en realidad, to- 
des estamos cbligados a colaborar con log bomberos aun- 
que, en primer término, lo están los organismos públicos 
o privados. Tal como dice el señor senador, de no estar 
presente el jerarca, lo hará el organismo a través de cual- 
quiera de sus integrantes, o bien cualquier ciudadano, ya 
que es un deber de solidaridad social, En consecuencia, 
no advierto cómo el señor senador puede oponerse a esto. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Me avengo a la sugtrencia 
del señor senador Pozzolo en el sentido de que en vez de 
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poner “el jerarca” se ponga “el Organismo”. Nos encon- 
tramos frente a una situación muy clara; se trata de 
organismos públicos o privados, en casos —como bien se 
dice en el Mensaje del Poder Ejecutivo— que suelen ocu- 
rrir en verdaderos estados de necesidad, en donde, mu- 
chas veces, hay que sacrificar la libertad por la seguridad 
de terceros o de la sociedad. Aqui se requiere el apoyo 2 
fin de usar vehículos, máquinas y herramientas de un 
organismo público o privado, por lo que pienso que no 
hay que poner “el jerarca”. El organismo va a ser el res- 
ponsable a través de quien lo represente en ese momento. 
Por lo tanto, considero que la solución sugerida por el 
señor senador Pozzolo es aceptable. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Las modificaciones propues- 


tas son las siguientes: “...los Organismos públicos o pri- 
vados, asi como cualquier persona ...”; “...se indemniza- 
rá directamente...” y “...conforme con las normas vi- 
gentes...”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 
tículo 16 con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 

--18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 17. 

(Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: considero que 
luego de la palabra “bomberos” no corresponde poner una 
coma y sí antes de la palabra “cuando”, en la tercera 
línea. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el articulo con las 
modificaciones propuestas. 


(Se lee:) 


“ARTICULO 17. — Los servicios de Bomberos podrán 
requisar las reservas de agua y otros materiales exis” 
tentes en cualquier construcción o establecimiento. 
cuando resulten necesarios para la prevención y de- 
fensa contra siniestros. 


En tales casos, deberán restituirse dichos bienes 2 
su estado anterior o, si ello no fuere posible, se in- 
demnizará directamente al propietario conforme con 
las normas vigentes.” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 17 tal cual ha sido leído. 


fSe vota:) 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 18. 
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(Se lee) 
—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

--16 en 16, Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Léase el artículo 19. 

(Se lee) 


—En consideración. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Quisiera hacer una observa- 
ción acerca de la ordenación del texto, en base a lo que 
se ha venido votando y con los agregados propuestos en 
los artículos 16 y 17. Al final del primer parágrafo deb2- 
ría decir: “...El uso de energía eléctrica por parte de 
terceros será indemnizado directamente conforme con las 
normas vigentes, en la forma establecida en el parágrafo 
segundo del artículo 16”. 


Deseo realizar una segunda observación que puede 
ser fruto de mi desconocimiento de las características téc. 
nicas de esta temática. No entiendo cuál es la diferencia 
entre los cortes de energía eléctrica del primer parágrafo 
y los del segundo, Me parece que para cualquier lector 
poco interiorizado en estos temas es bastante difícil de- 
sentrañar cuál es esa diferencia y por qué en el primer 
caso se dice cue los bomberos pueden realizar los cortes, 
y más adelante se dice que UTE no los hace. 


SEÑOR PRESIDENTE, -—- Se trata de la diferencia en- 
tre lo particular y lo general, señor senador, En el primer 
caso se trata de suministros de energía a una casa vecina 
al siniestro y el segundo se refiere a cortar la luz a todo 
un barrio o a media ciudad. Los bomberos estarían fa- 
Cultados para actuar en el primer caso y no en el se- 
gundo. ; 


Me parece que eso es lo que surge de la lectura. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CRTIZ. — Coincido con la interpretación del 
señor Presidente y, además, deseo referirme a otro aspecto 
del asunto. 


Quisiera saber qué quiere decir “el uso de energia 
eléctrica por cuenta de terceros”. Esta frase se refiere es- 
pecíficamente al caso de que los bomberos tengan, por 
ejemplo, que utilizar energía de mi casa, que se contabi. 
liza en mi contador. Sin embargo, no ereo que la expre- 
sión “por cuenta de terceros” defina ese concepto, ya que 
significaría en representación de un tercero. Pienso que 
el señor senador Cersósimo debe saber bien a qué se re. 
fiere. Cuando utilizan la energía de mi casa, no lo hacen 
en mi representación, sino todo lo contrario. 
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SEÑOR PRESIDENTE, — Podría ponerse: “el uso de 
energía eléctrica por cuenta ajena”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — En este artículo dice: “... cor- 
tes indispensables de suministro eléctrico y para instalar 
elementos de ¡luminación conectados a las líneas púbiicas 
de trasmisión eléctrica o a instalaciones privadas...”. 


Entonces y para seguir con la misma orientación de 
los artículos anteriores, al final del parágrafo habría que 
decir: “El uso de energía eléctrica de carácter privado, 
será indemnizado directamente”. No se necesita poner la 
expresión “por cuenta de terceros”, ya que de la Otra ma- 
nera se engloba la totalidad de las instalaciones de Ca- 
rácter privado. 


Veo que el señor senador Ortiz esta vez asiente con 
la cabeza. Pediría que lo dijera en “alta voz y con clara 
dicción”, como en los testamentos. 


SEÑOR ORTIZ. — No soy miembro informante señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO, — Perdone pero como usted ha 
intervenido tanto, pensé'que también lo era, junto con el 
señor senador Fá Robaina. 


SEÑOR ZUMARAN. — La referencia a los testamentos 
me parece un poco fuera de tono. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lo que sucede es que deseo 
dejarle todos mis bienes al señor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — No tengo dudas al respecto y digo 
que será dinero bien gastado. 


SEÑOR RICALDONI. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido disculpas por insistir so- 
bre el tema, pero el señor Presidente señalaba que el in- 
cisp 19 establece el principio general y el segundo, la ex- 
cepción. 


SEÑOR ORTIZ. — Debo decir al señor senador que 
es exactamente al revés. 


SEÑOR RICALDONI. — Entonces, me vi dispuesto a 
interpretarlo cn el sentido de que el inciso segundo se 
refiere, como decia el señor senador Ortiz, a que si toman 
energía eléctrica de mi contador, eso se me debería in- 
demnizar, Pero luego yuelvo a leer el inciso primero y 
observo que se habla de lineas públicas y de instalaciones 
privadas y creo que estas últimas se refieren a una casa 
de familia. 


Me parece que algo está de más: el inciso segundo 
o la referencia que se hace en el primero. Sigo pensando 
que hay algo que no coincide con lo que se quiere decir; 
la redacción es más elocuente que el texto del artículo. 
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SEÑOR ORTIZ. -— Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — El inciso primero se refiere a que 
cuando hay un incendio en una casa, los bomberos pue- 
den cortar la energía eléctrica de esa casa y de las linde- 
ras. Se trata de una operación de urgencia que realizan 
directamente los bomberos. Pero también puede ocurrir 
que para utilizar sus máquinas y motores tengan necesi. 
dad de utilizar energía eléctrica de la que no disponen y, 
en ese caso la toman de una casa cualquiera; luego de- 
berán abonar la suma pertinente al propietario de la mis. 
ma. Como dicen los economistas, esta sería una interven- 
ción coyuntural. 


El inciso segundo, en cambio, se refiere a incendios 
de mayor proporción, en los que puede resultar necesario 
aislar eléctricamente toda la zona; eso debe hacerse en 
la sub.estación de servicio y por parte de la UTE. 


Creo que se trata de lo que expresé hace un momen- 
to: el inciso segundo se refiere a una actitud de carácter 
general, amplia en el área geográfica y, el inciso primero 
a un corte particular en dos o tres casas, la incendiada 
y las de al lado. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI, — Para emplear la terminologia 
económica, diría que en el inciso primero se establece el 
micro sistema y en el segundo el macro sistema. 


Preguntaría si existe algún inconveniente en que se 
estableciera en el inciso primero “Aquellos cortes indivi. 
duales indispensables”, 


SEÑOR CRTIZ. — Creo que no hay inconveniente, 
pero Jos cortes no son individuales sino unitarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo a lo que se ha 
dicho, la redacción del inciso primero del proyecto sería. 
la siguiente: “Los electivos de Bomberos están habilitados 
para efectuar aquellos cortes indispensables de suminis- 
tro eléctrico y para instalar elementos de iluminación co. 
nectados a las lineas públicas de trasmisión eléctrica o a 
instalaciones privadas, que sean necesarias para la eje- 
cución de las operaciones. El uso de energía eléctrica de 
instalaciones privadas será indemnizada directamente”. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. -— Debo decir que con este tex- 
to ei artículo queda más claro, 


La interpretación dada por el señor senador Ortiz lo 
convierte en un experto. Ya no podemos decir que sea un 
bombero voluntario, pues ha hablado sobre el tema como 
un bombero profesional. Creo que la interpretación que 
él dio es la correcta. 
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Evidentemente en el inciso primero se hace alusión 
al corte de energía eléctrica en los casos que mencionaba 
el señor senador y lo que se establece en el inciso segun- 
do es para aquellos casos en que se trata de aislar una 
zona. En estos casos, el Cuerpo de Bomberos no puede ir 
a la sub.estación a realizar el corte, por lo que debe dar 
intervención al servicio competente, que es la UTE. 


Repito que me parece que el texto queda claro con la 
corrección que se le ha hecho. 


Sugiero que se ponga el artículo a votación. 


SEÑOR RICALDONI. — Me parece que en vez del vo- 
cablo “necesarias” debería establecerse el término “nece- 
sarios”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Lo que sugiere el señor se- 
nador es correcto. 


Se va a votar el artículo 19 con las modificaciones 
antes enunciadas. 


(Se vota:) 

-—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 20. 

(Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Adelanto que acompañaré este 
artículo, que cierra el Capitulo referente a operaciones en 
caso de siniestro. Pero en virtud de que se le da al Cuerpo 
de Bomberos la responsabilidad de indemnizar directa. 
mente, quiero aprovechar la oportunidad, por lo menos 
para dejar constancia en la versión taquigráfica, que e 
mi juicio esta norma no impide que el interesado, el par- 
ticular cuyos bienes hayan sido afectados, esté obligado 
a aceptar la tasación que fija el Cuerpo de Bomberos. Se 
trata de un procedimiento expeditivo, sin perjuicio de que, 
en la desconformidad, el interesado puede acudir al tri- 
bunal correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Se va a votar el artículo 20. 
(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 21. 
(Se lee) 
. -—En consideración. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 7 
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SEÑOR RICALDONI. — Deseo proponer una redac- 
ción sustitutiva, porque aquí se establece que será de 


“competencia de la Dirección Nacional de Bomberos el es- 


tablecer las posibles causas y Origenes del siniestro y re. 
dactado de esta forma me preocupa que pueda parecer 
que se trata de la única entidad calificada para pronun- 
ciarse sobre el tema, cuando en realidad es algo ajeno 
a su propia función especifica. 


Puede existir una controversia que se lleve ante la 
Justicia en relación a determinado aspecto vinculado con 
un siniestro y de acuerdo a la redacción dada a este ar- 
tículo podría entenderse que la última palabra en la ma- 
teria es la de la Dirección Nacional de Bomberos, Creo 
que la intención es que la mencionada Dirección siempre 
investigue por qué ocurrió el siniestro. Si esa es la inter- 
pretación correcta, propondría que el articulo establecie- 
ra: “Solucionado o extinguido un siniestro, la Dirección 
Nacional de Bomberos deberá establecer las posibles cau- 
sas y orígenes del mismo”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Creo que es correcto lo que 
indica el señor senador Ricaldoni, pero debemos tener en 
Cuenta alguna limitación en la redacción que hay que de. 
jar establecida, en la discusión, por lo menos, porque en 
el supuesto, por ejemplo, de que ocurriera un siniestro en 
un campo y se extinguiera a través de la intervención 
de vecinos o del propio ocupante del bien, parecería que 
también fuera obligatorio que la Dirección Nacional de 
Bomberos investigara qué pasó en ese lugar y cuáles fue. 
ron las causas u orígenes posibles. Considero que no debe 
investigar todos los siniestros. 


Tampoco será procedente lo que establece el articulo, 
donde dice: “Solucionado o extinguido un siniestro por la 
Dirección Nacional de Bomberos”, porque parece que el 
pensamiento del redactor está dirigido a un principio de 
“urbanicismo”, es decir, de aplicación casi exclusiva, para 
las ciudades, villas o pueblos, dejando de lado otros ám- 
bitos o áreas. 


Aunque la Dirección Nacional de Bomberos no inter- 
venga toda vez que de ese siniestro derive algún elemen- 
to que implique establecer alguna duda en relación con 
el origen o la causa del mismo, la competencia seria ex. 
clusiva para ese Organismo, en cuanto a fijarla, estable- 
cerla o determinarla. Lo que sí creo, es que es un poco 
lato o demasiado amplio, que en todos los siniestros que 
ocurran en el pais, la competencia de establecer las cau- 
sas y Orígenes de los mismos corresponda preceptivamen- 
te a la Dirección Nacional de Bomberos, debería de inter. 
venir —de acuerdo con la redacción que sugiere el señor 
senador Ricaldoni— de oficio. Creo que ese no es el cri- 
terio que exhibe la norma que estamos considerando. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR FA ROBAINA. -—- La norma hace referencia 
a una situación muy concreta. Cuando en la extinción o 
la solución de un siniestro interviene la Dirección Naclo- 
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nal de Bomberos, es de su competencia establecer las po- 
siíbles causas que lo originaron. 


El artículo original N? 24, decía lo mismo pero con Una 
redacción más extensa. Allí se decía: “En toda acción 
posterior a la solución o extinción de un siniestro donde 
intervenga la Dirección Nacional de Bomberos, será de 
su competencia el análisis investigativo y pericial para 
establecer las posibles causas y orígenes del mismo”. 


Con el señor senador Aguirre, entendimos que dándo- 
le la redacción propuesta, deciamos lo mismo. Esto que 
dice la norma —voy concretamente a la preocupación que 
señalaba el señor senador Ricaldoni— no impide que en 
la eventualidad de un cuestionamiento judicial por la cau- 
sa que determinó un siniestro pueda, en la etapa de la 
prueba correspondiente, solicitarse una pericia ajena al 
Cuerpo de Bomberos, de otro tipo de técnicos, como por 
ejemplo, arquitectos o ingenieros, según el siniestro de 
que se trate. Lo mismo podría ser la intervención de un 
calculista de resistencia de materiales. Cuando hablamos 
de siniestros, no siempre nos referimos a incendios, Tam- 
kién podemos referirnos a un derrumbe. 


Entonces, si se está discutiendo la determinación de 
la responsabilidad emergente del siniestro, además de la 
competencia de los bomberos y del peritaje que podrán 
haber hecho por su intervención en el caso, la parte que 
está litigando podrá solicitar otro tipo de pruebas. 


Creo que la inteligencia del texto es clara en cuanto, 
en definitiva, establece la competencia del Cuerpo de 
Bomberos para determinar, desde el punto de vista peri- 
cial y técnico, cuál fue la causa o el origen del siniestro, 
cuando ellos han intervenido, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si los señores senadores me 
lo permiten, quiero manifestar que la intervención del se. 
ñor senador Ricaldoni estaba dirigida a borrar exclusi- 
vamente la palabra “competencia”. La salvedad que ha- 
cía el señor senador Cersósimo, era la de que no fuera 
cualquier siniestro, por ejemplo, uno acaecido en el me- 
dio del campo. 

Entonces, conciliando las dos posiciones, debería de. 
cir: “Solucionado o extinguido un siniestro por la Direc- 
ción Nacional de Bomberos, ésta deberá establecer las po- 
sibles causas y orígenes del mismo”, con lo cual quedarian 
los dos aspectos contemplados. De modo que se refiere só- 
lo a los incendios en que ha participado la Dirección Na. 
cional de Bomberos. Eliminamos la palabra “competencia” 
para que no quede ninguna duda, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 
tículo 21 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 

—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 22. 

(Se lee) 

—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

—17 en 18. Afirmativa, 

Léase el artículo 23. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se yota:) 

—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El artículo 24 es de orden. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicara 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto aprobado: ) 
“CAPITULO I 
Jurisdicción 


Artículo 1% — Compete al Poder Ejecutivo, por inter- 
medio de la Dirección Nacional de Bomberos dependlen- 
te del Ministerio del Interior, la función de policía del 
fuego en sus fases preventiva y ejecutiva, así como todo lo 
relativo a la prevención y combate de fuegos y siniestros, 
que aparejen peligro inmediato para la vida humana o los 
bienes. 


A tales efectos, tendrá jurisdicción en todo el terri. 
torio nacional. 


CAPITULO II 
Normas de Prevención contra Siniestros 


Artículo 22 — El Poder Ejecutivo, dictará los regia. 
mentos, de policía del fuego, estableciendo lag medidas y 
dispositivos de prevención de carácter permanente o cir- 
cunstancial, y los casos de su aplicación; así como 1as 
multas que correspondan por la contravención a sus dis- 
posiciones, las que se graduarán, de acuerdo a su grave- 
dad, entre un mínimo equivalente a diez Unidades Rea. 
justables y un máximo equivalente a doscientas Unidades 
Reajustables. 


Art. 32 —- Compete al Ministerio del Interior por ím- 
termedio de la Dirección Nacional de Bomberos el estudio, 
disposición, supervisión y certificación de todas las me- 
didas y dispositivos concretos de prevención y defensa 
contra siniestros y de seguridad, destinadas a evitar el 
surgimiento O la propagación de incendios o el agrava- 
miento de las consecuencias de otros siniestros, 


Art. 4% — Ninguna construcción, salvo las destinadas 
a vivienda de un núcleo famiiiar, podrá ser habilitada 
para su uso sin la previa autorización de la Dirección Na- 
cional de Bomberos, de acuerdo con la reglamentación. 


Art. 52 — Todo aparato, dispositivo o material desti- 
nado a la prevención y combate de incendios que se fa- 
brigue o venda en el país, deberá ser técnicamente apro- 
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bado y autorizado en su diseño por la Dirección Nacional 
de Bomberos, a la cual compete asimismo la verificación 
del cumplimiento de las normas de fabricación y reposi- 
ción, aplicables a los mismos de acuerdo con la regla- 
mentación aprobada. 


Art. 69 -- El Ministerio del Interior, previo informe 
de la Dirección Nacional de Bomberos, podrá disponer 
preventivamente la clausura temporaria de cualquier €s- 
tablecimiento cuando en él exista peligro de siniestro 0 
riesgo inmediato para la vida humana o los bienes. 


Podrá, asimismo, disponer preventivamente la suspen- 
sión temporaria de la fabricación y comercialización de 
artículos, aparatos, dispositivos o materiales que, confor. 
me con las pericias o ensayos practicados, se consideren 
peligrosos por su potencial capacidad de producir, o pro- 
pagar, incendios u otros siniestros, así como de aquellos 
destinados al combate del fuego, que no llenen los requi- 
sitos de diseño o reposición previamente aprobados, pro- 
cediendo er, este último caso a su requisa. 


Las medidas establecidas en los incisos precedentes se 
mantendrán durante el tiempo estrictamente necesario 
para subsanar los riesgos que las motivaron. 


Art. 7% — Es obligatorio en todo establecimiento co. 
mercial o industrial, mantener permanentemente instrui- 
do en el manejo y utilización de los elementos de defensa 
contra siniestros a, un número adecuado de su personal, 
de acuerdo con la reglamentación, la que tendrá en cuen- 
ta la importancia de los medios y de los riesgos. 


Art. 8% — Los propietarios, arrendatarios, administra- 
dores, ocupantes a eualquier título O encargados de cons. 
trucciones o áreas a las cuales concurran funcionarios de 
la Dirección Nacional de Bomberos con fines inspectivos, 
con excepción de las destinadas a casa-habitación que 
constituyan un hogar (artículo 11 de la Constitución), es- 
tán obligados a iranquearles el acceso previa identifica- 
ción. 


Art. 9% — La Dirección Nacional de Bomberos podrá 
contratar con los usuarios los servicios de prevención que 
éstos requieran de la misma. 


En estos casos, la Dirección Nacional de Bomberos 
prescribirá la extensión del servicio, la dimensión y je- 
rarquía de las dotaciones y sus costos respectivos, fijados 
por el Poder Ejecutivo, 


El Director Nacional de Bomberos podrá disponer, ba- 
jo su responsabilidad, la mutua colaboración entre dichos 
servicios y las demás Unidades de su dependencia, cuan. 
do así sea requerido por las circunstancias. 


CAPITULO III 
Operaciones en caso de Siniestros 
Art. 10, — La intervención de los servicios de la Di- 
rección Nacional de Bomberos podrá efectuarse de Oficio 
o a solicitud de cualquier interesado, o por pedido de au- 


toridad pública. 


"Toda persona que perciba signos de incendio o de 
otros siniestros deberá adoptar las providencias razona- 
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bies y dar cuenta en forma inmediata a la sede más pró- 
xima del servicio de Bomberos. 


Del mismo modo el propietario, asi como el ocupante 
a cualquier título de un predio, deberá dar parte a los 
servicios de Bomberos de cualquier principio de incendio 
que.en el mismo ocurra, incluso si hubiera sido extinguido 
antes del aviso. 

: 

Art. 11. — Los servicios de competencia de la Direc- 
ción Nacional de Bomberos son gratuitos, excepto en la 
situación prevista en el articulo 99, 


Se consideran servicios de competencia de la Direc- 
ción Nacional de Bomberos, las operaciones relativas .a 
los siniestros o accidentes que. determine la reglamenta, 
ción de la presente ley. 


Art, 12. -— La Dirección Nacional de Bomberos podra 
cobrar en concepto de retribución del servicio, los auxi- 
lios y otras prestaciones no comprendidos en el articulo 
anterior, 


A estos efectos se consideran servicios especiales, no 
comprendidos en la competencia específica de la Dirección 
Nacional de Bomberos, los siguientes o sus similares: 


Servicio de prevención de incendios en barcos; auxi- 
lio de vehículos en situación de peligro no resultante de 
accidente en la vía pública; apertura de puertas de fin. 
cas a solicitud de sus ocupantes; rescate de animales; de- 
sagotes en general cuando no afecten o hagan peligrar en 
forma inmediata vidas o bienes; aprovisionamiento de 
agua a instituciones que no sean de asistencia médica, de 
seguridad pública o de interés público, 


Art. 13, — En los casos de presunta existencia de ar- 
tefactos explosivos, los servicios de la Dirección Nacional 
de Bomberos actuarán a fines de prevención y apoyo de 
las unidades especializadas en su ubicación y desactiva. 
ción. 


Art. 14. — Es de exclusiva atribución y responsabili- 
dad del Director Nacional de Bomberos, o de quien lo re- 
presente actuando como jefe de los servicios, el mando de 
todo el personal y la coordinación y supervisión de todos 
los traba;os que se ejecuten, 


En todo siniestro que motive la intervención de los 
servicios de Bomberos, se establecerá un “área de opera. 
ciones” dentro de la cual actuarán solamente los efecti- 
vos de Bomberos y los servicios anexos que se encuentren 
colaborando bajo el mando del jefe de las operaciones, 
quier. podrá disponer el retiro de toda otra persona, in- 
cluso mediante el uso de la fuerza pública. 


Art. 15. — Toda persona está obligada a permitir, a 
cualquier hora del día o de la noche el acceso y el trán- 
sito de los efectivos del servicio de Bomberos a las pro” 
picdades que ocupe a cualquier título, cuando ello sea re- 
querido para el cumplimiento de operaciones de combate 
del fuego o de auxilio en siniestros. 


Art. 16, — Los organismos públicos o privados, asi 
como cualquier persona, están obligados a asistir con 
vehiculos, máquinas y herramientas, a los servicios de 
Bomberos, cuando éstos lo requieran para actuar en si- 
niestros y en socorro a vidas humanas en peligro, o pa- 
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ra evitar el riesgo de propagación o combatir siniestros 
cuya magnitud supere las posibilidades de los medios de 
los servicios actuantes en el lugar. 


En tales casos, deberán restituirse dichos bienes en su 
estado anterior o, si ello no fuere posible, se indemni- 
zará directamente al propietario conforme con las nor- 
mas vigentes, 


Art. 17. — Los servicios de Bomberos podrán requisar 
las reservas de agua y otros materiales existentes en cual. 
quier construcción o establecimiento, cuando resulten ne” 
cesarios para la prevención y defensa contra siniestros. 


En tales casos, deberán restituirse dichos bienes a su 
estado anterior o, si ello no fuere posible, se indemnizará 
directamente al propietario conforme con las normas vi- 
gentes. 


Art, 18, -— Los Bomberos podrán utilizar tibrement> 
y sin limitaciones los hidrantes “comunes” y de “gran 
caudal” conectados a la red pública de cañerías de dis. 
tribución de agua cuando se trate de proveer agua a los 
vehículos y equipos destinados a atender operaciones 
comprendidas en el artículo 11. 


Art. 19. — Los efectivos de Bomberos están habilita. 
dos para efectuar aquellos cortes indispensables de su- 
ministro eléctrico y para instalar tlementos de ilumina- 
ción conectados a las líneas públicas de trasmisión eléc- 
trica o a instalaciones privadas, que sean necesarios para 
la ejecución de las operaciones. El uso de energía eléctri- 
ca de instalaciones privadas, será indemnizado directa- 
mente conforme con las normas vigentes. 


Corresponde exclusivamente a la Administración de 
“Usinas y Trasmisiones Eléctricas”, el corte de energía 
en la red de abastecimiento normal y toda otra opera- 
ción en las Estaciones y Sub Estaciones que atiendan el 
área de un siniestro en que intervengan los servicios de 
Bomberos. 


Art, 20. — Cuando los servicios de Bomberos proce- 
dan a la evacuación total O parcial, con prohibición de 
reingreso, de personas que habiten construcciones que ha- 
yan sufrido deterioros o derrumbes que representen un 
peligro potencial para su estabilidad y habitabilidad, pa- 
ra la seguridad de los bienes o la seguridad pública, lo 
pondrán de inmediato en conocimiento de la autoridad 
judicial, policial 'o municipal competente. La situación 
quedará en adelante bajo la responsabilidad exclusiva de 
dichas autoridades. 


CAPITULO IV 
Investigación posterior al Siniestro 
Artículo 21. — Solucicnado o extinguido un siniestro 
por la Dirección Nacional de Bomberos, ésta deberá esta- 
blecer las posibles causas y orígenes del mismo. 
CAPITULO V 
Grupos de Bomberos Auxiliares 
Artículo 22. — Autorízase a la Dirección Nacional de 


Bomberos a crear grupos de Bomberos Auxiliares con ciu- 
dadanos que deseen cooperar en planes de ayuda o acti. 
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vamente en el combate de los siniestros. La reglamenta- 
ción determinará los sistemas de selección, entrenamien. 
to y apoyo a otorgar a sus integrantes. 


CAPITULO VI 
Disposiciones Generales 


Artículo 23. -— El Poder Ejecutivo reglamentará la 
presente ley. 


Art. 24. — Comuníquese, etc.” 


15) INSTITUTO NACIONAL DEL LIBRO. 
Sistema de venta a crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Se pasa a considerar el se- 
gundo punto del orden del día: “Proyecto de ley por el 
que se establece un sistema de venta a crédito por parte 
del Instituto Nacional del Libro. (Carp. N* 517/86 - Rep. 
N9 80/87)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 517/86 
Rep. N? 80/87 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Educación y Cultura 
Ministerio de Trabajo 

y Seguridad Social 


Montevideo, 27 de mayo de 1986. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el proyecto 
de ley adjunto, por el que se establece un sistema de 
venta a crédito por parte del Instituto Nacional del Libro. 


Por el mismo se amplía el sistema creado por los ar- 
tículos 56 a 58 de la Ley N? 13.586, de 13 de febrero de 
1967, previsto exclusivamente para funcionarios públicos, 
extendiéndolo a los beneficiarios del sistema de previsión 
social y a los trabajadores de la actividad privada. 


A través de este proyecto se busca facilitar, a vastos 
sectores de la población, el acceso a valiosos materiales 
culturales y de consulta, en régimen de facilidades. De 
esta forma se contribuirá a promover el libro y a incen- 
tivar el gusto por la lectura. 


En cuanto a la forma, el Poder Ejecutivo entiende 
adecuado concentrar en una sola norma las disposicio- 
nes de la Ley N? 13.586 y las ampliaciones propuestas, a 
fin de facilitar su aplicación. 


Saludamos al Señor Presidente muy atentamente, 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la Repú- 
blica. Adela Reta, Hugo Fernández Faingold. 


Artículo 19 — El Instituto Nacional del Libro podrá 
realizar convenios con empresas o instituciones públicas 
O privadas y con los organismos de previsión social, con 
la finalidad de facilitar a los funcionarios, empleados O 
beneficiarios de éstos, la adquisición de las obras que 
dispone para la venta, 


Art. 29 -—- En dichos convenios se establecerá la obii- 
gación del empleador o del servidor de la prestación, de 
retener hasta el 15% (quince por ciento) del total men- 
sual del sueldo, jornal, dieta, pensión o jubilación del de- 
pendiente o beneficiario que adquiera libros a través de 
este sistema. El empleador o el servidor de la prestación 
quedará solidariamente obligado al pago de las deudas 
que por ese motivo contraigan sus dependientes o benefi- 
ciarios con el Instituto Nacional del Libro, sin perjuicio 
de las acciones que correspondan contre el deudor prin- 
cipal. 


Art. 32 — No será necesaria la realización del conve- 
nio para la venta a funcionarios dependientes de la Ad- 
ministración Central, Entes Autónomos, Servicios Descen- 
tralizados, Poder Legislativo y Poder Judicial, o a ju- 
bilados y pensionistag beneficiarios del Banco de Previ- 
sión Social. En este caso bastará la comunicación del 
Instituto Nacional del Libro al organismo correspondien- 
te, para que éste disponga la retención. 


Art. 42 -— El Instituto Naciona] del Libro tendrá ac- 
ción ejecutiva para el cobro de las respectivas retencio- 
nes o de las deudas que pudieran tener los compradores. 
La liquidación que al efecto presentare dicho Instituto 
será título ejecutivo. 


Art. 5% — El] Instituto Nacional del Libro denunciará 
ante el Tribunal de Cuentas de la República la falta de 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 32 de esta ley 
a efectos de que éste pueda negarse a intervenir los pre- 
supuestos mensuales de sueldos de los organismos incum- 
plidores. 


Art. 6% — Deróganse los artículos 56, 57 y 58 de la 
Ley N* 13.586, de 13 de febrero de 1967. 


Art. 72 — Comuniquese, etc. 


Adela Reta, Hugo Fernández Faingold. 


INFORME 
Ai Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura integrada, 
hace suyos los fundamentos expresados por el Poder Eje- 
cutivo al elevar el presente proyecto de ley, que da por 
reproducidos, y aconseja, por consiguiente, su aprobación. 


Considera, en síntesis, que es conveniente extender el 
sistema creado para los funcionarios públicos por los ar- 
tículos 56 a 58 de la Ley N* 13.586, a los trabajadores 
privados y a los pasivos. Si existe un sistema de venta 
a crédito por el Instituto Nacional del Libro y si, además, 
funciona bien, no tienen por qué ser los funcionarios pú- 
blicos sus únicos beneficiarios. 
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Por razones de técnica jurídica, vuestra Comisión ha 
introducido unas pocas modificaciones en el articulado 
original, que pasa brevemente a explicar, 


El Instituto del Libro fue creado por el artículo 49 
de la Ley N* 13.318, “como servicio dependiente” del eu. 
tonces Ministerio de Instrucción Pública y Previsión So- 
cial. Es decir, como órgano desconcentrado del actual Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, carente, por tanto, de 
personalidad jurídica y de la posibilidad de contratar por 
si, De allí que, en el articulo primero, se haya entendido 
que es el propio Ministeric, si bien por intermedio del 
Instituto del Libro, quien deberá celebrar los convenios 
que son el instrumento previsto para generalizar el sis. 
tema de venta a crédito. Se alude, con mayor precisión 
jurídica, a “personas (jurídicas) públicas y privadas” y 
a “instituciones”. Se suprime la referencia a los “or. 
ganismos de previsión social”, porque éstos son personas 
públicas. 


En el artículo segundo se elimina la preceptividad de 
la retención obligatoria a los beneficiarios del sistema, 
como contenido necesario de los convenios, que aparejaba, 
asimismo, la solidaridad del empleador o del organismo 
servidor de ia pasividad respecto del cumplimiento de la 
obligación principal. Se consideró que tales cbligaciones 
no se podían imponer sin su consentimiento a cuantos 
celebraren con el Ministerio este tipo de convenios,: sl 
bien su suscripción sería siempre facultativa por parte: de 
los mismos. 


En el artículo tercero se consideró que la aplicación 
automática del sistema, esto es per imposición legal y no 
por acuerdo de voluntades, no podía alcanzar al Poder 
Judicial, a los Entes Autónomos y a los Gobiernos De- 
partamentales —omitidos estos últimos por inadvertencia, 
en el texto original— por ser ello incompatible con su 
autonomía y con la separación de Poderes en el primer 
taso. A dicho Poder, pues, y a las nombradas personas 
estatales autónomas, se las faculta, en oración agregada 
a renglón seguido, a prescindir de la realización de los 
convenios, en cuyo caso se procederá como lo establece el 
último parágrafo de esta disposición. 


En los artículos cuarto y quinto se hace referencia 
al Ministerio de Educación y Cultura por las mismas ra- 
zones explicadas con relación al artículo primero. 


Por lo expuesto, vuestra Comisión aconseja al Senado 
la sanción del adjunto proyecto de ley. 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1? — El Ministerio de Educación y Cultura, 
por intermedio del Instituto Nacional del Libro, podrá 
realizar convenios con empresas o personas públicas O 
privadas, con la finalidad de facilitar a los funcionarios, 
empleados o beneficiarios de éstas, la adquisición de las 
cobras de que disponga para la venta. 


Art, 22 —- En dichos convenios podrá establecerse, la 
obligación dei empleador o del servidor de la prestación, 
de retener hasta el 10% (diez por ciento) del total men- 
sual del sueldo, jornal, dieta, pensión o jubilación de 
quien adquiera libros a través de este sistema. En tal Ca- 
so, el empleador o el servidor de la prestación, quedará 
solidariamente obligado al pago de las deudas que por ese 
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motivo contraigan los beneficiarios del crédito con el Ins- 
tituto Naciona! del Libro, sin perjuicio de las acciones que 
correspondan contra el deudor principal. 


Art. 3% — No será necesaria la realización del con- 
venio para la venta a funcionarios dependientes de la Ad- 
ministración Central, Servicios Descentralizados y Poder 
Legislativo. Facúltase al Poder Judicial, Entes Autónomos 
y Gubiernos Departamentales a prescindir de la realiza- 
ción de estos convenios para la venta a sus Funcionarios, 
jubilados y pensionistas. En el primer caso, bastará la 
comunicación del Instituto Naciona] del Libro -al organis- 
mo correspondiente, para que éste disponga la relención. 
En el segundo caso, previa solicitud del Instituto Nacional 
del Libro, el organismo de que se trate podrá disponer ia 
aplicación de este sistema de venta y autorizará las re- 
tenciones correspondientes, lo que deberá comunicar a sus 
funcionarios o titulares de jubilaciones o pensiones. 


Art. 4% — El Ministerio de Educación y Cultura por 
intermedio del Instituto Nacional del Libro tendrá acción 
ejecutiva para el cobro de las respectivas retenciones o 
de las deudas que pudieran tener los compradores. La li- 
quidación que al efecto presentare dicho Instituto será 
título ejecutivo. 


Art. 5% — El Ministerio de Educación y Cultura por 
intermedio del Instituto Nacional del Libro denunciará 
ante el Tribunal de Cuentas de la República el incumpli- 
miento de lo dispuesto eñ el artículo tercero de esta ley, 
a efectos de que éste pueda negarse a intervenir los pre- 
supuestos mensuales de sucidos de los organismos morosos. 


Art, 6? -— Deróganse los artículos 56, 57 y 58 de la 
Ley N* 13.586, de 13 de febrero de 1967. 


Art. 79% —. Comuníquese, etc. 

Sala de la Comisión, 24 de junio de 1987. 

Gonzalo Aguirre Ramírez, Miembro Informante, Juan 
Carlos Fa Robaina, Walter Olazábal, Juan Martín Po- 
sadas, Alfredo Traverseni, Ercilia Bomio de Brun, 
Guillermo Garcia Costa, Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase. 


SEÑOR FA ROBAINA, — Formulo moción para que 
se suprima la lectura en discusión general y particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se supri- 
me la lectura del proyecto en discusión general y par- 
ticular, 

(Se vota:) 

—18 en 19. Afirmatiya. 

En discusión general. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: creo que 
es innecesario extendernos en consideraciones sobre este 
proyecto de ley, pero en mi calidad de miembro informan- 
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te, quiero decir que la Comisión de Educación y Cultura 
del Senado ha entendido que los fundamentos expresados 
por el Poder Ejecutivo, al remitir este proyecto de ley, son 
enteramente compartibles. La Comisión se ha limitado a 
modificar el proyecto en aspectos no sustanciales y en 
algunos de los artículos, por meras razones de técnica 
jurídica. 

En definitiva, como se expresa en el informe —y por 
ello no voy a extenderme en el uso de la palabra, para 
ahorrarle tiempo al Senado— se trata, simplemente, de 
extender un sistema que ya existía en los artículos 56 
al 58 de la Ley N* 13.586, y en cuyo mérito se había 
creado un método para la adquisición, por parte de los 
funcionarios públicos, de libros comercializados por el las. 
titulo Nacional del Líbro, apelando al procedimiento del 
crédito. Se trata de extender ese sistema, en la forma que 
resulta del artículado del proyecto, a los trabajadores 
privados y a los pasivos. Si esto tenía fundamento, ya 
que en la práctica había funcionado bien para los emplea- 
dos públicos —y además significaba una fuente de re. 
caudación importante para el Instituto Nacional del Li. 
bro y para la obra que este organismo dependiente del 
Ministerio de Educación y Cultura cumple con eficacia— 
parece razonable que se pueda extender a los trabajado- 
res privados y a los pasivos. 


El proyecto, que es sencillo, simplemente tiene ese 
contenido y la Comisión considera que es una iniciativa 
plausible del Poder Ejecutivo. 


Es cuanto tenía que manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

En consideración el artículo 1%, 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el satiadto 20, 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3%. 

Si no.se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


En consideración el artículo 4%. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulo 59. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 60, 

Si no se hace uso de la palabra, Se va a votar. 
(Se vota:) 

--21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El artículo siguiente es de orden. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunica. 
rá a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


16) MAESTRO JULIO CASTRO. Se designa con 
su nombre a la Escuela N* 157 De Villa 
García, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar e! 
tercer punto del orden del dia: “Proyecto de ley por el 
que se designa con el nombre de “Maestro Julio Castro” 
la Escuela N% 157 de Villa García, sita en el kilómetro 
21 del Camino Maldonado. (Carp. N? 356/85 . Rep. 
N9 74/87)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 356/83 - Rep. N9. 74/87 


PROYECTO DE LEY 


Designación de la Escuela N* 157 de VILLA GARCIA, 
Sita en el Km. 21 del Camino Maldonado, con el Nombre 
de “MAESTRO JULIO CASTRO”. 


Artículo 12 — Desígnase a la Escuela N% 157 de Villa 
García, sita en el Km. 21 del Camino Maldonado cor 
nombre de “MAESTRO JULIO CASTRO”. 


Art. 2% — Comuniquese, etc. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Hugo Batalla, Carlos W- 
Cigliuti, Juan Raúl Ferreira, Manuel Flores Silva, Gui- 
llermo García Costa, Reinaldo Gargano, Carminillo 
Mederos, Wilfredo Penco, Luis A, Senatore, Alberto 
Zumarán. Senadores, 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


Muchos son los hechos ocurridos durante la larga 
noche que vivió nuestro país que han dejado en nosotros 
huellas que ni aún el tiempo logrará borrar. 


La desaparición de Julio Castro es uno de ellos. Víc- 
tima de la insanía mental que se apoderó de sectores de 
nuestra sociedad dedicados a la “caza de brujas”; que 
pretendieron arrasar con todo aquel que contrarrestara a 
la fuerza de las armas, con la razón; al despotismo, con 
el espíritu libertario de nuestro pueblo; a la injusticia, 
con la igualdad de oportunidades para todos los habitan- 
tes del pais. 


Julio Castro, maestro y periedista, dedicó su vida a 
la docencia. Tanto en las aulas como desde las páginas 
—Sundamentalmente— de “Marcha”, se entregó de lleno 
a lo que era su vocación; enseñar no sólo a leer y a es. 
críbir, sino, lo que es más importante, a pensar. 


Defensor de la Escuela Pública, desarrolló, gran par- 
te de su labor en el medio rural, bregando por la adap- 
tación de los programas de enseñanza a ese medio, 
Oriundo del interior, estaba capacitado para comprender 
las carencias y dificultades que se planteaban tanto a 
maestros como a alumnos, por la falta de adecuación de 
la enseñanza al ámbito rural. Tal como lo expresara: “La 
escuela rural va a poder ser muy eficaz y va a poder lo- 
grar un gran nível en la formación de las gentes, si sabe 
desentrañar y comprender los patrones culturales en tor- 
no a los cuales se desarrolla la vida del campo, y si sabe 
adecuar su tarea educativa a esos patrones culturales”. 


Desde las páginas de “Marcha”, vertió su opinión so. 
bre los más diversos temas. Se podrá discutir o no su 
enfoque, pero, lo que es incuestionable es el espíritu fra- 
terno y solidario que emana de todos sus artículos, 


“Consideramos un acto de justicia la designación de la 
Escuela N9 157 de Villa García con el nombre de “Maes. 
tra Julio Castro”. 


Es un homenaje que el País le debe a quien dedicó 
su vida a la docencia desde todos los medios donde le 
tocó actuar; a un intelectual, cuyos escritos son un apor. 
te de gran valor para nuestra sociedad, más alá de que 
se compartan o no sus ideas; a un mártir, que nos arre- 
bataron cruelmente por el solo hecho de defender sus 
principios de libertad, justicia e igualdad. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Hugo Batalla, Carlos W. 
Cigliati, Juan Raúl Ferreira, Manuel Flores Silva, Gui- 
lermo García Costa, Reinaldo Gargano, Carminillo 


Mederos, Wilfredo Penco, Luis A. Senatore, Alberto 
Zumarán. Senadores. 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión comparte y hace suya la exposi- 


ción de motivos de los señores senadores Hugo Batalla, 


Reinaldo Gargano, Luis A. Senatore, Wilfredo Penco, Ma- 
nuel Flores Silva, Carminillo Mederos, Gonzalo Aguirre 
Ramírez, Juan Raúl Ferreira, Alberto Zumarán, Guiller- 
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mo García Costa y Carlos W. “Cigliuti, que acompaña ai 
proyecto original: 


“Muchos son los hechos ocurridos durante la larga 
noche que vivió nuestro país que han dejado en nosotros 
huellas que ni aún el tiempo logrará borrar. 


La desaparición de Julio Castro es uno de ellos, Víc- 
tima de la insanía mental que se apoderó de sectores de 
nuestra sociedad dedicados a la “caza de brujas”; que 
pretendieron arrasar con todo aquel que contrarrestara a 
la fuerza de las armas, con la razón; al despotismo, con 
el espíritu libertario de nuestro pueblo; a la injusticia, 
coa la igualdad de oportunidades para todos lós habitan. 
tes del país. 


Julio Castro, maestro y periodista, dedicó su vida a 
la docencia. Tanto en las aulas como desde las páginas 
—Afundamentalmente— de “Marcha”, se entregó de lleno 
a lo que era su vocación; enseñar no sólo a leer y a es- 
cribir, sino, lo que es más importante, a pensar. 


Defensor de la Escuela Pública, desarrolló gran par- 
te de su labor en el medio rural, bregando por la adap- 
tación de los programas de enseñanza a ese medio. Oriun. 
do del interior, estaba capacitado para comprender las 
carencias y dificultades que se planteaban tanto a maes- 
tros como a alumnos, por la falta de adecuación de la 
enseñanza al ámbito rural. Tal como lo expresara: “La 
escuela rural va a poder ser muy eficaz y va a poder 
lograr un gran nivel en la formación de las gentes, si 
sabe desentrañar y comprender los patrones culturales en 
torno a los cuales se desarrolla la vida del campo, y si 
sabe adecuar su tarea educativa a esos patrones cultu- 
rales”. 


Desde las páginas de “Marcha”, vertió su opinión so. 
bre los más diversos temas. Se podrá discutir o no su en- 
foque, pero, lo que es incuestionable es el espíritu frater- 
no y solidario que emana de todos sus artículos. 


Es un homenaje que el País le debe a quien dedicó su 
vida a la docencia desde todos los medios donde le tocó 
actuar; a un intelectual, cuyos escritos son un aporte de 
gran valor para nuestra sociedad, más allá de que se 
compartan o no sus ideas; a un mártir, que nos arreba. 
taron cruelmente por el solo hecho de defender sus prin- 
cipios de libertad, justicia e igualdad”. 


Por las razones expuestas, vuestra Comisión aconseja 
al Cuerpo la aprobación del siguiente 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Articulo 19 — Desígnase la Escuela N? 269, de ler. 
Grado, de la ciudad de Montevideo con el nombre de 
“Maestro Julio Castro”, dependiente de la Administración 
Nacional de Educación Pública (Consejo de Educación 
Primaria). 


Art. 22 — Comuníquese, etc. 


Sala de la Comisión, 27 de mayo de 1987, 


Walter Olazábal, Miembro Informante, Gonzalo Agui- 
rre Ramírez, Juan Carlos Fá Rebaina, Juan Martín 
Posadas, Alfredo Traversoni, Senadores.” 
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Léase el proyecto. 

(Se lee) 

—En discusión general. 

SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Advierto que en el proyecto 
de ley sustitutivo, la Escuela que va a llevar este nom- 
bre, no es la misma que viene en el proyecto original. 
Por mera curiosidad quisiera saber el motivo de dicha 
sustitución. , 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. — La escuela se sustituyó por- 
que la que se había propuesto designar con ese nombre, 
tenía otra denominación. : 


Dada esa situación, de una lista que proporcionaron 
las autoridades de Primaria a esta Comisión se buscó 
otra escuela que no tuviera denominación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Consecuente con lo que he- 
mos venido solicitando en el Senado —y que ha sido 
aceptado— creemos conveniente que se suprima la expre. 
sión que está entre paréntesis “Consejo de Educación Pri- 
maria”, expresándose, solamente “dependiente de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública”. Lo demás, 
aparte de inconducente, es innecesario. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Todavía estamos en la dis- 
cusión general; esa sugerencia debe hacerse en la discu. 
sión particular. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Si es así, entonces, que se 
tengan por reproducidas estas palabras en la discusión 
particular, 


SEÑOR ORTIZ. — Fido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. -- En otra ocasión reciente en que 
votamos proyectos similarcs, pregunté si se habían oido 
a los entes de enseñanza, como lo dispone la Constitución 
de la República. 


Creo recordar que se contestó algo que ahora se ha 
repetido, es decir, que existía una lista de escuelas con 
sus nombres respectivos. Pero eso no significa que se ha- 
yan oído a ias autoridades correspondientes, porque ellas 
deben ser escuchadas en cada caso particular. 


El hecho de que se proporcione a la Comisión del Se- 
nado una lista de las escuelas con sus nombres, no signi- 
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fica un consentimiento o una opinión sobre el texto con. 
creto del proyecto. 


No sé si se habrán oído a las autoridades; de haber 
sido así, me parece conveniente que en el informe se men- 
cione este hecho. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Titne la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. -- Sobre este aspecto deseo acia- 
rar que en la Comisión, en las últimas oportunidades en 
que hemos actuado cuando la iniciativa no proviene del 
Poder Ejecutivo —en cuyo caso ya se menciona el hecho 
de que las autoridades de enseñanza respectiva han sigo 
oídas— se ha seguido como norma el tener un contacto 
telefónico con el organismo que corresponda, 

En ese sentido, en esta oportunidad se cumplió el 
mismo trámite desde el punto de vista formal, con la 
consulta a las autoridades respectivas. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Por más que ese trámite entre 
oficinas es sencillo no creo que pueda realizarse en for- 
ma verbal. 


Asimismo, entiendo que sería conveniente —me permi. 
to solicitarlo así a los señores miembros de la Comisión— 
que en lo sucesivo, en el informe se nos aclare que fue 
oido el Ente de Enseñanza, para evitar este fastidio de 
estar molestando a los integrantes de la Comisión en ca- 
da ocasión. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. —— Lamento no participar en esta 
oportunidad del criterig del señor senador Ortiz. 


Pienso que la práctica seguida en este caso por la 
Comisión, es la que resulta de la forma habitual de ac- 
tuar por parte del Parlamento, respecto de estos proyec- 
tos de ley. Además, es lo que debe hacerse por razones 
de economía en el trámite de estas iniciativas y es lo 
que resulta en mi concepto —y esto es lo básico— de la 
interpretación correcta del texto constitucional. 


No puedo asegurar que en el pasado, antes de la re- 
instalación del Parlamento democrático en febrero de 
1985, cuando se sancionaban este tipo de leyes, se consul- 
tara a los Entes de Enseñanza respectivos, que en aquella 
época era el Consejo Nacional de Enseñanza Primaria y 
Normal, antes de la creación del CONAE y, luego, este 
organismo. 


Lo que sí digo es que desde que funciona esta Legis- 
latura integro la Comisión de Educación y Cultura, que 
han pasado por eila, diría, decenas de estos proyectos de 
ley que dan a las escuelas nombres de educadores o de 
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personas distinguidas por su actividad dentro de la cul. 
tura nacional, que el Senado los ha aprobado y no se ha 
consultado al Ente de Enseñanza respectivo, más allá del 
hecho de contar con una nómina de las escuelas que 
llevan nombres de personazidades distinguidas. 


Nadie ha dicho que esta consulta —que, naturalmen. 
te, se hace, como expresaba el señor senador Olazábal 
por vía telefónica y a través de la Secretaria— signifi- 
que el incumplimiento del precepto constitucional del ar- 
tículo 202. Por otra parte, hago ver los inconvenientes 
que esto traería en la práctica, Cada vez que el Poder 
Ejecutivo o algún legislador -——como ocurre continuamen- 
te— propone que a alguna escuela o licec se le designe 
con el nombre de una personalidad distinguida por su 
trayectoria de educador o por cualquier otra circunstan. 
cia, habría que llamar al Ente respectivo, no al Consejo 
de Primaria, sino al CODICEN. Este tendría que compa- 
recer en la Comisión en cada oportunidad para expresar 
si está de acuerdo con que a determinada escuela o li. 
ceo de un departamento se le dé.el nombre de “Fulano 
de Tal”. Fácilmente, se advertirá que esto no es práctico 
y que sería una tremenda pérdida de tiempo, más que pa- 
ra nosotros, para el CODICEN que tiene muchas cosas 
que hacer como para yenir al Parlamento cada vez que 
se quiera dar el nombre de alguien 2 un centro de en. 
señanza. 


También se me podrá decir —y adelanto desde ya que 
el razonamiento seria absolutamente válido-— que si se 
trata del cumplimiento de una norma constitucional, lie- 
ve o no tiempo, sea practico o no, hay que cumplirla 
igual Estoy de acuerdo con ello. Sin embargo, en mi con- 
cepto, la inteligencia correcta del precepto constitucional 
respectivo no lleva a la conclusión que se ha expresado en 
Sala. El artículo 202 de la Constitución expresa que “Los 
Entes de Enseñanza pública serán oídos con fines de ase- 
soramiento en la elaboración de leyes relativas a sus ser. 
vicios, por las Comisiones parlamentarias”. 


A mí me parece muy claro que esto se refiere —en 
la práctica siempre se ha interpretado así— a aquellas 
leyos que dicen relación con la organización y funciona- 
miento de sus servicios... 


SEÑOR FA ROBAINA, — Apoyado, 


SEÑOR AGUIRRE. -- y con aquellas Gtbias Gue 
tienen que ver con los cometidos propios de esos Entes de 
enseñanza y con las competencias que gus leyes orgánicas 
les asignan, no con algo que, en realidad, no tiene nin- 
guna relación directa con el funcionamiento de los servi. 
cios, como es el de ponerle nombre a una escuela o liceo. 


Admito que la interpretación puede ser discutible, pe- 
ro tengo por cierto que la que yo sostengo ha sido hasta 
ahora, de pacífica aceptación en la práctica, por lo me- 


* nos, por Oste Parlamento y durante esta Legislatura. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR: FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA, — Suscribo los argumentos que 
acaba de exponer el señor senador Aguirre y considero 
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que es propicia la ocasión para dear definitivamente es- 
clarecido este punto. 


La interpretación que hace el señor senador Aguirre 
del artículo 202 de la Constitución creo que es la correcta, 
porque cuando la Constitución habla de las leyes relati- 
vas a sus servicios, me parece claro que se refiere a los 
específicos del ente docente, es decir, leyes que hagan re- 
frencia a temas de enseñanza. Por lo demás, en el caso 
de la designación de escuelas O liceos con nombres de 
personas, pienso que está dentro de la competencia del 
Parlamento conferirles honores públicos, de acuerdo con 
el numeral 13 del artículo 85 de la Constitución. Por lo 
tanto esta no es una competencia específica del ente do. 
cente que obligue, por la vía del artículo 202, a realizar 
la consulta. Lo que se hace es lo que corresponde para 
evitar la repetición de nombres, es decir, se debe tomar 
en cuenta si el nombre de la persona que se deses horme- 
najear designando una escuela o un liceo ya no está dado 
en otro instituto docente. Eso es lo que hace la Comisión 
normalmente, pero no creo que deba tener la aquiesten- 
cía expresa del ente de que se trate. Eso no es materia 
esperífica del ente ni está en las competencias atribuidas 
por sus leyes orgánicas respectivas. 


For estas razones es que pienso que el procedimiento 
hasta ahora seguido pacificamente por el Parlamento, es 
correcto. Me parece que no es de aplicación el artículo 
292 para el caso de la designación de una escuela, de un 
liceo o de un instituto docente público, con el nombre de 
una persona. 


Es lo que quería decir corroborando las manifestací 
nes del señor senador Aguirre. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente. se han planteado 
varios puntos relativos a este asunto. En primer lugar, no 
he dicho que el CONAE tenga que dar su consentimien- 
to porque la Constitución no lo pide; solamente solicita 
que sea oído y las expresiones del Ente de Enseñanza 
pueden ser compartidas o no pot el Senado, Pero, insis. 
to, tiene que ser oído. En segundo lugar, se me dice que 
lo único que hace la Comisión es pedir una lista de las 
escuelas y los nombres que tienen, para no incurrir en 
una repetición. Pero me ha parecido oír a algún miem. 
bro de la Comisión que ha habido una consulta telefó- 
nica, 


SEÑOR AGUIRRE. — No €s asi. 


SENOR ORTIZ, — Entonces, si la Comisión ya tierno 
una lista de las cscuclas con sus nombres respectivos ¿qué 
es lo que consulta telefónicamente? Eso no se ha acla- 
rado. Pienso que la consulta telefónica es con respecto a 
si están o no de acuerdo con el nombre que se va a dar. 


Finalmente, en cuanto al trámite pesado que se nos 
dibuja como cbjeción, entiendo que si se consulta telefo. 
nicamente no es tan así porgue no hay ningún trámite 
ni distracción de tiempo del CODICEN. Creo --y no vengo 
aqui provisto de los elementos necesarios— que en el pa- 
sado, siempre en materia de nombres se oía al Ente de 
Enseñanza. Si es una tradición, que como todas las tra- 
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diciones parlamentarias no obliga a] Cuerpo, variém 
pero de ahí a calificarlo como que es una observación sin 
sentido, digo que no es asi, porque el Parlamento siem. 
pre oyó a los Entes de Enseñanza. 


Creo que la designación de nombres que se ponen a 
las escuelas, también entra dentro de la categoría de la 
docencia, porque estos tienen el fin de conmemorar y ex- 
plicar a los alumnos quién es la personalidad con Cuyo 
nombre se designa a la escuela. Esto se hace desde tiem. 
po inmemorial. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Este tema se ha venido re. 
pitiendo en esta Legislatura y si el Cuerpo lo cree con- 
ycniente —porque las dos opiniones que se han dado en 
un sentido y en otro son de peso— sería interesante que 
la Comisión de Constitución y Legislación se expidiera 
secbre el particular. O sea para que diga si en estos c2505 
es preceptivo c no que los entes de enseñanza, de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 202 de la Constitución, 
han de ser oídos, se trate o no del asesoramiento en re- 
lación con la prestación de sus servicios, 


El último argumento del señor senador Ortiz en cuan- 
to a que estas denominaciones pueden tener finalidades 
docentes, también es valedero, pues los alumnos de las 
escuelas o de cualquier Otro ente de enseñanza, no Decesa- 
rlamente de escuelas —sin duda lo expresó por referirse a 
este caso, pero vale con carácter general— suele explicár. 
seles la razón de la designación. El sentido no es sola. 
mente de homenaje público —para lo que está habilitado 
el Parlamento sin ningún otro elemento que enerve su com- 
petencia— sino que también tiene una característica co- 
mo la ya señalada. 


Para terminar con las Cesinteligencias planteadas en 
este problema, entiendo que sería conveniente oír a la 
Comisión de Constitución y Legislación para que en defi. 
nitiva traiga al Cuerpo el asesoramiento del caso, a fin 
de que el Senado —si lo estima oportuno— determine su 
temperamento o su opinión al respecto. 


En ese sentido, si el Cuerpo lo cree conveniente, ha- 
ría moción para que la versión taquigráfica de todo lo 
discutido en Sala relativo a esta desinteligencia en fun. 
ción de si debe o no ser oído el Ente de Enseñanza de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 202, pase a la Co. 
misión de Constitución y Legislación para que se expida 
sobre el punto. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA, — No es mi intención terciar en 
este debate reglamentario por cuanto nosotros somos fir- 
mantes del proyecto que en su momento llevó también 
la firma de otros diez señores senadores. 


Vamos a yotar el proyecto de ley sometido a consi- 
deración del Senado y estamos de acuerdo en los funda. 
mentos expuestos por los señcres senadores Aguirre y Fá 
Robaina. 
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No era ese punto al que queríamos referirnos. No nos 
sentiriamos en paz con nuestra conciencia, y creemos que 
el Parlamento no haría bien en aprobar en silencio este 
homenaje a Julio Castro. 


En la exposición de motivos comenzábamos diciendo 
que muchos son los hechos ocurridos durante la larga no- 
che que vivió nuestro país, que han dejado en nosotros 
huellas que ni aún el tiempo logrará borrar. La desapa- 
rición de Julio Castro es uno de el'os. 


Creo que una parte del pais es bien conciente de lo 
que significó Julio Castro en la enseñanza, el periodismo, 
la militancia política y la militancia simplemente huma- 
na; esa que consiste, para decirlo con las palabras de la 
conseja popular, en hacer el bien sin mirar a quien. Es 
lastimoso, en cambio, que otra parte del pais lo ignore. 
De no ser asi, el clamor por el crimen de su desapari- 
ción sería unánime, 


Cuesta imaginar que un hombre tan bueno y tan va- 
lioso —y lo de bueno y valioso va dicho aquí en el sen. 
tido más comprometido y riguroso de esas palabras mu- 
chas veces manoseadas por un uso a menudo trivial— 
como Julio Castro haya podido ser secuestrado y “truci- 
dado en la tortura”, eomo dijo su amigo de toda la vida, 
don Carlos Quijano, y hecho desaparecer. Como si los 
bienes más preciados de una sociedad —su mejor gente— 
pudiera un día nefasto —en este caso el 19 de agosto de 
1977-— ser hecho humo, sin que nadie deba responder y 
sin que no todos se horroricen por el hecho aberrante de 
que se esté autorizado a no responder. 


Por eso, menguado consuelo es —ante tal realidad— 
ponerle a una escuela el nombre de Julio Castro. Pero 
no es consuelo lo que aquí se busca sino justicia, en un 
ámbito como el parlamentario no vedado para adminis- 
trarla —que se sepa— aunque sea en forma simbólica. Y 
es justicia —no consuelo que alguna escuela del Uru- 
guay se llame “Julio Castro”, con tal de que los niños y 
$us padres sepan o lleguen a saber de quién se trata. Va 
de suyo que a los maestros no hay necesidad de decirselo. 


Julio, nacido en La Cruz, departamento de Florida, 
fue, de gurí, alumno de Escuela Rural. Ese hecho debió 
marcarlo para siempre —aunque el mérito de la aguda 
sensibilidad para los problemas que aquélla arrastra, es. 
taba en él— porque otros hicieron la misma travesía pe- 
ro, quizás avergonzados, la olvidaron, o les resbaló por 
encima de la ropa, y lo de la “escuelita rural” quedó co- 
mo anécdota intrascendente, acaso pintoresca. 


Julio Castro, sin dejar de actuar desde la primera 
hora en el grupo político que lideraba el doctor Quijano, 
fue hombre del magisterio “de tiempo y alma completos”. 
Porque no sólo fue maestro, Director e Inspector; cono- 
ciéndolo, uno imagina al maestro excepcional que Julio 
debió ser. ¿Un estudioso, entonces?, ¿un teórico? También 
lo fue, ¡y a qué nivel! Pero todo eso de cara al niño 
concreto, al maestro concreto y al medio concreto en 
cuestión. El ser humano buscaba, como siempre, al ser 
humano, Conocer, sí, a fondo, la teoría —Jlos Pestalozzi, 
los Dilthey— para mejorar y completar su formación. 
Pero en su caso la teoría enraizaba en la tierra y se 
nutría de ella, que es como decir de la realidad más 
directa, a 


Los libros de Julio Castro sobre analfabetismo y so. 
bre escuela rural demuestran, en su total vigencia, la 
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intrepidez de los planteos de su autor y el sólido funda- 
mento humano y social en que se apoyaban. Julio fustigó 
el centralismo de Montevideo, mezcla de paternalismo y 
arrogancia, que, con un conocimiento libresco del campo 
y su gente, postulaba una escuela rural universalista y 
enciclopedista, divorciada del medio, ante la cual los ii. 
ños, a menudo descalzos y mal nutridos, se encogían de 
hombros, indiferentes, de espaldas a una escuela que no 
los comprendia. En esas condiciones, el maestro rural, 
exiliado en su propio país, sólo sueña, entonces y ahora, 
con volver a Montevideo, renegando así hasta de Su pro. 
pia vocación. 


La escuela rural que soñaban y por la que combatían 
los Julio Castro, los Miguel Soler, los Abner Prada, los 
Homero Grillo y tantos otros, integra la escuela al medio, 
prolonga en las aulas las actividades agrícolas e incluso 
ganaderas con las que los niños, desde chiquitos, están 
familiarizados. Y en el mismo impulso —porque no se 
trata de acciones separadas— hace que la maestra tras- 
ponga el umbral de los ranchos, generando una fecunda 
interacción: ésta entabla relaciones directas con la gente, 
eóhoce sus problemas y hasta extiende la labor docente 


«a los adultos que, a su vez, van dejando a un lado los 


recelos ante la “señorita de Montevideo, esa creída” que, 
en los hechos, viene a resultar afable, llana y servicial. 
Julio se batió por esta concepción realista y comprensiva 
de la enseñanza primaria en el campo. Concepción inse. 
parable de la problemática social y política, porque no es 
mucho tampoco lo que se logra sólo con buena voluntad, 
si las terribles condiciones de vida de “los de abajo” no 
cambian a favor de la dignidad y la justicia. 


Y para que los jóvenes maestros no conozcan sólo 
de oídas esas terribles condiciones, es que Julio Castro 
organiza, en la década dei cuarenta, las hoy legendarias 
Misiones Socio-Pedagógicas. Nacidas en medio de la in- 
credulidad de unos y el sarcasmo de otros, las Misiones 
llevaron estudiantes magisteriales, chicas y varones, a 
los confines del país, a esos pueblos que apartamos de 
la vista de los turistas con gesto púdico para que, al re- 
vés, elios si, supieran de la existencia en su propio suelo, 
de esos enclaves sublevantes y de esos compatriotas de 
segunda categoría. No eran excursiones de placer —áun- 
que no estaba prohibido el buen humor, como no lo es. 
tuvo en nada que concerniera a Julio— y si bien a los 
quiace dias o al mes log muchachos volvian al confort 
capitalino, al menos en su formación de maestros empe- 
zaron a figurar franjas no conocidas ni imaginadas del 
país real, 


Julio Castro sometía sus ideas a la prueba del barro, 
al contacto intimo con las realidades dolorosas. Quizás, 
por eso, el maestro, el periodista, el militante político y 
latinoamericano que había en él, estaban llenos de sa- 
biduría, humor y tolerancia. La vida de Julio —y su en. 
trega de la vida— se explican por su fidelidad a los 
principios y su amor al prójimo, esos sí, intransigentes. 


Por lo que este hombre luchó, es que hoy recibe este 
merecido homenaje. 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: creo que 
ha sido sumamente acertada —y me felicito por ello— 
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la intervención del señor senador Batalia, de tal modo de 
evitar que en momentos tan trascendentes como éste, en 
que el Senado de la República aprueba un proyecto de 
ley que designa con el nombre de “Maestro Julio Castro” 
áa una escuela, el debate parlamentario no quedara cir- 
cunscripto a aspectos formales, que son muy importantes 
y que seguimos con atención, y pasara inadvertida la 
importancia y trascendencia de este hecho y de la per- 
sonalidad que se está homenajeanco. 


El señor senador Batalla hizo una semblanza de la 
personalidad de Julio Castro. Yo, simplemente, quiero se. 
ñalar dos o tres aspectos que me parecen importantes. 


El primero de ellos es que Julio Castro fue un hom- 
bre que no necesitaba morir como murió para merecer 
este homenaje. Tanto su vida, como la forma trágica en 
que la perdió, cualquiera de las dos cosas, por si sola, 
amerita que el Senado, que el país, le rinda este home- 
naje. 


El aporte al periodismo nacional, al pensamiento po- 
lítico, a la enseñanza, a la educación de este pais, rea- 
lizado por Julio Castro bastaba y era suficiente como 
para que un día, después de su desaparición, se le hon- 
rara designando con su nombre a una escuela. Tanto más 
cuando su trágica muerte constituye un símbolo de pro- 
testa contra esos doce dramáticos años vue vivió el país 
y una imagen de lo que fue la lucha contra la dictadura. 


Creo que hechos como aquéllos que llevaron a la de. 
saparición y a la muerte de Julio Castro no tienen arre- 
glo, pero en todo caso pienso que es reconiortante, y que 
además permite sentir y pensár que su muerte no fue 
en vano, el hecho de que este proyecto de ley haya sido 
suscrito por senadores de todos los partidos políticos, 


SEÑOR BATALLA. — De acuerdo. 


SENOR FERREIRA, — Creo que un hombre como 
Julío Castro, que fue polémico -—generó polémica por. 
que ése era su oficio, su profesión-— seguramente nos 
estará mirando con agrado porque por encima de diferen. 
cias partidarias se unen todos los partidos políticos en 
este reconocido y merecido homenaje. 


En segundo lugar, pensamos, también, que la muerte 
de Julio Castro, en su momento —repito, en esa necesi- 
dad de sentirnos consolados de alguna manera— no fue 
en vano porque constituyó uno de los testimonios más 
elocuentes y quizás más cficaces de protesta contra cl 
régimen dictatorial que imperaba en el país durante esos 
años. 


Las características que rodearon la desaparición de 
Julio Castro fueron tales que un poco por el enorme 
prestigio internacional de que gozaba su figura —sobre 
todo en ¡os ámbitos de la cultura y de la enseñanza, fun. 
damentalmente en Venezuela donde había desarrollado 
la docencia— constituyeron una condena a sus captores 
—Jos mismos hechos demostraban con claridad lo ocu- 
rrido---. y se transformaron en uno de los hechos de ma- 
yor resonancia y testimonio de la protesta antidictatoria! 
cel Uruguay de esa época. 


Julio Castro desapareció después de haber dejado su 
domicilio en una camioneta márca “Indio”, color amari- 


CAMARA DE SENADORES 


2.5.2 


llo. Este es uno de los pocos casos en que desaparece la 
persona y el vehículo, Este nunca apareció, a pesar de 
que las autoridades de la época insistían en el hecho de 
que en dicha camioneta Julio Castro se había trasladado 
al Aeropuerto Nacional de Carrasco, desde donde había 
abandonado la República en un vuelo regular de PLUNA. 
Lo que seguía condenando a quienes habían sido respon- 
sables de su desaparición era, precisamente, el hecho de 
que tampoco aparecía la camioneta; Julio Castro podría 
haber tomado el avión pero, repito, el vehículo que lo 
había transportado al Aeropuerto no aparecía. 


Estas circunstancias permitieron que en algunos ot- 
ganismos internacionales se profundizara sobre el tema. 
Me tocó ser denunciante —de acuerdo con los procedi- 
mientos previstos por la Convención Americana de De- 
rechos Humanos— ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos de la Organización de los Estados 
Americanos. Este fue el primer caso individual sobre el 
que el máximo organismo rector en materia de derechos 
humanos del sistema interamericano pudo pronunciarse 
respecto del Uruguay. 


En aquel momento, cuaudo el gobierno de facto uru- 
guayo recibió la demanda por parte de la Comisión In- 
teramericana de Derechos Humanos, respondió aue Ju. 
lio Castro habia abandonado el Aeropuerto de Carrasco 
en un vuelo regular de PLUNA, No recuerdo ahora el 
número de vuelo ni la fecha de su supuesta partida. 


En un acto que merece resaltarse ahora —-creo que 
estos hechos no son conocidos; todos ellos son inéditos— 
y que debió ser mantenido en reserva en aquel momen. 
to, haciendo una demostración de confianza en el denun- 
ciante, fuera de las normas regulares de funcionamiento, 
la Comisión Interamericana solicitó a las autoridades ar- 
gentinas sin avisar a las uruguayas, la lista de pasajeros 
que habían ingresado a la República Argentina en ese 
vuelo. 


Normalmente, estos organismos internacionales repo. 
san en la buena fe de los gobiernos que integran un 
sistema determinado. Sin embargo, era tan evidente que 
había falsedad en la respuesta del gobierño uruguayo 
—repito, a partir de la situación de que no existía el 
automóvil que había trasladado a Julio Castro aj Aero- 
puerto-— que, haciendo un acto de confianza en el de- 
nunciante, y rompiendo las normas regulares, la Comi. 
sión envió una nota al gobierno argentino sin hacer nin- 
guna referencia a Julio Castro. Simplemente solicitó que 
se le enviara la nómina de pasajeros ingresados en ese 
vuelo. La Dirección de Inmigración de la República Ar- 
gentina envió una lista en la que, naturalmente, no apa. 
recía Julio Castro. 


Posteriormente, la Comisión Interamericana de De- 
rechos Humanos envía al gobierno uruguayo esta nota 
que evidenciaba la mentira de la dictadura uruguaya. Po. 
cos días después, alertada la dictadura argentina, socia, 
amiga, cómplice de la dictadura uruguaya de lo sucedido, 
envía una nueva nota, con lo que resulta mucho peor la 
enmienda que el soneto. En ella se decía que se excusaba 
porque al enviar la lista de pasajeros justamente se ha. 
bia omitido un nombre: el del señor Julio Castro. Lo 
curioso es que cuando las autoridades de la Dirección 
de Inmigración argentinas enviaron a la Comisión Intef- 
americana de Derechos Humanos la lista de pasajeros que 
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habían viajado en ese avión, se habízn olvidado, preci- 
samento, de Julio Castro, lo que rección advierten cuando 
el gobierno uruguayo recibió la nueva demanda o protes. 
ta de la Comisión. 


Señor Presidente: esto hizo que el caso de Julio Cas. 
tro adquiriera un ribete de atracción periodística, diga- 
mos, que llevó la noticia a las primeras páginas de los 
diarios de todo el mundo. 


Señaio estos hechos, en primer lugar, porque no son 
conocidos en el pais y, en segundo término, porque dentro 
de la tragedia irreparable de la muerte de este gran 
maestro y luchador por la libertad y la justicia, creo que 
para sus familiares, amigos y discípulos, debe resultar 
reconfortante saber que podemos sentir que la muerte de 
Julio Castro no fue en vano: fue un testimonio más de 
hucha antidictatorial como todos los que tuvo en vida. 
Hoy, el pais entero reconoce esto. 


Una vez más me felicito de que este proyecto de 
ley, del que soy cofirmante, lleve la rúbrica de legislado- 
res de todos los partidos. 


Termino mis palabras, señor Presidente, expresando 
que quizás el mejor homenaje que se le ha hecho a esta 
Tigura está constituido por unas páginas memorables es. 
critas por aquel gran uruguayo que no llegó a ver al 
Uruguay democrático porque murió cuando todavía no 
había regresaúo del exilio: don Carios Martínez Moreno. 
El escribió un libro, a mi juicio memorable, “Ei Coior 
aue el Infierno me escondiera”, en el que relata, con una 
valentia y una lucidez literaria extraordinaria, la desa- 
parición de Julio Castro, en un cuento que se denomina 
“Julio y el Maestro”. Este libro ha sido editado reciente- 
mente en el Uruguay, pero lamentable e inexpiicable. 
mente ha pasado inadve:tido; por lo menos, no he visio 
en ias cróuleas literarias los comentarios y las páginas 
que normalmente merecen testimonios de esta naturaleza. 
De todas maneras, es un libro que obtuvo jos máximos 
galardones a nivel internacional; logró el Primer Premio 
de la Editorial “Nueva Imágen”. Repito que el eje o 
centro del testimonio de protesta del libro era, precisa. 
mente, la narración de esta situación trágica del maes- 
tro Julio Castro, en ún cuento admirable que, a mi jui. 
cio, es la sentencia más lapidaria contra auienes fueron 
sus. asesinos. 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARGANO, — Señor Presidente: queremos 
hacer uso de la palabra brevemente para dejar constan- 
cia expresa de nuestro apoyo al proyecto de ley que va 
A sancionarse. 


* Julio Castro periodista, pero sobre todo maestro; 
militante político, pero sobre todo educador; ciudadano, 
pero sobre todo formador de jóvenes, merecía del Parla- 
mento este homenaje que se le rinde hoy. El homenaje 
a Julío Castro, educador no sólo uruguayo sino ameri. 
cano, es también una condena a quienes provocaron su 
desaparición, a los que hicieron que hoy no lo tengamos 
con nosotros, a quienes fueron capaces de secuestrar y 
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asesinar a un hombre de 68 años, de inmensos valores 
para €l país, 


Recién decía al señor senador Batalla que conservo 
en mi cartera el recorte periodístico de aquel cínico co- 
municado que efectuó la dictadura en momentos de su 
desaparición, ante los requerimientos que se le formula- 
ran desde dentro y fuera del país. Ese recorte sirvió para 
que pudiéramos difundir a nivel internacional, entre otras 
cosas, el cinismo de la dictadura frente al hecho de la 
Cesap: n y presunta muerte de Julio Castro. 


Al acompañar, entonces, con nuestro voto este pro. 
yecio de ley, señalamos que este homenaje es también 
una condena al odio insano de quienes durante oxce años 
practicaron esta metodologia como una forma de acallar 
las voces de la libertad. 


SEÑOR TRAVERSONI. — Pido ia palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. A 


SEÑOR TRAVERSONI. — Señor Presidente: se ha ha. 
blado ejocuentemente sobre las circunstancias trágicas que 
rodearon la muerte del educador Julio Castro. Comparto 
las expresiones que se han vertido en tal sentido. 


Sin embargo, voy a homenajear a Julio Castro po. 
niendo el acento especialmente en la vida de este edu- 
<ador. Soy de aquellos que creen que la muerte, aun en 
las circunstancias más tragicas no redime una vida, si 
élla no ha tenido por sí misma valores insignes como 
los que tuvo la del educador Julio Castro. 


Tuvimos oportunidad de conocerlo personalmente en 
aquellas épocas especiales de la Segunda Guerra Mundial, 
de la lucha contra el nazismo, de su acción periodística. 
Lo conocimos bastante de cerca sobre todo por sus discí. 
pulcs; luego a través de sus familiares, También conoci- 
mos sus obras y lo que fue de destacada la labor docen- 
te como maestro, como directcr y como inspector, con 
esa característica especial que le venía de sus raices en 
la enseñanza rural. En esta característica tan especial- 
mente distinta de la enseñanza rural, se manifestó no 
sólo entre los hombres prácticos, sino también entre los 
teóricos y entre quienes adquirieron experiencia en paí. 
seg más avanzados que el nuestro. Julio Castro trajo esa 
experiencia a nuestro pais y creó, como se ha dicho en 
Sala, algo interesantísimo que quizás no tuvo un final 
igual a su comienzo, al espíritu con que fue instaurada. 
Me refiero a la experiencia de las misiones socio-pedagó. 
gicas, 


Julio Castro fue un vocacional de la docencia dirigi- 
da especialmente al niño y a las características peculia- 
res de cada uno de ellos. Además de ser un docente, fue 
un gran humanista que no sólo manifestó su vocación 
en las aulas c en la labor directriz de la enseñanza, sino 
también en el trato personal, en la llaneza de su com- 
portamiento frente a todas las situaciones, en su senti. 
miento, en fin, en todo aquello que adorna una persona. 
lidad y hace que la recordemos con especial devoción. 


Sentimos que hoy se está haciendo justicia con este 
homenaje que la Cámara de Senadores le tributa a Julio 
Castro al designar justamente a una escuela, con su nom- 
bre. 


Nada más, 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senacor, Y 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUS£O. — Señor Presidente: 
voy a decir unas muy pocas palabras, porque ya se ha 
dicho mucho, y por cierto, muy bien. Simplemente, desea 
dejar constancia de ¡nuestro voto favorable al proyecto 
que está considerando el Senado, al pie del cual ho fi 
gura nuestra firma personal porque en el momento en 
que fue presentado no estábamos en el país, pero sí está 
la del compañero Wilfredo Penco, que entonces ocupaba 
esta banca. 


Cueremos significar que votamos esie proyecto col 
profunda emoción. Naturalmente, es de destacar la tra- 
yecrtoria social y personal del maestro Julio Castro, por- 
gue fue un hombre bondadoso, desprendido, militante, 
abnegado, ejemplar, porque fue un político desinteresado 
y. generoso, un excelente periodista permanentemente 
preocupado. por los problemas sociales de los sectores más 
humildes de su pueblo —el nuestro— y preocupado, tam. 
rién y sustancialmente, por el destino de la gran ración 
latinoamericana de la que nuestra República forma par- 
te. Julio Castro fue un esferzado y progresista, aunque 
humide, productor rural; fue un renovador y un avan- 
zado en materia de enseñanza; fue un gremialista deci. 
dido y convencido que no vaciló nunca, ni siquiera en 
circunstancias adversas dentro del propio mundo gremial, 
en sostener aquellas posiciones a las que sus convicciones 
lo impulsaban. Además, adherimos fervorosamente a este 
horcenaje, porque se le tributa a aquel esclarecido ciu- 
dadano cuya desaparición y destino posterior es todo un 
símbolo de las características inhumanas y aberrantes de 
quienes protagonizaron, desde un poder mal tomado y 
peor ejercido, aquel periícdo infamante de la historia de 
nuestro país. 


En la casa de Julio Castro ni siquiera tuvieron ders- 
cho al conccimiento de su destino. No se trata de un ciu- 
dadano apresado, torturado y que, como consecuencia de 
ello perdió la vida y su cadáver le fue entregado a Sus 
deudos. Se trata de un ciudadano que un dia como cual. 
quier otro salió de su casa y nunca más se tuvo noticias 
de él. Naturalmente, todos sabemos que no se esfumó, ni 
él ni el vehículo que conducía; todos sabemos que aigo 
pasó con él y que no son extraterrestres los que lo hicieron, 
Gue fueron personas de carne y hueso que están aquí, que 
circulan por la calle, que festean los aniversarios de sus 
bodas y disfrutan de los cumpleaños de sus hijos, que se 
solazan en las fiestas de fin de año, que conmemoran 
en la fecha del 24 de diciembre el día de las familias, 
que hacen sus carreras y que ocupan dignidades protfesio- 
nales allí donde cumplen servicio. ¿Quiénes son? ¿Dónde 
están los que hicieron desaparecer a Julio Castro? No 
tenemos sus nombres, ni conocemos sus rostros, pero sí 
sus características y las de quienes, sabiendo que eso 
ocurría, se solidarizaron con ellos y todavía a veces tie- 
nen la audacia de mencionar valores de libertad y de 
república y censurar o distinguir por capítulos aparte a 
quienes piensan distinto que ellos. 


¡Alguien lo hizo; alguien lo proyectó; alguien lo eje- 
cutó; muchos, posteriormente se complotaron para ocul- 
tarlo! Es un hecho relevante que no haya ante este pro. 
yecto diferencias de carácter político-ideológico entre los 
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componentes de ninguno de los sectores, de ninguno de 
los partidos aquí representados, y rendimos a ese hecho 
relevante nuestro homenaje. 


También es un hecho que hay un reverso de la me- 
dalla, un reverso que existe, que respira, que alienta, que 
disfruta y que es muy posible, en su intimidad, incluso 
se mola. 


Julio Casíro fue un ciudadano distinguido, talentoso, 
abnegado, que se caracterizó y adquirió: notoriedad. Una 
escuela de Montevideo llevará su nombre. ¡Cuántos otros 
no podrán tener esc homexaje, humildes obreros, maestros 
de escuelas, estudiantes, gente cuyos nombres seguramente 
no recogerá la historia pero de cuyo destivo posterior a su 
caída en manos de aquellos sátrapas, tampoco nunca se 
pude saber nada! A 


Nuestro homenaje a Julio Castro, nuestro reconcci- 
miento a sus valores, nuestro voto favorable a que lleve 
Sy nombre una escuela pública de Montevideo, es, eon” 
juntamente, el homenaje a los mártires, a quienes nunca 
se Goblegaron ante aquella barbarie, y la permanoncia 
en nuestra vivencia espiritual de la conciencia plena de 
que hubo quien lo secuestró, quien lo maltrató, que hay 
en el Uruguay de hoy quienes saben qué pesó a Julio 
Castro, cómo, cuándo, por qué y dónde, y que actúan, 
alternan, saludan y funcionan eomo ciudadanos normales 
deniro de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a yotar en general el proyecto de ley Sus- 
titutivo venido de la Comisión. 

íSe vota:) 


—20 en 21. Afirmativya. 


SEÑOR ZUMARAN. — Dado el carácter de esta vo- 
tación, solicito que se rectifique, ya que Creí que salia 
por unanimidad. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción tomada. 


Los señcres senadores por la afirmativa sírvanse in- 
dicarlo, 


(Se vota:) 
—22 en 23. Afirmativa. 


En discusión particular. 


Léase el artículo 1%, con la modificación en el sen- 
tido de suprimir la referencia al Consejo de Educación 
Primaria. : 

(Se lee) 

-—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 


(Se vota:) 


-—23 en 23. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
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El artículo 2? es de orden. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comuni- 
cará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto aprobado: ) 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — Desígnase la Escuela N? 269, de ler. 
Grado, de la ciudad de Montevideo con el nombre de 
“Maestro Julio Castro”, dependiente de la Administración 
Nacional de Educación Pública, 


Art, 22 --- Comuniquese, etc.” 


17) CONDICION DE LA MUJER. 
i Proyecto de resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en cuarto término del orden del día: “Pro- 
yecto de resolución de la Comisión Especial sobre 'Con- 
dición de la Mujer” (Carp. N? 243/85 . Rep, N* 77/87)”. 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N? 243/85 
Rep. N? 77/87 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra al orden del día 
con la condición del asunto que figura en primer térmi- 
no: “Exposición de la señora senadora Raquel Macedo de 
Sheppard sobre *'Condición de la Mujer” ”. 


Tíene la palabra la señora senadora Macedo de Shep. 
pard. 


SEÑORA MACEDO DE SHEPPARD. — Señor Presi- 
dente: ante todo quiero hacer una breve referencia a las 
palabras del señor senador Batalla, cuando al tratar el 
tema que acaba de exponer, manifestó que se excusaba 
conmigo en razón de que iba a considerar un asunto que 
a mí me correspondia. En rigor, no puedo aceptar esta 
excusa del señor senador porque, precisamente, mi inten. 
ción en el día de hoy es procurar trasmitir a este Cuerpo 
que el tema de la mujer es de todos y no sólo de las mu- 
jeres. De las propias palabras que el señor senador aca- 
ba de manifestar, surge que excede a la problemática de 
la mujer el tratamiento del tema de la deuda externa 
que este grupo femenino ha realizado en la reunión de 
La Habana, lo que creemos que no es así. Por el contra. 
rio, este tema no excede a la problemática de la mujer 
que está inserta en todos los problemas del país, del con- 
tinente y del mundo. 


Seguidamente, vamos a referirnos al tema que tenía- 
mos previsto desarrollar en el día de hoy. 


Ante todo, señor Presidente, deseamos excursarnos, a 
priori, por el contenido de nuestra exposición que, mucho 
tememos, puede resultar excesivamente compacta y con. 
densada. Un propósito deliberado nos conduce, no obs. 
tante, a así formularla, ya que, no es, tal vez, el menor 
de los prejuicios que sobre el tema de la mujer gravitan, 
el que habitualmente se le considere banal o insustancial. 


Nos alienta la esperanza, no sólo de poder convencer 
respecto a la preponderancia de esta cuestión en la vida 
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de nuestra sociedad, sino también, utilizar esta excepcio- 
nal prerrogativa que nos permite hoy, ser escuchada por 
tan calificada audiencia, para poner en su conocimiento, 
la preocupación y, consecuentemente, el estudio meditado 
y analítico que el tema ha merecido y merece al más 
elevado nivel técnico internacional. 


La problemática de la “Condición de la mujer” no 
debe ser considerada un problema más, sumado A aque. 
llos que actualmente involucran a todo el país. 


El hecho de que las mujeres representen más del 
50 % de la población total nacional, señala con absoluta 
evidencia, la indisoluble vinculación de esa problemática 
con el desarrollo integral de nuestra sociedad. 


No se debe, en consecuencia, considerar, en forma se- 
parada, por ejemplo, el problema de la “salud”, del “tra- 
bajo”, de la “educación” y hasta aún podemos agregar, 
el del “pago de la deuda externa”, del problema de la 
“condición de la mujer”. No, ya que resulta obvio, que 
los problemas que afectan a la mujer —tanto los gene. 
rales, comunes al hombre, como los que le son específi. 
cos— están comprendidos en cada problema y en el con- 
junto de problemas que aflijen a toda nuestra sociedad. 


Por otra parte, no es concebible un efectivo desarro. 
llo sin la utilización plena e igualitaria de todos los re- 
cursos humanos de que el país dispone. 


Este reclamo entonces, de “igualdad de oportunida. 
des y de trato” para todos los habitantes de nuestra tie. 
rra, constituye condición indispensable, reiteramos, para 
el logro de nuestro desarrollo. 


Al problema de la “condición de la mujer” se le ha 
llamado el “problema invisible” en razón de que su evi- 
dencia está tan inserta en actitudes y hechos de la vida 
cotidiana que, precisamente por ello, la mayor parte de 
las veces, no se advierte su manifestación. Pero si se ob- 
servan con sentido ético, sin prejuicios y con responsa. 
bilidad, esos hechos y actitudes, les descubriremos en su 
sencillez y complejidad, admirándonos la injusticia im- 
plícita en ellos. Si se persiste en esta nueva actitud, sin 
duda se encontrarán los adecuados correctivos a aplicar 
a esa “capitis diminutio” que, padece la población feme. 
nina, en desmedro de la feliz convivencia del todo social. 


Nuestra posición entonces, se expresa en una ideolo. 
gía que nos satisface llamar “humanista”, en la medida 
que persigue, a través de mecanismos correctivos de in- 
justas situaciones existentes que, en' la especie, afectan 
a la mujer, lograr una convivencia humana más digna, 
más pacífica y, por ende, más feliz, donde mujeres y 
hombres, compartan por igual derechos y obligaciones. 
Por supuesto que, similar postura asumiriamos si las si- 
tuaciones de injusticia afectaran a los hombres. 


Un examen primario de nuestra sociedad nos permite 
apreciar que la mujer, si bien de alguna manera, parti. 
cipa e integra el desarrollo nacional lo hace de manera 
inadecuada, insuficiente o insatisfactoria. En cuanto al 
concepto de desarrollo que adoptamos, digamos que le 
entendemos como al proceso evolutivo integral de la So- 
ciedad, vale decir, no limitado al crecimiento económico. 
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Para lograr una inserción adecuada de las mujeres 
será imprescindible la voluntad gubernamental para su 
logro, a través de la incorporación de políticas públicas 
ya sea al Plan Nacional de Desarrollo o a las pautas in- 
dicativas, programas y proyectos que a su respecto se 
determinasen. 


De no obtenerse esta inserción y si la situación de la 
mujer continúa siendo considerada en forma aislada, las 
propuestas de acción y las diversas actividades que pue. 
dan llevarse a cabo se agotarán en sus enunciados, sin 
proyectarse en efectos que comiencen a paliar las raíces 
reales del problema. 


A las dificultades de tarácter general que debe en- 
frentar toda planificación social, se deben agregar, en la 
especie, las que provienen de la forma en que se enfoque 
el problema de la condición de la mujer. 


Diversas hipótesis se han formulado al respecto a ni- 
vel mundial, entre ellas, el “enfoque del Centro de Asia 
y el Pacífico para la mujer y el desarrollo”, el del Insti. 
tuto de Investigaciones de las Naciones Unidas para el 
desarrollo social (UNRISD) y el del Programa de las 
Naciones Unidas para el desarrollo, efectuando sus res- 
pectivos aportes de interés referidos a la determinación 
política en cuanto al tema en estudio. 


Siguiendo al experto cepalino Carlos Borsotti en esta 
materia, digamos que una revisión somera de tales enfo. 
ques nos conduce a la necesidad de crear un marco con. 
ceptual donde centrar dicha materia, teniendo en cuenta 
dos ámbitos que serán imprescindibles: el que implica la 
realización de un diagnóstico de situación y el de la de- 
terminación de acciones que permitan la efectiva inte- 
gración de la mujer al desarrollo. 


Los grandes temas a tener en cuenta dentro de ese 
marco conceptual son: 


la definición precisa de qué tipo de entidad social 
son las mujeres; 


la vinculación entre las unidades domésticas y el lu. 
gar donde las mujeres realizan predominantemente su 
actividad; 


los estereotipos sexuales; 
y las pautas culturales. 


Cada uno de estos temas posee profundas raíces teó- 
ricas e implicaciones sociales, económicas, políticas e ideo. 
lógicas de largo alcance que, con excepciones muy pun- 
tuales, no se han considerado hasta la fecha en nuestro 
país. Nos referiremos a ellos, aunque de manera sucin- 
ta, en razón de que necesariamente entendemos que los 
lineamientos para políticas adecuadas, deberían funda- 
mentarse en las conclusiones que de los mismos derive. 
mos o aceptemos. 


Nos referiremos en primer término a la determina- 
ción de qué clase de entidad social son las mujeres. 


Las distintas formas de agrupamiento en que se es. 
tradifica nuestra población, lo son de toda nuestra po. 
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biación (hombres y mujeres), en razón de las caracterís- 
ticas culturales, históricas y estructurales de nuestro de. 
sarrollo. En consecuencia, las mujeres (o los hombres) 
no son un grupo, una clase, ni un estrato, aunque perte. 
necen a alguno de esos agrupamientos de nuestra socie- 
dad. Recurriendo a una analogía podría sostenerse que 
los agrupamientos configurados por la estratificación so. 
cial son un corte horizontal de la sociedad y que las agru. 
paciones por sexo y edad la cortan verticalmente. 


No obstante, la situación de la mujer no puede ser 
aceptada al margen de esos agrupamientos, ya que sin 
ellos es imposible establecer una conexión entre aquélla 
y el desarrollo histórico de nuestra sociedad. Además, si 
bien el papel asignado a las mujeres en las diferentes si- 
tuaciones de clase es distinto, existen elementos comunes 
construidos sobre el hecho biológico del sexo, pero que 
lo trascienden. Consisten en la vinculación de la mujer 
con la maternidad real o potencial y la reproducción bio. 
lógica y social de los individuos, así como, en el compor. 
tamiento social a su respecto. 


En consecuencia, desde un punto de vista sociológico, 
las mujeres son agrupamientos de individuos definidos 
por la situación de clase a la que pertenecen y por los 
papeles que en ellá se les adjudican, a partir del hecho 
biológico del sexo. 


Sólo por simplificación cómoda del lenguaje, es que 
se hace referencia al problema de la “condición de la 
mujer” y, por extensión se habla de la “imagen de la 
mujer”, “la mujer en el mercado de trabajo”, etc. Adop- 
temos esta simplificación lingiística pero procuremos te” 
ner siempre presente la acotación que hemos efectuado. 


Existe consenso en que para comprender la situación 
de las mujeres es necesario tener en cuenta su situación 
en la división social del trabajo y, en especial, su rela. 
ción con el trabajo doméstico destinado a la reproduc- 
ción de los individuos. Es ineludible tener presente dichas 
relaciones si se desea insertar validamente la situación 
de la mujer en los planes, programas y estrategias de de- 
sarrollo, dado que, en la división social y sexual del tra. 
bajo predominante en nuestro país, se ha asignado a. las 
mujeres el trabajo doméstico reproductivo y sólo pueden 
eximirse de ejecutarlo aquellas mujeres de los estratos 
medios y altos que pueden pagar el trabajo doméstico 
asalariado de otras mujeres de los estratos bajos, rurales 
y urbanos. 


Nuestro sistema, al igual que todo sistema socio-eco. 
nómico, produce bienes y servicios generando las condi. 
ciones de su propia reproducción como sistema. También 
produce y reproduce su población en un ciclo cotidiano y 
en un ciclo generacional. Sin embargo, ni la economía 
ni la sociología han profundizado el estudio de los pro- 
cesos mediante los cuales se realiza esa producción y re- 
producción y su significado para la estructura socio.eco- 
nómica cono un todo. 


Nuestra estructura socio-económica descarga en las 
unidades domésticas la responsabilidad de la reproduc- 
ción de la población en el ciclo cotidiano y generacional. 
Y ese trabajo doméstico se ejecuta según las siguientes 
características generales: se realiza en forma aislada 
(dentro de cada unidad), es intensivo en trabajo, es pre. 
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dominantemente manual, requiere la realización de acti- 
vidades muy diversas, por lo general de baja calificación, 
es predominantemente gratuito y está habitualmente en 
comendado a mujeres, quienes, en su gran mayoría, lo 
ejecutan personalmente. 


Pero no se le reconoce como “Trabajo”, no obstante 
poder demostrarse desde diversos puntos de vista, que si 
lo es. Desde el punto de vista de la propia unidad fami. 
liar, porque produce bienes y servicios destinados al con- 
sumo de todos sus miembros y, en algunos casos, a la 
producción y reproducción económica de la unidad fami- 
liar. Desde el punto de vista social porque reproduce total 
o parcialmente, día tras día, y generación tras genera. 
ción, a los individuos, sin los cuales el sistema socio-eco- 
nómico no podría funcionar y porque en muchos casos 
trabajadoras, por cuenta propia, pequeñas agricultoras, 
ete.,, producer bienes para el mercado o realizan tareas 
vinculadas a la producción de dichos bienes. 


La existencia de bienes y servicios que son valores 
de uso pero que no se transan en el mercado, no debe 
Mevar a la conclusión de que la actividad que los pro- 
duce no es trabajo. 


Nadie discutiria que, por ejemplo, los maestros y 
profesores que se desempeñan en el sistema de educación 
formal o quienes desarrollan programas de educación in- 
formal, realizan un trabajo. Sin embargo, ni aun las mis- 
mas mujeres consideran como trabajo sus actividades do. 
mésticas mediante las cuales alimentan y cuidan a sus 
hijos y les inculean el lenguaje, normas, valores y pautas 
de conducta, En este punto encontramos dos aspectos que 
no deben confundirse. Uno consiste en la falta de recono. 
cimiento social a la importancia del trabajo doméstico 
reproductivo. Otro, consiste en que este trabajo produce 
valores de uso que no se valorizan en el mercado. 


La hipótesis más aceptada por las distintas teorías 
económicas, de que esa situación es necesaria para man- 
tener los niveles de excedente económico, deja sin ex. 
plicar las razones por las cuales las mujeres aceptan y, 
en muchos casos, desean y defienden el papel que se les 
ha asignado. 


Quizá la explicación se encuentre en los estereotipos 
sexuales y en las pautas culturales correspondientes a 
los que a continuación haremos referencia. 


Como sabemos, desde el punto de vista de la sicolo- 
gía social, los estereotipos constituyen idoas fijas adheri- 
das. a categorías sociales (por ejemplo: las mujeres, los 
hombres, los negros, etc.) que permanecen inmunes a la 
experiencia y que resultan de una tendencia a producir 
nociones simplificadas. Tienen como función, entre otras, 
la justificación y la racionalización de la conducta hacia 
la categoría sociai a.la que se dirigen, así como actuar 
como filtro selectivo que asegure el mantemiento' de di. 
cha simplificación. Los estereotipos sexuales que definen 
lo femenino y lo masculino, son moldes inconscientes so. 
bre-los que se estructuran pautas, valores, creencias, imá- 
genes, simbolos que, a su vez, sirven de soporte a actitu. 
des y conductas mediante las cuales se asignan activida- 
des que se consideran propias o adecuadas para uno u 
otro sexo, 


CAMARA DE SENADORES 


12 de Julio de 1987 


Antropológicamente, existe un acuerdo básico en que 
la única determinación biológica de los roles femeninos 
y masculinos consiste en que las mujeres quedan emba- 
razadas y los hombres las embarazan y gue la adjudica. 
ción de actividades a los individuos. más allá del hecho 
biológico del sexo, depende de ciertas condiciones histó.- 
ricas. 


Por lo tanto, tendriamos que comenzar por pregun: 
tarnos respecio a las diversas actividades que se realizan 
ea una sociedad, cuáles de ellas se adjudican a uno y 
otro sexo, cuáles reconocen al sexo como indiferente; por 
qué el sexo es indiferente para algunas uctividades y, en 
cambio para otras es tan significativo. En síntesis: ¿cómo 
y por qué se llega a que ciertas actividades sean adjudi. 
ceadas a las mujeres, otras a los hombres, otras a cual- 
quiera de los dos y otras a ambos en conjunto? y ¿qué 
fundamentos y consecuencias tiene esa adjudicación? 


Si bien en términos generales puede afirmarse que 
el mundo de la producción y reproducción esonómica de 
la fábrica, del trabajo, pertenece al hombre y el mundo 
de la producción y reproducción de los individuos, dt1 
hogar, del trabajo aisiado, pertenece a la mujer; los he. 
chos están muy lejos de apoyar la tesis de que entre am- 
bos mundos y ambos sexos exista una correspondencia 
biunivoca. La relación entere ias pautas culturales que se 
desarrolian a partir de ios estereotipos sexuales y ci gra- 
do de desarrollo económico tampoco resulta muy clara. 
Aun en los paises industrializados, donde las mujeres tie. 
uen usa mayor participación en actividades económicas 
remuneradas, lo siguen haciendo muchas veces en sectores 
considerados típicamente “femeninos” ya sea en países 
capitalistas o socialistas. Tanto los rasgos generales atri- 
buidos a la femineidad (la mujer como ser afectuoso, emo. 
tivo, instintivo, débil, no competitivo, pasivo, altruista, 
hermoso, desinteresado, fértil, doméstico) como las dis- 
tintas formas de discriminación en aspectos educativos, 
laborales y en varias otras esferas, son especificados tam. 
bién según ias distintas clases sociales. Pero esos rasgos 
generales y esas formas de discriminación tienen una di- 
námica que no es ajena a situaciones coyunturales. En 
determinadas condiciones pareciera suspenderse su vigen. 
cia total o parcial, como ocur:ió en e caso de las mu- 
jeres norteamericanas y europeas durante la 2da. guerra 
mundial, al ocupar puestos de trabajo dejados por los 
hombres para retornar posteriormente a la situación tra- 
dicional cuando el conflicto fue superado. 


Es fundamental tener en cuenta que los papeles fe. 
meninos y masculinos están reciprocamente referidos y 
son complementarios por lo que, si se encuentra que hay 
algo problemático cn la definición de uno de elos, debe 
haber algo problemático en la definición del otro y en el 
conjunto de ambas definiciones. 


En consecuencia, mientras no se establezcan las cau- 
sas de los estereotipos, sólo queda operar sobre sus con- 
tenidos y sus efectos. Se abre así un amplio campo para 
el desarrollo de acciones orientadas a tomar conciencia 
de la ausencia de base real de muchos componentes nor. 
mativos de los papeles femeninos y maseulinos y a elimi- 
nar las discriminaciones que se originan a partir de cesos 
componentes, 
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De acuerdo al marco conceptual señalado enalicemos 
ahora algunos lineamientos para posibles políticas púbii- 
cas nacionales. 


La primera de las consideraciones generales que efec. 
tuaremos al respecto es la de que toda política dirigida 
a la mujer, que pretenda ser coherente, no podrá ser eia- 
borada y ejecutada, al margen de las características y 
del estilo de desarrollo que el País adopte y de las polí- 
ticas globales o indicativas que en él se originen. 


No nos cabe duda que nuestro Gobierno adopta la 
tesis de que además del crecimiento económico es preciso 
generar una voluntad política decidida a producir los 
cambios sociales estructurales que sean neccsarios. Para 
ello, entendemos prioritario, no sólo escuchar a los gru. 
pos de mujeres, sino actuar con y para ellas, teniendo 
además en cuenta los conocimientos y experiencias acu- 
mulados a través de muchos años, aunque lamenítabie. 
mente hasta la fecha, todos ellos sean fruto de acciones 
localizadas de muy bajo impacto, destinadas a alcanza- 
a un muy escaso número de mujeres y con bajísimas pro. 
babiiidades de continuar en el futuro. 


Quizá, la manera más efectiva de actuar en relación 
a nuestro desarrollo social, sea conjugando el aprovecha- 
miento de todo el conocimiento y experiencias obtenidas 
a sú respecto, a la vez que reconociendo, sus actuales. 
dificultades y limitaciones. 


Se consideraría entonces, la situación en que viven 
huestras mujeres como una especificación del desarrollo 
social. Y en este punto, nos enfrentamos al problema de 
cómo proceder a esa especificación. 


La propuesta a nuestro entender más acertada, es la 
de adoptar la clasificación que divide a los individuos en 
consumidores y productores; previniendo en este sentido, 
que no se trata exclusivamente del consumo y la produc- 
ción de bienes económicos materiales, sino de todo tipo 
de bienes, servicios y actividades sociales. 


Desde la óptica de considerar a la mujer como “coz- 
sumidora”, vale decir, desde el punto de vista de los in- 
sumos utilizados para su desarrollo individual se observa 
que la cantidad y la calidad de los insumos están básica. 
mente determinados por la situación de clase en que se 
encuentran las unidades familiares a las que pertenecen 
las mujeres. 


Desde ia óptica de considerarlas “productores” esto es, 
tomando en cuenta su incorporación a las actividades re- 
muneradas, de su trabajo doméstico reproductivo o de 
ambas actividades a la vez, también es observable que 
la incorporación de la mujer a algunas de esas esferas 
de actividad u a ambas, está condicionada por la situa: 
ción de clase en la que, está inserta la unidad familiar 
a la que la mujer pertenece. 


En cuanto a la incorporación a las actividades remu. 
neradas, la situación úe la mujer, está también condicio- 
nada, por las responsabilidades del trabajo doméstico, del 
hecho de que sea o no jefa de hogar, de su estado civil, 
del número de hijos, de la etapa del ciclo de vida en la 
que está su familia, ete. 
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En lo que respecta a las actividades en el ámbito del 
trabajo doméstico, los medios y recursos para realizarlas 
reciben una especificación muy precisa según el sexo. 
Así, por ejempio, el objetivo de una vivienda adecuada, 
si bien beneficia a todos los individuos, beneficia en es” 
pecial a las mujeres ya que son ellas quienes permane. 
cen mucho más tiempo en el hogar, y desempeñan las 
tareas domésticas en condiciones más o menos pesadas, 
de manera que insumen más o menos tiempo. 


Resumiendo: como consumidora y productora la mu- 
jer comparte con el hombre que se encuentra en su mis” 
ma situación de clase, las mismas condicionantes y las 
mismas posibilidades de vida y de destino personal, pero, 
con la especificación discriminatoria respecto a la mujer, 
establecida por la presencia de pre/uicios que se traducen 
habitualmente en la adopción de estereotipos Sexuales 
con sus pautas culturales correlativas, así como por la 
división socia y sexual del trabajo. Esas especificaciones 
discriminatorias deben ser determinadas para las distin. 
tas situaciones de clase. 


Siguiendo la orientación del técnico de la CEPAL, nos 
referiremos a la forma en que puede incorporarse el com- 
ponente femenino en las políticas actualmente en Curso. 
Para elio es conveniente analizar, aunque de manera ge 
neral, algunos tipos de políticas que se incluyen frecuen- 
temente en los programas y estrategias de desarrollo y 
sus relaciones con la situación de la mujer. 


Nos referimos en primer término a las politicas eco- 
nómicas; a aquellas politicas económicas aparentemente 
destinadas, en forma exclusiva, a incidir en los niveles 
de operación de la economía (inversiones, inflación, de- 
sarrollo industrial, etc.). Es irecuente que en el diseño y 
aplicación de estas politicas no se tengan en cuenta sus 
impactos sociales, aunque sus consecuencias direcías 0 in. 
directas sean vividas de maneras diferentes por las dis- 
tintas situacicnes de clase y las familias o individuos que 
pertenecen a ellas. Este es uno de los puntos en que se 
manifiestan más claramente las consecuencias de la se” 
paración analítica entre los aspectos económicos sectoria. 
les y sociales de la planificación. Los planificadores no 
sutlen preguntarse sobre los etectos que tendrán deter: 
minadas políticas sobre las diferentes situaciones de clase 
y las familias o individuos y en particular a “las mujer 
res” gue pertenecen a ellas. La consideración de los pro- 
bables impactos de las polbticas económicas sobre las si- 
tuaciones de las mujeres nc sólo redundaría en beneficio 
de éstas sino que, además permitiría comenzar a apro 
ximar la planificación económica a la social. 


Las políticas multisectoriales integradas, es decir 'aqué. 
lias dirigidas normalmente a incrementar el empleo, la 
productividad, el ingreso y el acceso a una serie de ser- 
vicios (educación, vivienda, salud, etc.) como es el caso 
de las políticas sobre la pobreza crítica 0 para el desn- 
rrollo rural integrado, es frecuente que se dirijan, en últi. 
mo término, 2 las unidades familiares pero. en la prác- 
tica, tienden a incorporar sólo 2 aquellas unidades con 
jefatura masculina. 


Se producen así dos tipos de efectos no deseados. Por 
un lado, en el caso de las unidades familiares con jefas 
tura masculina, habitualmente el titular de la proviedad 
de la tierra, de los créditos, de la capacitación en nuevas 
técnicas de producción y comercialización, es el hombro 
jefe de hogar. 
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Por otro lado, las familias con jefatura femenina, 
que en los sectores pobres rurales y urbanos alcanzan 
porcentajes bastantes elevados y que, por lo común, son 
las que enfrentan los problemas más serios tienden a 
quedar fuera del alcance de estas politicas. En consecuen. 
cia, este tipo de politicas debiera partir de un diagnós- 
tico que detecte si existen unidades familiares con jefa- 
tura femenina y en qué cantidad, a efecto de tenerlas 
en cuenta en la elaboración y ejecución de las políticas. 
Las jefas de hogar tienen a su Cargo la obtención del 
ingreso familiar y el trabajo doméstico, con las dificul- 
tades consiguientes para combinar ambos tipos de tareas 
y con la secuela de serias o graves consecuencias sobre 
los menores dependientes. 


Respecto de las políticas sociales sectoriales (trabajo, 
educación técnica, salud, vivienda, nutrición, etc.) debe 
tenerse presente que las mujeres aparecen en ellas desde 
varios puntos de vista. 


En primer lugar, como consumidoras de los servicios 
y, en tal carácter, es sabido que Su acceso a algunos de 
esos servicios no se produce en un pie de igualdad con 
el hombre, por lo que debería determinarse cuál es su 
acceso real, cuáles son las causas que inciden en que su 
acceso sea menor o diferencial a fin de adoptar las me- 
didas correctivas que fueren necesarias. 


En segundo lugar, las mujeres cumplen un rol clave 
en la potencialización de las políticas de desarrollo social 
a partir de su trabajo doméstico, por lo que su capaci- 
tación en distintos aspectos (higiene, nutrición, etc.) de. 
bería ser prioritaria. 


En tercer lugar, existen sectores en que la mujer re- 
quiere especial consideración (como en el sector salud) o 
resulta particularmente beneficiada (infraestructura de 
servicios básicos, vivienda, tecnología simple o formas de 
organización que alivian al trabajo doméstico). 


En razón de que las distintas categorias de indivi- 
duos no están en una situación de igualdad, ni tienen 
iguales papeles sociales, ambas circunstancias debieran ser 
tenidas en cuenta en los programas correspondientes. 


En relación a los aspectos señalados que, como he- 
mos visto vinculan tan estrechamente al problema de la 
desigualdad y de la discriminación que padece la mujer 
en nuestra sociedad con el problema ge nuestro subdesa- 
rrollo, entendemos que existe un importante papel que le 
corresponde cumplir a la legislación en especial la refe- 
rida a la situación familiar como ya manifestáramos días 
pasados pero también, en cuanto a combatir las injusti. 
cias sociales implícitas en el hecho de tratar a la mujer 
de manera discriminatoria. 


Somos conscientes de que muchas veces el problema 
no reside tanto en la falta de una legislación adecuada, 
como en la vigencia efectiva de la legislación y las posi- 
bilidades reales de exigir su cumplimiento. 


No obstante estas circunstancias, es innegable el pa- 
pel modelador de situaciones, conductas y actitudes que 
tiene la legislación aunque, en general, su impacto se ad. 
vierte en el largo plazo. 


Consideramos también que la complejidad de la ma- 
yoría de los problemas atingentes a la situación de la 
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mujer, requieren el análisis interdisciplinario y multisec- 
torial de los mismos que posibiliten, tener una visión com. 
pleta de los problemas de la mujer más allá de la imagen 
aislada que implica el análisis desde una sola disciplina. 


Debemos consignar también, la necesidad urgente de 
coordinar y promover el trabajo de investigación en lo 
que respecta a la situación de la mujer. Resulta para ello 
indispensable obtener y construir estadísticas sobre aspect. 
tos fundamentales, a fin de tener una base para realizar 
estudios comparativos de hombres y mujeres, utilizar in- 
dicadores que permitan evaluar periódicamente cómo 
avanza o retrocede la situación de la mujer en los dis. 
tintos campos de la actividad social y económica en el 
país, para luego llevar a cabo investigaciones para com- 
prender la interacción de los factores que influyen en la 
condición de la mujer a fin de tener una imagen real de 
ella en nuestra sociedad y dar solución a sus problemas. 
Tal como propone el Plan de Acción Regional sobre la 
integración úe la mujer en el Desarrollo Económico y 
Social de América Latina, de la CEPAL al que Uruguay 
adhiriera. 


La complejidad del tema y las necesidades que he- 
mos marcado para su adecuado tratamiento que implica 
necesariamente el asesoramiento multidisciplinario y mul- 
tisectorial integrados, señor Presidente, hace que, a pesar 
de poseer cierta yersación en el mismo, fruto de experien. 
cias de varios años, y de encontrarnos en situación de 
poder presentar ante este Cuerpo proyectos de ley que 
modifiquen, deroguen o incorporen nuevas normas con el 
propósito de eliminar todo vestigio de desigualdad o dis. 
criminación contra la mujer, no me parezca oportuno ni 
responsable hacerlo, con alguna excepción que fundamen- 
taré cuando corresponda y que habré de presentar ante 
el Cuerpo. En relación a este tema, entendemos absolu- 
tamente necesario, la formación de una conciencia social 
que acepte natural y espontáneamente la concreción de 
nuevos o reconceptualizados valores así como la adopción 
de nuevas actitudes y comportamientos que consideren O 
traten a todas las personas en circunstancias lguales de 
modo igual, de manera que sea la propia sociedad quien 
logre esos objetivos por su propia convicción, única for. 
ma de alcanzar la efectividad de la ley, 


No obstante, sostenemos que las medidas legislativas, 
a pesar de no constituir por si solas, garantía suficiente 
para asegurar la igualdad de oportunidades y de trato 
para la mujer y el hombre, contribuyen, en amplia me- 
dida, a obtener ese ob;etivo. 


En este sentido existe una tarea esencial a efectuar 
que podríamos resumir a grandes rasgos, en las siguien. 
tes propuestas; 


Revisar la legislación existente a fin de eliminar los 
aspectos que afectan la condición jurídica y social de la 
mujer e impiden su plena integración en la sociedad. 


Adoptar medidas legislativas que aseguren la plena 
igualdad jurídica de la mujer con el hombre, 


Adoptar medidas legislativas que asignen la plena 
participación política, cultural, económica y social de la 
mujer. 


Revisar los instrumentos internacionales pertinentes 
a fin de eliminar las normas anacrónicas y buscar la 
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actualización de las mismas y, en un orden más especí- 
fico: 


—Crear un mecanismo institucional a nivel de la Pre- 
sidencia de la República con los cometidos básicos de 
proyectar, planificar, ejecutar y evaluar las diversas poli- 
ticas y acciones, tendientes a consagrar la igualdad ple- 
na de la mujer en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil del pais, 


—Hacer a la mujer titular de un derecho económico 
relacionado con las necesidades fundamentales del núcleo 
familiar en lo que tiene que yer con la adquisición de 
bienes no perecederos así como los instrumentos de pro- 
ducción adaptables al trabajo domiciliario, mediante ' el 
otorgamiento de créditos por parte de Bancos del Estado. 


—Crear un sistema de guarderías a nivel nacional 
que, a nuestro criterio debería estar basado en dos as. 
pectos: 


a) que las empresas que ocupen a más de 50 trabaja- 
doras instalen guarderías para sus hijos menores; y 


b) que el Poder Ejecutivo, en acuerdo con el Consejo 
de Enseñanza Primaria, organice guarderías en todas 
las escuelas de la República habilitando a ese efecto 
aulas y horarios para el cuidado de los hijos meno- 
res de los trabajadores. 


-—Crear un sistema de atención a los ancianos —Sec. 
tor en el que estadisticamente predominan las mujeres— 
sobre la base de entender el envejecimiento como parte 
de un proceso de desarrollo en el que los ancianos pue- 
dan continuar prestando su aporte al bienestar nacional, 
al serles adjudicados papeles productivos de carácter per- 
manente, 


Así como también otras propuestas surgidas en la 
Mesa Ejecutiva de la Concertación Nacional Programáti. 
ca, tales como: en relación a las mujeres jefas de hogar, 
creación de estímulos para las empresas que produzcan 
un aumento neto en el número de trabajadoras estables 
con cargo de familia, que, probadamente sean el único 
sostén del hogar y cuyos otros ingresos sean notoriamen- 
te insuficientes, etc. 


-—En relación a la prostitución para que se destinen 
recursos del Estado en forma urgente a los efectos de 
lograr, prevenir y erradicar toda forma de explotación 
de la prostitución con especial énfasis en la prevención 
de la prostitución infantil y juvenil. 


—En relación a que las trabajadoras rurales y del 
servicio doméstico, sean equiparadas en sus derechos a los 
de los trabajadores de la industria y el comercio, ete. 


—En relación a las situaciones afectadas por la vio- 
lencia privada, etc. 


Esta tarea que hemos resumido y que no hemos de. 
tallado exhaustivamente reiteramos que entendemos, y 
hemos entendido siempre, que deberá llevarse a cabo por 
equipos que, a su vez, se nutran del asesoramiento que 
corresponda según las implicancias del contenido a pro- 
poner a cada texto legal. 


En virtud de ello, señor Presidente, es que solicita- 
mos la constitución de una Comisión especial integrada 
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por tres miembros, para encarar el tema genérico de la 
“condición de la mujer” y para lo cual solicitamos tam. 
bién, se tome la yersión taquigráfica de las palabras ver- 
tidas como primer documento a ser considerado por parte 
de ja referida Comisión. 


Muchas gracias. 
(¡Muy bien! Apoyados) 
SEÑOR HIERRO GAMBARDELLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HIERRO GAMBARDELLA. — integramos un * 
partido que siempre ha sido especialmente atento a los 
problemas relacionados con la condición de la mujer. Por 
ese motivo hemos escuchado con mucho interés la impor- 
tante exposición de nuestra colega y prometemos, desde 
ya, al Senado, que nuestro delegado en la Comisión que 
la señora senadora propone —la que naturalmente vota- 
remos afirmativamente— hará el máximo esfuerzo para 
poder cumplir las proposiciones expuestas. 


En este momento deseo hacer, simplemente, algo que 
me parece imprescindible y es felicitar a nuestra colega 
por su intervención tan enjundiosa, tan sensible y tan 
representativa del alma femenina. Nosotros que integrá- 
bamos un Cuerpo Legislativo en el que no habían muje- 
res, nos sentimos orgullosos al] vernos privilegiados con 
la presencia de la señora senadora que hace unos mo. 
mentos ha demostrado una fina sensibilidad que enriquece 
la labor parlamentaria. 


(¡Muy bien! Apoyados) 

—Era cuanto quería manifestar. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción pre- 
sentada por la señora senadora Macedo de Sheppard en 
el sentido de designar una Comisión especial integrada 
por tres miembros que designará cada partido. 

(Se vota:) 

—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Consultando a los distintos partidos, la Mesa integra- 


rá la Comisión, y a ella se pasará la versión taquigrá. 
fica de la exposición realizada por la señora senadora. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión Especial 
Sobre la Condición de la Mujer 


INFORME 
Al Senado: 

Vuestra Comisión Especial de la Condición de la Mu. 
jer aconseja la aprobación del adjunto proyecto de reso- 
lución, por los fundamentos que pasa a exponer. 

La preocupación e interés existente a nivel interna. 


ciona] respecto a la situación de discriminación que afec. 
ta a la mujer en el mundo e impide su integración en la 


vida nacional e internacional como importante elemento 
para el desarrollo de los pueblos, se ha plasmado primor- 
Gialmente, en los documentos que fueran aprobados por 
los Estados miembros de la ONU y de la OFA, entre ellos 
Uruguay, durante la llamada “Década para la Mujer. 
ONU 1975-1985”. A saber: “Plan Muncial de Acción” (ONU, 
1975); “Plan de Acción Regiona] para la Integración de 
la Mujer en el Desarrollo Económico-Social de América 
Latina” (CEPAL, 1976); “Plan Regional de Acción de la 
Comisión Interamericana de Mujeres” (OZA, 1976); “Con- 
vención para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer” (ONU; ratificada por Uruguay, X/1981); y, 
“Estrategias: de Nairobi orientaúes hacia el futuro para 
el adelanto de la Mujer” (ONU, 1985). 


yy La Comunidad Internacional, a través de esos docu- 
mentos, considera requisito indispensable y tarea urgente 
a realizar, previa a toda acción a. desarrollar referida a 
mejorar la situación de la mujer, coordinar y promover 
el trabajo de investigación respecto a esa situación. 


En el Uruguay no se ha realizado aún una investi- 
gación de carácter sistemático, interdisciplinario y multi- 
sectorial, a pesar de las recomendaciones internacionales 
en ese sentido, en razón de la coincidencia cronológica 
dada entre el proceso de tacto y la Década para la Mu. 
jer, período que se caracterizó por la ausencia de politi- 
cas nacionales que atendieran a Ja problemática social 
en general y a la de la mujer en particular. 


Sí bien existe preocupación e interés, de parte del 
actual gobierno, en cuanto a mejorar la situación de la 
mujer, la comprobación de la falta de información al 
respecto dificulta en grado muy importante los avances 
concretos que pueden y deben hacerse en esta materia, 
Con idéntica dificultad ha tropezado esta Comisión Es- 
pecial de la Condición de la Mujer, cuya sola constitu- 
ción avala que a nivel de este Cuerpo existe la misma 
preocupación e interás señalados respecto del Poder Eje- 
entivo. 


En función de todo lo expresado y para superar estas 
carencias, se ha estrucutrado el Programa “Creación de 
una Base de Datos para la Mujer en el Uruguay”, que 
ha sido redactado por la doctora Raquel Macedo de She- 
ppard y que se acompaña como anexo al presente informe. 


Este programa fue analizado por vuestra Comisión, ia 
cual por considerario de suma conveniencia, eieyó a la 
Presidencia del Cuerpo la nota que se transcribe a conti. 
nuación: “Montevideo, 22 de junio de 1987. Señor Presi- 
dente de la Cámara de Senadores. Doctor Jorge Batlle. 
La Comisión Especial Sobre la Condición de la Mujer, 
tiene el honor e dirigirse a usted con el fin de comu- 
nicarle que en sesión de la fecha, ha resuelto informar 
favorablemente el proyecto denominado “Creación de una 
Base de Datos para la Mujer en el Uruguay”, presentado 
por la doctora Raquel Macedo de Sheppard y aconse;ar 
que, ad referéndum de lo que resuelva el Senado, así se 
comunique, a los efectos pertinentes, a la Oficina de Pla. 
neamiento y Presupuesto. Asimismo, esta Comisión soli- 
cita que dicho proyecto sea incluido en el orden del dia 
de la primera sesión ordinaria del mes de julio, a los 
efectos de su aprobación por el Cuerpo. Saluda a usted 
muy atentamente. Gonzalo Aguirre Ramirez, Presidente. 
Reina Frías, Secretaria.” 


La Presidencia dei Senado, asimismo, cursó a la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto la comunicación que 
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se pasa A iranscribir: “Cámara de Senadores, Presidetn. 
cia. Montevideo, 23 de junio de 1987. Señor Director de 
la Oficina de Plancamiento y Presupuesto, Cr. Ariel Da- 
vrieux. Tengo el agrado de girigirme a Ud. a fin de re- 
mitirle el texto del proyecto “Creación de una base de 
<catos para la mujer en el Uruguay” para su conocimiento 
y demás efectos, solicitándole ia tramitación urgente en 
razón de Que la presente documentación deberá ser: pre. 
sentada ante la Representación Residente de las Naciones 
Unidas ante nuestro país indefectiblemente antes de] dia 
jueves 25 del mes en curso, a los fines de su remisión 
inmeciata al Fondo de Contribuciones Voluntarias para'la 
Mujer de la ONU. Los fundamentos que dan mérito a esta 
solicitud ha sido compartidos unánimemente por la Co. 
mizión Especial sobre 1h Condición de la Mujer, del Be: 
vado de la República luego de escuchar las expresiones 
vertidas por el señor Coordinador Internacional del PNUD, 
Dr. Horacio Godoy y el Director Nacional del Proyecto 
PNUD con Poder Legislativo, Secretario de la Asamblea 
General Mario Farachio. Se acompaña copla de las notas 
cursadas a esta Presidencia por dicha Comisión, texto del 
proyecto, sus antezedentes y dozumentos complementarios. 
El informe favorable de la Comisión, será considerado 
en la primera sesión ecrdinaria del Senado del mes de 
julio próximo. En la seguridad de que se dará el trámite 
urgente pedido, saludo al señor Director con atenta con. 
sideración. Jorge Batlle, Presidente. Mario Farachio, Se- 
cretario”. 


En mérito a todo lo expuesto y, en especial, a lo que 
surge de la lectura del Programa a aprobarse, así como 
de los antecedentes reseñados, vuestra Comisión Especial 
ya que, en su opinion, es conveniente aprobar el si- 
suiente proyecto de resolución, que somete a consideración 
del Senado: 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo 19 — Apruépase el Programa de Creación de 
una Base de Datos para la Mujer en el Uruguay, redac. 
tado por la doctora Raquel Macedo de Sheppard, cuyo 
texto se incorpora a la presente Resolución. 


Art, 2% — Cométese a la Presidencia del Senado de- 
signar al funcionario que deberá encargarse de la coor- 
dinación de la utilización por el Parlamento de la infor. 
mación resultante de la ejecución del referido Programa. 


Art. 3% -— Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión, junio 22 de 1987. 


Gonzalo Aguirre Ramirez, Miembro Intormante, Enri. 
que Martínez Moreno, José Luis Guntin. Senadores 


CREACION DE UNA BASE DE DATOS 
PARA LA MUJER EN EL URUGUAY 


I, ANTECEDENTES. 


A. El estudio de la condición de la mujer en el Uru- 
guay no ha sido tratado hasta la fecha con la sistematiza- 
ción requerida, debido fundamentalmente al proceso dic- 
tatorial que vivió el país en el período comprendido entre 
1973 y 1984 y en el cual se eludió la realización de casi 
toda acción de carácter social, 
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Durante dicho periodo, así como en el que va trans- 
currido bajo el régimen democrático vigente (marzo 1985 
a la fecha), se han efectuado en el país algunos esfuer- 
zos de investigación de carácter específico, que en nin” 
gún caso responden a una concepción global del proble. 
ma. Así también, la realización de investigaciones a nivel 
naciona] (Censo de Población, Encuestas de Hogares, En- 
cuesta Nacional de Fecundidad, etc.), no han contempla- 
do con el grado de especificidad necesario los datos sobre 
la sivuación de la mujer. 


Se cuenta, sin embargo, con antecedentes de carácter 
general que dejan de manifiesto la situación de desmedro 
en que ésta se encuentra. 


Si bien es cierto, por ejemplo, que desde el punto de 
vista legai el ordenamiento jurídico uruguayo continua 
siendo uno de los más avanzados a nivel universal en 
cuanto a la consagración igualitaria de los derezchos de 
todos sus ciudadanos, en el examen Crítico de la realidad 
social se advierten no sólo desajustes, sino sustanciales di. 
ferencias entre la legislación y la real situación de la 
mujer en el país. 


Foseyondo la mu'er igual o mayor participación en el 
campo de la educación, só:o el 37 % de la población ac- 
tiva del país está conformada por mujeres y, dentro de 
ese porcentaie, el más alto corresponde al servicio do” 
méstico. 


Así también se sabe que la mujer que desea incorpo- 
rarse al mercado laboral debe estar dispuesta a tener me- 
nores oportunidades de empleo, a desempeñar tareas me- 
nos calificadas y a percibir salarios más bajos que el hom- 
bre. También es conocida su escasa participación en pues- 
tos directivos y en toda función social cuyo ejercicio im- 
piique toma de decisiones. 


Estos hechos han motivado la preocupación de la Co- 
munidad internacional y es así como por ejemplo Nacio- 
nes Unidas, al proclamar el Decenio de la Mujer, ha 
insistido, en los distintos toros, sobre la conveniencia de 
contar con información necesaria y sistematizada sobre la 
condición de la mujer, que apoye la planificación, elabora- 
ción y desarrollo de proyectos y programas en su benefi. 
cio y que al mismo tiempo evite la duplicidad de esfuer- 
ZOS. 


Por otra parte, el advenimiento de la democracia en 
Uruguay ha despertado una etervescencia especial al inte- 
rior úe los grupos de mujeres, y es asl como ya a partir 
de 1984, su participación en ellos se acentúa, surgiendo 
una reflexión seria sobre su condición y la necesidad de 
efectuar acciones que vayan mejorando esta situación. 


Considerando la actual realidad de los grupos de mu- 
jeres y que en general la información existente sobre el 
tema no presenta las condiciones requeridas de actualidad, 
acceso y desagregación necesarias, es que el presente pro. 
yecto otrece la realización de una tarea de reunión de la 
información, de su análisis y procesamiento desde el pun- 
to de vista de las necesidades de las mujeres (Base de 
Datos), a fin de realizar un diagnóstico que a su Vez per- 
mita, en definitiva, la determinación de propuestas con. 
cretas de acción que favorezcan el desarrollo de políticas 
orientadas a mejorar las condiciones de vida de las mu- 
jeres. 
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El proyecto, responde a una necesidad puesta de Ma- 
nifiesto tanto a nivel de las propias mujeres como a ni- 
ve] oficial, Prueba de ello es el interés expresado por el 
Parlamento Nacional, el Ministerio de Salud, el Ministe- 
rio úe Cultura, la Intendencia Municipal de Montevideo 
y de ONG de mujeres (AMPU, PLEMUU, CONAMU, etc.). 


E] interés de los organismos Oficiales y de las ONG 
de mujeres está contemplado dentro del proyecto median- 
te la participación que se les ofrece dentro de un Orga- 
nismo Consultivo que informará a la Agencia Ejecutora 
sobre las necesidades de información que sus acciones re- 
quieren y que informará también respecto a las consul- 
tas que la Agencia Ejecutora les someta. Se producirá asi 
una retroalimentación informativa entre los usuarios y 
el preyecto. 


Por otra parte, el particular interés en el tema de la 
mujer expresado por el Parlamento Nacional asegura la 
continuidad del proyecto dentro de su Plan Nacional de 
Informática (en ejecución), una vez concluido el plazo 
previsto para éste. 


En consecuencia, este proyecto habrá de tener un real 
y trascendente impacto, tanto por su utilización en pro. 
yectos relativos a las mujeres de todos los estratos socia- 
les uruguayos, como, en particular, a los proyectos re- 
Teridos a las mujeres de los estratos más empobrecidos o 
carenciados de la población. Vale decir, el impacto inci- 
Cirá tanto sobre el entorno comunitario como sobre el 
proceso integral de desarrollo nacional. 


Este proyecto constituye la primera parte de un pro- 
grama en el que la base de datos tendrá un carácter 
permanente y aciualizado, a fin de prestar la imforma- 
ción requerida por i0da persona o institución de carácter 
gubernamental o no gubernamental legitimamente inte- 
resada en la determinación y ejecución de políticas, pro- 
gramas y proyectos atingentes a la mujer. 


La Agencia Ejecutora será el Centro de Información, 
Investigación y Documentación del Uruguay, CIIDU, ins- 
titución que aportará la infraestructura y el apoyo lo- 
gístico necesario para la ejecución del proyecto. 


CIIDU se propone contribuir al afianzamiento de la 
democracia en el Uruguay, a través de la investigación 
social, la distribución horizontal de la información, el 
acopio de documentación y el debate permanente sobre 
los temas que preocupan al país. 


Priorizando programas de carácter nacional, el CIIDU 
presta especial atención a: 


1) el rol de la comunicación e información como herra. 
mienta para el desarrollo. 


2) al movimiento social de las áreas rurales, a fin de 
eliminar las brechas existentes entre éstas y las áreas 
urbanas y entre la capital y el interior del país; 


3) al papel del movimiento no gubernamental en el for- 
talecimiento de la sociedad democrática y en parti. 
cular a las organizaciones que consideran la temática 
de la mujer. 


En particular sobre el tema de la mujer, el CIDU 
lieva adelante un programa financiado por la Agencia 
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NORAD de Ncruega y cuenta para estos efectos con una 
Unidad Especializada. El programa tiene como objetivo 
investigar la situación de la mujer en el Uruguay en los 
campos social, político y económico y la posterior divul- 
gación de los resultados a través de diferentes medios de 
difusión (prensa oral y escrita, seminarios, etc.). 


E! CIIDU cuenta con un servicio de documentación 
computarizado y ha incorporado tecnologías avanzadas al 
desarrollo de la comunicación. Este servicio se encuentra 
a disposición de las ONG vineuladas al Centro y tienen 
asimismo por finalidad apoyar los diversos proyectos de 
éste así como su trabajo de dirección y administración. 
(Ver Anexo 1 para información adicional sobre el Cen. 
tro). 


1. OBJETIVOS 
A. Objetivos a largo plazo: 


1) Establecer un diagnóstico de la situación socio- 
económica de la mujer en el Uruguay. 


2) Contribuir a la formulación de políticas y accio- 
nes de promoción vinculadas a la condición de 
la mujer. 


3) Elaborar propuestas de acción en beneficio de las 
áreas carenciadas que el diagnóstico determine. 


4) Aportar al diseño de nuevas investigaciones de- 
rivadas de las carencias que el diagnóstico acuse. 


B. Objetivos inmediatos: 


1) Crear una base de datos que procese la informa. 
ción previamente seleccionada, que trate la te- 
mática de la mujer y que se produzca en el país. 


2) Reunir, actualizar y procesar el relevamiento per- 
manente de fuentes de información ya existente 
en el país. 


3) Proporcionar las bases técnicas para el procesa- 
miento de la información, mediante la determina- 
ción de áreas específicas de investigación y la 
definición y adopción de instrumentos normali- 
zados. 


4) Capacitar al personal participante del proyecto y 
a las ONG de mujeres interesadas en el conoci- 
miento de las nuevas tecnologías informáticas y 
en el manejo de la base de datos. 


5) Elaborar el informe del diagnóstico y de propues- 
tas de acción: 


a) de acción propiamente dichas, y 
b) de mejoramiento de la investigación. 


6) Establecer políticas y ejecutar acciones de divul- 
gación de los resultados del proyecto, en distintas 
instancias. 


7) Participar en el desarro!lo de la cooperación en 
información sobre la mujer en el pais y servir 
como nexo con sistemas regionales y mundiales 
sobre el tema. 
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HI. CARACTERÍSTICAS DE LOS PARTICIPANTES 


La realización de este proyecto está concebida me- 
diante una acción conjunta de cuatro organismos no gu” 
bernamentales, a saber: 


1) El Centro de Información, Investigación y Docu- 
mentación del Uruguay, CITIDU, como organismo 
ejecutante; 


2) el Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el 
Desarrollo del Uruguay; CIEDUR,; 


2) el Instituto de Promoción Económico-Social del 
Uruguay, IPRU; y 


4) el Centro de Investigaciones y Estudios Familia- 
res, CIEF. (Ver Anexo N* 2 para información so- 
bre estos organismos). 


El proyecto cuenta asimismo con una instancia de 
Coordinación, cuyas funciones y términos de referencia 
se detallan en Anexo N* 3 y que se propone a cargo de 
la Sra. Raquel Macedo de Sheppard. 


La selección de estas organizaciones como participan- 
íes del proyecto obedece a la adopción de ciertos crite- 
rios, entre los que destacan los siguientes: 


+) Excelencia académica de las organizaciones; 


2) Conveniencia de un enfoque interdisciplinario pa- 
ra el tratamiento del tema de la mujer; 


3) Valor asignado al trabajo conjunto de organiza- 
ciones no gubernamentales, en consulta con orga- 
nismos oficiales e instituciones y usuarios de Gi. 
versos niveles: planificadores, investigadores, gru- 
pos de base, politicos, ete. 


4) Aporte de la particular experiencia de las ONG 
participantes al desarrollo del proyecto, desde sus 
propias áreas y perspectivas: investigación, pro” 
moción y comunicación. 


5) Experiencia en el uso de tecnologías informáfiras 


El proyecto contempla asimismo la participación de 
organismos gubernamentales y de otra naturaleza (gru 
pos de mujeres), mediante una acción de consulta cont:- 
nua que permita ajustar los mecanismos adoptados a las 
necesidades que se presenten en matería de información. 
Los participantes adquieren así carácter de beneficiarios, 
a la vez que se constituyen en alimentadores de informa. 
ción del proyecto. Enfucado de esta forma, el proyecto 
asume la condición de un servicio de utilidad a la cor 
munidad, del cual serán beneficiarias todas las mujeres 
en particular y la sociedad en general. 


IV. METODOS (PROCESOS) 


A. Respecto a la consecución de los objetivos for- 
mulados, las cuatro instituciones participantes, desde sus 
particulares enfoques, y la Coordinación, acordaron las sl” 
guientes líneas metodológicas: 


1) Realización de una acción conjunta, interdiscipli- 
naria e interrelacionada, de manera tal que se 
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produzca el aprovechamiento de las experiencias 
de cada institución y de la Coordinación. 


2) Aprovechamiento de los esfuerzos realizados a nmi- 
vel nacional en cuanto a la información existente 
sobre el tema (Censos de Población, Encuestas de 
Hogares, información sectorial), que evite la du- 
plicidad de funciones y más bien se dirija a una 
complementación de ellas. En este sentido se pre” 
vé también una coordinación con instituciones in- 
ternacionales ocupadas del tema. 


3) Racionalización de las capacidades técnicas (re- 
cursos humanos) y de infraestructura para ser 
aplicada al proyecto, 


El proyecto está concebido en dos grandes componen. 
tes, que metodológicamente se ordenan en el tiempo: 


a) la realización de un diagnóstico que surja de la 
información existente en el país, recabada y sis- 
tematizada adecuadamente en una base de datos 
y que permita un conocimiento concreto y cuan- 
tificado de la situación de la mujer en el Uru- 
guay; y 


b).. Ja elaboración de propuestas de acción en benefi. 
cio de las áreas carenciadas que identifique el 
diagnóstico, así como de acciones de divulgación 
de éstos Fesultados, en distintas instancias. | 


La implementación de la base de datos no constituye 
un fin en sí misma, sino una herramienta de información 
para la acción, ya que existe consenso de que un conoci- 
miento sistemático e integrado del tema es requisito pre- 
vio para la planificación y elaboración de acciones en be- 


neficio de la mujer. A este respecto se prevén acciones 


PLAN DE 
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de capacitación a los grupos de usuarios en el manejo y 
mejor utilización de la base de datos. 


En síntesis, como características especiales del proyec- 
to pueden destacarse las siguientes: 


— Interrelación institucional y realización —Pluriinsti- 
tucional del proyecto; 


— Empleo de tecnologias informáticas y capacitación 
en ellas; 


— Distribución multidireccional de la información ob. 

tenida; uE 
- Aporte a la integración de acciones entre ONG ás 
mujeres e instancias gubernamentales. 


IV, METODOS (CONTINUACION) 


B. El proyecto tiene una duración de dos años, dis- 
tribuidos en dos etapas de nueve y quince meses: respec- 
tivamente, 


Las actividades de la primera etapa (9 meses) esta 
rán dirigidas fundamentalmente a la implementación de 
la base de datos, a la determinación de las áreas a incluir 


_ en el diagnóstico y a la obtención de productos de acuet- 


do au criterios definidos. La segunda etapa (15 meses), es- 
tará orientada a la realización del diagnóstico sobre la 'si- 
tuación de la mujer en el Uruguay y a la elaboración de 
propuestas de acción dirigidas a mejorar su condición, asi 


como a la Aivulgación de éstas en distintas destenolas. 


Se acompaña cuadro en que se detalla el plan de ac- 
tividades y calendario respectivo. 


TRABAJO 


l. ACTIVIDADES PRINCIPALES 


Tareas/Meses 


PRIMERA ETAPA (9 meses): 


Relevamiento de fuentes estadísticas y docu- 
mentación Xx Xx 


Necesidades informatiyas xX Xx 


Registro de Proyectos de acción e investigación X X x 


12345657 .8 910 11 12 13 14 15 16 17 18 19 20 21 22 23 24 


Crítica de información y normalización de 
conceptos x 


Selección de variables 


Diseño técnico de base de datos 


Procesamiento y adaptación de programa 
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Tareas/Meses 1234560758 910 11 12 13 14 15 16 17 18 19 20 21 22 23 24 


Imputación Xx 


Salida de información 


SEGUNDA ETAPA (15 meses): 


Imputación XX XX X X X X X X X X X X Xx 
Salida de información X XXX XX X XX X X X X Xx X 
de A A A SS 
DIAGNOSTICO 

Análisis e interpretación X X X X X X X Xx 

Evaluación x XxX 

Elaboración de informe final ¿ xX Xx 

Propuestas ' ] XxX Xx 
Difusión 


a) Indirecta (Medios Propios, elaboración de 


material de divulgación, cartillas) x X XxX x x 
b) Directa (Seminario-taller) X x Xx 
Capacitación de grupos de usuarios x x Xx Xx 


Conexión con Bases de Datos Internacionales 
similares X XX XX X XX XX XX X X Xx Xx 


AMBAS ETAPAS: 


Administración XX X X XX X XX X X XX X X X X X X X X X x X 
Preparación de informes semestrales sustantivos Xx Xx 
Preparación de informes contables semestrales Xx Xx Xx x 


Informe anual de estado de cuenta verificado 


por auditor Xx Xx 
Evaluación de avance x x 


Coordinación Ejecutiva X XX X XX XX X XXX X X X X X X X X X X x x 


Reuniones de Consejo Directivo XXX XXXXXXXXXX X X X X X X X X X Xx X 


A 
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PERSONAL ADSCRITO AL PROYECTO 


Personal/Meses 1234567380910 11 12 13 14 15 16 17 18 19 20 21 22 23 24 
Coordinador F/T X XX XX X XX X X X X X X X X X X X X X X X X 
Investigador Economista P/T 1/2 X Xx X X XX X X X X X X X x 
Investigador Sociólogo P/T 1/2 x xXx X XXX XX X XxX XX X x 
Analista Programador P/T va. x XX Xx Xx 
Bibliotecaria P/T 1/2 XXX X XX X X XX X X X X X X X X X X X X x X 
Secretaría Ejecutiva P/T 1/2 XXX X XX XX X X X X X X X X X X X X X X x X 
Coordinador de Procesamiento P/T 1/2 XX XX X X XX X X X X X X X X X X x X 
Operadores 2 F/T X X X XX X X X X X X X X X X Xx X 
Ayudantes de Investigación 2 F/T x X Xx X XX X X X X Xx X 
Encuestadores 2 F/T XxX Xx 
Especialista en Comunicación XXX xXx Xx 
Auditoria Xx x 
Evaluadores x x 

2. Organizativamente, el proyecto prevé las siguien. — un Consejo Consultivo, integrado por potenciales 
tes instancias, cuyas funciones y responsabilidades serán usuarios del proyecto y organismos gubernamenta. 
ratificadas por Acuerdo a establecer entre los participan. les y no gubernamentales, cuyo cometido será el 
tes: de informar al Consejo Directivo sobre las necesi- 


dades de información que sus acciones requieran 
y sobre las consultas que el Consejo Directivo le 
someta, otorgando de esta forma carácter partici- 
pativo al proyecto. 


— la Agencia Ejecutora, representada por CDU, se 
responsabilizará conjuntamente con una de las ins” 
tituciones integrantes del Consejo Directivo --a de- 
terminar— de la administración de los fondos que 


sean asignados al Proyecto. Tomará a su cargo la — En cuadro que se adjunta se incluye el detalle del 
elaboración de informes sustantivos y financieros personal adscrito al proyecto, indicando su espe- 
semestrales y la preparación al final de cada eta. cialización y tiempo asignado en él. 

pa de estados de cuentas. Aportará la infraestruc- 

tura y el apoyo logistico necesario para la ejecu- C. El proyecto propone una evaluación al término de 
ción del Proyecto. la primera etapa de ejecución y Otra al término de él, que 


serán solicitadas externamente. 


— Un Consejo Directivo, integrado por las cuatro ins- 


tituciones participantes y la Coordinación del pro- Prevé asimismo, a través de su Agencia Ejecutora, la 
yecto, a cuyo cargo estarán las acciones relativas preparación de informes sustantivos y financieros semes- 
al proyecto que involucren toma de decisiones, a trales y la preparación al final de cada etapa de estados 
vía de esemplo: determinación del Plan de Trabajo de cuentas verificados por auditores, 

y de pautas para el seguimiento y evaluación; €la. 

boración de los acuerdos interinstitucionales para Al presente, el seguimiento del proyecto se considera 
la aplicación de los recursos del Proyecto; desig. en términos del ofrecimiento que en tal sentido ha sido 


nación del auditor independiente, etc. efectuado por el Parlamento Nacional. (Ver nota adjunta) 
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V. CONSECUENCIAS 


A. El impacto potencial esperádo del proyecto se 


vincula al conocimiento real de la situación de la mujer, 
como base imprescindible para la formulación de propues- 
tas, que al ser considerado organismos públicos y ONG, 
facilitará la «elaboración de políticas, programas y pro- 
yectos para la mujer. 


En particular, se señala la importancia del interés ex- 
presado por el Parlamento Nacional, en cuanto a disponer 
de la información necesaria para la, determinación de sus 
políticas, 


Por su parte, las ONG de mujeres contarán con la 
base informativa adecuada para el desarrollo de sus pro- 
yectos y el conocimiento y coordinación entre los mismos. 


B. Resultados concretos esperados (logros). 


Los resultados concretos esperados se pueden visuall- 
zar a través del siguiente listado de síiitesis de los prin- 
Cipales productos tangibles a: obtener en el desarrollo del 
proyecto: on 


— Inventario de fuentes estadisticas y esUanioRA en el 
tema a nivel nacional; 


— Existencia y ubicación física del material docu- 


mental correspondiente a incorporación de él al. 


acervo bibliográfico del proyecto; 
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— Inventario de grupos e instituciones ocupadas cn 
la temática de la mujer y de los proyectos de ac- 
ción e investigación realizados y en marcha. 


-— Implementación de la base de datos; 


— Respuestas a consultas específicas utilizando la: in- 
formación contenida “en la base de datos; 


— Informe diagnóstico sobre la situación de la 'mu- 
jer en las áreas de investigación del proyecto; 


— Propuestas de proyectos de acción y de-rediseño de 
nuevas investigaciones; 


— Efectos del Seminario-Taller de carácter nacional 
para difundir los resultados del proyecto... 0 


--- Producción de material de difusión (grabaciones, 
“material de prensa, etc.) : 


— Capacitación a participantes del proyecto e inte- 
grantes de las ONG' de mujéres en tecnologias 
computarizadas de información; 


— Interconexión a bases de datos internacionales. 
—- Aporte al Programa de Informática del Parlainen: 


to Nacional de los resultados obtenidos a través de 
la ejecución del Proyecto. 


VI. PLAN DE GASTOS hs 
== == = — 1-3 
l 
PRIMERA ETAPA SEGUNDA ETAPA | TOFAL DEL PROYECTO E 
i E 
Fondo Contribu- Centraparte | Fondo Contribu- Contraparte | Fondo Contr. Contraparte Total S 
ITEMS riones Veluntarias Nacional ción Voluntaria Nacienal ¡ YVoluntarias Nacional Egresos ES 
s ] > o 
Tiempo Costo |Tiempo Costo | Tiempo ¡ Costo |Tiempo Costo 2 
m/h U$S m/h | USS m/h USS m/h U$S 
ESE li En | l Ls — E 2 
1. PERSONAL DEL PROYECTO | | | 
—Coordinador | 9 5.400 i 15 9.000 
--Investigador Economista 2 809 ¡ | 12 4.800 ! 
—Investigador Sociólogo . 2 809 ; ¡ 12 4.800 
-—Analista Programador : 5 1.250 ! 
-—Coordinador Procesamiento | 5 1.250 15 3.750 h 
—Especialista en Comunic. ¡ 5 | 1.20 | 
| | : | : 
Í ¡ ¡ D 
PERSONAL DE APOYO | | | e 
--Secretaria Ejecutiva 1 2 1.350 15 ¡2.250 | ¡ e 
--Ayud. de Investig. (2) 6 1.300 18 4.500 | i ! > 
- Encuestadores (2) 6, 1.200 | > 
—Bibliotecaria ! 9 1.350 | 15 2.250 y 
—Operadores (2) | 2 | 400 | 2 | 400 15 3.000 15 3.000 | 43.700 10 600 ! 54.300 S 
i i l ! ! le 
2. SUB-CONTRATOS i | | : | 2 
Evaluación Proyecto % 2.500 j % 2.500 $ 
Auditoría 1 400 | 1 400 3 
i 1 i 
3. SEMINARIO/TALLER | 5.800 | 5.800 Z 
.(Organiz., viajes y viático , | 
particip. - documentación) H ¡ 2.000 2.000 2.000 
| 1 
4. EQUIPOS/MATERIALES ! 1 
Terminal 1.500 | 
Ampliación Memoria : ¡2.000 ¡ 
Utiles de Oficina.Correo [1.100 | ¡ 1.900 
Costos Operativ. y Administ. | 6.645 | 11.050 
Varios | 1 | h 8.500 17.700 24,200 
5. CONEXION BASE DE DATOS | l | 2,400 ¿ 2.400 2.400 
6. SEGURIDAD SOCIAL | 4.000 4.000 4.000 
TOTAL | 20.109 9.745 44.300 18.555 | 64.400 28.300 | 92.700 
TOTAL FONDO CONTRIBUCIONES VOLUNTARIAS (Las 2 Etapas) 84.400 5 
TOTAL CONTRIBUCIONES CONTRAPARTE NACIONAL (Las 2 Etapas) 28.300 3 
1] 
TOTAL DEL PROYECTO 92.700 8 
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CIIDU 


CENTRO DE INFORMACION, INVESTIGACION 
Y DOCUMENTACION DEL URUGUAY 


FUNDACION FRIEDRICH NAUMANN 
PROYECTO DE CAPACITACION RADIOFONICA 
EL CIDU: 


COMUNICACION PARA EL DESARROLLO 
Y LA DEMOCRACIA 


A mediados de 1984, en vísperas de la plena recupe- 
ración democrática en nuestro país, un grupo de investi. 
tigadores, técnicos y periodistas uruguayos fundaron el 
Centro de Información, Investigación y Documentación del 
Uruguay (CIUDU). 


Ei propósito que animó a este grupo de profesionales 
fue el de contribuir a la recuperación nacional encarando 
iniciativas para el desarrollo, considerando que la conso- 
lidación del sistema democrático descansa en la participa- 
ción social activa y en el fortalecimiento de la sociedad 
civil. 


Entendemos el desarrollo como un proceso constante 
de cambios en toda la sociedad. La necesidad de la co. 
munidad nacional de adaptarse a estos cambios requiere 
de información y comunicación. Es ampliamente aceptado 
e: concepto de que la comunicación tiene en las socieda- 
des democráticas funciones múltiples: es instrumento para 
el conocimiento general y para la libre participación de 
todos en las empresas colectivas, ejerce un papel conti- 
nuo como integrador social, incorpora en la sociedad una 
visión universalista y orienta los esfuerzos que promue- 
ven el desarrollo. Sin estructuras adecuadas que vehiculi. 
cen la comunicación no hay posibilidades de un desarro- 
Ilo integral. 


El CIIDU se propuso contribuir a este esfuerzo a tra- 
vés de la distribución multidireccional de información, la 
incorporación de tecnología avanzada al servicio de la 
comunicación social, la investigación de la realidad na- 
cional y el apoyo al debate permanente sobre los temas 
que preocupan al país, 


Sobre la base de estos objetivos, el CIIDU se consti. 
tuyó en asociación civil de carácter plural, independiente 
y sin fines de lucro. 


TAREAS EN CURSO 


Desde el inicio de las actividades el CIDU ha enca. 
rado diversas iniciativas y proyectos en el área de la co- 
municación social. 


Actualmente se encuentra en fase de ejecución el pro. 
yecto SERCOM (Servicio de Comunicación) dirigido al 
desarrollo de una red informativa de Organizaciones No 
Gubernamentales (ONGs). El proyecto basado en el re- 
conocimiento de la información como un bien pertenecien- 
te a la sociedad, busca responder a las necesidades de la 
ONGs y propiciar una mayor participación de las mismas 
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en la elaboración y difusión de la información. Con esta 
finalidad se ha creado una Base de Datos computarizada 
que ofrece diversos servicios (archivo de prensa, boletines 
especializados, recuperación de documentos) y que se co. 
nectará próximamente con una red latinoamericana que 
vincula 2 ulversas instituciones afines. (IBASE de Brasil; 
ILET de Chile y Méjico; CEDES de Argentina; DESCO 
de Perú). 


También se edita regularmente una publicación in- 
iormativa. 


En abril de 1986 se amplió el área de trabajo de 
SERCOM con el inicio de un servicio de noticias dirigido 
especialmente a los medios de comunicación del interior 
del país. Este proyecto es encarado en colaboración con 
la agencia internacional de noticias Inter Press Service 
(IPS Tercer Mundo) y tiene por objetivo facilitar a los 
medios de comunicación del interior información nacional 
e internacional que hasta ahora sólo ha sido accesible a 
los medios de la capital. 


PROYECTO DE CAPACITACION RADIOFONICA 


En octubre de 1985 el CIIDU, con el auspicio de la 
fundación germano-occidental Friedrich Naumann, organi. 
zó en Montevideo el seminario “Medios de Comunicación 
y Desarrollo en Zonas Rurales”. 


El evento contó con la participación de profesionales 
de la comunicación, educadores, propietarios de medios, 
representantes de organizaciones sociales y autoridades 
nacionales. ó 


Entre las recomendaciones del seminario se destacó la 
propuesta de elaboración y puesta en práctica de un plan 
de capacitación para comunicadores y periodistas del in- 
terior. 


Luego del encuentro se diseñó un programa de capaci. 
tación en radioperiodismo para el desarrollo, que recoge 
experiencias anteriores desarrolladas por la Fundación 
Friedrich Naumann en Honduras y Costa Rica. 


El proyecto, iniciado en setiembre de 1986, consiste 
en la realización de cursos, seminarios y talleres de radio. 
periodismo que se desarrollarán en distintas zonas del país. 
Las actividades de formación proponen contenidos, for- 
mas y métodos de trabajo para la producción de progra. 
mas informativos, basados en la realidad de las comuni. 
dades y orientados a la promoción del desarrollo, 


Se estudian las normas modernas de redacción de no- 
ticias, entrevistas, reportajes y comentarios. 


Los cursos proponen criterios de valoración de la noti. 
cia útil para el desarrollo y aspiran a la formación de 
un nuevo tipo de comunicador que promueva la partici. 
pación de los propios actores sociales en el proceso de 
comunicación, 


El objetivo de los cursos es la puesta en el aire de 
radioperiódicos con material informativo de las zonas de 
influencia de las estaciones radioemisoras que participan 
de la experiencia. 
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FRIEDRICH - NAUMANN . STIFTUNG 
FUNDACION FRIEDRICH NAUMANN 


La Fundación Friedrich Naumann es una institución 
privada, sin fines de lucro, de la República Federal de 
Alemania. Fue creada en 1958 por un grupo de persona. 
lidades liberales, representantes de la política, la econo- 
mia y la ciencia. 


Su fundador fue el entonces presidente federal de la 
RFA Dr. Theodor Heuss. 


La Fundación surge como expresión de la voluntad 
úe sus organizadores de convertir en realidad la libertad 
individual, la autodeterminación de los pueblos y la jus- 
ticia social. Su concepción básica parte de la convicción 
Ge que el éxito y la continuidad del Estado democrático 
sólo se garantiza si los ciudadanos participan activamente. 
Para ello, la Fundación apoya el desarrollo de una socie- 
cad abierta, tanto en el ámbito nacional como interna- 
cional. 


En su trabajo en el exterior, la Fundación lucha por 
hacer realidad los derechos humanos y promueve ej en- 
tendimiento y la colaboración entre los pueblos. Afirma 
la libertad de cada nación de elegir la forma de su orden 
interno y enfatiza el deber de los gobiernos de liberar 
a los ciudadanos del miedo, el hambre y la miseria. 


La Fundación Friedrich Naumann apoya proyectos en 
el exterior, que contribuyan al mejoramiento de las con- 
diciones socio.económicas de los países del Tercer Mundo. 


Centro de Información, Investigación 
y Documentación del Uruguay 


Avda. 18 de Julio 1377 primer piso 
Teléfonos: 903434 - 9029 65 
Montevideo - Uruguay 


QUE ES EL CIEF 


E: Centro de Investigaciones y Estudios Familiares 
(CIEF), es una Asociación Civil de carácter cultural, sin 
finalidades lucrativas, dedicada a promover y realizar es. 
tudios, investigaciones, enseñanza y difusión en torno a 
la familia. Nació en 1964, se constituyó legaimente el 3 
de julio de 1968 y ubtuvo el reconocimiento en la Per- 
sonería Jurídica N? 8579 del 12 de enero de 1970. 


El Centro es una Institución que inspira su actuación 
en el Magisterio de la Iglesia Católica y está atenta a 
servir a todas las familias uruguayas sin ningún tipo de 
discriminación religiosa, ideológica, o social. 


En estos años de existencia, el Centro ha promovido 
múltiples iniciativas en beneficio de las familias urugua- 
yas. Entre estas iniciativas caben destacar las siguientes: 


— Realización de Investigaciones, como por ejemplo, la 
que encaró el estudio de la imagen paterna; 


— Creación de un servicio de Consejería Familiar y la 
formación de un importante número de personas es. 
pecializadas en esta delicada labor; 
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-— Constante defensa de la vida humana y la constitu- 
ción de un programa de orientación en materia de 
Paternidad Responsable y en la aplicación de Méto- 
dos Naturales de Regulación de la Natalidad; 


— Apoyo a la misión educadora de las parejas a través 
del servicio de Escuela de Padres primero y posterior. 
mente de programas de Pedagogía Familiar; 


— Cooperación con los docentes de enseñanza pre-escolar, 
primaria y secundaria mediante programas de perfec. 
cionamiento en educación sexual y otros temas de 
interés; 


--- Permanente difusión de información y documentación 
impresa y audiovisual dirigida a personas interesadas 
y Comprometidas en las tareas de promoción de la 
familia; 


-— Realización de la Semana Nacional Social de la Fa- 
milia, con el propósito de destacar y estudiar deter- 
minados probiemas relativos a la familia entre los 
cuales recordamos, Imagen y Misión de la Mujer, An. 
cianidad, Minusválidos; 


— Creación de una carrera que ha posibilitado hasta el 
momento, la formación de 40 profesionales titulados 
como Promotor Familiar Social que se desempeñan 
actualmente en programas familiares urbanos y rura. 
les patrocinados por diversas Instituciones. 


QUE HACE ACTUALMENTE EL CIEF 


En la actualidad, el Centro cuenta con un importante 
número de programas permanentes y otros circunstancia. 
les que son organizados y realizados a través de seis uni. 
dades operativas. 


—. Departamento de Educación Sexual, 
— Departamento de Pedagogía Familiar. 


— Centro Nacional de Planificación Natural de la 
Familia (CENAPLANT) 


— Departamento de Orientación, Comunicación y 
Promoción Familiar (DOCPROF). 


— Instituto de Promoción Familiar Social (IPFS). 
— Revista “Digesto Familiar”. 


Aproximadamente un centenar de profesionales cola- 
boran en la implementación de los Programas del Centro. 
Estos profesionales abarcan un amplio espectro interdisci- 
plinario, lo que permite abordar con mayor eficacia la 
realidad y problemática familiar: educadores, consejeros 
familiares, promotores familiares, sicólogos, siguiatras, so- 
ciólogos, abogados, teólogos, economistas, comunicadores, 
médicos, etc. 


A continuación se presenta una síntesis de los objeti. 
vos y áreas de trabajo de las unidades operativas a que 
se hizo referencia anteriormente. 


T — El Departamento de Educación Sexual, difunde una 
visión integrada del sexo y el amor, colabora al desarro- 
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lio de la capacidad de amar, facilita el descubrimiento 
en la vivencia del amor humano en la presencia viva del 
Amor de Dios, Estos propósitos se concretizan mediante 
la realización de Cursos y Seminarios que organiza para 
niños, adolescentes, jóvenes, padres y docentes, en Cole. 
gios, Iglesias y otras Instituciones del Interior y la Ca- 
pital. 


U — El Departamento de Pedagogía Familiar es continua- 
ción del que anteriormente se denominó Escuela de Pa- 
dres. Este departamento tiene por objetivo general, im- 
pulsar que la familia se desarrolle como ambiente plena. 
mente educativo para todos sus integrantes, promover y 
fortalecer el “derecho-deber” educativo de los padres co- 
mo insustituible e irrenunciables, así como favorecer una 
efectiva integración entre la familia y los otros agentes 
educativos de la Sociedad. Actualmente ofrece los si. 
guientes programas: 


-— Curso para Padres, Introducción a la Pedagogía Fa. 
miliar, 


-— Cursos diversificados para padres, ¿Cómo es nuestro 
hijo? 


— Escuela de Verano para docentes. 
— Escuela de Invierno para docentes. 


— Curso para parejas y padres animadores en Pedagogia 
Familiar. 


— Curso para niños, adolescentes y jóvenes sobre temé- 
ticas específicas. 


— Durante 1984, contempla la realización de dos inves. 
tigaciones, sobre los principales problemas de rela- 
ciones padres e hijos, y el tipo de relaciones habitua- 
les entre padres y docentes. 


III — Ei Centro Nacional de Planificación Natural de la 
Familia (CENAPLANF) busca promover a las parejas para 
que asuman la auténtica Paternidad responsable que les 
permita vivir en armonía familiar e irradiarla hacia la 
comunidad. Para fomentar la fecundidad plenamente hu- 
mana y la vivencia de la Paternidad Responsable basada 
en una profunda relación de amor, CENAPLANF':; 


— Difunde el método de Ovulación Billings para la re- 
gulación natural de la familia. 


— Capacita a mujeres en la correcta aplicación del Mé. 
todo de Ovulación. 


— Forma instructores en el Método de Ovulación. 


— Investiga sobre la problemática de población, regu- 
lación de la natalidad, aplicación del Método de Ovu- 
lación, etc. 


— Informa sobre la temática a su cargo a través del 
Boletín Informativo de CENAPLANF, 


—— Representa regionalmente al World Organization 
Ovulation Method Billings. 


IV —- El Departamento de Orientación, Cemunicación y 
Promoción Familiar (DOCPROF), tiene por cometido habi- 
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litar para una vida normal y feliz a la familia conflictua- 
da, pero que atendida y apoyada es recuperable. 


Sus principales programas son: 


— Servicio de Consejería Familiar a través de Con- 
sultorios Familiares directos, Consultorio Familiar 
Radial, formación y perfeccionamiento de Consejeros 
Familiares. 


— Servicio de Extensión Sicológica, mediante análisis 
transaccional, cómo librarse de los miedos, cómo in- 
terrelacionarse mejor en la vida de pareja. 


— Programa de formación de Técnicos en Comunicación 
Familiar, Cursos de Aprendizaje de Comunicación pa- 
ra matrimonios, consejeros familiares y personas de 
la tercera edad. 


— Talleres de expresión corporal, de promoción de la 
mujer, de estimulación temprana. 


— Consejería Juridica, Estudio «e sa legislación rela. 
tiva a la familia. Se contempla la realización de even. 
tos de formación en materias reteridas al derecho fa. 
miliar y a su administración. 


V — El Institute de Formación Famillar Secial (IFFS), 
agregado a la Pontificia Universidad Católica de Porto 
Alegre a través del Instituto de Filosofía, Ciencias y Le. 
tras de Montevideo, fue creado en 1967 y forma técnicos 
en Ciencias Familiares que luego de cuatro años de estu- 
dios egresan con el título de Promotor Familiar Social 
y se desempeñan en Instituciones privadas y públicas en 
actividades de asesoría, docencia y servicios, 


El Pian de Estudios de esta ca:trera se sistematiza 
en cuatro departamentos: médico, filosófico y teológico, 
contemplando 36 materias teóricas y 8 prácticas. 


VI -—- “Digesto Familiar” es una revista bimestral de la 
que hasta el presente se han publicado 154 números. 


Esta publicación está dedicada a informar y formar 
a agentes de promoción familiar y/o pastoral familiar. En 
la revista se incluyen regularmente, temas teológicos, so- 
ciológicos, educativos, experiencias, bibliografías e infor. 
maciones relativas a la familia. Su cobertura es racional 
y es un importante medio de contacto e intercambio con 
otros Centros y Publicaciones del exterior, 


VI — Además de las actividades propias, ejecutadas a 
través de las unidades y programas antes mencionados, 
el Centro participa en el Secretariado Nacional de Pasto- 
ral Familiar, en la Semana de la Familia de la Arquidió- 
cesis de Montevideo y en otras actividades circunstan. 
ciales (Congresos, Seminarios, etc.) nacionales e inter. 
nacionales que organizan otras instituciones, 


ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO DEL CIEF 
La dirección del Centro está a cargo del Consejo Di- 
rectivo, electo parcialmente cada dos años. En la actua. 
lidad, el Consejo Directivo está compuesto por las siguien. 
tes personas: 


PRESIDENTE: 
Dr. Adolfo Gelsi Bidart 
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VICEPRESIDENTE: 
Ing. Quím. Francisco Spremella 


SECRETARIO 
Lic. Inés Couture de Landoni 


TESORERO: 
Cra. Adriana Ibáñez de Russo 


VOCALES: 
Sra. Ana Ma. Castillo de Gelsi 
Sra. Ma:ena Artagaveytia de Gallinal 
Sra. Elizabeth Silva de Piedra 
Ps. Santiago Lozano 


El P. Pedro Richarde, CP es el asesor Gexeral desde 
la fundación del Centro. Tuvo una labor protagónica en 
la creación de los diversos programas del Centro, partici- 
paúdo regularmente en Congresos y Seminarios Interna. 
cionales sobre la temática de la familia y es Consultor 
Técnico del Pontificio Consejo para la Familia. 


El Consejo Directivo se reúne semanalmente y una 
vez al mes con los coordinadores de las unidades opera- 


tivas. 


Como coordinadores de las unidades operativas inter- 
vienen: 


DOCPROF 
Fra. Ana Ma. Castillo de Gelsi 


EDUCACION SEXUAL 
Sr. Mario Miró 


PEDAGOGIA FAMILIAR 
Lic. Inés Couture de Landoni 


CENAPLANF 
PFS Elizabeth Silva de Piedra 


IFFS 
Cra. Martha Salvat de Duffour 


“DIGESTO FAMILIAR” 
Sra. Malena Artagaveytia de Gallinal 


SECRETARIA GENERAL 
Sra. Perla Reyes de Artagaveytia 


CIEDUR 
CARACTERIZACION INSTITUCIONAL 
CENTRO INTERDISCIPLINARIO DE ESTUDIOS SOBRE 
EL DESARROLLO 
URUGUAY 
1. CARACTERIZACIÓN INSTITUCIONAL 
El Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el de- 


sarrollo, Uruguay, es una organización académica no gu. 
bernamental, sin fines de lucro, fundada en 1977. La in- 
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vestigación es la principal actividad del Centro pero no 
la única y ésta se desarrolla coordinadamente con otras 
actividades de intercambio y difusión. 


CiEDUR procura defiuir su perfil a partir de cuatro 
grandes connotaciones. La primera es su carácter inter. 
discip:inario, que significa el permanente intento por abor- 
dar ei estudio de la realidad social en forma integral. La 
seguada, se refiere a la inteución de poner su labor aca- 
úémica ai servicio ue la búsqueda de alternativas de desa. 
rrollo para el pais en los contextos platense y latinvame- 
ricano, mediante un aporte constructivo que pueda ser 
utilizado por diversas organizaciones dedicadas a la ac- 
ción y pa:ticipantes en la materialización de las alter. 
nativas aludidas. La tercera se vincula a la organización 
demorrática interna de CIEDUR, en la que el órgano su. 
perior de decisiones es ia asamblea de todos los investi- 
gadores asociados. Se procura, además, asegurar una par. 
ticipación generalizada de todas las personas vinculadas 
a la institución, así como el respeto en cada circunstancia 
a las posiciones minoritarias. Finalmente, la cuarta con- 
notación se refiere al carácter abierto del Centro en el 
sentido de que existe una actitud receptiva y pluralista 
hacia todos aquellos que, compartiendo los aspectos fin- 
damentales que conforman la personalidad de la institu. 
ción, tienen una vocación definida por la investigación 
académica en el campo de las ciencias sociales. 


A continuación se presentan los dos Campos de Ac- 
tividades. 


2. INVESTIGACION 


Hemos seleccionado algunas linéas fundamentales que 
nos permiten ordenar nuestro trabajo, asignar nuestros 
recursos, jerarquizar los proyectos de investigación, orien. 
tar nuestro diálogo interno y —en sintesis— hacer más 
fecunda la labor colectiva al servicio de las finalidades 
comunes. 


Se han delimitado cuatro áreas de investigación, con- 
cebidas como unidades temáticas que revelan un carác- 
ter estratégico para la comprensión del proceso social uru- 
guayo, corresponden a las interrogantes básicas, exigen 
un tratamiento interdisciplinario acorde con la fisonomía 
de CIEDUR, permiten un acoplamiento eficaz con los gran. 
des agrupamientos institucionales de las materias acadé- 
micas en el marco de las ciencias sociales en América La. 
tina, y posibilitan un aprovechamiento cabal de la dota- 
ción de recursos humanos que posee el Centro. 


A continuación se presentan las grandes líneas en Ca- 
da área. Los trabajos terminados se presentan por Sepan 
rado, en la lista de publicaciones. 


a) Estado, sociedad y econcanía 


La primer interrogante se refiere al tipo de desarrc- 
llo a que puede aspirar el Uruguay y que neccsariamen- 
te involucra el papel del Estado y del sistema político y 
también la situación imperante en el escenario interna. 
cicnal. En este sentido, nuestra hipótesis central es que el 
modelo económico vigente actualmente —al mismo fiem- 
po de suponer un deterioro considerable de las condicio- 
nes de vida de la mayor parte de la población-- modifica 
el ritmo y la trayectoria de la acumulación, concentrando 
las inversiones y provocando un aumento de la hetero- 
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gencidad estructural. Asimismo sostenemos que el régimen 
político autoritario implantado, así como la eventual tran- 
sición a la democracia, no son ajenos al modelo €eonómi- 
co impuesto ni al estilo de desarrollo posible. 


Comenzamos destacando algunos aspectos estructura- 
les sobre los que existe un conocimiento insuficiente y que 
son relativamente más importantes para la comprensión 
de la coyuntura. Continuamos con los aspectos del pro- 
ceso reciente que consideramos más relevantes y la situa- 
ción actual, Finalmente, incluimos la temática referida a 
las condicionantes de la evolución futura. 


Trabajo en curso 


— Uruguay: la transición a la democracia. Condiciones 
económicas y sociales de viabilidad del cambio políti- 
co. H. Martorelli y J, Notaro; con la colaboración de 
C. Aguiar, M. del H. Amarillo, K. Lucker y F. Urioste - 
F. Ebert. 


— Politica económica y contexto social Uruguay, 1979. 
1983. J. Notaro - CLACSO/PBL 


Proyectos elaborados 


— Los partidos políticos uruguayos en la transición a 12 
democracia. H. Martorelli. 


-- La política energética en el marco de un Modelo al- 
ternativo. D. Astori. 


— Estudio de las elecciones de 1982 en Uruguay. C. 
Aguiar y P. Seré. 


- El proceso de ascenso al poder de las Fuerzas Arma- 
das y la gravitación de las fuerzas políticas, Uruguay 
1962-1073, ML del H. Amarillo. 


-- Tipos de estado e intervención estatal en el Uruguay, 
1958-1983. A. Canzani y C. Moreira. 


—- El poder económico en el Uruguay, 1915-1945. R. Jacob. 
b) Estructura y desarrollo rural 


Una segunda interrogante se refiere al papel del sec- 
tor agropecuario en ei proceso de desarrollo y, en particu- 
lar, a su participación en la generación y la utilización 
de. excedentes. Nuestra hipótesis fundamental es que el 
actual estilo de conducción económica ha modificado la 
función que tradicionalmente cumplió el agro —y sobre 
todo la ganadería— en los ambitos referidos. Dicho estilo 
también ha alterado significativamente las condiciones 
que afectan a determinados rubros de producción, espe- 
cialmente los que cubren los pequeños productores. 


La. elección de las líneas de investigación y los prin. 
cipales ámbitos temáticos reicrentes a la problemática 
agropecuaria del Uruguay puede ser realizada sobre la ba- 
se de diversos criterios. Hemos optado por apoyar la se- 
lección de líneas y temas en la consideración que las 
cuestiones que aparecen como centrales al observar la 
problemática agropecuaria uruguaya con una perspectiva 
de largo plazo. 


De acuerdo al criterio elegido, se han definido cuatro 
grandes líneas de investigación referentes respectivamente 
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a: la inserción internacional y las condiciones de compe- 
tencia de la producción agraria; las características de su 
acumulación interna y su articulación a la economía en 
su conjunto; la política económica del estado y su inci- 
dencia sobre el sector agropecuario y la estructura social 
del agro así como su interconexión con el contexto pn- 
lítico. 


Trabajos en curso 


— Bases de un programa de acción para los agrículto. 
res familiares uruguayos. J. M. Alonso y C. Pérez, con 
la colaboración de R. Jacob, S. Pereira y A. Rezza. 
no - TAF. 


— La reacción rural. Uruguay, 1915-1933. R. Jacob. - 
SSRC y CLACSO/PBI. 


-— La nueva política eccnómica del estado uruguayo y el 
sector agrcpecuario. D. Astori - SSRC. 


— Ei sistema de producción arrocero: un análisis del 
cambio tecnológico. J, M. Alonso .- CLACSO/PBI, 


Proyectos elaborados 


— Evaluación y perspectivas dei complejo pesquero uru- 
uayo. D. Astori. 


— El complejo de oleaginosos comestibles en Uruguay. 
M. Buxedas. 


— El papel cel agro uruguayo en la generación de fuen. 
tes alternativas de energía. C. Pérez, 


c) Relaciones financieras e internacionales 


Una tercera pregunta se vincula al grado de autono. 
mía económica úel país. Nuesta hipótesis se refiere a que el 
Uruguay es un pais dependiente, por lo que sus perspecti- 
vas están condicionadas por el proceso de reestructura: 
ción de la producción, el comercio y el financiamiento 
internacionales. 


Ello cbliga a considerar los mecanismos y los efectos 
de la depedencia, pero también sus límites y los grados 
de libertad que las condiciones peculiares del país origi- 
nan en cuanto a las acciones a desarrollar en este ám- 
bito. 


La política de liberalización y apertura impuesta por 
el modelo económico vigente ha generado una estrecha 
interrelación centre los mercados monetario y cambiario, 
y requiere un tratamiento conjunto. Se determina así esta 
área temática, fueriernente condicionada por la problemá- 
tica coyuntural. En su tratamiento se tiene en cuenta, 
por una parte, que la coyuntura adquiere sentido en ro. 
lación a la estructura Cn la que se inserta, y por otro 
lado, que todo cambio en Jas variables económicas es --en 
definitiva—- el resultado de conductas humanas. 


Trabajos en curso 


— Tasa de interés, tipo de cambio y crecimiento econó. 
mico. Uruguay, 1968-1983. F. Calloia - CLACSO/PBI. 


— Captación de excedentes financieros por el sistema 
bancario uruguayo, 1973-1982. J. Simón - CLACSO/ 
PAAÍ. 
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— La segmentación del mercado de crédito y sus impac- 
tos sobre la distribución del ingreso. J. 1. González - 
CLACSO/PAAI, 


Proyectos elaborados 


Ei sistema financiero uruguayo: un análisis de su 
comportamiento y Ce sus interrelaciones con la pro- 
ducción. Y, Notaro, F, Calloia, J. I. Gabrie:, R. Jacob, 
C. Lavagnino, D. Olesker, J. A. Rocca y D. Saráchaga. 


— Evolución de la estructura financiera a mediano pla- 
zo. Uruguay, 1983-1988. J. 1. Gabriel. 


á) Población, empleo y distribución del ingreso 


La cuarta interrogante fundamental apunta a la di- 
námica poblacional, el comportamiento del empleo y la 
distribución del ingreso. En este sentido, partimos de la 
hipótesis de que la actual conducción económica del pais 
apoyada en cl régimen politico vigente, no resuelve en 
forma automática los problemas de empleo y tiende a con- 
centrar sustancialmente ia distribución del ingreso. Sur- 
gen así un conjunto de cuestiones en torno al impacto de 
los cambios en la estructura del producto y en ia técnica 
sobre el empleo, a la distribución del ingreso como con- 
dición y como resultante del proceso de acumulación y, 
finalmente, el carácter endógeno o exógeno de la evolu- 
ción áe la población. 


Trabajos en eurso 


— El sector informal: naturaleza y evolución del merca- 
do de trabajo y la pequeña empresa urbana. H. Mar- 
torelli (coord.), con la eoleboración de R. Jacob, J. 
Notaro, A. Canzani, A. Longhi, C. Moreira y D. Oles- 
ker - IAF. 


-- El impacto de las migraciones internacionales en el 
mercado de empleo del pais de origen: el caso urú- 
guayo. C. Aguiar (coord.), con la colaboración de J. 
Notaro, G. Argenti y A. Fernandez . OIT. 


«— El mercado de trabajo en algunas áreas marginales 
de Montevideo. C. Aguiar y M. Jauge . CLACSO/PRI. 


Proyectos elaborados 


— Estrategia de desarro!lo, crecimiento y empleo, Evo- 
lacién y perspectivas del caso uruguayo. D. Astori 
1teoord.), J. M. Alonso y q. Notaro. 


— Estrategias familiares en una situación de cambio so- 
cial. J. Notaro y A. Canzani. 


e) Estructura y desarrollo industrial 


A lines de 1933 se iniciaron investigaciones sobre la 
temática industriai, las que constituirán a corto plazo una 
quinta área de investigación enmarcada en una estrategia 
explícita, 


Trabajos en curso 
— Uruguay: competitividad de los productos industria- 


lizados de lana en el mercado internacional. L. Sie- 
rra y R. Irigoyen - CCPD, 
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— Concentración y desarrollo de la industria manufac- 
turera en un país atrasado pequeño: el caso de Uru- 
guay a partir de 1263. M. Buxedas . CLACSO/PBL 


— Rentabilidad y ciecimiento industrial. Uruguay, 1968- 
1983. L. Stoloyich - CLACSO/PAAI 


— BExportacicnes no tradicionales y contexto social, Dru- 
guay, 1963-1983. J. M. Rodriguez - CLACSO/PAAI, 


Proyectos elaborados 


— El desarrollo industrial del Uruguay. 1968-1983. S. 
Cohelo. 


— El proceso de industrialización y la industria alimen. 
ticia en el Uruguay. M. Buxedas y C, Pérez. 


INTERCAMBIO Y DIFUSION 


ES 


Comprende las actividades de interacción con €el con- 
texto social, a través de diversas formas de encuentro y 
sooperación, Se pueden diferenciar cuatro ámbitos, con 
diversos objetivos y líneas de acción. En cada uno se pre” 
senta sintéticamente las principales actividades cumplidas 
en 1583. 


a) Ambito académico 


Actividades encaminadas a estimular y consolidar 
aportes conformando un ámbito de libre intercambio in- 
telectual, También se intenta insertar nuestro quehacer 
en la red de producción internacional en Ciencias Sociales. 


CIEDUR es miembro de CLACSO y mantiene conve- 
nios de cooperación con PLACSO, U. C. de Lovaina y 
P. U. C. San Pablo, Se realizaron dos seminarios de ca- 
rácter internacional, sobre agricultura familiar en Améri- 
cea Latina y sobre la crisis internacional y sus Trepercu- 
siones en América Latina. 


Se realizaron siete reuniones de investigadores en las 
que fueron presentados los trabajos recientemente termi- 
nados. En cada árca de investigación funcionó un grupo 
de trabaio. con participación de integrantes de diversas 
instituciones académicas y de acción social, que realiza- 
ron un tota] de veinticuatro reuniones a las que asistie- 
ron cincuenta y siete participantes. 


b) Estudiantes avanzados y graduados jóvenes 


Se trata de proporcionar oportunidades de formación 
pluralista y participativa, en los campos de las ciencias 
socialeg en que trabaja el Centro. 


Se realizaron sels seminarios con un total de doscien- 
tos cincuenta y ocho participantes, con una duración total 
de ciento setenta horas a lo largo de cincuenta y cinco 
reunicnes. Los temas fueron la agricultura familiar, la 
cuestión agraria, la utilización de la informática en las 
ciencias sociales, teorías y políticas en las relaciones eco- 
nómicas internacionales, desarrollo económico y el papel 
del sector agropecuario en la economía uruguaya. 


e) Organizaciones sociales 


Se trata de apoyar a las organizaciones con interés 
práctico en las ciencias sociales en tanto insumo de sus 
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actividades, que participan en la elaboración e implemen- 
tación de alternativas. Simultáneamente se recogen pro- 
ruestas que orientan nuestro trabajo. 


CIEDUR considera sectores prioritarios a las organi- 
zaciones sindicales y universitarias y a las entidades au- 
togestoras. Desarrolló actividades con el PIT, la ASCEEP, 
la FUCVAM, CALFORU, Ascciación de Colonos, Federa. 
ción de Cooperativas de Producción, Cooperativas Fede- 
radas de Ahorro y Crédilo (COFAC), FUNDASOL, Manos 
del Uruguay, Foro Juvenil y A. C. de Jóvenes de Mon- 
levicico, principalmente. 


Se produjeron diversos informes y se realizaron cua- 
renta y dos retmiones, con una duración de ciento treinta 
horas, con doscientos setenta y cuatro participantes, 


'Fambién se realizó un taller sobre la transición a la 
democracia en el Uruguay con participación de sindica- 
listas, políticos y académicos. Participaron veintiséis perso- 
nas, a lo 1 o de tres reuniones que insumieron doce ho- 
ras en la discusión de cinco documentos. 


€) Público en general 


Se trata de facilitar el acceso de personas no especia- 
Ezadas, a la producción en ciencias sociales. Se han reali- 
sado numerosas publicaciones de divulgación, más de cien 
culos periodísticos y treimta audiciones de radio. 


Se realizó una publicación sobre la agricultura fami. 
liar del pais, dirigida a los productores. Está en curso un 
proyecto de elaboración de seis fascículos de divulgación, 
cue aparecerán a partir de mayo de 1984. Estos fascicu- 
los se refieren a la estrategia alternativa, el futuro de la 
agricuitura y de la industria, aspectos estructurales y co- 
yunturales de la sociedad uruguaya y el papel del sistema 
financiero. 


INTEGRACION 


Actualmente la planta de investigadores de CIEDUR 
se ivtegra por las siguientes personas: 


AGUIAR, César 


Sociólogo. Investigador del Instituto de Ciencias So. 
ciales de la Universidad de la República. 1970-1975. Pro- 
fesor de Investigación Social de la Escuela de Servicio 
Social del Uruguay. 1973. Profesor de Sociologia en va- 
rias Facultades de la Universidad de la República. 1971- 
1973. Becario de Investigación de CLACSO y PISPAL. Con- 
sultor del Núcleo Operativo Uruguayo del Centro Intera- 
mericano de Administración del Trabajo (OIT) 1975... 
Consultor de Instituciones privadas en el área de proyet- 
tos de desarrollo social Director de Equipos Consultores 
Asociados, desde 1974, 


ALONSO, José M. 


Ingeniero Agrónomo, Economista Agricola. Estudio de 
post-grado en ILPES, Naciones Unidas, Santiago, 1968, 
Prolesor de Administración Rural y Proyectos Agrícolas, 
en la Facultad de Agronomia, 1968-1973. Profesor de Ad- 
ministración Agraria en la Facultad de Ciencias Económi- 
cas y de Administración, 1969-1971. Coordinador de] Dpto. 
Agronómico áe URUPLAN-Sociedag de Consultores, 1973. 
1977. Investigador del Centro de Investigaciones Económi- 
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cas (CINVE), 1978.1979. Consultor de OIKOS, Consultora 
Económico-Financiera, 1979.1980, Becario de Investigación 
de CLACSO, 1979. Autor de diversas publicaciones en su 
ezpecialidad. 


ASTORI, Danilo. 


Economista. Estudios de post-grado en ILPES, Nacio- 
nes Unidas, Santiago de Chile, 1965. Subdirector as 
OPYPA, 1965-1967. Docente e Investigador de ILPES, Na- 
ciones Unidas, Santiago de Chile, 1968.1970, Profesor de 
Estructura Ezcnómica Nacional, Facultad de Ciencias Eco- 
nómicas y de Administración, Montevideo, 1970-1973, De- 
cany de la Facultad de Ciencias Económicas y de Aqmi. 
nistración, Montevideo, 1972-1973. Director de URUPLAN- 
Sociedad de Consultores. Consultor de Naciones Unidas 
(ENUD.FAO-ILPES) en Desarrollo Económico y Planifica- 
ción Agrícola. Becario de CLACSO, PISPAL Y 82RC. Au- 
iov ge diversas publicaciones en su especialidad. 


PUXEDAS, Martin. 


Ingeniero Agrónomo, Econvmista Agricola, Estudio 
de post.eraúo, ILPES, Naciones Unidas, Santiago, 1938. 
Consultor de diversos organismos internacionales, como 
ILPES, FAO, PMA, TICA, FIDA. Fue experto en políticas 
alimentarias de FAO y en políticas de empleo rural de la 
OiT (1976-82>, Asesor en el iNPi, Ministerio de fcono- 
mía de Argentina. Prolesor e Investigador en el Instituto 
de Economia Agraria de la Facultad de Agronomía entre 
1987 y 1973. Ayudante de experto en planificación, Mi. 
nisterio de Agricuitura, 1962-66. Autor de diversas publi. 
caciones decentes y de resultados de investigación. 


GASCUE, Daniel. 


Ingeniero de Sistemas. Director de la Unidad de Com- 
putación del Ministerio de Educación y Cultura, 1975-77. 
Investigador del Consejo Nacional de Investigaciones Cien- 
tíficas y Técnicas, 1971-76. Profesor de Matemáticas en 
varias Facultades de la Universidad de la República y en 
su Centro de Computación, 1969-1973, Becario de Investi- 
gación de CLACSO y PISPAL. Actuación profesional en 
consultoras nacionales (HIDROSUD, EQUIPOS, URUPLAN, 
TEA, ASIC). 


JACOB, Raúl. 


Licenciado en Ciencias Históricas, Universidad de la 
República. Beca “Artigas”, concedida por la Universidad 
de la República (Promoción 1971). Auxiliar de Investiga- 
ción de la Cátedra de Historia del Uruguay, Facultad de 
Humanidades y Ciencias (1970-1971). Becario de Investi- 
gación del Departamento de Historia Americana, Facul. 
tad de Humanidades y Ciencias (1972.1973). Becario de 
Investigación de CLACSO, Miembro de la Comisión de 
Historia Económica de CLACSO. Diversas publicaciones 
sobre historia social y económica. 


MARTORELTLI, Horacio. 


Sociólogo. Docior en Derecho y Ciencias Sociales. Sub- 
director de la Oficina Nacional de Acción Comunitaria y 
Regional, 1967-1977. Vicepresidente de la Asociación Lati. 
noamericana de Sociología Rural (ALASRU), 1975-1977, 
1977-1979, 1979-1981. Profesor de Sociologia e Investiga. 
ción Social en Facultades de la Universidad de la Repú- 
blica, 1960-1973, Integrante de la Comisión de Estudios 
Rurales, de CLACSO, Betario de investigación de CLACSO, 
de la Ford Foundation y de PISPAL. Consultor de Nacio- 
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nes Unidas. Consultor de instituciones privadas en el área 
de proyectos de desarrollo social. Autor de diversas publi- 
caciones en su especialidad. 


NOTARO, Jorge. 


Economista. Investigador de los Institutos de Ecozo. 
mía y de Economía Agraria de la Universidad de la Re- 
pública, 1966-1973. Profesor de Economia, en varias Fa- 
eultades de la Universidad de la República, 1966-1973. 
Becario de Investigación del SSRC y de CLACSO. Consul. 
tor de Naciones Unidas (PNUD-OTf.OTC.ILPES) en Po- 
lítica Económica y en Empleo. Autor de diversas publica- 
ciones en su especialidad. 


PEREZ, Carlos. 


Ingeniero Agrónomo, Economista Agrícola. Master ol 
Science en Economía Agrícola, en la Universidad Católica 
de Chile y la Universidad de Chile, Santiago, 1272.197<, 
Técnico del Ministerio de Agricultura, 1987-1977. Plan 
Ganadero, Ministerio de. Agricvltura.-Banco Mundial, In- 
vestigador del Centro de Investigaciones Económicas 
(CINVE), 1978.1979. Becario de Investigación de CLACE: 
y PISPAL. Consultor y Profesor en cursos de FAO, ILPES, 
TICA. Autor de varias publicaciones en su especialidad. 


SARACHAGA, Dario, 


Economista. Maitre en Sciences Economiques (Univer. 
sité Catolique de Louvain, Belgique). Docente en ia Uni- 
versidad de ía, República (Mentevideo), 1965-1974. Laves. 
t'gador en CÍNVE, en Facultad de Ciencias Económicas 
(Montevideo), en ECIEL (Brasil). Becario de CLACSO y 
E8SRC. Consultor de INTAL (Buenos Aires). Autor de Mu- 
merosas publicaciones. 


SIERRA, Lilián. 


Iugeniero Agrónomo, Economista Agrícola. Master of 
Eciences en Economia Agrícola, Virginia Polytechnic Ins- 
títuto, EEUU, 1970. Técnico de la Comisión de Inversio. 
nes y Desarrollo Ezonómico (C1DE), Sector Agropecuario, 
1262-1965. Técnico de la Oficina de Programación y Po- 
lítica Agropecuaria del Ministerio de Ganadería y Agri- 
cultura, 1985-1966. Subdirector de la Oficina de Estudios 
Fsonométricos del Ministerio de Ganadería y Agricultura, 
1972-1973, Director Ejecutivo de una firma textil desde 
1973. Asesor de SERAGRO, Consultoras, Agropecuaria, 1981- 
198%. 


DE SIERRA, Gerónimo. 


Sociólogo. Investigador y profesor del Instituto de 
Ciencias Scciales de la Universidad de la República, en 
1965.67 y 1962.73 y en varias Facultades. 


Investigador y profesor en el período 1973-1983 en las 
Universidades de Santo Domingo (Rep. Dominicana); 
Universidad Católica de Louvain (Bélgica); EPHE, CEMS 
e IEDES (Francia); UNAM (México); Universidad Católi. 
ca de San Pablo (Brasil), y FLACSO (Buenos Aires); Di. 
rector (1971.72) del Instituto de Ciencias Sociales de la 
Universidad. Consultor de la OIT en 1974. Becario de in- 
vestigación de CLAC3O, PISPAL y CNPQ (Brasil). Miem- 
bro del Grupo de Trabajo sobre Migraciones de CLACSO. 


Autor de diversas publicaciones de su especialidad. 
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PUBLICACIONES 1984 
EXTERIOR 


El precio de venta indicado en esta lista está en dóla- 
res de Estados Unidos. 


El costo de cada hoja fotocopiada es de 0.10 dólares, 


Por el envío aéreo certificado, deberá enviar 2 dóla. 
rés por la primera publicación y 1 dólar por cada publica- 
ción adicional a la primera. 


EN URUGUAY 
El costo de cada hoja fotocopiada es de N$ 2,50. 


CIEDUR transfiere el pedido a sus editores. Los pre- 
cios de las publicaciones podrán ser modificados sin preyio 
aviso. 


Por pedidos de publicaciones, se debe adjuntar che. 
que o giro bancario a la orden de: 


CIEDUR Zabala 1322 ap. 201, Montevideo - Uru. 
guay, Teléfono: 95 44 08. 


El Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el De. 
sarroilo, Uruguay (CIEDUR), es una organización aca- 
démica, no gubernamental sin fines de lucro, fundada en 
1977, que reúse a un conjunto de investigadores en el 
campo de las ciencias sociales. Sus finalidades esenciales 
consisten en el impulso al avance de la investigación en 
el campo mencionado, con particular referencia a las temá. 
ticas nacional y latinoamericana, y en la difusión de los 
resultados de los trabajos realizados en dicho marco. 


1) PUBLICACIONES 
NOVEDADES 


JOSE Ma. ALONSO, CARLOS PEREZ 
ARRARTE Y SHEILA PEREYRA: “La 
economía de la carae vacuna y política 
neoliberal”. E USS 2.70 
Montevideo, Hemisferio Sur, 1983, 142 p. NS 120 


CIEDUR: “La agricultura familiar uruguaya. 
Un sector fundamental en crisis” (Resu- 
men de los resultados de la investigación 
sobre “La agricultura familiar uruguaya 
en el marco de una nueva política eco- 
nómica”, dirigido a los productores). Mon. U$S 1.40 
tevideo, CIEDUR, 1983, 57 Pp. ........ N$ 60 


HORACIO MARTORELLI: “La lucha por la 
supervivencia, Vida y trabajo de las muje- 
res en el medio rural”. Montevideo, FCU. U$S 3,40 
CIEDUR, 1984, 108 P. -............... NS 150 


HORACIO MARTORELLI: “Poder, política y U$S 2.59 
sociedad”. Montevideo, EBO, 1983, 87 p. N$ 110 


SEIS REVISTAS DE APARICION QUINCENAL 
A PARTIR DE FINES DE ABRIL DE 1984 


1. DANILO ASTORI: “Hacia un país posible”. 
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2. JORGE NOTARO Y AGUSTIN CANZANI: “Los asa- 
lariados: condiciones de vida y trabajo”. 


3. JOSE M. ALONSO: “¿Cuál es el futuro de nuestra 
agricultura?”. 


4. MARTIN BUXEDAS: “La industria y el desarrollo 
nacional”. 


5. HORACIO MARTORELLI Y AUGUSTO LONGHI: 
“Las clases sociales y el futuro nacional”. 


6. DARIO SARACHAGA: “Banca y financiamiento. 
Presente y futuro”. 


PRECIO (Incluido franqueo aéreo) 


América Latina: U$S 1.40 
Resto del mundo: U$S 2.00 
Colección de 8 fascículos: 

América Latina: ...... o... ooooocooron.o.. U$S 8.00 
Resto del mundo: U$S 10.00 


EN PRENSA 


DANILO ASTORI: “El pensamiento agrario latinoameri- 
cano: una contratación crítica”. Bs. Aires, CLACSO - 
CIEDUR, 1984, 270 p. 


DANILO ASTORI: “La evolución tecnoló. 
gica de la ganadería uruguaya, 1930 - U$S 7.60 
1977. Montevideo, EBO, 1979, 471 p. N$ 340 


HORACIO MARTORELLI: “Espacio y poder. 
Notas sobre las relaciones entre el siste. 
ma de poder y la organización del espa- 
cio en el ámbito rural”. Montevideo, U$S 1.20 
E N$ 50 


DANILO ASTORI: “La tecnología ganadera 
uruguaya: un caso de estancamiento in- 
tegral”. Montevideo, EBO, 1979, 53 p. 
AGOTADO (Fotocopias disponibles) 


HORACIO MARTORELLI: “Mujer y sociedad. 
Estudio sobre las diversas situaciones 
sociales de las mujeres en el medio ru- 
ral uruguayo”. Montevideo, FCU, 1979, U$S 1.00 
BAD. a Rate a TS 40 


SILVIA BAUDRON: “Estudio socioeconómico 
de algunos barrios marginales de Monte. U$S 0.90 
video”. Montevideo, FCU, 1979, 112 p. NS 30 


RAUL JACOB: “Inversiones extranjeras y pe. 
tróleo. La crisis de 1938 en Uruguay”. U$S 1.40 
Montevideo, FCU, 1979, 186 p. .......- N$ 60 


DANILO ASTORI: “Los industriales y la tec- 
nología. Un análisis de las actitudes de 
los empresarios uruguayos”. Montevideo, U$S 1.60 
FCO, 1980, Tl Do cooooooomommminenis. N$ 70 


CESAR AGUIAR: “Salarios, consumo, emigra- U$S 1.20 
ción”. Montevideo, FCU, 1981, 65 p. .... N$ 50 
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DANILO ASTORI: “Tendencias recientes ce 
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tor Eapriza, Vice Presidente; Waldon Warren, Secretario; 
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Ccordinador Gener21. — Luis Murias, 
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AUDITORES. -— TEA CONSULTORES Y AUDITORES. 
EQUIPO DE TRABAJO 


Leone] Veríssimo, Sergio Milnitsky, Alicia Canapale, 
Marcelo Hourcade, Jorge Naya, Alvaro Gómez del Valle, 
Elena Ponte, Antonio Mercader, Ma. Elena Alvarez, Car- 
los Durán, Jorge Bertullo, Ruben Amoroso, Alfredo Bian. 
co, Ricardo Selves, Andrés Fonseca, Ana Ma, Arambarri, 
Jorge Camors, Ana Ma. Chiacchio, Hé:tor González, Clo- 
tilde Castro, Juan Carlos Arbío, Raúl López Aguilar, Luis 
Silvera, Ma. del Carmen Citraro, Juan Carlos Elzaurdia, 
Eduardo Pérez, Ma. Lourdes Kassalián, Sylvia Martinez, 
Virginia Silva, Nancy Moyano, Silvana Abraham, Patricia 
Rodríguez, Pedro del Castillo, Isabel Lombide, Carlos Ve. 
ra, Rosalina Rodríguez. 


MISION INSTITUCIONAL 


Facilitar los procesos de cambio social que posibiliten 
uñ funcionamiento integrado de la sociedad nacional (ell. 
minación de los marginamientos sccio.cconómicos deriva- 
dos de relaciones sociales de dependencia) y cuyo obje- 
tivo fundamental sea la plena vigencia para todos los in- 
tegrantes de los valores de DIGNIDAD, SOLIDARIDAD Y 
JUSTICIA. 


MANDATO 


“El Instituto de Promoción Económico Social dei Uru- 
guay (IPRU) es una entidad civil, sin carácter lucrativo, 
que tiene por objeto procurar la promoción materia] y mo. 
fal de la sociedad, sin discriminación de razas, creencias 
religiosas o ideas filosóficas, con amplia capacidad para 
relizar tedos los actos necesarios para el cumplimiento de 
sus fines”. (Artículo 1% de los Estatutos). 


OBJETiVO GENERAL 


Promoción de organizaciones autónomas, participati 
yas y solidarias que integren a los sectores de población 
marginada, orientadas a incrementar en forma permanen- 
te la capacidad de logro para una mejora en la calidad 
de vida de sus integrantes. 


POBLACION OBJETIVO DE LA ACCION 
Caracterización general 


Uruguay, pais homogéneo étnicamente y sin graves 
accidentes geográficos, ha presentado siempre situaciones 
de pobreza vinculadas a la inserción precaria en el mer- 
cado de trabajo de grupos numéricamente importantes de 
población. 


Es así que en el medio rural coexisten trabajadores 
sin tierra, que trabajan zafralmente y aparecen vincula. 
dos a rancheríos y pequeños poblados; y familias que ex- 
plotan minifundios apenas subsistenciales. 


Por su parte, en el medio urbana, grupos de desocu- 
pados, trabajadores independientes, artesanos, obreros no 
especializados, y pasivos, aparecen geográficamente vin- 
culados a zonas urbanas periféricas y emergen constante- 
mente bajo formas de ocupación disfrazadas o subocu. 
pación como la venta callejera, la artesanía manual y 
aún la recolección de basuras. 
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Prioridades 

Siendo la causa sustancial de la rImarginalidad en 
Uruguay la vinculada al trabajo, se han priorizedo los es- 
Tuerzos en aquellos sectores que están vinculados prete- 
rentemente a actividades productivas o puedan rápida- 
mente derivar hacia ellas. 

También se tienen en cuenta las posibilidades de ac 
ciones grupales y criterios de eficiencia y eficacia de la 
acción institucional. Las posibilidades son: 

—Pequeños agricultores familiares. 

-—Trabajadores independientes y artesanos. 


—Grupos urbanos solidarios vinculados a vivienda, 
consumo, salud, educación, alimentación y trabajo. 


COMO SH INICIA LA RELACION 
CON LA POBLACION OBJETIVO 


Lineas de actividad 
Las actividades inherentes al acercamiento a la po- 
blación objetivo y a partir de las cuales se inicia la ac- 


ción promocional son: 


— Análisis de situaciones de marginalidad y estrategias 
de supervivencia. 


— Identificación y contacto primario con grupos de po- 
blación objetivo. 


— Prediagnóstico de los grupos identificados. 


— Contactos y relaciones permanentes con movimientos 
e instituciones sociales. 


— Apoyos externos de consultoría a grupos de población 
objetivo. 


— Seminarios y encuentros para reflexionar e intercam- 
biar experiencias. 


Vías de inserción de la acción institucional 


Tres vias se adoptan para insertar la acción promo- 
cional: 


— Grupos primarios y organizaciones representativas de 
22 y mayor nivel, 


— Complejos de interacciones grupales comunitarias vin- 
culados a una realidad socio-espacial. 


-—' Acciones de líderes y promotores voluntarios locales. 


PRINCIPIOS GENERALES QUE RIGEN 
LA TAREA DE IPRU 


Institucionalidag 


La acción promocional es íruto del quehacer institu. 
cional y no de personas aisladas, generando así relacio- 
nes objetivas y formales capaces de trascender las meras 
situaciones personales, 
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Externalidad 


La acción debe plantearse como externa al grupo y 
no dche generar ninguna forma de subordinación. 


Compromiso 


La acción promocional es comprometida con respecto 
al proceso del grupo y por jo tanto debe ser sometida a 
evaluación del propio grupo. 


Subsidiaridad 


La acción es subsidiaria a la propia capacidad de los 
grupos y por lo tanto debe plantearse que a medida que 
avance el proceso este debe ser asumido integralmente 
per el grupo. 


BASES METODOLOGICAS 

El respeto a los valores, necesidades, el ritmo, la his- 
toria, la cultura, la jerarquización de conocimientos y 
aptitudes que poseen los integrantes de los grupos y orga. 


nizaciones con los que se trabaja, como punto de partida 
para las acciones de promoción. 


El trabajo grupal y solo circunstancialmente o como 
complemento en forma individual, como estrategia de lle- 
Bada al modelo social al que se aspira. 

Generar el proceso de capacitación a partir de la 
práxis (el continuo reflexión-acción), como principio me- 


todológico básico para instrumentar la Capacitación no 
formal de Adultos. 


ESTRATEGIA DE PROMOCION 
¿ACCION PROMOCIONAL 
Puntos de apoyo 
Realidad de los grupos 


como proceso para la satistacción de necesidades 
básicas. 


Actitud solidaria y autogestora. 
OBJETIVO OPERATIVO 
Incremento de la capacidad de logro 


— Desarrollo de capacidad de reflexión crítica y obeti- 
vación de situaciones. 


— Aumento sostenido en los recursos disponibles al 
grupo. 


— Desarrollo de los mecanismos de participación. 


— Coordinación e interrelación con grupos de similar si- 
tuación. 


LA PRACTICA INSTITUCIONAL 
- La institución adopta la Capacitación de Adultos, eo- 


mo metodología básica para implementar la finalidad y 
objetivo general antes desarrollados. 
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Princinios metodológicos 


La formación para la reflexión crítica, como objetivo 
de toda la acción de capacitación. 


La observación participante, como método de trabajo 
de los promotores. 


La conformación de equipos técnicos interdisciplina- 
rios para el trabajo de campo, como sustento de un enfo- 
que integral de Desarrolio. 


La transmisión de técnica de trabajo, que los grupos 
puedan desarrollar por si mismos en las diferentes áreas 
(organizacional, administración, participación, ytc....). 


La canalización de recursos económicos, técnicos, hu- 
manos, a través de proyectos (en forma de apoyo o ase- 
soramiento en las áreas: contable, económico financiera, 
social, organizacional, grupal, agronómica, jurídica legal, 
empresarial, etc.). 


La práctica de diferentes formas contractuales en la 
relación con los grupos, como parte del proceso de auto- 
gestión. 


La implementación de un enfoque comunitario de de- 
sarrollo en las áreas rurales y urbanas, como estrategia 
general de trabajo. 


PROGRAMAS EN EJECUCION 


—Desarrollo Rural Integrado del Noreste de Canelo- 
nes y apoyo a la consolidación de la Federación de So- 
ciedades de Fomento de la Región. 


—Grupos artesanales: COOTAR (Salto), COOPTE- 
LARCON (Vilia Constitución, Salto), Belén (Belén, Salto), 
COOMAR (Artigas), Peñarol (Montevideo), Cayambé 
(Montevideo), Artesanias Unidas (Trinidad, Flores), y la 
Coordinadora de Grupos Artesanales del Uruguay. 


—Apoyo a la Sociedad de Fomento Rural de Durazno 
para la ejecución y evaluación de un programa de desa- 
rrolio lechero e instalación de una industria lechera. 


—Apoyo + la Sociedad de Fomento Rural La Casilla 
para la ejecución de su programa de Desarrollo Lechero. 


-—Apoyo a la Cooperativa Agropecuaria Limitada de 
Aiguá (CALAT), en la formulación de un programa de 
Desarrollo Rural para pequeños productores. 


—-Apoyo a la Coordinadora de Grupos de Consumo 
de Montevideo. 


--Apoyo a instituciones de segundo y tercer grado: 
Asociación Nacional de Colonos, Comisión Nacional de Fo- 
mento Rural, Cooperativa Agropecuaria Limitada de So- 
ciedades de Fomento Rural (CALFORU), Fundación Uru- 
guaya de Cooperación y Desarrollo Solidarios (FUNDA- 
SOL). 


—Apoyo a la Asociación de Microempresarios de LA 
Teía, en Montevideo. 


-—Aproximasión a una acción comunitaria en Vilia 
Constitución (departamento de Salto), Barros Blancos 
(Canelones), y Los Arenales (Canelones). 
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—Talleres y Seminarios de capacitación de líderes e 
introducción ai trabajo promocional interdisciplinario pa- 
ra estudiantes y egresados universitarios. 


—Participación en la Mesa Coordinadora del Plenario 
de Instituciones de Acción Social del Uruguay, 


—Apoyo al programa de Desarrollo Cooperativo de 
las Cooperativas Agropecuarias Federadas. 


ORGANIGRAMA 


e ASAMBLEA SOCIAL 


+ Consejo 
Directivo 
* Auditoría 
Externa 
* Director 
Ejecutivo 


* Coordinador 


General 
* Adminis- * Promoción * Relaciones 
zación 
* Secretaría y * Unidad de * Recaudación 
Servicios Promoción 1 de Fondos 
Generales 
* Contaduría * Unidad de * Publica. 
Promoción II ciones 
* Tesorería y * Unidad de 
Provecduría Promoción III 
+ Centro de * Unidad de 
Cómputos Promoción IV 


* Unidad de 
Promoción V 


e voluntarios 
* profesionales 


REALIZACION: CEMA (CENTRO DE 
MEDIOS AUDIOVISUALES) 


IPRU 
Instituio de Promoción Económico-Social del Uruguay 


Dirección postal y telegráfica: Colonia 2069 
Teléfono: 49 23 43 
Cable: IPRU 
Montevideo - URUGUAY 
Casilla de Correos 10690 Distrito i 
Télex (sólo para recibir mensajes): 
NAVIOSA UY 23087 c/o 
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Miembro activo del Consejo de Fundaciones Americanas 
de Desarrollo - SOLIDARIOS 


Miembro activo del Plenario de Instituciones de Acción 
Social del Uruguay. 


ANEXO 3 
DESCRIPCION DE FUNCIONES 
COORDINACION DEL PROYECTO 


En consulta con la Agencia Ejecutora y los organis- 
mos participantes en el proyecto, pero trabajando inde- 
pendientemente, la Coordinación desarrolla las siguientes 
actividades: 


1. Vinculación de las instituciones participantes. 


Propósito: Lograr una articulación adecuada entre las 
instituciones participantes y atender las comunica- 
ciones interpersonales e interinstitucionales al in- 
terior del proyecto. 


2. Supervisión de los mecanismos operativos del Proyecto. 


Propósito: Velar por el cumplimiento de los acuerdos 
celebrados entre las” instituciones integrantes del 
Consejo Directivo. 


3. Seguimiento, control y animación del programa de 
actividades del Proyecto. 


Propósito: Supervisar, motivar y corregir las formas 
con que se utilizan los recursos para cumplir con 
las metas dentro de los plazos establecidos. 


4. Contactos interinstitucionales del Proyecto. 


Propósito: Establecer, renovar e intensificar contactos 
personales e institucionales con organismos de in- 
terés para el Proyecto, ya sea se trate de orga- 
nismos alimentadores de información o usuarios 
de ella, 


5. Difusión de documentos y experiencias relativas al 
Proyecto. 


Propósito: Presentar a instituciones de naturaleza di. 
lerente y a los medios de comunicación de Ma. 
sas la experiencia del Proyecto, con fines de di. 
vulgación e intercambio de información, 


6. Vinculación de las acciones del Proyecto con instan- 
cia gubernamentales: 


Propósito: Efectuar gestiones ante organismos oficia- 
les, de manera que los resultados del Proyecto 
tengan incidencia en el diseño y formulación de 
programas que mejoren la situación de las mu- 
Jercs. 


Organizar foros y seminarios de discusión de re- 
sultados. 


7. Continuidad del Proyecto. 
Propósito: Efectuar gestiones en distintas instancias 


tendientes a lograr la continuidad del Proyecto, 
una vez finalizado el apoyo inicial otorgado. 
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CURRICULUM VITAE 


NOMBRE: Raquel Macedo de Sheppard. 
TITULO: Doctora en Derecho y Ciencias Sociales, 


EJERCICIO PROFESIONAL: Ejercicio protesional priva- 
do de la abogacía con especialización en Derecho Ci- 
vil y, en particular, en materia de Derecho de Fa. 
milia (1973/87). Asistencia letrada a empresas auto- 
motoras (1975/1986). 


CARGOS PUBLICOS DESEMPEÑADOS: 


— Funcionaria de la Biblioteca del Poder Legislativo 
(1953/1977). 


-— Funcionaria contratada en ocasión de-celebrarse la 
VIH Confcrencia General de la UNESCO (Montevi- 
deo, 1954). 


— Funcionaria contratada en oportunidad de celebrarse 
la XXII Asamblea General de las Naciones Unidas 
(Nueva York, 1968). 


— Miembro de la Comisión Asesora Honoraria del De. 
partamento de la Mujer del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (1976/1977). 


— Directora del Departamento de la Mujer - Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social (1977/1981). 


— Asesora Letrada del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social (1979/1981). 


—- Delegada Alterna del Uruguay ante la Comisión In- 
teramericana de Mujeres (CIM) organismo especiali- 
zado de la Organización de los Estados Americanos 
10EA) (1977/1987). 


— Oficial de Enlace sobre cuestiones relativas al Dece- 
nio de la Mujer entre Naciones Unidas y Uruguay. 
(1978/1985). 


— Senadora de la República (en calidad de suplente), 
durante junio de 1985. (Primera Senadora del Par- 
tido Nacional). 


— Funcionaria del Poder Legislativo a cargo del proyec. 
to “Creación de un Banco de Datos básico para la 
Muier en el Uruguay” (Reintegro: 2.1V.87). 


CARGOS PRIVADOS DESEMPEÑADOS: 

-- Miembro del Comité de Expertos de Naciones Unidas 
para la supervisión de la aplicación de la Convención 
sobre “Eliminación de la discriminación contra la Mu. 
jer” (1982/1987). 

Viena: 1982/85; Nueva York: 1983, 1984, 1986, 


— Vice-Presidenta de Zonta Club Internacional (filial 
Uruguay) 1984/1986, 


— Miembro del Comité sobre Condición de la Mujer del 
Partido Nacional (1985/1987). 


—— Miembro de] Grupo “Concertación de Mujeres” en re- 
presentación del Partido Nacional (1984/1987). 
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CURSOS REALIZADOS 


— Laboratorio aplicado sobre “Educación técnica de la 
Mujer”. Buenos Aires, Rpca. Argentina, abril 1977 en 
el marco del Programa Regional de Desarrollo auspi- 
ciado por la CIM-CEA. 


— Curso scbre “Planificación Social” (Santiago de Chi. 
le, IIL, IV, 1979). Beca otorgada por la Comisión Eco. 
nómica para América Latina (CEPAL) y el Instituto 
Latinoamericano para Estudios Sociales (ILPES). 


— Curso taller: “Mujer, desarrollo y planificación en 
América Latina y el Caribe” (Santiago de Chile 27/X 
al 14/X1/1986). Beca otorgada por: CEPAL, ILPES e 
INSTRAW (UN). 


CONFERENCIAS Y PUBLICACIONES 
1. CONFERENCIAS: 


“La Mujer en el Uruguay a través de la historia”. 
Charla sobre el capítulo I de la obra “Aporte de la mu- 
jer a la cuitura 1825/1975 realizada en la Biblioteca do! 
Poder Legislativo, en el Ministerio de Vivienda y Promo- 
ción Social, XI, 1977; “La integración de la mujer en el 
proceso de desarrollo” dentro del Programa organizado 
por la Representación Residente en el Uruguay de las Na- 
ciones Unidas (25/1X/1979); “Legislación del trabajo y de 
la seguridad social sobre la lactancia materna” dentro 
del curso organizado por la Escuela de Graduados de la 
Facultad de Medicina del Uruguay (20-31/VII/1979); “La 
mujer de hoy” (1984) y “Situación de la Mu'er en el Uru- 
guay” (1986) en la Asociación Cristiana Femenina y en 
la Escuela de Enfermería “Carlos Nery”; “Bienestar de 
la madre y el niño en el Uruguay” en el V Congreso La- 
tinoamericano Wizo (V, 1980); dictado de numerosas char- 
las informativas acerca de la Conferencia Mundial d2 
las Naciones Unidas para el examen y evaluación de la 
Década de la Mujer durante el segundo semestre de 1985 
(Asociación Cristiana Femenina, Cefidu, Wizo, Escuela de 
Seguridad del Ejército, etc.; “La Dra. Sofía Alvarez Vig- 
noli de Demicheli. Vida y obra”. Ateneo de Montevideo 
12/VI/86); “La mujer en la historia nacional” en la Aso- 
ciación de Mujeres de negocios y profesionales del Uru- 
guay (V, 1986); “La mujer y el trabajo” en el Seminario 
“La Mujer uruguaya hoy” organizado por el Partido 
Comunista del Uruguay (25/VII/86); “Las secretarias y el 
sindicalismo” en la Asociación de Secretarias del Uruguay 
(13/TX/88); “Aspectos fundamentales de la Organización 
de la ONU y de la OEA” en el ciclo de charlas del gru. 
po “Encuentro” (9/X/86), etc. etc. 


2. PUBLICACIONES: 


Ha escrito, coordinado y publicado trabajos en sus 
especialidades. Entre ellos: 


“El Departamento de la mujer en el Uruguay”. Pu- 
blicación del Ministerio de Traba/o y Seguridag Social en: 
Estudios de la Administración del Trabajo en el Uru- 
guay. Montevideo 1979. 


Monografías: “La participación política de la mujer 
en el Uruguay” publicada en “Participación política de 
la mujer en el Cono Sur”. Grupo de trabajo sobre mujer 
y participación política en el Cono Sur y Fundación PF. 
Naumann (VI:, 1986). 
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“La mujer y el trabajo” publicación del Partido Co- 
munista del Uruguay sobre el Seminario “La mujer uru- 
guaya hoy” (VII, 1988). 


Autora de la “Declaración de Principios para la Mu- 
jer” del Partido Nacional. (Aprobada por el Hon, Direc. 
torio del Partido Nacional, setiembre 1984). 


Publicaciones realizadas bajo su supervisión y coordi- 
nación en “Documentos de apoyo” del Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social. “La integración de la mujer al 
desarrollo”; “Guía para analizar la situación de la mujer 
rural”; “Desarrollo económico del Uruguay”; “Concepto 
de planificación”; “Aspectos metodológicos del proceso de 
planificación”; “La planificación” en el Uruguay”; “Ba- 
lance y perspectivas”; “Talleres de planificación social”; 
“Marco conceptual sobre mujer, familia y niño”; “Protec- 
ción jurídica de la mujer en el derecho uruguayo”; “Re- 
laciones humanas en el trabajo”; “La mujer universita. 
ria uruguaya”; “La mujer en el Uruguay a través de la 
historia”; “La mujer en el derccho jubilatorio”; “Rol de 
la mujer en la familia uruguaya contemporánea (1980/ 
81)”; “Situación de la mujer en el Uruguay”. Sectores: 
Educación, trabajo y salud (1976/1989), Documento de 
trabajo que fuera presentado por la Delegación del Uru- 
guay a la 2% Conferencia Mundial de las Naciones Uni- 
das para 'a Mujer (Conpenhague, 1980). 


ACTIVIDAD PERIODISTICA 


— Audición radial en el Programa “Revista Sarandi” 
(CX 8 Radio Sarandi), denominado “Puntos de vista 
de la Dra, Raquel Macedo de Sheppard” trasmitida 
dos veces a la semana (abril a diciembre 1936). 


-— Integrante de la página “Tribuna de la Mujer” que 
quincenalmente publica el diario “El País” desde el 
mes de setiembre de 1983. 


SEMINARIOS Y CONFERENCIAS NACIONALES: 


Ha coordinado seminarios, conferencias y cursos en 
relación a la temática de lá condición de la mujer, en 
particular de la radicada en el área rural uruguaya, en- 
tre ellos: “Primer seminario Nacional sobre la Mujer en 
el medio rural” (CIM-OEA-MTSS, Tacuarembó, 1977). 


“Formación profesional de mano de obra femenina de 
acuerdo a las necesidades del mercado nacional” (Pro. 
yecto CIM-OEA-MTS5S, 1978); “Cursos de jormulación de 
proyectos para la Mujer” (UNICEF, CIM, OEA, MTSS, 
Montevideo, 1979). 


“Medios de comunicación y su influencia en la ima- 
gen de la mujer” (CIM.OEA-Asociación de Mujeres Pe- 
riodistas del Uruguay, Montevideo 1981); Conferencia Re- 
gional de Zonta Internacional, Montevideo 1981; Curso 
de Capacitación en cooperativismo para artesanas del de. 
partamento de Colonia, Uruguay (CIM-OEA, Colonia 
1981), etc. 


PARTICIPACION EN: 


Seminarios varios organizados por el Grupo de Estu- 
dios Condición de la Mujer (GRECMU); “Jornadas Rio- 
platenses sobre “La mujer y cl derecho de Familia (CIM- 
OEA, 1983)”; “El comunicador y su aporte a la paz” 
(AMPU.CELADU, VI/86); “La mujer uruguaya hoy” (P. 


310—C.S. 


C. del Uruguay, VI1/86); “Seminario de la Universidad Ca- 
tólica sobre “Mujer y Sociedad” VIII/86; Panel: “Parti- 
cipación de la mujer en la política nacional” (CIM-OEA 
18/11/1987), ete. 


FORMULACiON Y COORDINACION DE PROYECTOS 


PROYECTO: “Farticipación de la mujer en el área 
rural” (Proyecto en ejecución, uno de cuyos componentes 
básicos lo es el cooperativismo. Unidad ejecutora para el 
área educativa: Consejo de Educación Primaria. 


Unidad Ejecutora para el área de productividad: Inms- 
tituto de Promoción Económico Social del Uruguay 
(IPRU). Asistencia financiera: CIM-OEA. Consejo de 
Educación Primaria (1983). 


PROYECTO: “Creación de un Banco de Datos bá. 
sico sobre la situación de la mujer en el Uruguay”. ler. 
etapa realizada con la participación de: Centro de Inves. 
tigación y Estudios del Uruguay (CIEDUR); Instituto de 
Promoción Económica social del Uruguay (IPRU); Cen- 
tro de Investigaciones y Estudios Sociales Familiares 
(CIEF); y Centro de Investigación, Información y Difu- 
sión del Uruguay (CIIDU). Asistencia financiera: Gobier- 
no de Canadá. (1985/86). Actualmente se encuentra a 
consideración del Fondo de Contribuciones Voluntarias 
de las Naciones Unidas para la Mujer. 


ACTIVIDAD PARLAMENTARIA 


Durante el periodo de su actuación parlamentaria - 
Senado de la República - junio de 1985 - desarrolló, al 
margen de la actividad general, la que se detalla, en re- 
lación a la temática de la mujer. 


1. Moción a efectos de crear una Subcomisión espe- 
cial dentro del ámbito de la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado para ocuparse de la formulación 
de un Código de Familia. Esta moción fue aprobada por 
unanimidad de presentes en el Senado. 


2. Disertación sobre el tema “Condición de la Mu- 
jer” y moción a efectos de crear una Comisión Especial 
del Senado, de carácter permanente para el estudio de 
los proyectos de ley sobre condición de la mujer. (Moción 
aprobada por unanimidad de presentes en el Senado). 


3. Presentación del Proyecto de Ley de su autoría 
sobre “Igualdad de oportunidades y de trato para ambos 
sexos en materia laboral”. Este proyecto fue aprobado por 
votación unánime de presentes en el Senado en la sesión 
del día 18 de setiembre de 1983, encontrándose a la fe- 
cha, a estudio de la Cámara de Representantes, 


4, Presentación del Proyecto de Ley sobre “Presta- 
ciones por retiro jubilatorio y accidentes de trabajo para 
las amas de casa” del cual fue co-autora con la Dra. So- 
fía Alvarez de Demicheli. A la fecha se encuentra a estu. 
dio de la Comisión Especial del Senado para la Condi. 
ción de la Mujer. 


5. Moción a efectos de que se actualice y publique 
la obra que fuera realizada en el año 1975 por un grupo 
de funcionarias de la Biblioteca del Poder Legislativo, 
titulada: “Aporte de la mujer uruguaya a la cultura, 
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1825/1975”. Moción que también fue aprobada por una- 
rimidad de presentes. 


Co.aautora conjuntamente a integrantes del Grupo 
“Concertación de Mujeres” del Proyecto de Ley “Comi. 
sión Nacional Asesora para la condición de la mujer”, 
p:esenteda a la Cámara de Diputados el día 3 de setiem- 
bre de 1986. 


CONFERENCIAS Y SEMINARIOS INTERNACIONALES 


Ha participado en seminarios y conferencias interna. 
cioivales especializadas, a saber: CEPAL-FAO sobre “De- 
sarrolio social rural en América Latina (Montevideo, 
1978)” en la que presentó su ponencia “Integración de la 
mujer al desarrollo rural”; 154. Conferencia Regional de 
la FAO para América Latina, Montevideo, 1978; Inte. 
grante de la Mesa Directiva de la 2a. Conferencia Regio- 
na! para la Integración de la mujer en el desarrollo eco. 
nómico y social de América Latina y El Caribe (Cara. 
Cas, Venezuela) 1979; Seminario Interamericano sobre 
“El trabajo femenino y la tamilia en América Latina” 
Organizado por el Consejo Latinoamericano de Ciencias 
Sociales, Montevideo, X1/1979; Presidenta de la Delega- 
ción Uruguaya al Seminario Interamericano sobre parti- 
cipación de la mujer en la cooperación para el desarro- 
llo”. Montevideo, 1981; Seminario Regional para la eva- 
luación de la Década de la Mujer. CIM.OEA, Córdoba, 
Rpca. Argentina, 1X/1984; Delegada del Uruguay a la 
Conferencia Mundial de las Naciones Unidas para el exa- 
men y evaluación de los logros del Decenio de la Mujer 
(Nairobi, Kenya, VII/1985); Seminario Internacional 
“Participación política de la mujer en el Cono Sur” or- 
ganizado por el grupo de trabajo sobre mujer y partici 
Pación política en el Cono Sur, con el apoyo de la Fun- 
dación F. Naumann. (Montevideo, 26-29 de junio 1988); 
Seminario Internacional “La mujer protagonista del cam. 
bio social” (CIM-OEA), Buenos Aires, Rpea. Argentiza, 
15-18 de diciembre de 1986. 


ANEXO IV 
25 de mayo de 1987. 
Doctora. 
Sra. Raquel Macedo de Sheppard 
Presente: 


El equipo de programa del Plenario de Mujeres del 
Uruguay entiende de significativo interés el proyecto de 
creación de una base de datos para la mujer en el Uru. 
guay que usted coordinará con la participación de: 
CIEDUR - IPRU - CIEF y CIIDU. 


La inserción de dicho programa en el proyecto de 
Informática del Poder Legislativo asegura la continuidad 
de una tarea que contribuirá eficientemente a la labor 
de las organizaciones y centros que trabajan por un cam. 
bio en la condición de la mujer uruguaya. 


Sin más la saluda atentamente, 


P/Plenario de Mujeres 
del Uruguay 


Raquel Carreiras 
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MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 
Montevideo, 5 de noviembre de 1985. 
NOTA N? 163/85. ss/lb. 


Sra. Coordinadora del Proyecto 

“Banco de datos básicos de la Mujer en el Uruguay” 
Dra. Raquel Macedo de Sheppard 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Me es grato comunicar a usted que es de interés de 
esta Secretaria de Estado los resultados de la ejecución 
del Proyecto “Banco de datos básicos de la Mujer en el 
Uruguay”, cuyo objetivo consiste en efectuar un releva- 
miento de la información existente sobre la mujer en el 
país, para producir recomendaciones para futuros cursos 
de acción, en particular en relación a las áreas de la sa- 
lud, educación, del trabajo, y rural. 


Hago propicia esta oportunidad para saludar a usted 
muy atentamente. 


Dr. Raúl Ugarte Artola, Ministro de Salud Pública. 
INTENDENCIA MUNICIPAL DE MONTEVIDEO 


Montevideo, 3 de marzo de 1986. 


Sra. Coordinadora del Proyecto 

“Banco de datos básicos de la Mujer en el Uruguay” 
Dra. Raquel Macedo de Sheppard 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted con motivo del 
Proyecto sobre “Banco de datos básicos sobre la Mujer”, 
el que es de interés para esta Intendencia Municipal de 
Montevideo. 


Lo expuesto se halla fundamentado en la necesidad 
de información en un campo (condición de la mujer) so. 
bre el cual, si bien el Uruguay ha poseído una legislación 
de vanguardia desde comienzos de este siglo, continua. 
rían sieudo sensibles algunas desigualdades en las dife- 
rentes situaciones de hecho, estimando por tanto de sumo 
interés e importancia los objetivos que este proyecto pro. 
pone. 


La concreción de los objetivos de este proyecto ser. 
virán para el delineamiento y ejecución de acciones por 
parte de esta Intendencia Municipal. 


Sin más, saluda a usted muy atentamente; 
Dr. Jorge Luis Elizalde, Intendente Municipal. 


Montevideo, 27 de febrero de 1986. 
A QUIEN CORRESPONDA: 


ASUNTO: PROYECTO BANCO DE DATOS 
DE LA MUJER EN URUGUAY 


Por la presente el Centro de Información, Investiga- 
ción y Documentación del Uruguay (CIDU), comunica 
a los posibles interesados que nuestra institución entien. 
de que el proyecto “Banco de Datos de la Mujer en Uru- 
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guay”, diseñado por la Dra. Raquel Macedo de Sheppard, 
ha sido objeto de profundas consideraciones por parte de 
nuestro departamento de investigaciones y proyectos, con. 
tando con nuestro total aval y apoyo. 


La posibilidad de instrumentar esta iniciativa de la 
Dra. Sheppard permitirá conocer la problemática de la 
mujer uruguaya, ayudando a todas aquellas investigacio- 
nes académicas o proyectos de promoción que aquí se es- 
tán llevando a cabo o se quieran realizar. 


Al mismo tiempo se lograrían objetivos tales como 
ser: diagnóstico ordenado de la situación de la mujer, 
clasificación de la información por indicadores. 


Sin más, saluda a Uds, muy atentamente, 
Por CIDU 


Téc. Agr, Victor Bjorgan Barrits, Co-Director Ejecutivo. 


CENTRO INTERDISCIPLINARIO DE ESTUDIOS SOBRE 
EL DESARROLLO, URUGUAY 


Montevideo, 5 de marzo de 1986. 


Sres. 

Fondo de Contribuciones Voluntarias 
para la Mujer de Naciones Unidas 
Presente 


De nuestra consideración: 


Por la presente el Centro Interdisciplinario de Estu. 
dios sobre el Desarrollo, Uruguay (CIEDUR) manifiesta 
su interés en la realización del Proyecto sobre. “Banco de 
Datos básicos de la Mujer en el Uruguay”, cuyo organis. 
mo coordinador de ejecución será CIIDU. 


CIEDUR se encuentra trabajando en la temática de 
la Mujer y el Desarrollo desde hace varios años habién- 
dose realizado varias publicaciones en este ámbito. He. 
mos recibido para estos estudios apoyo de la Ford Foun- 
dation así como de la Interamerican Foundation. Este pro. 
yecto entra dentro de nuestras actuales prioridades de 
investigación habiendo coordinado la participación en 
este estudio con otras instituciones de nuestro medio. 


El proyecto que se presenta será de gran utilidad 
para nuestros futuros trabajos asi como para otras insti. 


tuciones que en el país trabajan en la problemática de 
la mujer. 


Sin otro particular, saluda a Uds. atentamente, 
Rosario. Aguirre, Secretaria Ejecutiva Interina. 


INSTITUTO DE PROMOCION ECONOMICO-SOCIAL + 
DEL URUGUAY 


Montevideo, 18 de febrero de 1986. 
68/86 


Dra. Raquel Macedo de Sheppard 
Coordinadora del Programa 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


Hemos analizado la propuesta para la realización de 
un prediagnóstico de la situación socio.económica de la 
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mujer en el Uruguay. Luego de este análisis queremos 
manifestar nuestro interés en los resultados que se obten- 
drán de la ejecución del mencionado proyecto. 


Tal como se han planteado las actividades a desa- 
rrollar además de obtener resultados de tipo situacional 
no nos cabe duda que el estudio será una aproximación 
eficiente a grupos y acciones relacionadas con mujeres, 
familia y sus problemáticas. 


Es en este último sentido que el proyecto adquiere 
el máximo interés para IPRU como Institución de Pro. 
moción y por lo tanto, atenta a impulsar aquellas inicia- 
tivas que le permitan acercarse a las auténticas manifes. 
taciones de base. 


Por otra parte creemos que la difícil situación socio. 
económica que atraviesa el país, a pesar de su reencuen- 
tro democrático, sólo podrá encararse en la medida que 
se logren movilizar al máximo las capacidades creadoras 
de las organizaciones de base. En otras palabras, la po- 
sibilidad de elaborar políticas de promoción de las orga. 
nizaciones relacionadas con la mujer y la familia, se in- 
serta en el conjunto de las prioridades nacionales. 


En otro orden de cosas, también consideramos que 
vuestra capacidad técnica para coordinar las tareas cel 
proyecto, asegura el éxito del mismo. 


Por lo expuesto, nuestro interés, trasciende el brin- 
dar un simple apoyo al proyecto y desearíamos participar 
activamente en el seguimiento de las actividades del mis. 
mo, así como compartir los resultados que pudieran ob- 
tenerse. 


También queremos brindar nuestra autorización para 
exhibir la presente, si así se creyera conveniente, para 
apoyar la gestión de financiamiento del proyecto ante las 
instituciones públicas o privadas que correspondiera. 


Sin más y esperando se concrete la ejecución del pre- 
sente, saludamos muy atentamente, 
' 


Raúl Bidart, Director.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — En discusión particular. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: en con- 
sulta con algunos otros señores senadores antes del ini- 
cio de la sesión, habíamos llegado a la conclusión de que, 
dada la complejidad y extensión del tema tratado en 
este proyecto de resolución, solicitaríamos —si el Cuer- 
po lo tiene a bien--- que se postergara para la próxima 
sesión. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra para ocupar. 
me de la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: yo soy el 
miembro informante de este proyecto de resolución y, 
por supuesto, voy a votar afirmativamente la moción del 
señor senador Ricaldoni, aunque no sea más que por una 
elemental razón de deferencia con los colegas que quieren 
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estudiar más detenidamente este tema y la extensa do- 
cumentación que acompaña al mencionado proyecto de 
resolución. Me hago cargo de su situación, porque al es- 
tudiar toda la documentación relativa a este problema, 
en mi calidad de Presidente de la Comisión Especial so- 
bre Condición de la Mujer, me fue en cierta medida difí- 
cil orientarme en el aspecto dispositivo del proyecto, en 
su contenido y en los objetivos perseguidos por el mismo. 


De todas maneras, señor Presidente, como ya he he- 
cho ese estudio, quiero puntualizar, antes de que se vote 
la moción, que este proyecto, en realidad, se va a ejecu. 
tar fuera del ámbito del Parlamento. Aquí hay una serie 
de organismos privados, que son los que van a tener a 
su cargo la ejecución del proyecto, especialmente uno lla- 
mado CIIDU, Centro de Información y Documentación 
dei Uruguay. 


También es preciso tener en cuenta un aspecto que 
me preocupé de esclarecer, que es el que la ejecución de 
este proyecto no le va a significar al Parlamento otra 
carga, desde el punto de vista de las tareas materiales, 
que su participación en el Consejo Consultivo que se va 
a crear, junto a otros organismos públicos que han expre- 
sado su interés por este proyecto; y, desde el punto de 
vista financiero, él no significa el menor desembolso al 
Parlamento, porque los fondos son aportados por las Na. 
ciones Unidas, a través de una organización especial y 
mediante una provisión de recursos especialmente desti- 
nados a ese efecto, en el área de los programas para la 
mujer. 


En cuanto al artículo 2% del proyecto de resolución, 
por el cual deberá encargarse a un funcionario o funcio- 
naria del Parlamento la realización de determinadas ta. 
reas, señalo que ello significa una mera asignación de 
funciones particulares a alguien que ya es funcionario del 
mismo, de manera que ni siguiera por ese concepto se van 
a devengar erogaciones para el Poder Legislativo. 


Con estas precisiones no me estoy adelantando a 
eventuales objeciones de los señores senadores, sino que 
estoy estableciendo puntos que a mí me preocuparon cuan. 
do estudié la documentación. Hecho lo cual, reitero que 
voy a votar la moción de orden formulada por el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
de orden formulada por el señor senador Ricaldoni. 


(Se vota:) 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


18) PROFESOR CARLOS SCAFFO. 
Homenaje del Senado. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Me permite, señor sena. 
dor? 


lba a decir que con un poco de retraso con respecto 
a la disposición reglamentaria que establece que este tipo 
de asuntos debe plantearse en la última media hora de 
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la sesión, concedo la palabra al señor senador Tourné, 
quien había hecho llegar una moción a la Mesa para ren- 
dir un homenaje al profesor Carlos Scaffo, fallecido en 
Durazno el 25 de junio de 1987. 


Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Me pareció desde todo punto 
de vista inobjetable el procedimiento de la Mesa para 
no interrumpir el curso del debate en el cual se rindió 
un justiciero homenaje al profesor y maestro Julio Cas- 
tro y luego se decidió dejar para una próxima sesión el 
proyecto de resolución relativo a la Condición de la Mu- 
jer. 


Me voy a permitir, señor Presidente, hacer una su- 
gerencia al Senado. Era mi propósito plantear un home- 
naje a una figura eximia de la vida cultural del país, el 
profesor Carlos Scaífo, quien falleció en la ciudad ue 
Durazno el 25 de junio próximo pasado. Los limites del 
plazo de finalización de esta sesión y las circunstancias 
del trámite del referido homenaje, que derivaría en una 
moción concreta, me llevan a plantear una moción en el 
sentido de que se coloque este homenaje al profesor Car- 
los Scaffo en primer lugar del orden del día de la pró- 
xima sesión ordinaria que realice el Cuerpo, a fin de po- 
der proceder en el plazo adecuado de tiempo a rendir 
este justiciero homenaje que no puede verse truncado por 
la limitación del lapso de que dispone la presente sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Tourné, en el sentido de 
que el homenaje al profesor Carlos Seafío sea colocado 
en el primer punto del orden del día de la próxima se- 
sión ordinaria del Cuerpo. 


íSe vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para una moción de o0:- 
den tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Yo había formulado mo- 
ción en el sentido... 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se procederá, señor se. 
nador. Como usted solicitó que esa parte del debate pa- 
sara a la Comisión correspondiente, la Mesa entendió que 
no era necesario votarlo y procederá a enviar la versión 
taquigráfica correspondiente a la Comisión, de acuerdo a 
lo propuesto, 
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SEÑOR CERSOSIMO, — Si yo hubiera estado ocu- 
pando su lugar hubiera procedido de la misma manera. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Seguramente. 


19 SOLICITUDES DE VENIA 
DE DESTITUCION 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado pasa a sesión 
secreta para considerar los asuntos que figuran en 59 y 
6% términos del orden del día, que son solicitudes de ve- 
nia de destitución que vienen informadas por la Comi- 
sión de Asuntos Administrativos. 


(Así se hace. Es la hora 20 y 49 minutos). 
(Vueltos a sesión pública) 

SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la sesión. 
(Es la hcra 20 y 50 minutos) 

-—Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dn. Félix B. El Helou). — El 
Senado en sesión secreta, resolvió devolver al Poder Eje- 
cutivo las solicitudes de venia para destituir a dos fun. 
cionarios del Ministerio de Educación y Cultura y pos- 
tergar el tratamiento de otra solicitud de venia para la 
próxima sesión. 


20) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Habiéndose agotado el or- 
den del día, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 20 y 51 minutos, presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Cersósimo, Fá Robaina, García Costa, Gargano, 
Guntin, Martínez Moreno, Mederos, Olazázal, Ricaldoni, 
Senatore, Tourné, Traversoni, Ubillos, Zorrilla y Zuma. 
rán.) 


Dr. ENRIQUE£ E. TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dn. Félix B. El Helou 
Secretarios 


Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
Director del Cuerpo de Taquigrafos 


